
En relación con el Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se so-
licita a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados que turne a las comisiones
correspondientes todas las iniciativas de ley o decreto y las proposiciones con pun-
to de acuerdo registradas en el orden del día.

INICIATIVAS

Que expide el Código Procesal Penal Federal, a cargo del diputado César Cama-
cho Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se
turna a las Comisiones de Justicia, con opinión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Que expide la Ley Federal de Protección de Datos Personales, a cargo del diputa-
do Adolfo Mota Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. Se turna a las Comisiones de Gobernación, con opinión de Presu-
puesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, a cargo del diputado Diego Cobo Terra-
zas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. Se turna a
la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Que adicionan dos párrafos y cinco numerales al artículo 400 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Jacinto Gómez Pasillas, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma la fracción I del artículo 31 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Silvia Luna Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona una fracción VIII al artículo 3 de la Ley General de Población, a car-
go del diputado Humberto Dávila Esquivel, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. Se turna a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios.. 

Que reforma el artículo 77 y se adiciona un tercer párrafo al artículo 79 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, a cargo del diputado Jacinto Gómez Pasi-
llas, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Eco-
nomía.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANEXO II

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada, a cargo del diputado Carlos Navarro Sugich, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo del diputado Neftalí Garzón Contreras, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el inciso d) del artículo 2 de la Ley de Asociaciones Religiosas y Cul-
to Público, a cargo del diputado Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Gobernación.

Que reforma el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo del diputado Neftalí Garzón Contreras, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona la fracción XVI al artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Adriana Díaz Con-
treras, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se tur-
na a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . 

Que adiciona un párrafo octavo al artículo 47 de la Ley General de Educación, a
cargo del diputado Carlos Ernesto Zatarain González, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona un inciso h) a la fracción II del artículo 105 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Gerardo Octavio Var-
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gas Landeros, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 2 y 3 de la Ley Federal para prevenir y sancionar la Tor-
tura, a cargo de la diputada Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a las Comisiones de
Unidas de Justicia, y de Derechos Humanos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 64, 84 y 130 de la Ley del Seguro Social, a cargo de la
diputada Holly Matus Toledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. Se turna a la Comisión de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona un párrafo a la fracción VII del artículo 27 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ramón Barajas Ló-
pez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a
la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 167 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, a cargo de la diputada Beatriz Manrique Guevara, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y expide la Ley General de Archivos, a cargo del diputado Fernando Enri-
que Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de
Gobernación, con opinión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el inciso h) fracción I del artículo 2-A de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, suscrita por los diputados Javier Guerrero García, Horacio Garza
Garza e Ismael Ordaz Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . 

Que expide la Ley del Impuesto sobre Emisiones de Vehículos Particulares, a car-
go del diputado Alan Notholt Guerrero, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México. Se turna a las Comisiones de Hacienda y Crédito Públi-
co, con opinión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos, a cargo de la diputada Claudia Cruz Santiago, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, y suscrita por di-
putados de diversos grupos parlamentarios. Se turna a la Comisión de Función Pú-
blica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 12 de la Ley General de Educación, suscrita por los dipu-
tados Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez y Gerardo Octavio Vargas Landeros, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Que adiciona el artículo 31 del Código Penal Federal, a cargo de la diputada Clau-
dia Cruz Santiago, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, y suscrita por diputados de diversos grupos parlamentarios. Se turna a la
Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo de la diputada Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona el artículo 1004 Bis a la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la di-
putada Claudia Cruz Santiago, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, y suscrita por diputados de diversos grupos parlamentarios. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica y del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo del diputado Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma diversas disposiciones de las Leyes Federal del Trabajo, y del Segu-
ro Social, a cargo de la diputada Claudia Cruz Santiago, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática y suscrita por diputados de diversos
grupos parlamentarios. Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión
Social, y de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro de Honor del Palacio Le-
gislativo de San Lázaro la leyenda “Federación de Chiapas a México”, a cargo del
diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social, a car-
go de la diputada Claudia Cruz Santiago, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática y suscrita por diputados de diversos grupos parlamen-
tarios. Se turna a la Comisión de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Leyes Federal del Trabajo,
y del Seguro Social, a cargo de la diputada Claudia Cruz Santiago, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática y suscrita por diputados de
diversos grupos parlamentarios. Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y
Previsión Social, y de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Ana Yurixi Leyva Piñón y suscrita por diversos diputados del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social, a car-
go del diputado Neftalí Garzón Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Seguridad Social. . . . . . . 

Que reforma los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 3, 6 y 22 de la Ley General que establece las Bases de Coordinación
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado Fernando Enri-
que Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de Se-
guridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 6 de la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Re-
adaptación Social de Sentenciados, a cargo del diputado Fernando Enrique Ma-
yans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Sistemas de Aho-
rro para el Retiro, a cargo de la diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a las Comi-
siones Unidas de Trabajo y Previsión Social, de Seguridad Social, y de Hacienda
y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 39, 40 y 41 de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo
del diputado Fernando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que expide la Ley para la Protección de los Deudores de la Banca Comercial, a
cargo del diputado Víctor Hugo García Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . 

Que reforma los artículos 115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo del diputado Rafael Villicaña García, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 7 y 133 de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Joaquín
de los Santos Molina, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de Tra-
bajo y Previsión Social.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el primer párrafo del artículo 22 de la Ley del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica, a cargo de la diputada María Soledad Limas
Frescas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Co-
misión de Gobernación.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 4 de la Ley General de Desarrollo Social, a cargo de la di-
putada Ana Yurixi Leyva Piñón y suscrita por el diputado Víctor Gabriel Varela
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López, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se tur-
na a la Comisión de Desarrollo Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona el párrafo séptimo al artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Carlos Ernesto Zatarain Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a
la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona las fracciones XXX, XXXI y XXXII al artículo 28 de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la diputada Marcela Cuen
Garibi, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 7 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, a cargo de la diputada Ana Yurixi Leyva Piñón, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 15 de la Ley General de Educación, a cargo del diputado
Arnoldo Ochoa González, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el segundo y tercer párrafos del artículo 21 de la Ley del Banco de
México, a cargo del diputado Javier Martín Zambrano Elizondo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 1, 15, 41 y 53, y adiciona el 14 Bis a la Ley del Servi-
cio Militar, a cargo del diputado Fernel Arturo Gálvez Rodríguez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de
Defensa Nacional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona la fracción III del artículo 115 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Arnoldo Ochoa González, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión
de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma la fracción XIV del artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Marco Antonio Peyrot Solís, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 49, 115, 116 y 122 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Carlos Madrazo Limón, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional y suscrita por diputados de diversos
grupos parlamentarios. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.. . . . . 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código Penal Federal y del Có-
digo de Justicia Militar, a cargo del diputado Erick López Barriga, del Grupo Par-
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lamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a las Comisiones
Unidas de Justicia, y de Defensa Nacional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 7o., 32 y 35 de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, a cargo del diputado Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Seguridad Pú-
blica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos y del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Emilio Flores
Domínguez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a las
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 370 del Código Federal de Procedimientos Penales, a car-
go de la diputada Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Justicia.. . . . 

Que reforma los artículos 12, 13 y 18 de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, a car-
go del diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 42 de la Ley Aduanera, a cargo de la diputada Bertha Yo-
landa Rodríguez Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . 

Que adiciona un párrafo segundo al artículo 2o., una fracción XIII al artículo 7, y
un párrafo segundo al artículo 18, de la Ley del Banco de México, a cargo del di-
putado Alejandro Sánchez Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de Población, a cargo del di-
putado Raúl Ríos Gamboa y suscrita por integrantes de la Comisión Especial para
el estudio de las políticas para la migración interna. Se turna a la Comisión de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Servicio Exterior Me-
xicano, a cargo del diputado Alberto Amaro Corona, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Relaciones Ex-
teriores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 60 Ter de la Ley General de Vida Silvestre, a cargo del di-
putado Eduardo Espinosa Abuxapqui, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ANEXO III

Que reforma el artículo 1155 del Código Civil Federal, a cargo del diputado Nef-
talí Garzón Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley Federal de Turismo, a cargo del di-
putado Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. Se turna a la Comisión de Turismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, se expide la Ley que Regula los Servicios de Paquetería y Mensajería, y de-
roga diversas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fe-
deral, a cargo de la diputada Silvia Oliva Fragoso, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. Se turna a las Comisiones Unidas de Go-
bernación, y de Comunicaciones y Transportes, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona un artículo 13 Bis a la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, a cargo de la diputada Juana Leticia Herrera Ale, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Justicia, y de Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que expide la Ley para la Protección de los Portadores y la Prevención del VIH-
Sida, a cargo del diputado Juan Abad de Jesús, del Grupo Parlamentario Conver-
gencia. Se turna a la Comisión de Salud, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 58 del Código Civil Federal, y adiciona una fracción XV
al artículo 13 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indíge-
nas, a cargo de la diputada Mónica Arriola, del Grupo Parlamentario Nueva Alian-
za. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Asuntos Indígenas. . . . . . 

Que reforma los artículos 27, 42 y 48 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Marco Antonio Peyrot Solís, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 27 y 110 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, a cargo de la diputada Mónica Arriola, del Grupo Parlamen-
tario Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . 

Que adiciona una fracción XIX al artículo 29 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Christian Martín Lujano Nico-
lás, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comi-
sión de Pesca. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona un segundo párrafo a la fracción VIII del artículo 17 de la Ley Ge-
neral de Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Christian Martín

327

328

331

344

346

350

353

358

360



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I9

Lujano Nicolás, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a
la Comisión de Pesca. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma la fracción I del artículo 39 de la Ley del Banco de México, a cargo
del diputado Javier Martín Zambrano Elizondo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . 

Que adiciona un inciso d) a la fracción III del artículo 5o. de la Ley que Crea el
Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores Mi-
gratorios Mexicanos, a cargo del diputado Alejandro Sánchez Camacho, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo del di-
putado Jericó Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos. . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 52 de la Ley General de Educación, a cargo del diputado
Juan de Dios Castro Muñoz, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos. . . . . . 

Que adiciona el artículo 31 Bis a la Ley Federal de Cinematografía, a cargo del di-
putado Octavio Martínez Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. Se turna a la Comisión de Radio, Televisión y Cinematogra-
fía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona los artículos 41, 116 y 122 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Lorena Martínez Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna
a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo del diputado
Ernesto Oviedo Oviedo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se
turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Re-
cursos Hidráulicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona los artículos 8 Bis, 13 y 128 Ter de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo de la diputada Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la
Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma la fracción XXI del artículo 3o. de la Ley General de Salud, a cargo
del diputado José Gildardo Guerrero Torres, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional y suscrita por diputados de diversos grupos parlamentarios. Se
turna a la Comisión de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona un último párrafo al artículo 37 de la Ley de los Sistemas de Ahorro
para el Retiro, a cargo del diputado Neftalí Garzón Contreras, del Grupo Parla-
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mentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a las Comisiones
Unidas de Trabajo y Previsión Social, de Seguridad Social, y de Hacienda y Cré-
dito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 343 Bis del Código Penal Federal, a cargo del diputado
Ernesto Oviedo Oviedo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se
turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el segundo párrafo del artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo del diputado Felipe Borrego Estrada, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . 

Que adiciona el Titulo Vigésimo Séptimo y el artículo 430 del Código Penal Fe-
deral; y el artículo 116 del Código Federal de Procedimientos Penales; así como
el artículo 50, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
suscrita por los miembros de la Comisión Especial para dar Seguimiento a las
Agresiones a Periodistas y Medios de Comunicación. Se turna a la Comisión de
Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona el artículo 84 Bis al Código Penal Federal, a cargo del diputado
Francisco Fraile García, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se
turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 4 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, a cargo de la diputada Claudia Cruz Santiago, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Aviación Civil, a car-
go del diputado Óscar Gustavo Cárdenas Monroy, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. Se turna a las Comisiones Unidas de Trans-
portes, y de Comunicaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona los artículos 3, 61, 64 66, 139 y 144 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Ariel Castillo Nájera, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que expide la Ley Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos, a cargo del diputa-
do Armando García Méndez, del Grupo Parlamentario de Alternativa y suscrita
por diputados integrantes de la Subcomisión de Juegos y Sorteos de la Comisión
de Turismo. Se turna a la Comisión de Gobernación, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 67 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos y 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Dolores
de María Manuell-Gómez Angulo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Que reforma el artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado
Mario Enrique del Toro, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 25, 26, 35, 36 y 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Salvador Ruiz Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 27, 55, 56 y 57 de la Ley Minera, a cargo del diputado
Javier Martín Zambrano Elizondo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. Se turna a la Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el segundo párrafo del artículo 219 de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, a cargo del diputado Javier Martín Zambrano Elizondo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 66 de la Ley de Instituciones de Crédito, a cargo del di-
putado Luis Xavier Maawad Robert, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . 
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* INICIATIVAS 

«Que expide el Código Procesal Penal Federal, a cargo
del diputado César Camacho Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del PRI

César Camacho, Diputado Federal integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional;
con fundamento en los artículos 71, fracción II; 72, y 73,
fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 55 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, me permito someter a la
consideración de esta H. Cámara de Diputados la presente
Iniciativa con Proyecto de Decreto que expide el Código
Procesal Penal Federal, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La iniciativa de Código Procesal Penal Federal que ahora
se presenta, concreta la adopción del proceso penal acu-
satorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y
decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20
y 21, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo a la reforma pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de ju-
nio de 2008.

Para su elaboración fueron considerados referentes nacio-
nales de las entidades que ya habían adoptado el modelo
acusatorio, así como otros modelos provenientes del dere-
cho procesal penal comparado, sin embargo, en esta inicia-
tiva se prevé una estructura enteramente distinta del Proce-
so Penal Federal y se incluyen nuevos mecanismos que
atienden a la naturaleza de los delitos que se tramitan en el
fuero federal mexicano. La riqueza indudable que supone
nutrirse de lo que ocurre en otras latitudes no puede, sin
embargo, suplir a las particularidades del tipo de casos que
se procesan en el fuero federal.

El proceso penal que se desprende del nuevo texto consti-
tucional introduce importantes cambios en distintos ámbi-
tos de la persecución y el enjuiciamiento penales. Conlleva
una transformación que impacta en la naturaleza de la in-
vestigación de los delitos, en la protección de los dere-
chos de las víctimas y de los imputados, así como en las
diversas soluciones que pueden darse frente a los conflic-

tos sociales que se siguen de la comisión del delito. El
nuevo modelo también tendrá influencia en el modo en que
se gestionan las instituciones que operan el sistema de jus-
ticia penal, procuración y administración de justicia, poli-
cía, defensoría pública, y centros de justicia alternativa, en-
tre otros.

El marco general del nuevo proceso acusatorio exige que la
investigación del se desarrolle sobre la base de nuevos cri-
terios y directrices, de manera tal que –a diferencia de lo
que ocurría con la antigua averiguación previa administra-
tiva- no se constituya en un procedimiento cuasijurisdic-
cional formalizado en el que la prueba se tasaba y prácti-
camente se constituía en cuanto a su valor definitivo. El
proceso acusatorio exige la nítida distinción entre actos de
investigación y actos de prueba, y reserva éstos últimos pa-
ra el juicio o la diligencia de prueba anticipada, que tiene
las mismas formalidades que aquél.

Otro de los requerimientos de este nuevo proceso es el re-
dimensionamiento que se hace del juicio oral. El juicio oral
constituye el núcleo del nuevo proceso penal que se deriva
de la reforma constitucional. Se ha dicho que en el proce-
so moderno el juicio oral es la excepción y que en realidad
ahora prevalece un proceso penal que privilegia las salidas
negociadas y otras formas abreviadas para resolver los con-
flictos sociales derivados del delito. A pesar de que desde
un punto de vista cuantitativo hay una marcada tendencia a
que la mayoría de los casos se resuelvan por vías diversas
al juicio, de ello no puede desprenderse que lo que se qui-
so establecer con la reforma constitucional publicada el 18
de junio de 2008 sean procedimientos sin verdad.

En efecto, a pesar de las múltiples salidas alternas y otros
mecanismos para la terminación anticipada del proceso, el
juicio oral continúa siendo el referente fundamental para la
decisión respecto de cuál sea la mejor vía para resolver el
fondo de los asuntos. Se trata de un cálculo de la fuerza
probatoria del asunto. Las partes en el proceso deben hacer
un juicio de anticipación respecto de lo que ocurrirá en el
juicio oral para determinar si deciden litigar el caso hasta
esa instancia o si prefieren más bien alguna otra vía. De ahí
que no sea correcto decir que el juicio oral es excepcional,
antes bien es el horizonte permanente a partir del cual ca-
da una de las partes toma las decisiones del caso.

El Ministerio Público debe construir su estrategia de polí-
tica criminal tomando en cuenta al juicio oral; también de-
be hacerlo para la dirección de la investigación y para la
elaboración de la teoría del caso. La mejor estrategia debe
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decidirse anticipando lo que ocurriría en un juicio oral y, a
partir de ahí, organizar las posibles salidas del asunto.

El imputado y su defensor, por su parte, también deben an-
ticipar el escenario del juicio oral para organizar y tomar
decisiones fundamentales en el curso del proceso.

El juicio oral es el barómetro de todas las decisiones del
proceso.

Cabe observar que se ha cambiado la denominación de Có-
digo Federal de Procedimientos Penales por la de Código
Procesal Penal Federal, pues estos cuerpos legales no só-
lo establecen normas procedimentales, sino que también
contienen disposiciones sobre jurisdicción, competencia,
sujetos procesales e instituciones intervinientes, todo lo
cual conforma un universo que rebasa la noción de proce-
dimiento, la cual tiene una connotación más bien de corte
administrativo. La noción procedimiento es típica de los
modelos inquisitivos, en el sistema acusatorio proceso es
una denominación más acorde con el cambio que se pre-
tende. Es cierto que, si bien no es dable hablar de proceso
sino hasta que se ha perfeccionado el triangulo procesal en-
tre acusador-imputado-juez, la noción de procedimiento
penal es contradictoria con las características del nuevo
modelo acusatorio. Como adecuadamente ha indicado el
profesor García Colomer, hablar de un procedimiento acu-
satorio es una contradicción en sus términos, en la medida
en que supone la confusión entre actos de investigación y
actos de prueba. Así pues, a pesar de que ciertamente exis-
ten actos de investigación previos a la realización del jui-
cio, algunos de los cuales son realizados unilateralmente
por la policía y el Ministerio Público, sin la intervención
del juez, se ha decidido designar a la totalidad de las ac-
tuaciones como proceso.

Esta iniciativa de Código Procesal Penal Federal prevé una
estructura dividida en seis Títulos que se subdividen en ca-
pítulos y secciones. El Título Preliminar regula los princi-
pios generales del Proceso Penal Federal; el Primero des-
arrolla las normas concernientes a los actos procesales; el
Segundo prevé las reglas sobre los sujetos procesales y los
intervinientes en el proceso penal; el Tercero desarrolla las
distintas fases del proceso penal ordinario; el Cuarto intro-
duce los procedimientos especiales y, finalmente, el Título
Quinto establece el capítulo de recursos.

A continuación se explican sus principales institutos.

Título Preliminar

Principios, derechos y garantías

En la presente iniciativa se incluye un título preliminar que
contiene los principios generales del proceso penal, así co-
mo los derechos y garantías de las partes, reconocidos al-
gunos de ellos por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de la cual se desprenden las principa-
les orientaciones de regulación procesal de acuerdo con los
principios superiores que ésta consagra, así como otros
principios previstos en los instrumentos internacionales de
derechos humanos vinculantes para México, tales como la
Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre
otros.

Esta iniciativa de Código Procesal Penal Federal regula un
sistema acusatorio de carácter oral que tiene por objeto el
esclarecimiento de los hechos, la protección del inocente y
procurar que el culpable no quede impune y que los daños
causados por el delito se reparen. Se regulan los principios
de lealtad de las partes, igualdad ante la ley, presunción de
inocencia, indefectibilidad, justicia pronta y gratuita, juez
natural e independiente, ne bis in idem, libertad probatoria,
medidas cautelares y reglas de interpretación, así como
mecanismos de justicia restaurativa. También se establecen
los principios de publicidad, contradicción, concentración,
continuidad e inmediación que regulan el proceso penal. A
continuación se da cuenta de los principios fundamentales
del proceso.

En primer término se establece el principio de lealtad pro-
cesal. El Ministerio Público y la defensa deberán litigar
con lealtad y buena fe, evitando todo tipo de prácticas di-
latorias o abusos de las facultades previstas en el código.

La cualidad de parte acusadora en el proceso penal asumi-
da por el Ministerio Público no obsta a que, como agente
tutelar del imperio de la ley penal, esté obligado a obrar ob-
jetivamente y, en su caso, incluso llegar a solicitar la abso-
lución del imputado cuando ello sea procedente. Asimis-
mo, sin dejar de reconocer que los defensores deben tener
como principal eje de preocupación los intereses de sus de-
fendidos, ello no puede traducirse en que puedan realizar
actos contrarios a los principios del sistema de justicia y a
los de la ética profesional.

También se establece el principio de igualdad ante la ley.
La materialización de este principio, no solo brinda igual-



dad de oportunidades a las partes a fin de equilibrar el pro-
ceso, sino también identidad en la aplicación de los dere-
chos previstos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y las leyes.
El acceso a la justicia debe ser idéntico para ambas partes,
el imputado puede ser oído en audiencia de la misma ma-
nera que el Ministerio Público.

El principio de presunción de inocencia es el presupuesto
fundamental de todo el sistema de justicia penal en su con-
junto. Este principio, contemplado en el artículo 20 consti-
tucional, permite enmarcar la actividad jurisdiccional e im-
plica que mientras no se obtenga prueba de que se ha
cometido un delito, ningún sujeto puede ser considerado
culpable ni sometido a pena.

El principio de presunción de inocencia ha sido recogido
por diversos instrumentos internacionales sobre derechos
humanos ratificados por nuestro país, entre ellos el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos. Además la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación reconoció, en una te-
sis aislada (P.XXXV/2002), que el principio se encontraba
ya en el texto de la Constitución. Sin embargo, en la refor-
ma constitucional ya aprobada se consagra como un prin-
cipio explícito. En esta iniciativa también se establece este
principio y además se regulan los diferentes instrumentos
procesales en consonancia con su contenido y alcances.

Esta iniciativa no se ha conformado con garantizar el debi-
do proceso previo ante el juez natural, sino que, además, ha
establecido normas para asegurar su independencia en su
función de juzgar, frente a los demás Poderes del Estado y
frente al Poder Judicial de la Federación.

En el nuevo sistema se reitera el principio “ne bis in idem”
previsto en el artículo 23 constitucional. La persona con-
denada, absuelta o cuyo juicio haya sido sobreseído defini-
tivamente, no podrá ser sometida a un nuevo juicio penal
por el mismo hecho.

En el ámbito probatorio también se desarrollan los princi-
pios de la Constitución Federal. La libertad probatoria im-
plica que pueda ser usado cualquier medio para el esclare-
cimiento de los hechos, siempre y cuando éste sea lícito.
No existen medios de prueba excluidos o restringidos, ni
tampoco existe la vinculación de la necesidad de probar
ciertos hechos con determinados medios.

En lo que respecta a su valoración, esta iniciativa pone tér-
mino al régimen de prueba tasada, legal o regulada, y por
ende, el tribunal podrá apreciarla y evaluarla con libertad,
pues ningún medio probatorio tiene mayor valor que otro,
ni existen medios de prueba excluidos. 

Las medidas cautelares son auténticos actos de molestia,
procederán bajo los principios de subsidiariedad y excep-
cionalidad. La procedencia de las medidas cautelares debe-
rá estar regida por el principio de subsidiariedad, de modo
tal que siempre se opte por aquella medida que provoque la
menor afectación posible.

Son excepcionales porque estas se aplicaran siempre y
cuando no sea posible asegurar la cautela del proceso o la
protección de la víctima mediante otros mecanismos.

Otro de los elementos que se debe tener en cuenta es que
las medidas cautelares sean proporcionales, tanto al delito
que se imputa, como a la necesidad de cautela. Los riesgos
mencionados con anterioridad admiten graduación y nunca
son de todo o nada, dependerán de cada caso concreto. Por
ello es que la necesidad de cautela siempre deberá ser eva-
luada por el Ministerio Público y justificada por él ante el
juez, con la posibilidad de que tanto el imputado como su
defensor ejerzan su derecho de contradicción en una au-
diencia. Cuando se aborde el capítulo sobre medidas cau-
telares se abundará sobre este tema.

También se establece como principio general, la justicia
restaurativa, que consiste en buscar acercamientos entre la
víctima y el infractor que atiendan a las necesidades de
aquella y recompongan el tejido social. La justicia restau-
rativa puede ser una forma alternativa al proceso, pero no
necesariamente. Existen formas de justicia restaurativa que
son concomitantes al proceso penal propiamente dicho.

El derecho a la defensa es otro de los principios funda-
mentales del proceso penal. En este apartado de principios
se prevé en su dimensión general estableciendo su inviola-
bilidad en todas las etapas del proceso. El derecho a la de-
fensa es una garantía compleja que comprende el derecho
a la información en torno a los propios derechos, a la de-
fensa material y a contar con asistencia técnica de un abo-
gado titulado.

En este título se incluye también las características genera-
les del proceso. La acusatoriedad y la oralidad son caracte-
rísticas del proceso penal adoptado y los principios recto-
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res son los de publicidad, contradicción, concentración,
continuidad, inmediación e igualdad con las restricciones y
excepciones que la misma ley señala.

El proceso penal se regirá por los siguientes principios:

Publicidad. Todas las actuaciones serán públicas salvo las
excepciones que establezca la misma ley.

Contradicción. Las partes podrán debatir los hechos y ar-
gumentos jurídicos, normativos, jurisprudenciales de la
contraparte y controvertir cualquier medio de prueba, para
lo cual podrán hacer comparecer, interrogar o en su caso
contrainterrogar a los testigos y peritos pertinentes.

Concentración. La presentación, recepción y desahogo de
las pruebas, así como todos los actos del debate se des-
arrollarán, ante un juez competente y las partes, en una au-
diencia continua, sucesiva y secuencial, salvo casos excep-
cionales previstos en la ley.

Continuidad. Las audiencias no se interrumpirán salvo en
casos excepcionales previstos en este Código.

Inmediación. Los jueces tomarán conocimiento personal
del material probatorio introducido en la audiencia, y escu-
charán directamente los argumentos de las partes, con la
presencia de los sujetos procesales que participen, salvo las
excepciones que marca esta iniciativa de Código.

Título Primero

El título primero está compuesto por siete capítulos que re-
gulan los aspectos generales del proceso penal federal. Las
formalidades del proceso, los actos y resoluciones judicia-
les, las reglas de competencia, la comunicación entre auto-
ridades, las notificaciones, los plazos y las nulidades pro-
cesales.

Formalidades

En el capítulo I de esta iniciativa se establecen de manera
general, las formalidades que el proceso debe contener, pa-
ra que las actuaciones que en él se realicen estén acordes a
los principios y características que el proceso acusatorio
contempla, con la finalidad de no vulnerar derechos y ga-
rantías constitucionales.

Se prevén nuevas reglas sobre los registros, toda vez que el
principio general de la publicidad que disciplina al nuevo

proceso penal rige no sólo para las audiencias, sino tam-
bién para los registros del proceso. La investigación será
reservada, por supuesto, pero una vez que de acuerdo con
las reglas generales deba hacerse pública en el proceso, su
registro también deberá ser público, a menos que el Tribu-
nal ordene que alguna actuación sea mantenida bajo reser-
va. En este orden de ideas, la administración del Tribunal
deberá llevar un registro completo y otro extractado. El re-
gistro extractado deberá consignar la actuaciones del pro-
ceso y especificará cuáles hayan sido reservadas para el pú-
blico.

Actos procesales

En el capítulo II se propone establecer con claridad cuáles
son las características que deben contener los actos y reso-
luciones judiciales, siempre bajo la premisa de que la auto-
ridad deberá resolver en audiencia todas las peticiones o
planteamientos de las partes que, por su naturaleza, deban
ser debatidas, o bien cuando requieran el desahogo de al-
guna prueba, y siempre bajo los principios de contradic-
ción, inmediación y publicidad. Igualmente se establece
que, en el caso de las audiencias del Juez de Control ten-
drá, en lo aplicable, las mismas facultades conferidas al
Juez que presida el juicio oral. Este dispositivo concreta el
contenido de la fracción X del Apartado A del artículo 20
constitucional, de acuerdo con el cual las audiencias preli-
minares al juicio se regirán por los mismos principios del
juicio oral.

Competencia

El capítulo III de este título regula el tema de la competen-
cia. Se establece como regla general que el tribunal com-
petente para conocer de un delito es el del lugar en que se
comete, con excepción de los casos de concurso de delitos;
en esos supuestos, el Ministerio Público Federal será com-
petente para conocer de los delitos del fuero común que
tengan conexidad con delitos federales y los jueces federa-
les tendrán, asimismo, competencia para juzgarlos. Igual-
mente, se establece otra excepción a la regla general para
determinar que la competencia se surtirá a favor de un juez
distinto al del lugar de comisión del delito, si por razones
de seguridad o de otras que impidan garantizar el desarro-
llo adecuado del proceso, el Ministerio Público Federal
ejercita acción penal ante él. También se establece la regla
de que la competencia se surtirá a favor del Tribunal en cu-
yo domicilio esté algún miembro de comunidades indíge-
nas cuando sean parte en el proceso.



En el caso de los delitos continuados y de los continuos o
permanentes, se señala como regla de competencia que po-
drán conocer de éstos los tribunales en cuyo territorio pro-
duzcan efectos o se hayan realizado actos constitutivos de
tales delitos.

Otra regla importante de competencia concierne a cuando
el delito se realice o tenga efectos en distintas entidades
federativas de la República. En esos casos, para poder fa-
cilitar una efectiva persecución penal, el Ministerio Pú-
blico podrá decidir el lugar en el que se desarrollará el
proceso.

En caso de que dos o más agentes del Ministerio Público
investiguen los mismos hechos que tengan efectos en dife-
rentes entidades federativas, y con motivo de esta circuns-
tancia se afecte el derecho de defensa, el imputado o su de-
fensor podrán solicitar al superior jerárquico de ambos para
que decida quien estará a cargo del caso.

Por último, se establece la regla de extraterritorialidad, de
acuerdo con la cual, será competente el tribunal en cuya ju-
risdicción territorial se encuentre el imputado, por los deli-
tos que se inicien en el extranjero pero que produzcan sus
efectos en el territorio mexicano. En este capítulo también
se establecen las reglas de conexidad.

Notificaciones

En el capítulo V se desarrolla el tema de las notificaciones.
Como regla general, la presente iniciativa dispone que las
resoluciones pronunciadas durante las audiencias se enten-
derán notificadas a las partes que hubieren asistido o a
quienes tenían la obligación legal de asistir, no obstante lo
anterior, las partes deben señalar domicilio dentro del lugar
del proceso para ser notificadas, salvo el caso de las auto-
ridades, la cuales serán notificadas en sus respectivas ofi-
cinas.

El Ministerio Público, en el curso de una investigación po-
drá comunicar alguna actuación o resolución, debiéndose
aplicar, en lo que corresponda, las disposiciones de las no-
tificaciones judiciales.

Plazos

El Capítulo VI aborda el tema de los plazos. En contrapo-
sición a la regla de plazos rígidos, en este modelo procesal
se establece como regla general que los plazos judiciales
serán fijados conforme a la naturaleza del proceso y a la

importancia de la actividad que se deba cumplir, tomando
en cuenta siempre los derechos de las partes.

En cuanto a las resoluciones que deben dictarse en las au-
diencias, se emitirán inmediatamente después de concluido
el debate, salvo las excepciones previstas en la presente
iniciativa, como en caso de resoluciones de cierta comple-
jidad, excepcionalmente, el Juez o Tribunal podrán retirar-
se a deliberar hasta por tres horas. Así es como también se
preservan los principios de inmediación y de continuidad.

Por último, respecto de la duración del proceso, se respeta
el término establecido en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en la que se establece que durará
hasta cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxi-
ma no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si
la pena excediere de ese tiempo, salvo que el inculpado so-
licite mayor plazo para su defensa.

Nulidades

En el Capítulo VII se aborda el tema la nulidad de los ac-
tos procesales. En este apartado se desarrolla el principio
constitucional previsto en la fracción IX, Apartado A, del
artículo 20 constitucional. Dicho dispositivo establece que
no podrán valorarse las actuaciones que vulneren derechos
fundamentales. En esta iniciativa se establece que serán
nulos absolutamente aquellos actos que vulneren derechos
fundamentales y que no hayan sido saneados. Ello conjuga
dos principios básicos del proceso penal: el respeto por los
derechos fundamentales y la economía procesal. El tipo de
nulidades establecidas atiende a esas dos finalidades. Las
nulidades pueden ser absolutas o relativas.

Las nulidades serán absolutas cuando se haya vulnerado
irremediablemente un derecho fundamental; serán relati-
vas, en cambio, cuando a pesar de haberse vulnerado, la
violación sea oportunamente saneada.

El juez deberá informar a la partes cuando advierta un error
para que éste sea saneado y, si la parte no lo sanea, el juez
valorará el tema para determinar si el error redunda en al-
guna nulidad. En este último supuesto el juez deberá preci-
sar a qué actos alcanza la nulidad.

Título Segundo

El título segundo se integra con siete capítulos y compren-
de la regulación sobre los sujetos procesales y los demás
intervinientes en el proceso.
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Jueces y Magistrados

El capítulo I aborda la regulación de la función de los jue-
ces. Define la función general de los Jueces de Control en
el marco del proceso propiamente dicho, que no es otra si-
no la de resolver las solicitudes que formulen las partes y
la de velar por el buen desarrollo del proceso y de los prin-
cipios que lo disciplinan. El Juez de Control no es un juez
de instrucción, tampoco tiene como encomienda hacer la
investigación del delito. Su papel es el de garantizar la
marcha regular del proceso y autorizar aquellas decisiones
que requieran de control judicial. La nueva regulación so-
bre las facultades de los jueces se hace en armonía con el
texto reformado de la Constitución, el cual crea el control
jurisdiccional de los actos de cautela para la protección de
víctimas, testigos y terceros.

Por lo que hace al Juez de juicio oral, se establece que su
función principal es la de decidir sobre la responsabilidad
penal de los imputados después de desarrollado el juicio.
Aunque no es materia de esta iniciativa, en ella se abre la
puerta para decidir cómo estará integrado el tribunal de jui-
cio oral. Existen algunos delitos que deberán ser juzgados
por tribunales colegiados, pero otros podrán serlo por tri-
bunales unitarios. Ello es materia por supuesto de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

En este capítulo también se regula la prohibición de comu-
nicaciones ex parte como una consecuencia del equilibrio
que debe existir entre los sujetos procesales que postulan la
acusación y la defensa, tal y como lo ordena el artículo 20,
Apartado A, fracción VI constitucional, el cual prohíbe al
juzgador tratar asuntos que estén sujetos a proceso con cual-
quiera de las partes, sin que esté también presente la otra.
Por supuesto quedan excluidas de esa prohibición las solici-
tudes que formule el Ministerio Publico que requieran reser-
va y sigilo para su éxito, tales como las solicitudes de órde-
nes de aprehensión, de cateo y de reserva de actuaciones.

Se desarrolla en el articulado del texto el deber de los jue-
ces de preservar el principio de igualdad procesal y de des-
pejar los obstáculos que impidan su vigencia o la debiliten,
en consonancia con la última parte de la fracción V del
Apartado A, del artículo 20 constitucional, la cual estable-
ce que las partes tendrán igualdad procesal para sostener la
acusación o la defensa, respectivamente.

Asimismo, se reitera la obligación que tienen los jueces de
estar presentes durante el desarrollo de las audiencias y de
tomar sus decisiones con objetividad e imparcialidad. Por

lo que hace a la obligación de fundar y motivar sus deci-
siones se reitera la necesidad de que se haga de conformi-
dad con las reglas de la sana crítica, de acuerdo con lo pre-
visto por la fracción II del Apartado A del artículo 20
constitucional.

La obligación de fundamentación y motivación en un pro-
ceso preponderantemente oral, tiene importantes diferen-
cias si se le compara con la metodología del expediente es-
crito que hasta ahora ha estado en vigor. Por esta razón se
establece que no deberán hacerse transcripciones innecesa-
rias de los argumentos vertidos por las partes ni tampoco
simples relaciones de las pruebas.

También se regula el tema de los poderes disciplinarios del
juez, se prevé como regla general que puede hacer uso de
la fuerza pública para hacer cumplir sus determinaciones,
además de que se introduce un catálogo de medidas de
apremio que podrá imponer para los mismos fines. En este
último supuesto, respecto de algunas de las medidas de
apremio que se pueden imponer, se introduce un procedi-
miento para dar garantía de audiencia al infractor, pero
cuando ello ocurra en el curso del juicio oral el procedi-
miento se iniciará una vez concluido éste, con la finalidad
de no afectar la continuidad que le es característica. En es-
te capítulo también se establecen las reglas sobre excusas y
recusaciones.

Ministerio Público y policía

El Capítulo II regula lo concerniente al Ministerio Público
y a la policía. Cómo más adelante se explicará, la investi-
gación del delito en un proceso acusatorio tiene caracterís-
ticas muy diferentes si se le compara con la averiguación
previa propia del sistema mixto. La investigación propia
del modelo acusatorio debe estar desformalizada.

Desde un punto de vista doctrinal, en el modelo mixto-in-
quisitivo, al Ministerio Público se le confiere el papel de
autoridad durante la investigación y de parte en el proceso.
Esto quiere decir que le corresponde llevar a cabo la inves-
tigación tal como lo haría una autoridad instructora, al es-
tilo en que lo hacían los tradicionales jueces de instrucción.
Así, en lugar de contar con una investigación ágil, orienta-
da a la obtención de datos empíricos para poder esclarecer
los hechos delictivos y seleccionar la mejor forma de re-
solver el caso, de manera muy temprana el sistema co-
mienza a comportarse con excesivos formalismos, constru-
yendo judicialmente el asunto. Predomina el rito sobre el
resultado.



Cabe además agregar que la investigación técnica del deli-
to se le confiere directamente al Ministerio Público y no a
la policía, la cual se estima está dotada de facultades muy
pobres para realizar investigaciones. Como bien dice Al-
berto Binder, el Ministerio Público se construyó como una
organización refleja a la judicial.

Ese estado de cosas debe transformarse radicalmente en el
marco de la reforma al proceso acusatorio. En lugar de ar-
mar un expediente, el Ministerio Público debe asegurarse
de que la policía, bajo su mando y conducción, realice una
investigación de campo sobre los hechos. Ello implica que
se logre generar una dinámica de relación entre la policía y
el Ministerio Público para lograr una investigación profe-
sional y eficaz.

Como se explicará más adelante, la exigencia constitucio-
nal prevista en la fracción III del Apartado A del artículo 20
de la Constitución, es decir, que para fundar la sentencia
sólo se puede usar la información desahogada en el juicio,
requiere de un enorme trabajo para asegurar que los testi-
gos y los demás intervinientes comparezcan a la audiencia
de juicio. Si no comparecen los testigos, los medios de con-
vicción, salvo las excepciones previstas para la prueba an-
ticipada, se perderán. Ello impone deberes importantes tan-
to al Ministerio Público como a la policía para que se
aseguren de dar un correcto tratamiento a los testigos, en-
trevistarlos oportunamente y realizar todas aquellas accio-
nes tendentes a protegerlos.

La encomienda principal del Ministerio Público será diri-
gir a la policía en la investigación del delito, lo cual recla-
ma importantes modificaciones en las formas en que se re-
lacionan. En esta iniciativa se establecen los marcos de
intervención de estas instancias para alcanzar esos objeti-
vos.

Aunado a lo anterior se regula el deber de lealtad que tiene
el Ministerio Público para actuar con objetividad, de tal
manera que la investigación debe tener en cuenta tanto los
elementos de cargo como de descargo, tal y como lo pos-
tula el artículo 21 constitucional y las Directrices de las
Naciones Unidas sobre la Función de los Fiscales. Tam-
bién se establece el deber del Ministerio Público de guar-
dar reserva acerca de la identidad de detenidos, imputados,
victimas u ofendidos así como respecto de otras personas
para proteger a éstas y los resultados de la investigación.
Se dispone de manera explícita que la carga de la prueba
corresponde al Ministerio Publico.

En lo atinente a los poderes de coerción del Ministerio Pú-
blico cabe aquí precisar que, en consonancia con los prin-
cipios del proceso penal de corte acusatorio, no se confie-
ren facultades al Ministerio Público; este deberá ocurrir
ante el juez para solicitar que aplique alguna medida de
apremio. También se prevé la posibilidad, cuando ello sea
aplicable, de que procedan las mismas causales de excusa
o recusación previstas para los jueces.

Por cuanto a la policía de investigación se crea un conjun-
to de criterios técnicos que constituyen una base idónea pa-
ra el desarrollo de la investigación policial, cuya finalidad
es asegurar la obtención completa y ordenada de los ele-
mentos útiles para la investigación del caso.

En esta iniciativa, la policía cuenta con facultades para re-
cabar la información necesaria de los hechos delictuosos de
que tenga noticia, pero deberá comunicarlo inmediatamen-
te al Ministerio Público, evidentemente no podrá realizar
actos que sean de molestia. Deberá también impedir que
los hechos delictivos se lleven a consecuencias ulteriores y
realizará todos los actos que el Ministerio Público le orde-
ne para el esclarecimiento de los hechos y para que éste
pueda, en su caso, fundar la acusación, determinar el no
ejercicio de la acción penal o solicitar el sobreseimiento.

Estas nuevas facultades concedidas a la policía no contra-
dicen las orientaciones garantistas en las que se sustenta es-
ta iniciativa. Antes al contrario, son una muestra fehacien-
te de que el establecimiento de reglas para una mayor
eficacia y eficiencia en la persecución del delito, pueden
convivir con la protección puntual de los derechos funda-
mentales del gobernado.

La recolección inmediata de los primeros indicios constitu-
tivos de un delito son cruciales para el esclarecimiento de
los hechos, por ello, en esta iniciativa se faculta a la poli-
cía para recopilar la información aportada por el ciudadano
respecto de hechos constitutivos de delito; prestar auxilio
inmediato a las víctimas; cuidar que no se pierdan los ras-
tros e instrumentos del delito; entrevistar a los testigos que
sean útiles para el esclarecimiento de los hechos y practi-
car todas las diligencias orientadas a la individualización
física de los autores y partícipes del delito.

Víctima u ofendido

En el Capítulo III se regula la participación de la víctima y
sus derechos. Se desarrolla un concepto de víctima que
comprende no sólo a las personas que directamente sufren
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los efectos del delito convencional, sino a quienes sufren
por la afectación de intereses colectivos o difusos, de par-
ticular manera se reivindica como victimas u ofendidos a
las comunidades indígenas respecto de hechos punibles
que impliquen discriminación o genocidio o que afecten
otros bienes jurídicos de gran relevancia en una democra-
cia. Se desarrollan los derechos constitucionales de la víc-
tima y se introduce la figura del acusador coadyuvante a
quien se le reconoce la calidad de parte para todos los efec-
tos legales.

Los derechos específicos que esta iniciativa reconoce a la
víctima son el desarrollo de los contenidos en el artículo
20, apartado C, constitucional. Se incluye la figura del acu-
sador coadyuvante. La introducción de esta figura se hace
en reglamentación directa de la fracción II del apartado C
del artículo 20 de la carta magna, el cual concede a la víc-
tima el derecho a coadyuvar con el Ministerio Público pa-
ra que se le reciban todos los datos o elementos de prueba
con los que cuente. Cuando se constituya en acusador co-
adyuvante la víctima podrá introducir los elementos de
convicción directamente en la audiencia de debate, suje-
tándola a que lo haga por la vía de un licenciado en dere-
cho que la represente, puesto que la intervención en el jui-
cio con estos nuevos alcances requiere las pericias del
litigio.

En tanto acusador coadyuvante, la víctima puede señalar
los vicios formales y materiales del escrito de acusación y
solicitar su corrección, y ofrecer los medios de convicción
que estime necesarios para complementar la acusación del
Ministerio Público, asimismo, también actuará como coad-
yuvante por lo que hace a la reparación de los daños y per-
juicios que el Ministerio Público está obligado a solicitar,
en términos de lo que establece la Constitución Política
mexicana. El momento para constituirse en acusador coad-
yuvante, corre desde que se dicta el auto de vinculación a
proceso hasta quince días antes del cierre de la investiga-
ción. Se reconoce a cualquier persona la posibilidad de
constituirse en acusador coadyuvante respecto de delitos
cometidos por servidores públicos en ejercicio de sus fun-
ciones.

El imputado

En el Capítulo IV se regulan los derechos del imputado. Se
establece de manera expresa el derecho de éste a intervenir
personalmente en las actuaciones judiciales y el derecho a
la intimidad que sólo puede ser afectado de acuerdo con la
ley y con autorización del juez competente. En consonan-

cia con la protección legal de los derechos fundamentales
del imputado, propios de un proceso penal democrático, se
prohíbe la incomunicación de éste, así como el secreto del
proceso.

La reserva de los elementos de imputación se regula como
excepción al descubrimiento, el cual será explicado más
adelante, pero también se ordena a los jueces revelar la in-
formación en un momento oportuno para que el imputado
pueda defenderse.

En cuanto a los derechos del imputado durante el proceso
se explicita la armonía de sus derechos previstos en la
Constitución y en los tratados internacionales, lo cual de-
nota que esos derechos deberán de ser entendidos por los
jueces federales también de acuerdo con la interpretación
de los órganos de derecho internacional al respecto. Debe
destacarse la norma adjetiva que permite al imputado ser
asistido por el defensor que él o sus parientes designen, o
la agrupación a la que pertenezca, desde el momento en el
que tenga participación como tal, incluso desde el momen-
to de su detención.

Se establece también el derecho a entrevistarse con su de-
fensor antes de hacer alguna declaración o intervenir en
otra diligencia. Se reitera la prohibición Constitucional de
someter a la persona imputada a tortura o maltrato, inclusi-
ve bajo los supuestos de técnicas o métodos que induzcan,
alteren su libre voluntad o atenten contra su dignidad. Se
desarrolla el derecho del imputado a ser indemnizado cuan-
do haya sido afectado ilícitamente en su integridad física,
psicológica o moral, libertad personal o de trabajo. Se es-
tablece la indemnización a cargo del Estado cuando el im-
putado haya sido sometido a tortura, trato cruel, inhumano
o degradante.

Defensores y consultores técnicos

En el Capítulo V se regula el tema de los defensores. Se
prevé por supuesto el derecho del imputado a nombrar a un
defensor de su preferencia y a que el Tribunal comunique
al Instituto de la Defensoría Pública Federal cuando el im-
putado no pueda o no quiera designar uno, ello para los
efectos de que esta oficina designe un defensor público que
represente al imputado. Este es un cambio importante si se
le compara con lo que tradicionalmente ocurre en México,
es decir, que sea el Tribunal o, peor todavía, el Ministerio
Público quienes designan al defensor. Los inconvenientes
de tal proceder son evidentes, toda vez que afecta a la au-
tonomía de la defensa.



Otro de los derechos que hay que destacar es el que tienen
los defensores de ser auxiliados por el Tribunal para entre-
vistarse con personas relevantes para la defensa que se nie-
guen a hacerlo. En el mismo sentido se establece que el
Juez de Control auxiliará a la defensa para acceder a obje-
tos, documentos o informes en poder de terceras personas
que se nieguen a proporcionarlos.

Deben también explicarse las nuevas reglas sobre defenso-
res comunes. En México ha sido una práctica generalizada
designar a un defensor común para que represente a varios
imputados. Esa práctica es contraria a las condiciones para
desempeñar una defensa efectiva, toda vez que la repre-
sentación de varios imputados, sobre todo si son coimputa-
dos, puede conducir al conflicto de intereses. Por eso es
que en esta iniciativa se exige que para el nombramiento de
defensores comunes se acredite que no existen intereses
contrapuestos.

Es de destacar la instauración de consultores técnicos quie-
nes podrán acompañar en las audiencias a la parte con
quien colaboran para apoyarla técnicamente en el contra
examen de los peritos de la parte contraria.

Título Tercero

En la iniciativa que se propone, el proceso penal ordinario
cuenta con las siguientes fases: de investigación, de vincu-
lación a proceso, de investigación complementaria, inter-
media o de preparación y el juicio propiamente dicho. El tí-
tulo tercero regula todas estas fases y las posibles salidas
que es posible disponer durante su desarrollo, por eso es el
que mayor extensión tiene de los títulos que componen el
Código Procesal Penal Federal. La fase de ejecución de la
pena se regulará, de acuerdo con esta propuesta, en la Ley
Federal de Ejecución de Sanciones. La decisión de estruc-
turar el ordenamiento adjetivo penal federal de esta mane-
ra, obedeció a la necesidad de crear un continuum procesal
que permita a todos los intervinientes, sobre todo a los jus-
ticiables, contar con claridad respecto de los distintos mo-
mentos que componen el proceso penal federal.

Modos de inicio del proceso

El capítulo I aborda lo concerniente a los modos de inicio
del proceso. Como puede apreciarse, la reforma constitu-
cional publicada el 18 de junio de 2008 en el Diario Oficial
de la Federación, no modificó las bases tradicionales para
el inicio de un proceso penal. La denuncia y la querella
continúan siendo las dos formas tradicionales de inicio.

En este capítulo se prevé que la denuncia puede ser pre-
sentada incluso ante la policía o algún otro servidor públi-
co en casos de urgencia. Se establece asimismo la obliga-
ción genérica de denunciar, no obstante, también se
dispone una lista de personas y servidores públicos que es-
tarán especialmente obligados a realizar dicha denuncia,
confiriéndoles el papel de garantes de los bienes jurídicos
que pudieran verse afectados por la omisión de la denun-
cia. Se excluyen de este dispositivo, por supuesto, aquellas
personas que cuenten con algún privilegio o bien aquellas
que arriesguen la persecución penal propia.

En cuanto a la querella se prevén sus requisitos básicos, así
como los sujetos autorizados a realizar actos en representa-
ción de menores de edad y la posibilidad de realizar actua-
ciones urgentes para evitar que se destruyan las evidencias
y otros elementos probatorios antes de que la querella lle-
gue a formalizarse.

Principios y naturaleza de la investigación

En el Capítulo II se regulan los principios generales que
disciplinan a la investigación del delito, de conformidad
con las nuevas bases de investigación previstas en el nue-
vo texto de los artículos 19, 20 y 21 constitucionales.

En contraposición a los sistemas inquisitivos, en los cuales
la actividad del Ministerio Público en la fase de investiga-
ción tenía una importancia fundamental por cuanto hace a
su peso probatorio, en el proceso acusatorio todos esos da-
tos sólo tienen el estatus de elementos de convicción y nun-
ca de prueba ya formada. Por ello ya no es necesario que el
Ministerio Público genere un expediente en el sumario con
todas las formalidades de las actuaciones judiciales, antes
bien, para asegurar la agilidad y la eficiencia de la investi-
gación, ésta necesita desformalizarse, en este sentido, si
bien es necesario que el Ministerio Público elabore un re-
gistro con sus principales actuaciones y las de la policía a
la que dirige, ya no elabora formalmente un expediente que
después pasará a manos del juez de instancia como su prin-
cipal fuente de referencia para el dictado de la sentencia.

Con objeto de lograr la desformalización, se tiene previsto
que la investigación técnica para allegarse medios de prue-
ba la realice la policía, actuando siempre bajo el mando y
control del Ministerio Público, quien tendrá dentro de sus
facultades la obligación de dirección de la investigación.

Fiel a lo dispuesto por el párrafo décimo tercero del artícu-
lo 16 constitucional, el ordenamiento diseñado en esta ini-
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ciativa establece, por lo que concierne a las facultades del
Juez de Control durante esta etapa, sus funciones principa-
les, a saber: autorizar los anticipos de prueba que soliciten
las partes, resolver excepciones, autorizar la aplicación de
providencias precautorias, de las técnicas de investigación
que requieran control judicial, de las medidas cautelares y
demás solicitudes propias de esta etapa y, en general, con-
trolar el cumplimiento de los principios y garantías proce-
sales y constitucionales. Debe precisarse que el Juez de
Control no tiene facultades de investigación, porque ello
sería contrario a las características de un proceso acusato-
rio.

La investigación de la policía y del Ministerio Público re-
quiere la reserva para poder alcanzar sus fines, el propio
ordenamiento establece la regla general en cuanto al mo-
mento en que la reserva deberá ser levantada, la cual coin-
cide con la regla constitucional prevista con ese fin, es de-
cir, cuando el imputado se encuentre detenido, se pretenda
entrevistarlo o cuando vaya a rendir declaración. En todo
caso siempre con la oportunidad debida para que pueda
preparar la defensa. El tema de la reserva de actuaciones se
desarrollará con más detalle más adelante, sin embargo, ca-
be aquí adelantar que para observar lo previsto por la frac-
ción VI, Apartado A, del artículo 20 constitucional, se es-
tablece que el Ministerio Público podrá solicitar que las
actuaciones sean mantenidas bajo reserva, incluso cuando
el imputado pueda ya tener acceso a los registros, siempre
que ello sea imprescindible para el éxito de la investiga-
ción.

En lo atinente a medidas precautorias, se prevé su proce-
dencia durante la investigación, incluso antes de determi-
nar la vinculación del imputado a proceso. Este ordena-
miento distingue entre providencias precautorias y
medidas cautelares, utilizando como criterio de diferencia-
ción el momento en que se solicitan. De esa forma, se es-
tablecerán providencias precautorias para la protección de
la investigación, de las personas o de bienes jurídicos cuan-
do todavía no se haya vinculado al imputado a proceso. Se
impondrán, en cambio, medidas cautelares, cuando la vin-
culación ya haya tenido lugar. En cuanto a su contenido de-
be señalarse que es idéntico, las formas de imposición tam-
bién –deberá realizarse en audiencia–; sin embargo, para la
procedencia de providencias precautorias no será necesario
vincular previamente a proceso.

Por lo que hace al valor de las actuaciones de la investiga-
ción, el código adjetivo recoge la garantía prevista en la
fracción III, Apartado A, del artículo 20 constitucional, en

el sentido de que ninguna de ellas tendrá valor para fundar
la sentencia si no se desahoga en la audiencia de juicio oral
–con las excepciones previstas para prueba anticipada. Ta-
les actuaciones tendrán valor, por supuesto, para la deter-
minación de resoluciones previas a juicio como la vincula-
ción a proceso, la procedencia de providencias precautorias
y medidas cautelares, la reserva de actuaciones, entre otras
resoluciones.

Medios de investigación

El capítulo III regula lo relativo a los medios de investiga-
ción. Se prevé la regla general de que cualquier persona,
salvo las excepciones puntuales y limitadas previstas en el
propio ordenamiento, está obligada a proporcionar infor-
mación para el esclarecimiento de los hechos materia de la
investigación y a declarar como testigos ante los jueces.

Son diversos los medios de investigación previstos en este
código, en general su regulación atiende a un principio ge-
neral del proceso acusatorio consistente en la libertad pro-
batoria. La policía deberá recoger todos los elementos ne-
cesarios y entrevistar a quienes se requiera, así como
solicitar informes, para lograr el esclarecimiento de los he-
chos materia de la investigación.

Este ordenamiento recoge medios de investigación que
otrora estaban reservados sólo para la investigación de la
delincuencia organizada. La razón de ello es que existen
actividades delictivas que no necesariamente se cometen
en forma asociativa u organizada pero que requieren, sin
embargo, de instrumentos diversos para la investigación.
Por eso, en este nuevo ordenamiento se regulan las inter-
venciones de comunicaciones privadas, la infiltración de
agentes y las entregas vigiladas.

En el pasado tales medios y procedimientos no se incluían
como formas de investigación ordinaria porque no existían
los controles necesarios para evitar que los elementos de
las organizaciones de procuración de justicia no abusaran
de sus poderes y facultades. Con la introducción del proce-
so acusatorio y las reglas específicas que le son inherentes
–como la exclusión de prueba ilícitamente obtenida-, aho-
ra es posible generalizar el uso de estas herramientas de
combate a la delincuencia considerada como grave. La in-
filtración de agentes podrá autorizarla el Procurador Gene-
ral de la República o el Subprocurador a quien él delegue
esa responsabilidad. El Código autoriza a infiltrar no sólo
a organizaciones, sino también actividades de individuos
dedicados a cometer delitos graves.



Con independencia de los resultados que arroje este tipo de
infiltraciones, quienes la hubieren realizado estarán obliga-
dos a rendir un informe ante el juez de control para los
efectos de revisar la legalidad de las actividades de inves-
tigación. La intervención de agentes encubiertos no podrá
prolongarse por más de seis meses. Se autorizan, asimis-
mo, las entregas vigiladas, con los mismos controles pre-
vistos para la infiltración de agentes.

Por lo que hace a la intervención de comunicaciones priva-
das y también para las solicitudes de órdenes de cateo, se
prevén nuevas reglas para los efectos de dar cumplimiento
al párrafo décimo del artículo 16 constitucional, el cual dis-
pone que tales solicitudes se podrán hacer por cualquier
medio, sin que necesariamente se utilice la forma escrita.
Básicamente se establecen dos formas para realizar tales
solicitudes además de la tradicional forma escrita, en pri-
mer lugar, se indica que se realizará en conferencia priva-
da con el juez, esto es, en una audiencia en la que de ma-
nera sucinta se expondrán los hechos que dan base a la
solicitud y la necesidad de realizar la actuación. En estos
casos, el Juez de Control, sobre la base de la información
proporcionada, podrá autorizar el pedimento en los térmi-
nos expuestos por el Ministerio Público, o bien solicitar
que se amplíe la información proporcionada. En casos de
urgencia dichas solicitudes –segunda forma– se pueden
formular por teléfono. En todas las hipótesis el juez debe-
rá realizar un pronunciamiento inmediato sobre la proce-
dencia de las solicitudes del Ministerio Público.

Ello entraña que se instalen en las prácticas cotidianas de
los operadores del sistema de justicia nuevas formas de
fundar y motivar las solicitudes. Lejos de las prácticas aho-
ra dominantes, en las que la fundamentación y motivación
es extraordinariamente formalista, el nuevo modelo de jus-
ticia implica sí, que se acrediten los extremos señalados
por la Constitución y la ley, pero no una justificación su-
perabundante que en el pasado muchas veces ha generado
una dilación extrema en la tramitación de las solicitudes.

Cabe agregar, en torno a los trámites que deben cumplirse
para el procesamiento de estas solicitudes, que deberá exis-
tir una grabación de audio con códigos de seguridad que
permitan autentificar las comunicaciones entre los intervi-
nientes. En el caso de las comunicaciones telefónicas, ade-
más del registro de audio, se generará un registro para ser
conservado por el Juez de Control, con el objeto de que
tanto la solicitud como en su caso la respectiva orden pue-
dan ser adecuadamente identificadas.

Para los efectos de fortalecer la investigación y la persecu-
ción penal se prevé que el Ministerio Público pueda orde-
nar, sin que ello implique afectación de derechos, medidas
de vigilancia destinadas a que el imputado no destruya los
elementos de investigación o se sustraiga a la acción de la
justicia, en tanto son tramitadas las solicitudes citadas con
anterioridad.

En lo atinente a la intervención de comunicaciones priva-
das debe indicarse que se incorpora a este ordenamiento las
reglas ya existentes en la actual Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada, sin embargo, se adaptan diversas
disposiciones con el objeto de adecuar dichos procedi-
mientos con el proceso acusatorio, sobre todo por lo que
hace al acceso a los registros de las intervenciones. En es-
te Código los registros de las intervenciones a comunica-
ciones no pueden ser destruidos, si se pretende incorporar-
los como medio de prueba al juicio oral, hasta que el
imputado y su defensa hayan podido tener acceso a los
mismos.

En este apartado también se disponen algunas reglas sobre
el valor probatorio que podrían llegar a tener las grabacio-
nes que los particulares aporten para acreditar hechos de-
lictivos. La condición fundamental que impone la Consti-
tución sobre este tema, en el artículo 17, es la concerniente
a que la grabación debe haber sido hecha por quien haya
participado en la comunicación. En este orden de ideas se
pueden dar tres distintos supuestos: primero, que sea el
propio particular el que lleve a cabo la grabación y libre-
mente la aporte, que la grabación sea hecha por un tercero
a instancias de alguno de los participantes y, finalmente,
que la autoridad realice la grabación a instancias de alguno
de ellos, siempre que se trate de alguno de los delitos esta-
blecidos en el propio código.

Además de los medios antes citados, el capítulo que ahora
abordamos prevé los otros mecanismos que tiene la autori-
dad ministerial y la policía para llevar a cabo su tarea de es-
clarecer los hechos materia de la investigación, desde las
revisiones personales e inspecciones generales, hasta el
aseguramiento de bases de datos y el aseguramiento de ob-
jetos, instrumentos y otras huellas del delito.

La parte final de este capítulo regula la posibilidad de que
el Ministerio Público cite al imputado durante el desarrollo
de la investigación, con el objeto de permitirle conocer los
datos de la misma y que –siempre prevenido sobre su de-
recho a guardar silencio y a consultar a un abogado-, ma-
nifieste los hechos aclaratorios que desee. Esta posibilidad
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no constituye, sin embargo, un derecho del imputado, que-
da a la entera discrecionalidad del Ministerio Público bus-
car la comparecencia previa del imputado durante la inves-
tigación. La razón de ello es que en esta etapa ya no hay
constitución de prueba, el imputado podrá ejercer plena-
mente su derecho de defensa –incluida la posibilidad de
contradecir la fuente de prueba-, una vez que el Ministerio
Público formule la imputación y solicite la vinculación a
proceso. El despliegue completo de la defensa ocurre por
supuesto en la audiencia de debate de juicio público. El
instituto al que ahora se hace mención constituye un ins-
trumento para que el Ministerio Público pueda, en ejercicio
del principio de lealtad procesal, despejar acusaciones in-
fundadas. No se trata de que el imputado se convierta en
fuente de prueba.

Registro de investigaciones

El Capítulo IV trata el importante tema del registro de la
investigación. De conformidad con la iniciativa que se pre-
senta, todos los actos de la investigación realizados por la
policía o por el Ministerio Público deberán quedar adecua-
damente registrados, ello con la finalidad de garantizar la
defensa. El acceso a tales registros encuentra su regulación
tanto en este capítulo como en los que se refieren al descu-
brimiento de la investigación y sus excepciones, los cuales
serán tratados con posterioridad. Lo que aquí se debe rete-
ner es la obligación de la policía y del Ministerio Público
de tener un registro puntual de la investigación para efecto
de satisfacer el derecho a la defensa.

Acción penal y criterios de oportunidad

El Capítulo V regula la acción penal. Dentro de la secuen-
cia procesal indicada, se llega al momento en el que el Mi-
nisterio Público estima contar con los suficientes elemen-
tos para ejercitar la acción penal y solicitar la vinculación
a proceso del imputado para, en su caso, estar en aptitud de
pedir la aplicación de una medida cautelar restrictiva de de-
rechos y protectora del proceso.

La acción penal corresponde al Ministerio Público, sin per-
juicio de la participación que sobre este punto se confiere a
la víctima en este ordenamiento. La reforma constitucional
de 18 de junio de 2008 establece la posibilidad de que los
particulares también ejerciten la acción penal, y ciertamen-
te se trata de un instrumento novedoso. No obstante, toda
vez que esta posibilidad generalmente se prevé para delitos
que no afectan el interés público, se decidió no incluir la
posibilidad de que los particulares ejerzan directamente la

acción penal por lo que hace a delitos federales. Ello es así
porque todos los delitos federales impactan de manera con-
siderable el interés público. Se estima que la acción penal
conferida a particulares es un instituto que debe reservarse
a los ordenamientos procesales del fuero común. Esta de-
cisión no obsta, sin embargo, para dar intervención a la víc-
tima en la figura de la coadyuvancia.

La acción penal puede no ejercitarse y en consecuencia se
procederá a archivar la investigación cuando los hechos no
fueren constitutivos de delito, o porque se encuentre extin-
guida la acción penal o se trate de cosa juzgada; cuando no
aparezcan elementos que permitan desarrollar actividades
conducentes al esclarecimiento de los hechos; o cuando
proceda alguna hipótesis para decretar el sobreseimiento.

Se prevé un control interno contra el archivo de la investi-
gación, el cual se tramitará ante el superior jerárquico del
Ministerio Público, además de un control judicial ante el
Juez de Control quien confirmará o dejará sin efectos la re-
solución del Ministerio Público. Con ello se da satisfacción
al derecho fundamental de la víctima para impugnar el no
ejercicio de la acción penal.

Este capítulo regula también la adopción de criterios de
oportunidad. El artículo 21 párrafo séptimo constitucional
señala que el Ministerio Público podrá considerar criterios
de oportunidad para el ejercicio de la acción penal, en los
supuestos y condiciones que fije la ley. La aplicación irres-
tricta del principio de legalidad provoca una saturación del
sistema de justicia con delitos menores que el Ministerio
Público se ve precisado a perseguir, absorbiendo costos
constantes de persecución. Por ello, sería deseable que es-
tos recursos fueran destinados a combatir aquellos conflic-
tos que más atención reclaman por lesionar bienes jurídicos
de superior entidad.

El de legalidad en materia de persecución penal, sin em-
bargo, continúa siendo la regla general en el nuevo sistema.
El principio de oportunidad tiene el estatus de excepción
mediante la adopción de criterios de política criminal con-
tenidos en la presente iniciativa. Y es que una de las críticas
que se han formulado contra él es que parte de premisas de
política criminal que son por lo menos cuestionables. La pri-
mera de tales críticas es que la selectividad inevitable de la
justicia penal se debe a una política inflacionaria de defini-
ción criminal o de criminalización de conductas superfluas,
que operan en el nivel simbólico y que no se traducen en
un daño efectivo de bienes jurídicos.



En este ordenamiento se prevén cuatro criterios de oportu-
nidad, a saber, cuando se trate de hechos socialmente in-
significantes o de mínima o exigua culpabilidad del impu-
tado; en los casos de delincuencia organizada, cuando el
imputado colabore eficazmente con su investigación o per-
secución; cuando el imputado haya sufrido, a consecuencia
del hecho, daño físico o psicológico grave que torne des-
proporcionada la aplicación de una pena o medida de se-
guridad y; finalmente, cuando la pena o medida de seguri-
dad carezca de importancia en consideración a las ya
impuestas por otros delitos en el mismo o en otro fuero.

Formas de aprehensión y detención del imputado

El Capítulo VI de la iniciativa regula el tema de las formas
de aprehensión y detención del imputado. En primer térmi-
no se regulan las formas de detención del imputado, las
cuales pueden ser realizadas por orden de aprehensión, por
flagrancia o por caso urgente.

Para el libramiento de órdenes de aprehensión se exigen los
mismos extremos previstos en la reforma constitucional,
incluido el nuevo estándar consistente en que obren datos
que establezcan el hecho señalado por la ley como delito.
Dado que ese estándar es el mismo que se establece para
vincular el imputado a proceso, se explicará cuando se
aborde ese tema.

En esta iniciativa se establece una metodología diferente
para que el Ministerio Público solicite una orden de apre-
hensión, la cual se deriva de la nueva redacción del artícu-
lo 16 constitucional. Antes de la reforma a la carta magna
se exigía que las solicitudes se formularan por escrito, aho-
ra esa condición ha desaparecido, estas órdenes pueden so-
licitarse por cualquier medio. En esta iniciativa se estable-
ce que las solicitudes se harán bajo protesta de decir verdad
ante el Juez de Control por escrito o en audiencia privada.

Lejos de ser un simple cambio de forma, el cambio de me-
todología para solicitar órdenes de aprehensión se traduce
en una transformación radical de los procedimientos hasta
ahora en vigor. Los jueces deberán atender a la informa-
ción que el Ministerio Publico exponga oralmente, lo cual
hará bajo protesta de decir verdad, es decir, bajo riesgo de
incurrir en el delito de falsedad, previsto en el artículo 248
bis del Código Penal Federal, en caso de faltar a la verdad.
Este planteamiento implica que el juez tomará la decisión
sobre la procedencia de la solicitud, sin hacer un examen
exhaustivo de la carpeta de investigación del Ministerio
Público, tal como antes hacían los jueces con los expe-

dientes de la averiguación previa. Su decisión estará fun-
dada sólo en la información proporcionada oralmente por
el Ministerio Público. Esto no quiere decir por supuesto
que el Juez de Control no pueda solicitar la exhibición de
documentos o de constancias de la investigación y además
que requiera al Ministerio Público para que amplíe la in-
formación, pero no se trata de que estudie un expediente.

Lo mismo cabe indicar respecto a los requisitos para la fun-
damentación y motivación de la orden de aprehensión, to-
da vez que, como se explicará más adelante, se trata de ha-
cer una estimación de la probabilidad de la participación en
el hecho señalado como delito.

Esta iniciativa adecua el nuevo concepto constitucional de
flagrancia. El Poder revisor de la Constitución, a fin de evi-
tar posibles excesos, definió el concepto de flagrancia. El
dispositivo constitucional establece ahora que, además de
la flagrancia en sentido estricto, es decir, cuando el impu-
tado es capturado en el momento mismo de estar perpe-
trando el delito, se le puede detener inmediatamente des-
pués de haberlo cometido. Este segundo supuesto autoriza
las otras dos figuras clásicas de la flagrancia, esto es, la
cuasiflagrancia –persecución material– y la llamada fla-
grancia de la prueba, esto es, cuando inmediatamente des-
pués de cometer el delito el imputado es señalado por la
víctima, un testigo o partícipe en la comisión del delito y
además existan objetos o indicios que hagan presumir fun-
dadamente que acaba de intervenir en él. Queda proscrita
la flagrancia equiparada.

Vinculado a la medida anterior, es necesario establecer un
mecanismo de control a las autoridades que intervengan en
la detención, mediante el registro inmediato y detallado de
la misma, estableciendo con claridad la hora en que la de-
tención se realizó y el momento en que el imputado sea
puesto a disposición del Ministerio Público.

Se conserva la figura de la detención por caso urgente, con
los mismos requisitos hasta ahora en vigor.

Una vez que la persona detenida en flagrancia o caso ur-
gente sea puesta bajo la responsabilidad del Ministerio Pú-
blico, éste deberá verificar la legalidad de la detención, y,
en caso de que lo considere aplicable podrá retener al im-
putado por un plazo de cuarenta y ocho horas o de noven-
ta y seis cuando se trate de delincuencia organizada. Puede
ocurrir el caso de que el Ministerio Público considere que
no es necesario privar de la libertad al imputado durante el
plazo de retención, en esos supuestos, podrá ocurrir ante el
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Juez de Control para que éste aplique una medida cautelar
anticipada. El Ministerio Público puede también simple-
mente dejar en libertad al imputado y citarlo para la for-
mulación de la imputación en aquellos casos en que estime
que el imputado comparecerá. Esta regulación despeja las
críticas enderezadas a la reforma constitucional que seña-
laban que había desaparecido la garantía de libertad provi-
sional bajo caución durante el plazo de retención. El cam-
bio importante es que bajo un sistema acusatorio
corresponde a los jueces determinar las garantías y en ge-
neral las medidas cautelares, no al Ministerio Público.

Asimismo, durante la retención del imputado, éste podrá
solicitar una medida cautelar anticipada para obtener su li-
bertad provisional y si el Ministerio Público está de acuer-
do, ambos concurrirán ante el Juez de Control para acor-
darlo, de lo contrario dicha solicitud se podrá reiterar
directamente ante el Juez en la audiencia de vinculación a
proceso.

Durante el plazo de retención el Ministerio Público deberá
notificar a la oficina de servicios auxiliares de medidas
cautelares, cuyas funciones se explicarán más adelante, pa-
ra que antes de la audiencia de vinculación a proceso envíe
a un funcionario que entreviste al imputado.

A partir del momento en que el imputado se encuentre de-
tenido, de acuerdo con lo previsto por el artículo 20, Apar-
tado B, fracción VI, el imputado tendrá derecho al descu-
brimiento, es decir, a que se le proporcione toda la
información contenida en los registros de la investigación.
El capítulo VII de este título establece las reglas del descu-
brimiento de la investigación.

Descubrimiento de la información de la investigación

La obligación de descubrimiento o derecho a la informa-
ción es un derecho fundamental. La regla general es que al
imputado se le proporcione oportunamente toda la infor-
mación necesaria para que ejerza su derecho a la contra-
dicción y a la defensa. La información de la investigación
cumplida deberá revelarse al imputado si éste es detenido;
cuando pretenda recibírsele declaración o ser entrevistado
o antes de su primera comparecencia ante el juez. A partir
de esos momentos se le deberán proporcionar todos los da-
tos que el imputado solicite para su defensa y que obren en
los registros de la investigación.

El hecho de que el imputado tenga derecho al acceso a to-
da la información no puede traducirse en que se abra una

puerta para la destrucción de indicios y de medios de prue-
ba necesarios para el éxito de la investigación. En este or-
den de ideas se establecen las excepciones al descubri-
miento, incluso cuando ya se haya vinculado a proceso al
imputado.

La reserva de actuaciones procederá como un instrumento
excepcional en aquellos casos en que sea imprescindible
para evitar la destrucción, alteración u ocultamiento de
pruebas, la intimidación o amenaza o influencia a los testi-
gos del hecho, a fin de asegurar el éxito de la investigación,
o para la protección de personas o bienes jurídicos. Se pre-
vé que la reserva sea revisada por el Juez de Control cada
mes para verificar si continúan vigentes los criterios que
originalmente se usaron para determinar la reserva y, en su
caso, confirmarla, sustituirla o revocarla. Todos los datos
deberán ser oportunamente revelados para satisfacer el de-
recho a la defensa. Se establece que la reserva no podrá
prorrogarse más allá de la formulación de la acusación, he-
cha excepción de los casos de violación, secuestro y deli-
tos cometidos en contra de menores de edad, en los cuales
la reserva podrá continuar hasta que los testigos rindan tes-
timonio en el juicio. En estos casos el juez proporcionará al
imputado y a su defensor el tiempo necesario para preparar
el contra examen del testigo. La finalidad de esta prórroga
excepcional es dar cumplimiento a lo previsto por el artí-
culo 20, Apartado C, fracción V, relativo a los derechos de
las víctimas del delito. Cuando se trate de las víctimas de
esos delitos el juez, siempre a solicitud del Ministerio Pú-
blico, autorizará la prórroga en los términos expuestos.

Vinculación a proceso

En la secuela procesal seguida hasta ahora corresponde tra-
tar el tema de la vinculación a proceso, el cual se desarro-
lla en el capítulo VIII del Título Tercero de esta iniciativa.

La reforma constitucional publicada el 18 de junio de 2008
modificó el nombre del tradicional auto de sujeción a pro-
ceso para sustituirlo por el de auto de vinculación a proce-
so. La vinculación a proceso consiste, como su nombre lo
indica, en constreñir al imputado para que se le siga un pro-
ceso. La emisión del auto que lo impone confiere al impu-
tado ciertos derechos durante la persecución penal, pero
también le impone deberes de naturaleza procesal y es la
base para que se le impongan medidas cautelares, como
más adelante se detallará. Para determinar la vinculación a
proceso se debe acreditar, de acuerdo con lo previsto por el
artículo 19 constitucional, los datos que establezcan que se
ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que



exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o par-
ticipó en su comisión. La decisión para determinar si se
vincula o no al imputado a proceso se debe tomar en au-
diencia.

La metodología de audiencias que asume un sistema pro-
cesal acusatorio, como ya se señaló más arriba, implica que
las decisiones judiciales, sobre todo las que afecten dere-
chos, sólo se tomen después de dar oportunidad a las par-
tes de debatir sobre el tema o temas sobre los que aquéllas
recaerán. En este orden de ideas, la decisión sobre la vin-
culación del imputado a proceso debe también adoptarse en
audiencia. Ello no sólo porque sea recomendable que así
ocurra, sino porque así lo ordena la fracción X, del Aparta-
do A, del artículo 20 constitucional, al prever que en las
audiencias preliminares al juicio se observarán los mismos
principios que a éste le son propios. En este orden de ide-
as, a la audiencia de vinculación a proceso, como en gene-
ral a todas las audiencias preliminares, le serán aplicables
los principios de publicidad, contradicción, concentración,
continuidad e inmediación.

La audiencia de vinculación a proceso puede desarrollarse
en uno o dos momentos, depende de si el imputado solici-
ta, en los casos en que se encuentre detenido, la ampliación
del plazo hasta por 120 horas para aportar prueba. En caso
de que no solicite la prórroga, la decisión sobre la vincula-
ción a proceso se adoptará una vez que haya terminado la
audiencia, en caso contrario, se adoptará una vez que se re-
anude dicha audiencia en el plazo acordado pero siempre
sin rebasar el señalado en el artículo 19 constitucional.

En esta audiencia se realizará el control de detención, si co-
rrespondiere, se formulará la imputación, se dará la opor-
tunidad de declarar al imputado, se resolverá sobre las so-
licitudes de vinculación a proceso y medidas cautelares, y
se definirá el plazo para el cierre de la investigación.

Para el caso de los imputados detenidos, lo primero que de-
be hacerse en la audiencia de vinculación a proceso es lle-
var a cabo el control de la detención. El control de la de-
tención no es otra cosa sino la ratificación de la detención
que, en aquellos casos que proceda, debe realizar el juez de
control, de acuerdo a lo dispuesto por el párrafo sexto del
artículo 16 constitucional. El juez de control en esos casos
deberá verificar que se den los supuestos de flagrancia o
caso urgente y de ser el caso ratificar la detención, en caso
de que no se cumpla con esos extremos, el Juez de Control
decretará la libertad con la reserva de ley.

Si el Juez de Control ratifica la detención la audiencia con-
tinuará para que el Ministerio Público formule la imputa-
ción. Antes de ello, el Juez de Control verificará que el im-
putado conozca sus derechos y, en caso de que no sea así,
se los dará a conocer. La formulación de la imputación y la
comunicación de derechos también tienen fundamento cons-
titucional, están previstas en la fracción III, del Apartado B,
del artículo de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, la cual establece el derecho del imputado a
que se le informen los hechos que se le atribuyen. La for-
mulación de la imputación es la comunicación que hace el
Ministerio Público al imputado en presencia del Juez de
Control, de que se lleva a cabo una investigación en su con-
tra respecto de uno o más hechos determinados.

Una vez formulada la imputación, el Juez de Control, pre-
guntará al imputado si la entiende y sí es su deseo declarar
o guardar silencio. En todo momento se permitirá que el
imputado consulte con su abogado para la toma de estas
decisiones. La oportunidad para declarar también es un de-
recho previsto en la fracción II, del Apartado B, del artícu-
lo 20 constitucional.

Una vez que se hubiere dado al imputado la oportunidad
para declarar, el Juez de Control permitirá que el Ministe-
rio Público solicite la vinculación del imputado a proceso.
Para tales efectos el Ministerio Público deberá acreditar los
datos que establezcan la existencia del hecho y la partici-
pación del imputado en él.

El nuevo estándar para vincular a proceso es un concepto
procesal y no de la teoría del delito. La expresión datos que
establezcan la existencia del hecho viene a sustituir a la ca-
tegoría de cuerpo del delito que, al decir del profesor Julio
Maier, es uno de los remanentes más virulentos del mode-
lo inquisitivo. La determinación sobre la existencia de esos
datos se desprende no de la discusión dogmática sobre la
existencia del delito, la cual tendrá lugar en el juicio pro-
piamente dicho, sino en la presentación de indicios que
permitan razonablemente suponer la existencia del hecho y
la probable participación del imputado en él. Se trata de un
juicio de probabilidad, no de decidir en definitiva sobre la
responsabilidad penal del imputado que era lo que en la
práctica ocurría en el sistema mixto preponderantemente
inquisitivo, en demérito de los derechos del imputado y de
las condiciones para una persecución penal eficaz.

Una vez hecha la solicitud de vinculación, el imputado
puede solicitar la prórroga a la que se refiere el artículo 19
constitucional con el objeto de aportar prueba para oponer-
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se a la vinculación a proceso. En caso de que lo haga se
suspenderá la audiencia para continuarla dentro de las se-
tenta y dos o ciento veinte horas contadas a partir del ini-
cio de la audiencia. Si no se solicita la prórroga se resolve-
rá sobre la solicitud de vinculación y el resto de las
peticiones, al término de esa audiencia.

En el supuesto de prórroga, la continuación de la audiencia
de vinculación a proceso empezará con un breve resumen
del Ministerio Público y el desahogo de la prueba aportada
por el imputado, la cual deberá ser distinta a la ofrecida por
el Ministerio Público, ya que, como se ha indicado, no se
trata de anticipar el juicio en esta audiencia preliminar. La
prueba será desahogada cuando no afecte los plazos cons-
titucionales para resolver sobre la situación jurídica del im-
putado y siempre que no sea la misma que aportó el Mi-
nisterio Público. Se utilizarán para estos casos la misma
metodología de interrogatorio prevista para la realización
del juicio oral.

Una vez que hubiere sido desahogada la prueba y que se
permita al Ministerio Público realizar el interrogatorio, se
le autorizará también ofrecer prueba únicamente para des-
virtuar la que haya desahogado la defensa.

Concluido el debate sobre la vinculación a proceso el juez
determinará la decisión que deba recaer sobre ese tema.
Posteriormente, en caso de que se decida vincular al impu-
tado a proceso, se abrirá debate sobre la necesidad de apli-
car alguna medida cautelar, en aquellos casos en los que no
proceda oficiosamente la prisión preventiva. Evidentemen-
te, si el juez determina que no hay lugar para la vinculación
a proceso, la audiencia concluirá y se dispondrá la libertad
inmediata del imputado en caso de que se encontrare dete-
nido. La decisión sobre la no vinculación del imputado a
proceso no impide que el Ministerio Público formule una
nueva solicitud en caso de que encuentre nueva informa-
ción que justifique la vinculación a proceso.

Una vez que hubiere sido tomada la decisión para la vin-
culación a proceso, el Juez de Control abrirá debate sobre
el plazo para el cierre de la investigación. Esta decisión se
tomará sobre la base de los argumentos que viertan las par-
tes en torno a las necesidades probatorias, así como a la
complejidad del caso y siempre que no se rebasen los lími-
tes señalados para la duración de la investigación comple-
mentaria. Agotado ese tema, el Juez de Control podrá abrir
debate sobre otras solicitudes que planteen las partes y una
vez atendidas se cerrará la audiencia y comenzará la inves-
tigación complementaria.

Medidas cautelares

El capítulo IX agrupa la regulación sobre la aplicación de
medidas cautelares. En esta parte de la iniciativa se inclu-
ye la manera en que se concreta el artículo 19 constitucio-
nal, párrafo segundo.

La regulación de estas medidas debe hacerse en conso-
nancia con otros derechos previstos en la propia Consti-
tución, cual es el caso del principio de presunción de ino-
cencia, el cual constituye uno de los derechos
fundamentales del imputado. De conformidad con lo an-
terior, y a efecto de lograr satisfacer los principios de ex-
cepcionalidad, subsidiariedad y proporcionalidad que rigen
la aplicación de medidas cautelares, en este ordenamiento
se crean los Servicios Auxiliares de Medidas Cautelares.
La función y objeto principal de estos servicios será pro-
porcionar al juez y a las partes, información relevante para
la determinación de las medidas cautelares. Más aún, se
trata de reducir los casos en que sea necesaria la aplicación
de la prisión preventiva.

Es claro que una de las orientaciones del legislador consti-
tucional fue la de limitar la imposición de la prisión pre-
ventiva mediante la utilización de medidas cautelares, de
hecho ordenó que aquella sólo fuera aplicable cuando otras
medidas no fueran suficientes para alcanzar los fines pro-
cesales que justifican la prisión preventiva. Esa directiva
no podría conseguirse si no se cuenta con una estructura lo-
gística para determinar cuándo se torna indispensable apli-
car una medida cautelar y cuál de las existentes resulta idó-
nea para alcanzar los fines pretendidos.

Por esta razón los Servicios Auxiliares de Medidas Caute-
lares tendrán la función esencial de entrevistar a los impu-
tados y en su caso realizar visitas domiciliarias y otras pe-
queñas tareas de investigación, con el objeto de determinar,
vía una recomendación dirigida al Juez de Control, la me-
dida que en su caso deba ser aplicada.

Los Servicios Auxiliares de Medidas Cautelares se adscri-
ben al Consejo de la Judicatura Federal, como otro más de
sus órganos auxiliares. La razón de ello es que los princi-
pios de actuación que regulan a estos servicios exigen neu-
tralidad y el Consejo de la Judicatura Federal, como órga-
no de gobierno del Poder Judicial de la Federación reúne
las condiciones para ese ejercicio.

Los principios que regulan la actuación de los Servicios
Auxiliares de Medidas Cautelares son los de imparcialidad,



objetividad, subsidiariedad y confidencialidad. De lo único
que se trata es de contar con información de alta calidad
que permita recomendar la mejor decisión al Juez. En tal
sentido, los servidores públicos que trabajen en estas ofici-
nas deberán advertir al imputado que la información que de
él recaben, no será utilizada para demostrar su participa-
ción en el hecho por el que se le pretende procesar, excep-
ción hecha de cuando se trate de la comisión de un nuevo
delito o cuando se trate de un delito continuo. Deberán
también advertirle de su derecho a guardar silencio y a con-
sultar previamente a un abogado.

Los servidores públicos adscritos a la oficina deberán en-
trevistar al imputado previamente a la realización de cual-
quier audiencia sobre medidas cautelares, para obtener in-
formación relevante para decidir sobre ellas. Después de la
entrevista deberán verificar la información proporcionada
por el imputado y recolectar aquella otra que sea relevante
para decidir o modificar las medidas, de modo tal que és-
tas resulten adecuadas para que el imputado cumpla con
sus obligaciones procesales.

La información recabada deberá incluir datos sobre la his-
toria personal del imputado, sus lazos con la comunidad,
relaciones familiares, amistades, empleos, lugares de resi-
dencia, estudios, antecedentes penales, y cualquier otra in-
formación que sea relevante. Una vez que se haya recopi-
lado la información necesaria, dichos funcionarios tendrán
la obligación de elaborar reportes para el juez que conten-
gan la información recabada en sus indagaciones, así como
sus observaciones y recomendaciones sobre la necesidad y
el tipo de medidas cautelares. La información recabada se-
rá puesta a disposición de las partes, mediante la entrega de
copias al inicio de la audiencia en la que se discutan medi-
das cautelares, los reportes serán recogidos al término de la
audiencia.

Finalmente, los funcionarios adscritos a la oficina de Servi-
cios Auxiliares de Medidas Cautelares, tendrán la obligación
de supervisar y dar seguimiento a las medidas cautelares de-
cretadas por el juez que sean distintas a la prisión preventi-
va, y vigilarán el cumplimiento por parte del imputado de las
obligaciones impuestas. En caso de que varíen las condicio-
nes que justificaron la decisión sobre medidas cautelares, los
servicios auxiliares estarán obligados a informar al juez de
manera inmediata para ofrecerle recomendaciones y que és-
te adopte en definitiva las medidas necesarias.

Además de las funciones recién señaladas, los funcionarios
de los servicios auxiliares podrán, siempre que el juez los

haya autorizado para ello, establecer las condiciones y la
periodicidad en que los imputados deban reportarse. Po-
drán además realizar visitas no anunciadas en los domici-
lios o lugares de trabajo de los imputados y requerirles que
proporcionen muestras para detectar el posible uso de dro-
gas prohibidas.

También deberán supervisar que las personas e institucio-
nes a las que el juez encargue el cuidado del imputado,
cumplan las obligaciones contraídas.

En aquellos casos en los que el imputado viole las condi-
ciones de las medidas cautelares que le hayan sido impues-
tas, deberá informar de inmediato al juez y también al Mi-
nisterio Público cuando la violación pueda ameritar que se
solicite una orden de aprehensión.

En la sección II de este capítulo se regulan los principios y
normas generales para la aplicación de medidas cautelares.

Las medidas cautelares que regula esta iniciativa pueden
ser de carácter personal y real. Como se señaló más arriba,
el principio de presunción de inocencia debe también con-
cretarse en las reglas de trato al imputado, en tal sentido las
medidas cautelares reguladas en este código tienen carác-
ter excepcional, atienden a los principios de subsidiariedad
y proporcionalidad, y sólo pueden ser decretadas cuando se
estime que el imputado no comparecerá al proceso; se re-
quiera para permitir el desarrollo de la investigación o para
proteger a la víctima, a los testigos o a terceros; así como
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido con-
denado previamente por la comisión de un delito doloso.

Esta iniciativa de Código procesal penal, al igual que el
párrafo segundo del artículo 19 constitucional, prevé que
para ciertos delitos sea de aplicación oficiosa la prisión
preventiva. En este orden de ideas, cuando se den los su-
puestos previstos en el artículo 290, el juez estará obliga-
do a imponer dicha medida cautelar. Dejando a salvo esos
supuestos, para evitar el uso desmedido de las medidas
cautelares, además de los requisitos legales que deben de
satisfacerse para su procedencia, es decir, que se acrediten
datos sobre la existencia del hecho y la probable participa-
ción del imputado, se establecen márgenes de discreción de
los jueces, los cuales deberán estar orientados en función
de los criterios ya indicados.

Se prevén numerosos tipos de medidas cautelares que van
desde la presentación de una garantía económica y los di-
versos tipos de vigilancia, hasta la prisión preventiva. La
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pluralidad de medidas responde a la necesidad de que no
sea siempre la prisión preventiva la medida cautelar la que
deba imponerse.

Se establecen también reglas para sustituir, modificar o
cancelar las medidas cautelares de carácter personal, cuan-
do hayan variado las circunstancias que sirvieron para fun-
damentar su procedencia. La revisión de estas circunstan-
cias procederá a solicitud de parte, siempre que no se trate
de aquellos casos en los que se deba aplicar la prisión pre-
ventiva oficiosamente. En todo caso no podrá decretarse
prisión preventiva por un período mayor de dieciocho me-
ses, el cual podrá prorrogarse hasta por seis meses más
cuando se haya dictado sentencia condenatoria y el impu-
tado la impugne. Con estas reglas se da cumplimiento a las
normas que sobre prisión preventiva establece el párrafo
segundo de la fracción X, del Apartado B, del artículo 20
constitucional.

Las medidas cautelares de carácter real son aquellas que
proceden para garantizar el pago de la reparación de los
daños y perjuicios provocados por el hecho punible.

Investigación complementaria

El capítulo X regula la fase procesal comprendida como in-
vestigación complementaria. Como se señaló con anterio-
ridad, esta iniciativa diseña una investigación desformali-
zada, pero además prevé un diferenciación de la etapa de
investigación en dos fases: La primera en la que la policía
y el Ministerio Público recogen datos y otros elementos de
convicción para documentar el caso bajo investigación, sin
realizar ningún tipo de acto de molestia contra el ciudada-
no; la segunda, en cambio, se inicia cuando, una vez reuni-
dos suficientes elementos de hecho, el Juez de Control, a
solicitud del Ministerio Público, decide vincular a proceso
a la persona cuya conducta se investiga, con la posibilidad
de imponerle alguna medida cautelar. Las diferencias bási-
cas entre estas dos fases es que en la primera el Ministerio
Público se limita a recabar información, sin que la esfera
jurídica de los derechos del imputado sufra alguna afecta-
ción; además, esta fase no está sujeta a más plazo que el se-
ñalado para la prescripción del delito. La etapa comple-
mentaria, en cambio, con frecuencia implica la imposición
de alguna medida cautelar –aunque no necesariamente-, es-
tá sujeta a un plazo determinado que es fijado por el juez
en la etapa de vinculación a proceso, y, finalmente, conlle-
va la apertura de la investigación al imputado, con las ex-
cepciones señaladas más arriba.

Esta fase también abre la posibilidad de que se practique el
anticipo de prueba. Una excepción a la regla general de que
sólo aquellos elementos que se ofrezcan y produzcan en
juicio pueden ser utilizados como prueba para fundar la
sentencia, lo constituye el instituto de la prueba anticipada.
La excepción está prevista en la fracción III, del apartado
A, del artículo 20 constitucional.

Procederá el anticipo de prueba cuando sea necesario reci-
bir declaraciones que, por algún obstáculo excepcional-
mente difícil de superar, como la ausencia, la distancia in-
superable o la imposibilidad física o psíquica de quien debe
declarar, se presuma que su declaración no podrá ser reci-
bida durante el juicio. En estos casos se levantará un acta
que podrá ser introducida por lectura en el debate, sin per-
juicio de que si el obstáculo que dio lugar a la práctica del
anticipo de prueba no existiese para la fecha del debate, la
prueba sea producida en juicio.

Anticipo de prueba

El anticipo de prueba lo solicitarán las partes únicamente
cuando existan bases razonables para estimar como proba-
ble que algún testigo no podrá concurrir a la audiencia de
debate del juicio oral, por vivir en el extranjero, o por ha-
ber sido amenazado o coaccionado en cualquier sentido o
por existir motivo que hiciere temer su muerte, su incapa-
cidad física o mental que le impidiese declarar, o algún otro
obstáculo semejante. En todo caso las partes serán citadas
a la diligencia para que ejerzan los mismos derechos que
tendrían en la audiencia de juicio oral. En este ordenamien-
to se prevé que la diligencia de anticipo de prueba ocurra
una vez que el imputado ha sido ya vinculado a proceso,
ello para que el abogado defensor pueda llevar a cabo una
auténtica contradicción en los interrogatorios. Excepcio-
nalmente se podrá establecer que el anticipo de prueba se
realice antes de ese momento cuando exista riesgo de que
se pueda perder la evidencia y todavía no se sepa quién es
el imputado.

Otro supuesto más para solicitar el anticipo de prueba se
establece para asegurar que no se pierda la prueba cuando
se disponga la suspensión del proceso a prueba o algún
acuerdo para la reparación que esté sujeto a plazo. En esos
casos, toda vez que la suspensión de la persecución penal
puede llegar a implicar una desventaja cuando se requiera
reiniciarla, cuando se dé un incumplimiento, se establece
que en esos supuestos el Ministerio Público también soli-
cite el desahogo de la prueba anticipada con el objeto de



que si, posteriormente, los testigos no pueden ser habidos,
su testimonio pueda ser introducido por lectura en la au-
diencia de juicio oral.

Finalmente, también dentro de las hipótesis de la prueba
anticipada se establece la declaración del propio imputado.
De acuerdo con la reciente reforma constitucional, nada
que no sea prueba anticipada puede ser considerado para
fundar la sentencia puede ser utilizado si no se ofrece y
desahoga en la audiencia de juicio oral. Ello se traduce en
que la confesión del propio imputado no puede ser usada
cuando ésta la rinda ante la policía o el Ministerio Público
si no la ratifica posteriormente ante el juez de control y con
el cumplimiento de condiciones específicas, es decir, que
sea hecha con asistencia previa del abogado defensor y de
manera espontánea, libre y con conocimiento de las conse-
cuencias que implica su acción. Dado que la Constitución
sólo autoriza la prueba anticipada, esta figura se diseñó con
las mismas características que debe reunir esa diligencia.
Este proveído permitirá desincentivar confesiones coaccio-
nadas, las cuales desgraciadamente continúan siendo una
práctica generalizada en el país.

Conclusión de la investigación

El Capítulo XII de este título tercero regula lo concernien-
te a la conclusión de la etapa de investigación. Como ya se
señaló con anterioridad, la duración de la investigación
complementaría varía de acuerdo a la penalidad del delito
que se está persiguiendo. Podrá ser de hasta dos meses si
tiene una pena no superior a dos años de privación de la li-
bertad, y hasta de seis meses cuando la pena sea mayor. Se
trata de un plazo que el juez determinará prudencialmente
dentro de ese marco general, de acuerdo con la compleji-
dad y las necesidades del asunto. Transcurrido ese plazo, el
Ministerio Público deberá cerrar la investigación y, en su
caso, dentro de los diez días siguientes formular la acusa-
ción, solicitar el sobreseimiento, la suspensión del proceso,
determinar la procedencia de algún criterio de oportunidad
o bien, de alguna de las salidas alternas al proceso.

Se permite la reapertura de la investigación en aquellos ca-
sos en que las partes hayan solicitado la realización de ac-
ciones específicas de investigación y éstas no se hayan des-
arrollado. En esos supuestos, el Juez de Control podrá
autorizar la reapertura de la investigación únicamente para
el efecto de que esas acciones sean llevadas a cabo cuando
ello resulte necesario a su juicio. El límite para ordenar la
reapertura de la investigación será la audiencia intermedia.

Como se indicó arriba, será hasta la realización de la au-
diencia intermedia el límite para determinar la procedencia
de alguno de los mecanismos alternativos para la solución
de controversias. Ello no quiere decir por supuesto que es-
tos mecanismos no puedan proceder antes de ese momen-
to, sin embargo, la audiencia intermedia señala el límite
máximo en que tales salidas pueden proceder.

Mecanismos alternativos de solución de controversias

Este ordenamiento regula en el capítulo XIV la proceden-
cia de dichos mecanismos. Se prevén dos: los acuerdos
para la reparación y la suspensión del proceso a prueba.

La reforma constitucional publicada el 18 de junio pasado,
justifica la adopción de mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias sobre la base de la necesidad de esta-
blecer nuevas rutas para poder dar cuenta de los conflictos
sociales generados por el delito, sin tener que activar el
proceso penal ordinario en cada ocasión.

La idea de una persecución penal oficiosa que desemboque
en una sentencia condenatoria para cada delito es uno de
los dogmas más caros del modelo de justicia de corte in-
quisitivo. Sin embargo, ahora se debe reconocer que nin-
gún sistema puede procesar los casos de esa manera, ade-
más de que no es deseable que así lo haga. Existen otros
mecanismos que permiten lograr a la vez los fines de la
prevención especial positiva y tener salidas más satisfacto-
rias para las víctimas.

El acuerdo para la reparación es el pacto entre víctima y
ofensor que tiene como resultado la solución del conflicto.
Procede en los casos de delitos que requieran de querella
de parte ofendida, en los delitos culposos y los delitos de
contenido patrimonial que se hayan cometido sin violencia
sobre las personas, así como en aquellos cuya pena media
aritmética no exceda de cinco años de prisión. Estos acuer-
dos serán procedentes hasta antes del dictado del auto de
apertura a juicio oral. Un importante dispositivo sobre este
tipo de medidas concierne a la aprobación que debe hacer
el juez de los acuerdos, toda vez que debe asegurarse que
no exista un desequilibrio de poder entre quienes los sus-
criben y sobre todo que exista claridad sobre las conse-
cuencias que se seguirán en caso de incumplimiento. El
efecto del cumplimiento de lo pactado extingue la acción
penal.

En este capítulo también se regula la suspensión del proceso
a prueba. Este mecanismo procede para delitos cuya pena
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máxima de prisión no exceda de cinco años. En los su-
puestos anteriores se podrá disponer, por un plazo de uno a
tres años, la suspensión de proceso a prueba e imponer al
imputado un plan de reparación de los daños y otras condi-
ciones que éste deberá cumplir durante la suspensión. La
suspensión procederá siempre que el imputado no haya si-
do condenado por delito doloso o se encuentre gozando de
éste beneficio en proceso diverso. Tampoco procederá si ya
hubiere gozado de un beneficio similar. Si transcurre el
plazo que se fije sin que la suspensión fuere revocada, se
extinguirá la acción penal y se dictará el sobreseimiento.
La extinción no alcanza a las acciones civiles de la víctima
o de terceros. Mientras esté vigente la suspensión, se sus-
pende la prescripción de la acción penal.

El mecanismo en cuestión también lo autoriza el Juez de
Control y tiene los mismos efectos que el acuerdo para la
reparación en caso de que se cumpla con lo acordado.

Acusación

El Capítulo XV regula la acusación que formula el Minis-
terio Público una vez que se ha cerrado la investigación. En
el escrito de acusación se precisa toda la información rele-
vante sobre el imputado y el hecho que se le atribuye con
las circunstancias pertinentes. Se autoriza a formular acu-
saciones alternativas o subsidiarias, siempre que no impli-
quen el cambio de los hechos, también se autoriza a agre-
gar a la acusación hechos conexos, siempre que estén
íntimamente vinculados con el hecho principal.

La introducción de la acusación alternativa o subsidiaria
permite a la vez que el Ministerio Público cuente con la su-
ficiente flexibilidad para construir una teoría jurídica de la
imputación y que el imputado y su defensor cuenten con
las herramientas necesarias para satisfacer el derecho a la
defensa. Sobre todo garantizar que el imputado conozca
exactamente el hecho que se le está imputando.

Aunada a la acusación el Ministerio Público también debe-
rá proporcionar, en un escrito anexo, la lista de testigos y
de peritos que se proponga ofrecer en juicio, los informes
que éstos hayan elaborado, así como, en su caso, la lista de
los testimonios que se incorporarán mediante el acta de
prueba anticipada. Ese anexo también deberá contener co-
pias de los documentos que se pretendan desahogar en la
audiencia de juicio oral.

Etapa intermedia

El capítulo XVI establece las normas que desarrollan la
etapa intermedia. Entre la etapa de investigación y el juicio
oral se crea un procedimiento intermedio de carácter escri-
to pero que culmina en una audiencia oral, realizado tam-
bién ante el Juez de Control y que tiene por objeto princi-
pal la preparación del eventual juicio, fijándose de modo
preciso su objeto, los sujetos intervinientes, así como la
prueba que deberá ser examinada.

Una vez que el Ministerio Público ha presentado la acusa-
ción el juez ordena su notificación a todas las partes y cita
para la realización de la audiencia intermedia, la cual ten-
drá lugar dentro de los treinta o cuarenta días siguientes.
Junto con la copia del escrito de acusación también se en-
tregará a los intervinientes copia del escrito de ofrecimien-
to de pruebas. Se establecen plazos para la actuación de la
víctima y para que, en su caso, se constituya en acusador
coadyuvante. De todas las actuaciones de la víctima tam-
bién se correrá traslado a las demás partes y la regulación
de esta etapa permite que se contesten las actuaciones que
cada quien realice. Todo ello con la finalidad de agilizar el
desarrollo de la audiencia intermedia, que es el lugar en el
que en definitiva se decidirá sobre las objeciones que se
hubieren formulado sobre la acusación y sobre la prueba
que se haya ofrecido por las partes, para los efectos de de-
terminar cuál es la que se desahogará en el juicio oral.

En la audiencia misma, si no hay problemas formales o de
fondo, el juez procederá a fijar el objeto del debate, a de-
terminar los medios de prueba y el tribunal que conocerá
del juicio. En la decisión sobre la prueba que puede llevar-
se al juicio, el juez está facultado para excluir la prueba ob-
tenida ilícitamente y las partes están habilitadas para acor-
dar convenciones probatorias sobre hechos que no
requerirán ser probados luego en el juicio. Terminada esta
audiencia el juez dictará, en su caso, la resolución de aper-
tura a juicio.

Juicio oral y público

En el Capítulo XVIII se regulan las normas que disciplinan
el juicio oral. Como ya se indicó, el juicio oral está disci-
plinado por los principios de publicidad, continuidad, con-
centración, e inmediación. Esto supone que el tribunal de-
be recibir y percibir en forma personal y directa la prueba,
y que su recepción y percepción debe obtenerse a partir de
su fuente directa. De este modo, salvo los casos de excep-
ción ya tratados –prueba anticipada-, los testigos y los pe-



ritos deberán comparecer personalmente al juicio para de-
clarar y ser examinados y contraexaminados directamente
por las partes, sin permitirse la reproducción de sus decla-
raciones anteriores por medio de lectura.

Se desarrollan desde luego el contenido y las restricciones
al principio de publicidad, así como el contenido y alcance
de la inmediación. Se regula el principio de continuidad,
así como la suspensión de la audiencia en caso necesario
por un tiempo tal que no afecte la razón de ser de la conti-
nuidad; todo desde luego mediante control judicial. Se re-
gula de manera precisa lo relativo al debate, el cual será di-
rigido por el presidente del tribunal o por el Juez que
presida el juicio. Se desarrollan los principios de libertad
probatoria, de prohibición de prueba ilícita y del tribunal
como lugar natural para el desahogo de la prueba.

El nuevo sistema opera sobre el presupuesto de que los jue-
ces del tribunal de sentencia emiten su resolución sobre la
base de lo que ocurra en el juicio oral, en el entendido de
que la información obtenida en él es la que permite fundar
y motivar un pronunciamiento adecuado sobre el fondo del
asunto. De ahí la prohibición de que el juez de control par-
ticipe en la audiencia de juicio oral. Ello concreta la prohi-
bición prevista en la fracción IV del Apartado A del artícu-
lo 20 constitucional.

La prueba debe producirse necesariamente en el juicio oral
de forma que las hipótesis acusatorias se expongan al má-
ximo de contradicción. Como ya se expuso, se asume el
sistema de libre valoración de la prueba y de la sana críti-
ca. En todo caso, el sistema de la libre valoración conlleva
que la sentencia debe motivarse de tal modo que las prue-
bas que forman la convicción del juzgador puedan ser se-
guidas en su razonabilidad por cualquiera que presencie el
juicio.

La sentencia debe dictarse sin solución de continuidad en
el juicio oral, debiendo el tribunal pronunciarse sobre la
absolución o condena del imputado, estableciéndose un
plazo para la redacción del fallo y la individualización de
la pena.

El juicio oral demanda la presencia necesaria de los jueces,
del Ministerio Público y de la defensa.

Una vez que se ha tenido lugar la audiencia intermedia, el
Juez de Control dicta la resolución de apertura a juicio, en
la que se indica el tribunal competente, se precisa exacta-
mente la acusación, en su caso los acuerdos probatorios, las

pruebas que se desahogarán en el juicio y la individualiza-
ción de quienes deberán comparecer.

Tan pronto sea recibida la resolución de apertura a juicio y
sea radicado el proceso en el Tribunal de juicio oral, el juez
que lo presida determinará la fecha de celebración del jui-
cio. La audiencia de juicio oral no podrá tener lugar antes
de quince ni después de sesenta días después de la radica-
ción.

El tribunal de juicio oral puede ser unitario pero en caso de
que sea colegiado la ausencia de cualquiera de los jueces
en el desarrollo del juicio acarreará que éste sea nulo.

También deberá estar presente el Ministerio Público que li-
tigará el caso. La ausencia del Ministerio Público como
institución, dejando a salvo las reglas del reemplazo de
agentes, conduce también a la nulidad.

Aunque el imputado tiene derecho a presenciar todo el jui-
cio, el código contempla ciertas hipótesis en que puede ser
excluido: cuando así lo solicite el imputado y cuando el tri-
bunal le ordene abandonar la sala porque su comporta-
miento perturba el orden de la audiencia. En ambos casos,
si el imputado se reincorpora a la audiencia, el Código dis-
pone que el Presidente del Tribunal le informe de lo ocu-
rrido en su ausencia.

En el caso del defensor, su presencia en el juicio es también
requisito sine qua non para su validez. Se establece que el
abogado que no asista o abandone la audiencia injustifica-
damente, incurre en delito. Esta norma intenta evitar que la
no comparecencia al juicio sea utilizada por los abogados
como prácticas dilatorias cuando no desean todavía ir a jui-
cio.

También participa en el juicio el acusador coadyuvante en
ejercicio de las facultades que este código le asigna y que
fueron explicadas más arriba.

Al momento de inicio del juicio, el tribunal no cuenta sino
con el auto de apertura dictado por el Juez de Control. Es-
ta resolución tiene la función de acotar el debate y delimi-
tar la prueba que se va a rendir en él. En consecuencia, el
Tribunal de Juicio oral cuenta con información acerca de
qué se va a debatir en la audiencia –qué hechos, qué teorí-
as jurídicas y qué pruebas– pero no conoce la investigación
del Ministerio Público. Esta investigación es precisamente
lo que el Ministerio Público debe exponer y probar frente
al tribunal.
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Las partes, en cambio, cuentan con toda la información que
va a ser sometida al debate, incluyendo la que tengan las
contrapartes; como ya se dijo, la investigación del Ministe-
rio Público es abierta para la defensa, de manera que ésta
conoce cuál es la información que aquél ha obtenido.

Si se pretende que haya en el juicio genuina contradicción
y se toman los derechos en serio, cada una de las partes de-
be haber tenido con anticipación al debate toda la informa-
ción que se va a presentar en éste, de manera que estén en
aptitud de hacer investigaciones independientes y poder
preparar adecuadamente el examen y contraexamen de los
testigos y peritos, incluidos los de la contraparte. Esta exi-
gencia de revelación o descubrimiento de la información
con anterioridad al juicio significa, en consecuencia, que
las partes llegan a la audiencia principal sabiendo con pre-
cisión cuáles son los hechos que están a debate, cuál es el
derecho que cada uno invoca y, sobre todo, cuáles son in-
dividualizadamente cada una de las pruebas que se van a
presentar y cuál es en lo medular la prueba que aportarán.
Queda a salvo, como se indico al explicar las reglas del des-
cubrimiento, aquellos casos en que sea indispensable reser-
var la identidad del testigo hasta que rinda su testimonio.

El día y la hora señalados para la celebración de la audien-
cia, quien la presida deberá verificar la presencia de los
demás jueces, en caso de que se trate de un Tribunal Cole-
giado, de las partes, de los testigos, peritos o intérpretes
que hayan sido citados para participar en la audiencia y de
la existencia de las cosas que deban exhibirse en ella y la
declarará abierta.

Posteriormente advertirá al imputado y al público sobre la
importancia y el significado de lo que va a ocurrir, indica-
rá al imputado que esté atento a aquello que va a oír y con-
cederá la palabra al Ministerio Público y al acusador coad-
yuvante, si lo hubiere, para que expongan oralmente, en
forma breve, clara y sumaria, las posiciones planteadas en
la formalización de la acusación; enseguida al defensor pa-
ra que, si lo desea, indique sintéticamente su posición res-
pecto de los cargos formulados.

Se trata de que se le explique al imputado la materia del
juicio en un lenguaje lo suficientemente llano para que lo
pueda entender. La exposición oral de las posiciones plan-
teadas que hacen las partes constituye el alegato de apertu-
ra. En ese alegato las partes presentarán al tribunal el caso
que están a punto de conocer, señalando qué es lo que la
prueba demostrará y desde qué específico punto de vista
ella debe ser apreciada.

Una vez presentados estos alegatos, cada parte, empezando
por el agente del Ministerio Público, el acusador coadyu-
vante y la defensa, producirán la prueba que pretendan
ofrecer en el orden que decidan. El orden concreto de pre-
sentación de cada prueba dentro del caso de cada parte, así
como el orden en que las partes extraen la información de
cada prueba en particular, depende exclusivamente de
ellas.

A continuación se explica cómo serán presentadas las prue-
bas en la audiencia de juicio oral.

En primer término se prevé lo relativo a testigos y peritos.
Durante el debate los peritos y testigos deberán ser interro-
gados personalmente. Su declaración personal no podrá ser
sustituida por la lectura de los registros en que consten an-
teriores declaraciones o de otros documentos que las con-
tuvieren.

La prueba por excelencia en este tipo de procesos es el tes-
timonio, concebido en sentido lato, toda vez que incluye a
los peritos y al propio imputado. Incluso para incorporar al
debate objetos o documentos, ello se hace como regla ge-
neral a través de una persona que introduce al objeto o do-
cumento, de acuerdo a lo que la parte que lo presenta ase-
gura que es.

Los testigos son personas que han percibido a través de sus
sentidos hechos que son relevantes para la resolución del
caso. En consecuencia, como regla general los testigos
concurren a declarar personalmente sobre los hechos.

En el sistema de libre valoración de la prueba no existe ta-
cha de testigos. Cualquier persona que tenga información
sobre un caso –incluida la víctima y el imputado– está en
aptitud para prestar testimonio y de ser creídos o no por los
jueces, dependiendo de sus particularidades específicas y
de la solidez de su testimonio.

Aunque los peritos no son testigos se les interroga con la
misma metodología que a estos últimos. Nuevamente, en el
sistema de libre valoración de la prueba no existen peritos
oficiales. No se es perito sino en la medida en que se logre
demostrar la competencia en el debate y frente a los jueces.
Los peritos concurren al debate a explicar su informe. No
se presentan simplemente a leerlo o a ratificar lo que allí se
dice.

La única manera de incorporar al debate la información de
un testigo o perito es, en principio, presentarlo a que de-



clare en el juicio, con excepción de las reglas de anticipo
de prueba, los acuerdos probatorios y la lectura para re-
frescar memoria o hacer manifiestas las contradicciones
del testigo.

A continuación se explica metodología de los interrogato-
rios. Quedan prohibidas las preguntas sugestivas propues-
tas por la parte que presenta al testigo o perito, es decir, en
el interrogatorio directo; sin embargo, este tipo de pregun-
tas están autorizadas en el contrainterrogatorio, es decir,
cuando la contraparte interroga. La lógica de este disposi-
tivo es que si se permite a la parte que ofrece al testigo le
formule preguntas sugestivas, éste no estaría sino dejándo-
se guiar por el abogado que lo presentó y a favor de cuya
parte viene a declarar.

El contrainterrogatorio, en cambio, opera sobre una lógica
inversa: los peritos y testigos ya han declarado frente al tri-
bunal su versión y esa versión apoya a la contraparte –por
eso la contraparte los ha convocado al juicio–. Lo que el
juicio requiere del contrainterrogatorio, entonces, es que
éste sea capaz de extraer de esos testigos toda aquella in-
formación, versiones, detalles y matices que ellos no han
aportado en el juicio –deliberadamente, o por mero sesgo o
desidia– y que podrían perjudicar el caso de la parte por
quien han venido a declarar.

Si el contraexaminador hace eso, habrá puesto a los jueces
en mejores condiciones para evaluar la información y to-
mar una mejor decisión. Esta es la razón por la cual en el
contrainterrogatorio las preguntas sugestivas, lejos de estar
prohibidas, son el principal instrumento. Se trata en ese ca-
so de testigos hostiles, que siempre estarán dispuestos a
desmentir o relativizar la información que éste les sugiere.
El contrainterrogatorio tiene que limitarse a los temas e in-
formación proporcionados por el testigo o perito en el inte-
rrogatorio directo, sin embargo, si la contraparte desea ex-
plorar otros temas respecto de ese mismo testigo podrá
hacerlo con las reglas del interrogatorio directo. Esta regla
es importante porque si no carecería de sentido la metodo-
logía del interrogatorio.

También se establece la posibilidad de que la parte que
ofrece al testigo solicite al tribunal autorización para tratar
al testigo que es reacio a rendir declaración como un testi-
go hostil. La regla general de que el testigo tiene empatía
por la parte que lo llama a declarar puede no cumplirse en
todos los casos, existen circunstancias en que es posible
que el testigo no desee proporcionar la información que po-
see. En este último supuesto el Tribunal podrá autorizar al

litigante para tratar al testigo como hostil y permitirle for-
mular preguntas sugestivas.

Quedan absolutamente prohibidas las preguntas capciosas,
impertinentes o que involucren más de un hecho. En cual-
quier caso, en atención a la lógica del sistema acusatorio,
en el que los jueces guardan una actitud de distanciamien-
to frente a las partes, no pueden oficiosamente calificar las
preguntas y, en consecuencia, deberán dejar a los litigantes
que formulen, en su caso, las objeciones que procedan. Los
jueces sólo podrán formular preguntas a los declarantes pa-
ra aclarar la información proporcionada y nunca para de-
mostrar alguna teoría del caso.

Los documentos, objetos y otros elementos de convicción,
previa su incorporación al debate, podrán ser exhibidos al
imputado, a los testigos y a los peritos, para que los reco-
nozcan o informen sobre ellos. Se trata en este caso de la
regulación de la prueba instrumental, esto es, documentos
que contengan declaraciones no producidas al interior del
sistema de persecución –policía y Ministerio Público– y
que sean relevantes para el caso. En ningún supuesto pue-
den ser admisibles como prueba instrumental –considerar-
se como documentos– los registros de las declaraciones ob-
tenidas en la investigación del Ministerio Público y la
policía.

Todos estos medios de convicción –objetos, documentos y
los demás medios– deben ser exhibidos en el juicio a al-
guien –algún testigo, perito o alguna de las partes– para
que diga si efectivamente lo exhibido es aquello que se pre-
tende que es y para que explique cómo sabe y le consta. Se
trata de incorporar estos medios de prueba al relato que
ofrece el declarante, y para ello primero se requiere su
acreditación. Una vez incorporado al debate se podrán for-
mular preguntas en torno al objeto.

Asimismo, el tribunal podrá autorizar, a solicitud de algu-
na de las partes, la recepción de nuevos medios de prueba,
si en el curso del debate resultan indispensables o mani-
fiestamente útiles para esclarecer la verdad, siempre que la
parte que la solicite justifique no haber sabido de su exis-
tencia con anterioridad o no hubiere sido posible prever su
necesidad.

Si el imputado quiere declarar lo hará como cualquier otro
testigo, cuantas veces quiera, en el momento en el que la
defensa esté presentando su caso. El imputado tiene la pre-
rrogativa de declarar espontáneamente o a preguntas de su
defensor.
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Producidas todas las pruebas, el juez que presida la au-
diencia concederá sucesivamente la palabra al Ministerio
Público, al acusador coadyuvante y al defensor del imputa-
do, para que, en ese orden, emitan sus alegatos finales o de
clausura. El imputado tendrá siempre el derecho a la últi-
ma palabra. El alegato final es uno de los momentos clave
del debate.

Toda la prueba se presenta para construir el alegato final,
pues es sólo ahí cuando por primera y única vez se dará so-
lidez y consistencia a la teoría del caso que se ha presenta-
do a través de la prueba.

La prueba no tiene voz propia, requiere ser interpretada ar-
gumentativamente por la parte que la ha ofrecido, y ello
ocurre justamente en el alegato de clausura. Durante todo
el debate, los jueces habrán oído testimonios cuyo sentido
quizá no sea claro al primer golpe de vista: algunas porcio-
nes de la prueba “parecerán” detalles sin importancia, otras
sólo cobrarán significado al adminicularlas con otras. El
alegato de clausura es el único momento en que el litigan-
te sugiere al tribunal qué conclusiones debe extraer de lo
que ocurrió durante el debate y, dado que la información
producida en éste es por naturaleza sujeta a interpretación,
el alegato de clausura es el momento en que el juez pide al
litigante lo direccione en torno a las conclusiones que se
desprenden de la producción de la prueba.

La audiencia de debate se podrá dividir cuando haya diver-
sas acusaciones o imputados, cuidando siempre de no vul-
nerar la continuidad. Se podrá tratar primero la cuestión de
la culpabilidad y, en su caso, posteriormente la individuali-
zación de la pena, para lo cual también se podrá producir
prueba.

En el transcurso del debate se podrá ampliar la acusación
por alguna circunstancia que modifique el significado jurí-
dico o la pena del mismo hecho objeto del debate, o que in-
tegra la continuación delictiva, cuando ellos no hubieren
sido mencionados en la acusación y en la resolución de
apertura. Se concederá la palabra inmediatamente para que
se exprese sobre el particular e informará a los intervinien-
tes su derecho a solicitar la suspensión del debate por un
plazo no mayor a diez días.

Se prevé el momento procesal de la deliberación a cargo de
los jueces, inmediatamente después de clausurado el deba-
te. Se introduce una formula en torno al tanto de prueba pa-
ra fundar la decisión de condena, de tal manera que nadie
podrá ser condenado por algún delito sino cuando el tribu-

nal que lo juzgue adquiera una convicción firme sobre la
base de la prueba producida durante el juicio oral y la con-
vicción de que el imputado a cometido el delito objeto de
la acusación se sustente en la ley aplicable.

Se instituye la audiencia de individualización de la pena
cuya finalidad es escuchar a las partes y desahogar pruebas
para que la individualización se sustente en el razonamien-
to de las pruebas. Se regula el contenido que debe observar
la sentencia dentro de cuyos elementos relevantes es im-
portante destacar el contenido de coherencia entre los he-
chos establecidos y el razonamiento por el que se alcanza
la vinculación de esos hechos con la conducta delictiva de
una persona, de tal manera que exista congruencia lógico-
material entre los hechos, la autoría y las razones de con-
dena, de tal manera que cuando la vinculación no se pro-
duce deberá de absolverse.

Una vez obtenido el fallo se redactará la sentencia. Ello se
llevará a cabo por el juez relator en caso de que se trate de
un tribunal colegiado o por quien presida el debate cuando
se trate de un unitario.

La sentencia deberá ser explicada al imputado y leída en
audiencia, para los efectos de dar cumplimiento al manda-
to previsto en el párrafo cuarto del artículo 17 constitucio-
nal.

Título Cuarto

El Título Cuarto comprende la regulación de los procedi-
mientos especiales. Se integra por dos capítulos que intro-
ducen el procedimiento abreviado y el procedimiento para
personas consideradas inimputables.

El Capítulo I regula el procedimiento abreviado. Como se
indicó con anterioridad, la regla general del sistema acusa-
torio es que sólo la prueba ofrecida y producida en juicio
podrá servir para fundar una sentencia condenatoria. Este
proveído tiene las excepciones ya señaladas, pero además
no procede por lo que hace a la figura del procedimiento
abreviado.

Con la introducción del procedimiento abreviado se regula
la fracción VII del Aparado A del artículo 20 constitucio-
nal. Este procedimiento se decretará cuando, hasta antes de
acordarse la apertura a juicio, el Ministerio Público pro-
ponga al imputado su realización y él consienta en la apli-
cación de este procedimiento. La figura del procedimiento
abreviado es una adaptación de la institución del plea bar-



gaining estadounidense. Consiste fundamentalmente en la
renuncia al juicio oral por parte del imputado a cambio de
la disminución de la pena. El procedimiento abreviado se
sigue ante el Juez de Control.

Para que el procedimiento abreviado proceda, el imputado
debe admitir su participación en la comisión del hecho atri-
buido y, además, la admisión del hecho tiene que estar co-
rroborada por los datos que la policía y el Ministerio Pú-
blico recaben durante la investigación. Mediante la
admisión del hecho, el imputado renuncia al contradictorio
del juicio oral, al estimar que sí éste se realiza con seguri-
dad será condenado y que se le impondrá una pena muy al-
ta. El incentivo para que se someta a este procedimiento es
que el juzgador sólo le podrá imponer la pena solicitada
por el Ministerio Público en el rango de la pena prevista
para el delito de que se trate y hasta menos un tercio.

En todo caso, el juez tendrá la responsabilidad de informar
al imputado respecto de las consecuencias que se seguirán
en su contra y de las implicaciones de la renuncia al juicio
oral, público y contradictorio. Se asegurará de que existan
otros datos que hagan verosímil la aceptación del hecho y
que el imputado se somete libremente a este tipo de proce-
dimiento.

En el Capítulo II se regula el procedimiento para personas
consideradas inimputables.

Si se acredita la inimputabilidad de la persona en términos
del artículo 15, fracción VII, del Código Penal Federal, se
suspenderá el procedimiento ordinario y se abrirá el espe-
cial, cuyo objeto exclusivo será decidir sobre la proceden-
cia de la aplicación de medidas de seguridad.

Para la aplicación de una medida de seguridad basta la
acreditación de un hecho típico y antijurídico, así como la
participación del inimputable en el hecho, se abrirá debate
sobre cuál de ellas resulta procedente, así como su dura-
ción, la que en ningún caso podrá ser mayor a la que pu-
diera corresponder al sujeto, en caso de haber sido llevado
a juicio.

La internación provisional del inimputable será a petición
de los intervinientes, el juez podrá ordenarla en un estable-
cimiento asistencial, cuando concurrieren las hipótesis se-
ñaladas para el proceso ordinario y el informe psiquiátrico
señalare que el imputado sufre una grave alteración o insu-
ficiencia en sus facultades mentales, que hicieren temer
que atentará contra sí o contra otras personas.

En todo caso, la medida que pudiese llegar a imponerse
nunca deberá tener carácter aflictivo, sino exclusivamente
terapéutico.

Título Quinto

El Título quinto regula los recursos admisibles en el proce-
so acusatorio. El título se integra por cuatro capítulos que
corresponden a los tipos de recursos aplicables en la se-
cuela del proceso, a saber: la revocación, la apelación, la
casación y la revisión.

Si bien los principios que informan los modelos del juicio
oral hacen irrepetible la contradicción de la prueba relativa
a los hechos delictivos materia de juicio a través de un re-
curso, ello no es obstáculo para que el conjunto de medios
de impugnación referidos constituyan un estándar de revi-
sión que sea acorde con las exigencias de un recurso eficaz,
establecido en normas internacionales sobre derechos hu-
manos.

Son impugnables las decisiones judiciales que las partes
consideren que les causan agravio, siempre que no hayan
contribuido a provocarlo, hecha excepción de aquellos ca-
sos en que pueden ser afectados derechos fundamentales
contenidos en la Constitución Federal o en los tratados In-
ternacionales que formen parte del derecho positivo mexi-
cano.

La prohibición de la reforma en perjuicio, cuando la reso-
lución sólo fue impugnada por el imputado o su defensor,
se complementa, con las resoluciones interpuestas por
cualquiera de las partes que sean en favor del imputado.

Revocación

El Capítulo I regula el recurso de Revocación. Dicho recur-
so tiene por objeto combatir resoluciones sobre asuntos de
mero trámite del proceso que se sustancian ante el juez que
las emitió. La revocación de las resoluciones emitidas en au-
diencias orales, se promoverán de manera verbal inmediata-
mente después de emitida la resolución para que en ese acto
se pronuncie el fallo. Las resoluciones emitidas fuera de au-
diencia se sustanciarán por escrito dentro de los tres días si-
guientes a la notificación de la resolución impugnada.

Apelación

En el capítulo II se regula la apelación. Son apelables las
resoluciones dictadas por el juez de control que afecten de
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manera irreparable a alguna de las partes. El presente pro-
yecto contiene de manera enunciativa nueve supuestos es-
pecíficos y una cláusula abierta para otros que estén conte-
nidos en el mismo código.

La apelación se interpondrá por escrito en el que se expre-
sarán los agravios en que se sustenta la impugnación. Una
vez que reciba la apelación el juez que emitió la resolución
emplazará a las partes para que comparezcan ante el tribu-
nal de alzada. Las demás partes podrán presentar observa-
ciones escritas. Si el recurso es admitido el tribunal resol-
verá el fondo, pero si alguno de los interesados considera
necesario exponer oralmente sus argumentos, o el tribunal
lo considera útil, se celebrará una audiencia. Concluido el
debate el tribunal resolverá si revoca, modifica o confirma
la resolución recurrida.

Casación

El capítulo III regula la casación. Cuando se considere que
la sentencia o el sobreseimiento dictados por el tribunal de
juicio oral no aplicaron una norma jurídica adjetiva o sus-
tantiva o la aplicaron erróneamente, procede el recurso de
casación. En los supuestos en los que la resolución provo-
que una nulidad, el recurso solo será admisible si el intere-
sado ha reclamado oportunamente su saneamiento o ha he-
cho protesta de recurrir en casación. Se exceptúan los casos
de defectos producidos después de clausurado el debate,
así como cuando los motivos del recurso comporten viola-
ciones a derechos fundamentales.

Independientemente del origen prerrepublicano de la casa-
ción como un medio para hacer prevalecer la interpretación
real de la ley, e independientemente también de su redi-
mensionamiento a partir de la primera República Francesa
como un medio de control del parlamento sobre los jueces,
la casación tiene hoy día en las codificaciones de países de-
mocráticos un sentido diferente, toda vez que corresponde
al mismo poder de la jurisdicción su conocimiento y, por lo
tanto, se constituye en una facultad propia de ese poder en
el contexto del ejercicio republicano del poder del Estado.

A diferencia de lo que ocurre en otros entornos procesales,
en los que la casación es un recurso extraordinario, en esta
iniciativa se trata de un medio ordinario de combatir las re-
soluciones ya indicadas. En principio la casación sólo pro-
cede por lo que hace al derecho y no al elemento fáctico,
sin embargo, en esta iniciativa se prevé la posibilidad de re-
visar los hechos cuando ello sea fundamental para el análi-
sis del agravio planteado y también en los supuestos en los

que se admite el recurso de revisión, el cual también se en-
cuentra regulado por esta iniciativa. Este carácter excep-
cional se debe a la necesidad de preservar, a la vez, el prin-
cipio de inmediación y el derecho previsto en el artículo
8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, referente a la posibilidad de recurrir el fallo ante un tri-
bunal superior y de que el recurso sea integral. Así lo ha in-
terpretado la Corte Interamericana de Derechos Humanos
y esta iniciativa se ajusta a tal criterio.

La casación se substanciará mediante el mismo procedi-
miento previsto para la apelación. En la audiencia podrá
ofrecerse prueba, incluso relacionada con la determinación
de los hechos que se discuten, cuando sea indispensable
para sustentar el agravio que se formula; o cuando se ac-
tualicen los supuestos del recurso de revisión, entre otras
hipótesis; tiene por efecto invalidar de manera total o par-
cial la sentencia y tiene además efectos expansivos respec-
to de otras actuaciones correlacionadas con la sentencia.
Dependiendo de las circunstancias particulares del caso, el
tribunal pronunciará una resolución de reemplazo u orde-
nará la reposición del juicio oral, el cual deberá celebrarse
en la misma jurisdicción pero con jueces distintos.

Revisión

Finalmente, el capítulo IV regula el recurso de revisión. El
proyecto prevé la procedencia de la revisión en todo tiem-
po, contra la sentencia firme, a favor del imputado.

Los supuestos del recurso de revisión contienen y amplían
las causales del reconocimiento de la inocencia del senten-
ciado prevista en la codificación actual. Como es sabido,
esta figura se introdujo en el derecho procesal para armo-
nizarla con postulados normativos de diferente naturaleza,
procedentes del derecho internacional de los derechos hu-
manos, que establecen como un derecho de la persona con-
denada injustamente, el reconocimiento de su inocencia
por parte de los tribunales, ya sea por error judicial o por
otros motivos que tornen injusto un fallo de condena. En
cuanto a la historia de la codificación mexicana la figura
substituye al indulto necesario, el cual por su denomina-
ción, expresaba una contradicción enclavada en una ideo-
logía autoritaria, ya que denota perdón en un supuesto en
que se debe reconocer la falla del Estado, además, el in-
dulto necesario se tramita judicialmente pero se perfeccio-
na con un acto del Poder Ejecutivo.

La revisión procede cuando la sentencia impugnada se sus-
tenta en prueba cuya falsedad se haya declarado en fallo



posterior o resulte evidente dicha falsedad aunque no exis-
ta el fallo referido; cuando la condena sea consecuencia de
algún delito contra la administración de justicia u otros de-
litos declarados en sentencia firme; cuando se pruebe que
el hecho no existió, que la persona condenada no lo come-
tió, y cuando haya que aplicarse una ley o una jurispruden-
cia más benignas.

Están legitimados para promover la revisión no sólo la per-
sona condenada, si no también el cónyuge, el concubinario
o concubina, así como parientes por consanguinidad y afi-
nidad y el heredero declarado jurídicamente si el condena-
do ha fallecido. También podrá interponer el recurso el Mi-
nisterio Público, en virtud de que la reparación de una
injusticia es de relevancia pública.

Transitorios

El Código Procesal Penal Federal prevé una declaratoria de
entrada en vigor del Decreto de reforma a la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos publicado el 18
de junio de 2008. Dado que integra los componentes fun-
damentales del sistema acusatorio previsto en los artículos
16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero,
cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo de la Consti-
tución.

Se establecen cinco momentos diferenciados de entrada en
vigor, de acuerdo a la división en circuitos judiciales que
tiene la República. El criterio utilizado para la entrada en
vigor atendió, primero, a los estados que ya cuentan con el
sistema acusatorio parcial o totalmente adoptado. Se trata
de aprovechar la infraestructura instalada y los recursos
humanos ya capacitados en esos Estados. Enseguida, se hi-
zo una ponderación del tamaño y los volúmenes de trabajo
en los distintos circuitos para prever una entrada en vigor
escalonada de este ordenamiento.

Se prevé asimismo el sistema procesal recogido en el pre-
sente ordenamiento sólo será aplicable a los hechos delic-
tivos ocurridos al día de su entrada en vigor. En tal sentido
queda prohibido decretar la acumulación de procesos que
implique la mezcla de sistemas. Asimismo, los delitos per-
manentes o continuados que hayan iniciado cuando todavía
estaba en vigor el Código Federal de Procedimientos Pena-
les de 1934, continuará tramitándose de acuerdo a sus dis-
posiciones.

Por lo anterior, someto a consideración de esta asamblea el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se expide el Código Procesal Penal
Federal

Único. Se expide el Código Procesal Penal Federal, para
quedar como sigue:

Título Preliminar
Principios, Derechos y Garantías

Artículo 1. Aplicación del Código Penal Procesal.

Los principios, derechos y garantías previstos por este có-
digo serán observados en todo proceso como consecuencia
del cual pueda resultar una sanción penal, medida de segu-
ridad o cualquier otra resolución que afecte los derechos de
las personas.

Artículo 2. Deber de lealtad y buena fe.

Las partes deberán litigar con lealtad y buena fe, evitando
los planteamientos dilatorios meramente formales y cual-
quier abuso de las facultades que este Código les concede.

Los jueces y tribunales velarán por la regularidad del pro-
ceso, el ejercicio correcto de las facultades procesales y la
buena fe.

Artículo 3. Objeto del proceso.

El proceso penal tiene por objeto el esclarecimiento de los
hechos, garantizar la justicia en la aplicación del derecho
para que se condene a los culpables y se absuelva a los ino-
centes en estricta conformidad con la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacio-
nales ratificados por el Estado Mexicano y las leyes que de
aquellos emanen y para que se resuelva el conflicto surgi-
do como consecuencia del delito, para contribuir a restau-
rar la armonía social entre sus protagonistas, en un marco
de respeto irrestricto a los derechos fundamentales de las
personas.

Se entenderá por derechos fundamentales a los reconoci-
dos en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en los Tratados Internacionales ratificados por el
Estado Mexicano y en las leyes que de aquellos emanen.

Artículo 4. Características y principios rectores.

El proceso penal federal será acusatorio y oral; en él se ob-
servarán los principios de publicidad, contradicción, con-
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centración, continuidad, inmediación e igualdad en las for-
mas y con las excepciones que la Constitución y las leyes
establezcan.

Todas las peticiones o planteamientos de las partes que, por
su naturaleza o importancia, deban ser debatidas, requieran
producción de prueba o cuando así lo disponga la ley ex-
presamente, se resolverán en audiencia. Cuando así lo dis-
ponga la ley, se resolverán por escrito.

Artículo 5. Igualdad ante la ley.

Todas las personas son iguales ante la ley y deben ser tra-
tadas conforme a las mismas reglas. Las autoridades debe-
rán tomar en cuenta las condiciones particulares de las per-
sonas y del caso, pero no pueden fundar sus decisiones
sobre la base de la nacionalidad, género, origen étnico,
credo o religión, ideas políticas, orientación sexual, posi-
ción económica o social u otra condición con implicacio-
nes discriminatorias.

Artículo 6. Responsabilidad de ejercer la acción penal.

La acción penal pública corresponde al Estado a través del
Ministerio Público Federal, quien está obligado a ejercerla,
salvo las excepciones legales y sin perjuicio de la partici-
pación que este código concede a la víctima u ofendido. Al
Ministerio Público Federal le incumbe su preparación para
fundar la acusación o determinar el no ejercicio o la defen-
sa de la acusación en el juicio.

Su ejercicio no podrá suspenderse, interrumpirse ni hacer-
se cesar salvo expresa disposición legal en contrario.

Artículo 7. Carga de la prueba.

La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad siem-
pre corresponde a la parte acusadora.

Artículo 8. Presunción de inocencia del imputado.

Se denominará genéricamente imputado a quien, mediante
cualquier acto del proceso, sea señalado como posible au-
tor o partícipe de un hecho delictivo. Se denominará con-
denado a aquel sobre quien ha recaído una sentencia de
condena firme.

El imputado deberá ser considerado y tratado como ino-
cente en todas las etapas del proceso, mientras no se decla-
re su culpabilidad por sentencia firme, conforme a las re-

glas establecidas en este código. En caso de duda se estará
a lo más favorable para el imputado.

Ninguna autoridad pública podrá presentar a una persona
como culpable, ni brindar información sobre ella en ese
sentido, hasta la sentencia firme.

Artículo 9. Indefectibilidad.

Nadie podrá ser condenado a una pena ni sometido a una
medida de seguridad, sino después de una sentencia firme
obtenida luego de un proceso tramitado con arreglo a este
código y con observancia estricta de las garantías y dere-
chos previstos para las personas en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados Interna-
cionales ratificados por el país y en las leyes que de aqué-
llos emanen.

Artículo 10. Justicia pronta.

Toda persona tendrá derecho a ser juzgada y a que se le re-
suelva en forma definitiva acerca de la imputación que re-
cae sobre ella, dentro de los plazos que establece este có-
digo. Se reconoce al imputado y a la víctima u ofendido, el
derecho a exigir pronto despacho frente a la inactividad de
la autoridad.

Artículo 11. Gratuidad de la justicia.

El servicio judicial es gratuito, quedan prohibidas las cos-
tas judiciales.

Artículo 12. Justicia restaurativa.

En los asuntos del orden penal se privilegiaran los meca-
nismos de justicia restaurativa. Se entenderá por justicia
restaurativa todo proceso en el que la víctima y el imputa-
do o condenado participen conjuntamente de forma activa
en la resolución de cuestiones derivadas del delito en bus-
ca de un resultado restaurativo, con o sin la participación
de un facilitador.

Artículo 13. Inviolabilidad de la defensa.

La defensa es un derecho inviolable en toda etapa del pro-
cedimiento. Corresponde a los jueces garantizarla sin pre-
ferencias ni desigualdades.

Toda autoridad que intervenga en los actos iniciales del pro-
ceso deberá velar porque el imputado conozca los derechos



que, en esa condición, prevén la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales ra-
tificados por el país y las leyes que de aquéllos emanen.

Artículo 14. Defensa técnica.

Desde el momento de su detención o comparecencia ante
la policía, el Ministerio Público o la autoridad judicial y
hasta el fin de la ejecución de la sentencia que imponga una
pena o medida de seguridad, el imputado tendrá derecho a
ser asistido y defendido por un licenciado en derecho, au-
torizado en los términos de la ley.

Para los efectos del párrafo anterior el imputado podrá ele-
gir a un defensor debidamente autorizado; de no hacerlo, se
le designará un defensor público para que lo asista.

El derecho a la defensa técnica es irrenunciable y su viola-
ción producirá la nulidad absoluta de la las actuaciones que
se deriven de ella.

Integra el derecho a la defensa, el derecho del imputado a
comunicarse libre y privadamente con su defensor y a dis-
poner del tiempo y de los medios razonables para prepa-
rarla, de acuerdo a la naturaleza del acto procesal de que se
trate. Las comunicaciones entre el imputado y su defensor
son inviolables, y no podrá alegarse, para restringir este de-
recho, la seguridad de los centros penitenciarios, el orden
público o cualquier otro motivo.

Los derechos y facultades del imputado podrán ser ejerci-
dos directamente por el defensor, salvo aquellos de carác-
ter personal, o cuando exista una limitación a la represen-
tación legal o prohibición en la ley.

Se asegurará que los miembros de pueblos o comunidades
indígenas a quienes se impute la comisión de un delito,
cuenten además con un defensor que posea conocimiento
de su lengua y cultura, así como de sus usos y costumbres,
en los términos previstos por la última parte de la fracción
VIII del apartado A del artículo 2o. constitucional.

Artículo 15. Medidas cautelares.

Las medidas cautelares durante el proceso, restrictivas de
la libertad personal o de otros derechos, previstas en este
código, tienen carácter excepcional. Su aplicación deberá
ser subsidiaria y proporcional al peligro que tratan de evi-
tar y a la pena o medida de seguridad que pudiera llegar a
imponerse.

Artículo 16. Igualdad entre las partes.

Se garantiza a las partes, en condiciones de igualdad, el
pleno e irrestricto ejercicio de las facultades y derechos
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, los tratados internacionales ratificados por el
Estado mexicano y en las leyes.

Artículo 17. Única persecución.

La persona condenada, absuelta o cuyo proceso haya sido
sobreseído por sentencia ejecutoriada, no podrá ser some-
tida a otro proceso penal por el mismo delito.

Artículo 18. Juez natural.

La potestad de aplicar la ley penal corresponderá sólo a
jueces o tribunales constituidos conforme a las leyes vi-
gentes antes del hecho que motivó el proceso.

Nadie podrá ser juzgado por juez o tribunal designados es-
pecialmente para el caso.

Artículo 19. Independencia de los jueces.

En su función de juzgar, los jueces deberán ser indepen-
dientes de los demás integrantes del Poder Judicial y de los
otros Poderes del Estado.

Por ningún motivo y en ningún caso, los órganos del Esta-
do podrán interferir en el desarrollo de las etapas del pro-
ceso.

En caso de interferencia en el ejercicio de su función, pro-
veniente de otro órgano del Estado, del propio Poder Judi-
cial o de la ciudadanía, el juez o Tribunal deberá informar
sobre los hechos que afecten su independencia al Consejo
de la Judicatura Federal, el cual deberá adoptar las medidas
necesarias para que cese la interferencia, independiente-
mente de las sanciones administrativas, civiles y penales
que prevean las leyes, así como las previstas en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 20. Prueba.

Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido ob-
tenidos y producidos por medios lícitos e incorporados al
proceso del modo que autoriza este código.
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No tendrá valor la prueba obtenida mediante torturas, ame-
nazas, o violación de los derechos fundamentales de las
personas.

Las pruebas serán valoradas por los jueces según la sana
crítica, observando las reglas de la lógica, los conocimien-
tos científicos y las máximas de la experiencia.

Los antecedentes de la investigación y elementos de con-
vicción desahogados con anterioridad al juicio oral carecen
de valor probatorio para fundar la sentencia definitiva, sal-
vo las excepciones expresas previstas por este código.

Artículo 21. Interpretación restrictiva.

Deberán interpretarse restrictivamente las disposiciones le-
gales que coarten o restrinjan de cualquier forma, incluso
cautelarmente, la libertad personal, limiten el ejercicio de
un derecho conferido a los sujetos del proceso, establezcan
sanciones procesales o exclusiones probatorias.

Artículo 22. Aplicación de garantías del imputado.

La inobservancia de una regla de garantía establecida en
favor del imputado no podrá hacerse valer en su perjuicio.

Título Primero
Actos Procesales

Capítulo I
Formalidades

Artículo 23. Idioma.

Los actos procesales deberán realizarse en español. Los
documentos y las grabaciones en un idioma distinto al es-
pañol deberán ser traducidos.

Artículo 24. Derecho del imputado a un intérprete.

Cuando el imputado no comprenda o no se exprese con fa-
cilidad en español, se le brindará la ayuda necesaria en ca-
da audiencia del proceso penal en la que participe para que
pueda desarrollar en este idioma. Asimismo, el imputado
deberá ser auxiliado para comunicarse con su defensor en
las entrevistas que con él mantenga.

Artículo 25. Declaraciones e interrogatorios con intér-
pretes.

Las personas serán también interrogadas en español o me-
diante la asistencia de un traductor o intérprete, cuando co-
rresponda. La autoridad judicial podrá permitir, expresa-
mente, los interrogatorios en otro idioma o forma de
comunicación.

La traducción o interpretación seguirá a cada pregunta o
respuesta.

Si se trata de un mudo, se le harán oralmente las preguntas
y las responderá por escrito. Si fuere un sordomudo, las
preguntas y respuestas serán escritas. Si dichas personas no
supieren leer o escribir, se nombrará intérprete a alguien
que sepa comunicarse con el interrogado, siempre que sea
mayor de edad y a falta de éste a una persona mayor de
quince años.

Artículo 26. Derecho de miembros de comunidades in-
dígenas.

En el caso de los miembros de grupos indígenas se les nom-
brará intérprete, aun cuando hablen el español, si así lo soli-
citan. En los procedimientos en los que intervengan perso-
nas que aduzcan tener la calidad de indígenas, la misma se
acreditará con la sola manifestación de quien la haga.

Artículo 27. Lugar.

El proceso se llevará a cabo y la sentencia se dictará en el
circuito judicial en el que es competente la autoridad judi-
cial, excepto si ello puede provocar grave alteración del or-
den público, no garantiza la defensa de alguno de los inte-
reses comprometidos en el juicio u obstaculiza seriamente
su realización.

La autoridad judicial, cuando lo considere necesario para la
adecuada apreciación de determinadas circunstancias rele-
vantes del caso, podrá constituirse en lugar distinto de la
sala de audiencias.

Artículo 28. Tiempo.

Salvo disposición legal en contrario, los actos procesales
podrán practicarse en cualquier día y a cualquier hora.



Se asentarán el lugar y la fecha en que se lleven a cabo. La
omisión de estos datos no tornará ineficaz el acto, salvo
que no pueda determinarse, de acuerdo con los datos de los
registros u otros conexos, el lugar o la fecha en que se rea-
lizó.

Artículo 29. Registros. Regla general.

Cuando uno o varios actos deban hacerse constar en un ac-
ta conforme a este Código, quien los practique la levantará
anotando la hora, fecha y lugar de su realización.

Artículo 30. Forma de registro y extracto de los actos
procesales.

Los actos procesales se registrarán por escrito, video, audio
o cualquier otro medio que garantice su reproducción.

Asimismo, la administración de los Tribunales llevará un
registro que contenga un extracto completo de los actos
que integran el proceso, incluyendo los recursos interpues-
tos en contra de las resoluciones judiciales con indicación
de las actuaciones que hayan sido legalmente reservadas, el
cual podrá ser consultado por cualquier persona.

El funcionario competente certificará en el extracto del re-
gistro si se hubieren interpuesto recursos en contra de las
resoluciones judiciales.

Artículo 31. Resguardos.

Cuando se pretenda utilizar registros de video o audio en el
juicio, se deberá preservar el original en condiciones que
aseguren su inalterabilidad hasta la realización del juicio,
sin que ello impida la obtención de copias que podrán uti-
lizarse para otros fines del proceso.

Las formalidades de los actos deberán constar en el mismo
registro y, en caso de no ser posible, en un acta comple-
mentaria.

Artículo 32. Reemplazo del acta.

El acta podrá ser reemplazada, total o parcialmente, por
otra forma de registro, salvo disposición expresa en con-
trario. En ese caso, quien preside el acto determinará el res-
guardo conveniente para garantizar la inalterabilidad y la
individualización futura.

Artículo 33. Acceso a los registros.

Salvo las excepciones expresamente previstas en la ley, los
intervinientes siempre tendrán acceso al contenido de los
registros.

Los registros podrán también ser consultados por terceros
cuando dieren cuenta de actuaciones que fueren públicas
de acuerdo con la ley, a menos que, durante la investiga-
ción o la tramitación de la causa, el juez o el tribunal res-
tringiere el acceso para evitar que se afecte su normal sus-
tanciación o el principio de presunción de inocencia.

A petición de un interviniente o de un tercero, en los casos
que así lo permita la ley, el funcionario competente del tri-
bunal expedirá copias de los registros o de la parte de ellos
que fuere pertinente, con sujeción a lo dispuesto en los pá-
rrafos anteriores.

Capítulo II
Actos y Resoluciones Judiciales

Artículo 34. Restablecimiento de las cosas a su estado
previo.

En cualquier estado de la causa, la autoridad judicial podrá
ordenar, como medida provisional, el reestablecimiento de
las cosas al estado que tenían antes del hecho.

Lo anterior se hará a solicitud de la víctima u ofendido,
siempre que sus derechos estén legalmente justificados y se
haya constituido garantía, si se le hubiere señalado.

Artículo 35. Resolución de peticiones o planteamientos
de las partes.

Todas las peticiones o planteamientos de las partes que, por
su naturaleza o importancia, deban ser debatidas, requieran
producción de prueba o cuando así lo disponga la ley ex-
presamente, se resolverán en audiencia. Cuando así lo dis-
ponga la ley, se resolverán por escrito en un plazo máximo
de tres días.

Cuando alguna de las partes desee producir prueba en la
audiencia, deberá ofrecerla en el escrito en el que solicite
la celebración de la misma. Si la contraparte del solicitan-
te es quien desea producir prueba en la audiencia, deberá
ofrecerla por escrito antes de la celebración de la misma.
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Las cuestiones debatidas en una audiencia deberán ser re-
sueltas en ella.

Los medios de prueba que se desahoguen en una audiencia
previa a la de juicio oral, carecen de valor probatorio para
fundar la sentencia, salvo las excepciones expresas previs-
tas en la ley.

Artículo 36. Audiencias ante el Juez de Control.

En las audiencias ante el Juez de Control se observarán, en
lo conducente, los principios previstos en el artículo 4 (ca-
racterísticas y principios rectores) del presente código.

Durante las audiencias el Juez de control tendrá, en lo apli-
cable, las mismas facultades conferidas al juez que presida
el juicio oral.

El Juez impedirá que las partes aleguen cuestiones ajenas a
la materia de la audiencia o sean redundantes en sus argu-
mentos y limitará sus intervenciones.

Artículo 37. Resoluciones.

La autoridad judicial dictará sus resoluciones en forma de
sentencias y autos. Dictará sentencia para poner fin al pro-
ceso y autos en todos los demás casos. Las resoluciones ju-
diciales deberán señalar el lugar y la fecha en que se dicta-
ron.

Artículo 38. Resoluciones de tribunales colegiados.

Las resoluciones de los Tribunales Colegiados se tomarán
por mayoría de votos. En el caso de que un juzgador no es-
tuviere de acuerdo con la decisión adoptada por la mayo-
ría, extenderá y firmará su voto particular.

Artículo 39. Firma.

Las resoluciones escritas serán firmadas por los jueces o
magistrados.

La falta de firma de algún juez después de haber participa-
do en la deliberación y votación, provocará la nulidad del
acto, salvo que el juzgador no haya podido firmar por un
impedimento invencible surgido luego del debate.

No invalidará la resolución el hecho de que el juzgador no
la haya firmado oportunamente, siempre que la falta sea
suplida y no exista ninguna duda sobre su participación en

el acto que debió suscribir, sin perjuicio de la responsabili-
dad disciplinaria.

Artículo 40. Precisión y adición.

De oficio o a petición de parte, la autoridad judicial preci-
sará los motivos o fundamentos que haya omitido expresar
al emitir su resolución, así como los aspectos oscuros, am-
biguos o contradictorios en que estén redactadas las reso-
luciones; también adicionará su contenido, si hubiera omi-
tido resolver algún punto controversial, siempre que tales
actos no impliquen una modificación del sentido de lo re-
suelto y no conlleven vulneración de derechos fundamen-
tales.

Si la resolución ha sido emitida en audiencia, las precisio-
nes a que se refiere el párrafo anterior deberán hacerse o
solicitarse en la misma audiencia, inmediatamente después
de dictada la resolución. En caso contrario, deberá hacerse
o solicitarse la aclaración o precisión dentro de los tres dí-
as posteriores a la notificación de la resolución y la autori-
dad judicial resolverá en un plazo igual. Los plazos para la
precisión o adición de las resoluciones suspenderán el pla-
zo para interponer los recursos que procedan.

Artículo 41. Resolución firme.

Las resoluciones judiciales quedarán firmes y serán ejecu-
tables sin necesidad de declaración alguna, en cuanto no
sean oportunamente recurridas.

Artículo 42. Copia auténtica.

Cuando por cualquier causa se destruya, se pierda o sea
sustraído el original de las sentencias o de otros actos pro-
cesales, el original del instrumento en que consten tendrá el
valor de aquéllos.

Para tal fin, la autoridad judicial ordenará, a quien tenga la
copia, que se la entregue, sin perjuicio del derecho de ob-
tener otra gratuitamente.

La reposición también podrá efectuarse utilizando los ar-
chivos informáticos o electrónicos del juzgado o tribunal.

Artículo 43. Restitución y renovación.

Si no existe copia de los documentos, la autoridad judicial
ordenará que se repongan, para lo cual recibirán las prue-
bas que evidencien su preexistencia y su contenido. Cuan-



do ello sea imposible, dispondrá la renovación y el modo
de realizarla.

Artículo 44. Registros electrónicos.

Tendrán la validez y eficacia de un documento físico origi-
nal de registro, los archivos de documentos, mensajes, imá-
genes, bancos de datos y toda aplicación almacenada o
transmitida por medios electrónicos, informáticos, magné-
ticos, ópticos, telemáticos o producidos por nuevas tecno-
logías, destinados a la tramitación judicial, ya sea que re-
gistren actos o resoluciones judiciales. Lo anterior siempre
que cumplan con los procedimientos establecidos para ga-
rantizar su autenticidad, integridad y seguridad.

Las alteraciones que afecten la autenticidad o integridad de
dichos soportes los harán perder el valor jurídico que se les
otorga en el párrafo anterior.

Cuando un Juez utilice los medios indicados en el primer
párrafo de este artículo, para hacer constar sus actos o re-
soluciones, los medios de protección del sistema resultarán
suficientes para acreditar su autenticidad, aunque no se im-
priman en papel ni sean firmados.

Las autoridades judiciales de la materia podrán utilizar los
medios referidos para comunicarse oficialmente entre sí,
remitiéndose informes, comisiones y cualquier otra docu-
mentación. Las partes también podrán utilizar esos medios
para presentar sus solicitudes y recursos a los tribunales,
siempre que remitan el documento original dentro de los
tres días siguientes, en cuyo caso la presentación de la pe-
tición o recurso se tendrá como realizada en el momento de
recibida la primera comunicación.

El Consejo de la Judicatura Federal dictará los reglamentos
o los acuerdos necesarios para normar el envío, recepción,
trámite y almacenamiento de los citados medios para ga-
rantizar su seguridad y conservación, así como para deter-
minar el acceso del público a la información contenida en
las bases de datos, conforme a la ley.

Capítulo III
Competencia y Conexidad

Artículo 45. Regla general.

Es tribunal competente para conocer de un delito, el del lu-
gar en que se comete, salvo lo previsto en los artículos 52

y 53 de este código (excepción de competencia en caso de
concurso y por razones de seguridad).

Cuando el conflicto involucre como partes a indígenas y no
indígenas, será tribunal competente el que ejerza jurisdic-
ción en el domicilio donde radique la parte indígena.

Artículo 46. Delitos cometidos en diferentes entidades
federativas.

Cuando el delito se realice o produzca efectos en dos o más
entidades federativas, o cuando una o varias personas rea-
licen dos o más delitos en diferentes entidades federativas,
será competente el juez del lugar de cualquiera de ellas en
la que el Ministerio Público ejercite la acción penal.

Artículo 47. Agrupación de investigación.

Cuando dos o más agentes del Ministerio Público investi-
guen los mismos hechos relacionados en diferentes entida-
des federativas y con motivo de esta circunstancia se afec-
te el derecho de defensa del o de los imputados, éstos
podrán pedir a los superiores jerárquicos de aquéllos que
resuelvan cuál de los agentes tendrá a su cargo el caso. Si
los superiores jerárquicos no lo resuelvan, la defensa podrá
solicitar al juez de una de las entidades con competencia
que lo haga.

Artículo 48. Competencia para delitos continuados o
continuos.

Es competente para conocer de los delitos continuados y de
los continuos o permanentes, cualquiera de los tribunales
en cuyo territorio aquéllos produzcan efectos o se hayan re-
alizado actos constitutivos de tales delitos.

Artículo 49. Delitos cometidos en lugar desconocido.

Cuando el lugar de la comisión del hecho punible sea des-
conocido, será competente el juzgador que prevenga, a pe-
sar de que con posterioridad se determine el lugar de la co-
misión del delito.

Artículo 50. Competencia extraterritorial.

En los casos de los artículos 2o., 4o. y 5o., fracción V, del
Código Penal, será competente el tribunal en cuya jurisdic-
ción territorial se encuentre el imputado; pero si éste se ha-
llare en el extranjero, lo será para solicitar la extradición,
instruir y fallar el proceso, el tribunal de igual categoría en
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el Distrito Federal, ante quien el Ministerio Público ejerci-
te la acción penal.

Artículo 51. Delitos cometidos en embarcaciones y ae-
ronaves.

En los casos de las fracciones I y II del artículo 5° del Có-
digo Penal, es competente el tribunal a cuya jurisdicción
corresponda el primer punto del territorio nacional adonde
arribe el buque; y en los casos de la fracción III del mismo
artículo, el tribunal a cuya jurisdicción pertenezca el puer-
to en que se encuentre o arribe el buque.

Las mismas reglas serán aplicables, en los casos análogos,
a los delitos a que se refiere la fracción IV del mismo artí-
culo 5o. del Código Penal.

Artículo 52. Excepción de competencia para el caso de
concurso.

En caso de concurso de delitos, el Ministerio Público Fe-
deral será competente para conocer de los delitos del fuero
común que tengan conexidad con delitos federales y los
jueces federales tendrán, asimismo, competencia para juz-
garlos.

Si hay duda si el delito es competencia del fuero federal o
del fuero común, el Ministerio Público Federal tendrá la
obligación de investigar y proseguir el caso hasta que la
cuestión de competencia sea decidida en definitiva. Si la
competencia recae en las autoridades del fuero común, el
Ministerio Público Federal les proveerá de toda la infor-
mación recabada hasta ese momento.

Artículo 53. Excepción de competencia por razones de
seguridad.

Será competente para conocer de un asunto, un juez de dis-
trito distinto al del lugar de comisión del delito, si por ra-
zones de seguridad o de otras que impidan garantizar el
desarrollo adecuado del proceso, si el Ministerio Público
Federal ejercita acción pena ante él.

Lo anterior es igualmente aplicable para los casos en que,
por las mismas razones, la autoridad judicial a petición de
parte, estime necesario trasladar a un imputado a algún
centro de reclusión de máxima seguridad, en los que será
competente el tribunal del lugar en que se ubica dicho
centro.

La misma regla se aplicará cuando el imputado o su defen-
sor soliciten el traslado a otro centro de reclusión por razo-
nes de seguridad personal, siempre que el juez del caso la
estime procedente.

Artículo 54. Conflictos de competencia entre entidades
federativas.

Los conflictos que se susciten entre los tribunales de un Es-
tado y los de otro, o entre los de éstos y los del Distrito Fe-
deral se decidirán conforme a las leyes de esas Entidades,
si tienen la misma disposición respecto del punto jurisdic-
cional controvertido. En caso contrario, se decidirán con
arreglo a lo dispuesto en este capítulo.

Cuando los detenidos fueren reclamados por autoridades
de dos o más Estados, o por las de éstos y las del Distrito
Federal y no hubiere conformidad entre las autoridades re-
quirentes y la requerida, la Suprema Corte de Justicia hará
la declaración de preferencia. También resolverá lo proce-
dente, en el caso de que la autoridad requerida se niegue a
obsequiar un exhorto expedido conforme a la ley, para la
aprehensión de un inculpado.

Artículo 55.Prohibición de renuncia o prórroga.

En materia penal, no cabe prórroga ni renuncia de jurisdic-
ción, salvo en los casos expresamente previstos en este có-
digo.

Artículo 56. Prohibición de promoción de competencia.

Ningún tribunal puede promover competencia a su supe-
rior jerárquico.

Artículo 57. Efectos.

Los conflictos de competencia no suspenderán el proceso
si se suscitan antes de la fecha señalada para la celebración
de la audiencia intermedia.

Artículo 58. Casos de conexidad.

Las causas son conexas cuando

I. Se trate de concurso;

II. Los hechos imputados hayan sido cometidos simul-
táneamente por varias personas reunidas o, aunque estu-



vieran en distintos lugares o tiempos, cuando hubiera
mediado acuerdo entre ellas;

III. Un hecho punible se haya cometido para perpetrar o
facilitar la comisión de otro, o para procurar al culpable
o a otros el provecho o la impunidad; y

IV. Los hechos punibles hayan sido cometidos recípro-
camente.

Capítulo IV
Comunicación entre Autoridades

Artículo 59. Reglas generales.

Cuando un acto procesal o de investigación deba ejecutar-
se por medio de otra autoridad, el Juez, el Tribunal, el Mi-
nisterio Público o la policía, podrán encomendarle su cum-
plimiento.

Esas encomiendas podrán realizarse con aplicación de
cualquier medio que garantice su autenticidad.

Se dará entera fe y crédito a los exhortos y requisitorias que
libren los tribunales de la Federación y de las entidades fe-
derativas, debiendo cumplimentarse siempre que llenen las
condiciones fijadas por este código.

Artículo 60. Exhortos a autoridades extranjeras.

Los exhortos dirigidos a los tribunales extranjeros se remi-
tirán, con aprobación de la Suprema Corte de Justicia, por
la vía diplomática al lugar de su destino. Las firmas de las
autoridades que los expidan serán legalizadas por el Presi-
dente o el Secretario General de Acuerdos de aquélla y las
de estos servidores públicos por el Secretario de Relacio-
nes Exteriores o el servidor público que él designe.

Artículo 61. Otras solicitudes al extranjero.

Podrá encomendarse la práctica de diligencias en países
extranjeros a los secretarios de legaciones y a los agentes
consulares de la República, por medio de oficio con las in-
serciones necesarias.

Artículo 62. Exhortos de autoridades extranjeras.

Los exhortos de los tribunales extranjeros deberán tener,
además de los requisitos que indiquen las legislaciones

respectivas y los tratados internacionales, la legalización
que haga el representante autorizado para atender los asun-
tos de la República en el lugar donde sean expedidos.

Artículo 63. Retardo o rechazo.

Cuando el diligenciamiento de un requerimiento de cual-
quier naturaleza fuere demorado o rechazado injustificada-
mente, la autoridad requirente podrá dirigirse a quien ejer-
za el control disciplinario de quien deba cumplimentar
dicho requerimiento a fin de que, si procede, ordene o ges-
tione la tramitación.

Si se trata de una autoridad administrativa o legislativa, el
mismo Juez o Ministerio Público, si procediere, ordenará la
diligencia al superior jerárquico en el servicio, sin perjui-
cio de aplicar las sanciones que la ley autorice.

Capítulo V
Notificaciones, Comunicaciones y Citaciones

Artículo 64. Notificaciones.

Las resoluciones judiciales, se notificarán a las partes en
los casos que este código establece, de conformidad con las
normas reglamentarias dictadas por el Consejo de la Judi-
catura Federal, las que deben asegurar que las notificacio-
nes se hagan a la brevedad y que

I. Transmitan con claridad, precisión y en forma comple-
ta, el contenido de la resolución o de la actividad requeri-
da y las condiciones o plazos para su cumplimiento;

II. Contengan los elementos necesarios para asegurar la
defensa y el ejercicio de los derechos y facultades de las
partes;

III. Adviertan suficientemente al imputado, a la víctima
u ofendido, a los testigos y a los demás intervinientes
sobre las consecuencias jurídicas que se seguirán en ca-
so de no cumplir con el contenido de la notificación,
cuando ello sea necesario; y

IV. Adviertan suficientemente al imputado o a la vícti-
ma u ofendido, según el caso, cuando el ejercicio de un
derecho esté sujeto a plazo o condición.
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Artículo 65. Regla general.

Las resoluciones pronunciadas durante las audiencias judi-
ciales se entenderán notificadas a los intervinientes en el
proceso que hubieren asistido o a quienes tenían la obliga-
ción legal de asistir.

Los interesados podrán pedir copias de los registros en que
constaren estas resoluciones, las que se expedirán sin de-
mora.

Las resoluciones que sean dictadas fuera de audiencia de-
berán notificarse a quien corresponda, dentro de las veinti-
cuatro horas siguientes a su dictado, salvo que la autoridad
judicial disponga un plazo menor. No obligarán sino a las
personas debidamente notificadas.

Cuando la resolución entrañe una citación o un término pa-
ra la práctica de una actuación, se notificará con cuarenta y
ocho horas de anticipación, cuando menos, al día y hora en
que se haya de celebrar la audiencia a que se refiera, a me-
nos que se trate de actuaciones urgentes en las que la auto-
ridad judicial podrá fijar un plazo menor.

Artículo 66. Práctica de notificaciones.

Las notificaciones serán practicadas por quien disponga el
acuerdo respectivo del Consejo de la Judicatura Federal.

Artículo 67. Lugar para las notificaciones.

Al comparecer ante la autoridad judicial, las partes deberán
señalar domicilio dentro del lugar del proceso para ser no-
tificadas, o indicar el medio electrónico para tal efecto.

El imputado será notificado en principio en su domicilio, o
en su defecto en el Juzgado o Tribunal. Si se encuentra de-
tenido será notificado en el lugar de su detención.

Los defensores públicos, agentes del Ministerio Público y
servidores públicos que intervengan en el proceso, serán
notificados en sus respectivas oficinas, siempre que éstas
se encuentren en el lugar del proceso, o bien por medios
electrónicos.

Las personas que no señalaren domicilio o medio electró-
nico serán notificadas por estrados.

Cualquiera de los intervinientes podrá ser notificado perso-
nalmente en el juzgado o tribunal.

Artículo 68. Notificaciones a defensores y representan-
tes legales.

Si las partes tienen defensor u otro representante legal, las
notificaciones deberán ser dirigidas solamente a éstos, ex-
cepto si la ley o la naturaleza del acto exigen que aquellas
también sean notificadas personalmente.

Cuando intervengan dos o más defensores la notificación
practicada a uno de ellos tendrá validez respecto de todos y
la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni plazos.

Artículo 69. Formas de notificación.

Cuando la notificación deba practicarse por medio de lec-
tura, se leerá el contenido de la resolución y si el interesa-
do solicita copia, se le entregará. En los demás casos, se
practicará la notificación entregándole una copia de la re-
solución al interesado, con indicación del nombre del ór-
gano jurisdiccional y el proceso a que se refiere.

El tribunal dispondrá que quien realice la notificación sea
auxiliado por un intérprete o traductor en caso de que la per-
sona notificada no hable o comprenda suficientemente el es-
pañol.

La persona que notifica dejará constancia del acto, señala-
rá el lugar, el día y la hora de la diligencia y firmará junta-
mente con quien reciba la copia o indicará que se negó a
hacerlo o que no pudo firmar.

Artículo 70. Forma especial de notificación.

Cuando el interesado lo acepte expresamente, podrá notifi-
cársele por cualquier medio electrónico. En este caso, el
plazo correrá a partir de la fecha en que se envió la comu-
nicación, según lo acredite la oficina a través de la cual se
hizo la comunicación o el medio de transmisión. Asimis-
mo, podrá notificarse mediante otros sistemas autorizados
por el Consejo de la Judicatura Federal, siempre que no
causen indefensión. 

Artículo 71. Notificación a persona ausente o renuente.

Cuando la persona por notificar no sea encontrada en el do-
micilio señalado, la copia será entregada a cualquier perso-
na que viva o trabaje en él.

Si el que deba ser notificado se niega a recibir al funciona-
rio encargado de hacer la notificación, o las personas que



residen en el domicilio se rehúsan a recibir la cédula, o no
se encuentra a nadie en el lugar, se fijará la cédula en la
puerta de entrada.

Se deberán asentar en un registro todas las incidencias de
las notificaciones.

Artículo 72. Notificación por edictos.

Cuando se ignore el lugar donde se encuentra la persona
que deba ser notificada, la resolución se le hará saber por
edicto que se publicará en uno de los periódicos de mayor
circulación nacional o del circuito judicial en el que se tra-
mitaré el proceso, sin perjuicio de emplear otros medios de
comunicación masiva, o de adoptar otras medidas conve-
nientes para localizarlo.

Artículo 73. Nulidad de la notificación.

La notificación será nula cuando

I. Haya existido error sobre la identidad de la persona
notificada;

II. La resolución haya sido notificada en forma incom-
pleta;

III. En la diligencia no conste la fecha o, cuando corres-
ponda, la fecha de entrega de la copia;

IV. Exista disconformidad entre el original y la copia re-
cibida por el interesado, en su caso; y

V. En cualquier otro supuesto que cause indefensión.

Artículo 74. Citación.

Cuando para algún acto procesal sea necesaria la presencia
de una persona, la autoridad que conoce del asunto deberá
ordenar su citación por cualquier medio de comunicación
que garantice la autenticidad y recepción del mensaje. En
tal caso, deberá hacerse saber el objeto de la citación y el
proceso en el que ésta se dispuso; además, se deberá ad-
vertir que si la orden no se obedece sin causa justificada, la
persona podrá ser conducida por la fuerza pública.

Artículo 75. Comunicación de actuaciones del Ministe-
rio Público.

Cuando en el curso de una investigación, un agente del Mi-
nisterio Público deba comunicar alguna actuación o resolu-

ción, o considere necesario citar a una persona, podrá ha-
cerlo por cualquier medio que garantice la autenticidad y la
recepción del mensaje.

Serán aplicables, en lo que corresponda, las disposiciones
de este capítulo.

Capítulo VI
Plazos

Artículo 76. Regla general.

Los actos procesales serán cumplidos en los plazos esta-
blecidos.

Los plazos judiciales serán fijados conforme a la naturale-
za del proceso y a la importancia de la actividad que se de-
ba cumplir, tomando en cuenta los derechos de las partes.

Los plazos correrán a partir del día siguiente a aquél en que
se efectuó la notificación al interesado.

En los plazos por día no deberán contarse los días inhábi-
les señalados en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación. Los plazos restantes que venzan en día inhábil,
se tendrán por prorrogados hasta el día hábil siguiente.

Artículo 77. Cómputo de plazos fijados en protección
de la libertad del imputado.

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, en los pla-
zos establecidos para la protección de la libertad del impu-
tado, se contarán los días hábiles e inhábiles.

Artículo 78. Renuncia o abreviación.

Las partes en cuyo favor se haya establecido un plazo, po-
drán renunciar a él o consentir su abreviación, mediante
manifestación expresa. En caso de plazo común deben ex-
presar su voluntad todas las partes a las que rige.

Artículo 79. Plazos para decidir.

Las resoluciones en audiencias deberán emitirse inmedia-
tamente después de concluido el debate y antes de decla-
rarse cerradas aquellas, salvo las excepciones previstas en
este código. En caso de resoluciones de cierta complejidad,
excepcionalmente, el Juez o el Tribunal podrá retirarse a
deliberar su decisión hasta por tres horas, salvo que la ley
fije un plazo distinto.
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En los demás casos, el órgano judicial resolverá dentro de
los tres días de la presentación o planteamiento de la soli-
citud, siempre que la ley no disponga otro plazo. Las soli-
citudes dirigidas al Ministerio Público deberán resolverse
en el mismo plazo.

Artículo 80. Reposición del plazo.

Quien no haya podido observar un plazo por causa no atri-
buible a él, podrá solicitar, en comparecencia inmediata
posterior, su reposición total o parcial, con el fin de reali-
zar el acto omitido o ejercer la facultad concedida por la
ley.

Artículo 81. Duración del proceso.

El proceso penal por delito cuya pena máxima no exceda
de dos años de prisión o con pena distinta a ésta, deberá tra-
mitarse en el plazo de cuatro meses, y antes de un año si la
pena excediere de este tiempo, tomando en cuenta el lapso
que transcurre desde el momento en que se dicta el auto de
vinculación a proceso, hasta el dictado de la sentencia, sal-
vo que la defensa pida uno mayor.

Capítulo VII
Nulidad de los Actos Procesales

Artículo 82. Principio general.

No podrán ser valorados para fundar una decisión judicial,
ni utilizados como presupuesto de ella, los actos que im-
pliquen violación a derechos fundamentales, ejecutados
con inobservancia de las formas, salvo que el defecto sea
oportunamente saneado, de acuerdo con las normas previs-
tas por este código.

Artículo 83. Afectación a la víctima y al Ministerio Pú-
blico.

Tampoco podrán ser valorados los actos ejecutados con in-
observancia de las formas que obstaculicen el ejercicio del
derecho a la tutela judicial de la víctima o impidan el ejer-
cicio de los deberes del Ministerio Público.

Artículo 84. Saneamiento.

Los defectos mencionados en los artículos anteriores debe-
rán ser inmediatamente saneados, renovando el acto, recti-

ficando el error o realizando el acto omitido, de oficio o a
petición del interesado.

La autoridad judicial que constate un defecto formal sane-
able en cualquier etapa, recurso o instancia, lo comunicará
al interesado y le otorgará un plazo para corregirlo, el cual
no será mayor de tres días. Si el defecto formal no se co-
rrige en el plazo conferido, se resolverá lo correspondien-
te.

La autoridad judicial podrá corregir en cualquier momen-
to, de oficio o a petición de parte, los errores puramente
formales contenidos en sus actuaciones o resoluciones, res-
petando siempre los derechos y garantías de los intervi-
nientes.

Se entenderá que el acto se ha saneado cuando, no obstan-
te la irregularidad, ha conseguido su fin respecto de todos
los interesados.

Artículo 85. Convalidación.

Los defectos que afectan al Ministerio Público o a la vícti-
ma u ofendido quedarán convalidados cuando

I. Ellos no hayan solicitado su saneamiento mientras se
realiza el acto;

II. Dentro de las veinticuatro horas siguientes a haberse
practicado el acto no se solicita su saneamiento, por
quien no estuvo presente al realizarse aquél. Si por las
circunstancias del acto ha sido imposible advertir opor-
tunamente el defecto, el interesado deberá reclamarlo
dentro de las veinticuatro horas después de advertirlo; o

III. Hayan aceptado, expresa o tácitamente, los efectos
del acto.

Artículo 86. Declaración de nulidad.

Cuando no sea posible sanear un acto, el Juez, de oficio o
a petición de parte, deberá, en forma fundada y motivada,
declarar su nulidad o señalarla expresamente en la resolu-
ción respectiva; especificará, además, a cuáles actos alcan-
za la nulidad por su relación con el acto anulado y, si ello
es posible, ordenará que se renueven o rectifiquen.



Título Segundo
Sujetos Procesales

Capítulo I
Jueces y Magistrados

Sección I
Disposiciones Generales

Artículo 87. Control judicial del proceso.

Después de la vinculación a proceso y hasta el dictado de
apertura a juicio oral, el Juez de Control tendrá la respon-
sabilidad de resolver las solicitudes que formulen las par-
tes y de velar por el buen desarrollo del proceso y de los
principios que lo disciplinan. El juez o el tribunal del jui-
cio oral tendrán la responsabilidad de conducir el juicio y
de formular la sentencia que recaiga al mismo.

Artículo 88. Prohibición de comunicación ex parte.

Los jueces no podrán mantener, directa o indirectamente,
comunicación con alguna de las partes o sus defensores,
sobre los asuntos sometidos a su conocimiento, salvo con
la presencia de todas ellas, sino en los casos expresamente
previstos por este código. Corresponde a los jueces preser-
var el principio de igualdad procesal y despejar los obstá-
culos que impidan su vigencia o la debiliten.

Artículo 89. Objetividad y deber de decidir.

Los jueces deberán resolver con objetividad los asuntos so-
metidos a su conocimiento y no podrán abstenerse de deci-
dir por ningún motivo aun cuando sea el de silencio, con-
tradicción, deficiencia, oscuridad o ambigüedad en los
términos de las leyes, ni retardar indebidamente alguna de-
cisión. Si lo hicieren, se harán acreedores a las sanciones
administrativas y penales correspondientes.

Para tal efecto, presidirán y presenciarán en su integridad
el desarrollo de las audiencias y nunca podrán delegar sus
funciones.

Desde el inicio del proceso y a lo largo de su desarrollo,
las autoridades judiciales deberán consignar en sus actua-
ciones y valorar en sus decisiones no sólo las circunstan-
cias perjudiciales para el imputado, sino también las fa-
vorables a él.

Artículo 90. Fundamentación y motivación de las deci-
siones.

Los jueces están obligados a fundar y motivar sus decisio-
nes.

Las pruebas serán valoradas por los jueces según la sana
crítica, observando las reglas de la lógica, los conocimien-
tos científicos y las máximas de la experiencia.

No existe motivación cuando se haya inobservado las re-
glas de la sana crítica con respecto a medios o elementos
probatorios de valor decisivo.

Artículo 91. Transcripciones innecesarias.

La simple relación de las pruebas, la mención de los re-
querimientos, argumentos o pretensiones de las partes o de
afirmaciones dogmáticas o fórmulas genéricas o rituales,
no reemplaza en caso alguno a la fundamentación ni a la
motivación.

Para realizar una adecuada fundamentación y motivación
al momento de decidir, tanto en primera como en segunda
instancia, los jueces no deben realizar transcripciones de
los antecedentes del proceso ni de los argumentos de las
partes, sin perjuicio del deber de pronunciarse sobre ellos
en sus razonamientos y análisis.

Artículo 92. Poder coercitivo judicial.

La autoridad judicial podrá requerir la intervención de la
fuerza pública y disponer las medidas necesarias para el
cumplimiento seguro y regular de los actos que ordenen en
el ejercicio de sus funciones. Podrá imponer las siguientes
medidas de apremio según la naturaleza del caso:

I. Apercibimiento;

II. Multa de hasta mil salarios mínimos;

Expulsión de la sala de audiencias;

IV. Arresto hasta por treinta y seis horas; y

V. Suspensión del ejercicio de la profesión hasta por
treinta días; y

Con objeto de mantener el orden en la sala de audiencias el
juez podrá ordenar el desalojo del público.
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Cualquiera de estas resoluciones requerirá fundamentación
y motivación

Artículo 93. Reglas especiales de actuación.

Cuando las características del caso aconsejen adoptar me-
didas especiales para asegurar la regularidad y buena fe en
el proceso, el juez o el Presidente del Tribunal convocarán
de inmediato a las partes, a fin de acordar reglas particula-
res de actuación.

Artículo 94. Régimen disciplinario.

Salvo lo dispuesto en este código para el abandono de la
defensa, cuando se compruebe que las partes o sus aseso-
res han actuado con evidente mala fe, han realizado gestio-
nes o han asumido actitudes dilatorias o litigado con teme-
ridad, faltado el respeto al juez o a los intervinientes en las
audiencias o alterado el orden, la autoridad judicial sancio-
nará la falta, imponiendo alguna de las sanciones previstas
en el artículo 92 (poder coercitivo judicial), dependiendo
de su gravedad.

Antes de aplicar la sanción de multa, arresto o suspensión
en el ejercicio de la profesión se oirá previamente al inte-
resado, en la misma audiencia, a fin de que en ella se re-
suelva lo conducente, salvo que se trate de la audiencia de
juicio oral. En este último caso se citará a una audiencia
una vez que aquél haya terminado. Tratándose de actos
fuera de audiencia, la petición de que se escuche al sancio-
nado deberá promoverse dentro de las veinticuatro horas
siguientes a la notificación.

Quien resulte sancionado será requerido para que haga
efectiva la multa en el plazo de tres días.

En caso de incumplimiento de pago, la autoridad judicial
solicitará a la autoridad fiscal federal para que haga efecti-
vo el cobro. En el caso de defensores públicos y represen-
tantes del Ministerio Público, se comunicará la falta a su
superior jerárquico.

Sección II
Excusas y Recusaciones

Artículo 95. Motivos de excusa.

Los magistrados y jueces deberán excusarse de conocer en
la causa

I. Cuando tenga parentesco en línea recta hasta el tercer
grado, en la colateral por consanguinidad y en la colate-
ral por afinidad hasta el segundo, sea adoptante o adop-
tado, con alguno de los interesados, sus representantes,
patronos o defensores;

II. Si es o ha sido tutor o curador, o ha estado bajo tute-
la o curatela de alguna de las partes;

III. Cuando él, su cónyuge, concubina o concubinario
padres o hijos, tengan un juicio pendiente iniciado con
anterioridad;

IV. Si él, su cónyuge, concubina o concubinario, padres,
hijos u otras personas que vivan a su cargo, son acree-
dores, deudores o fiadores de alguna de las partes;

V. Cuando antes de comenzar el proceso hubiera sido
denunciante o querellante de alguna de las partes o hu-
biere sido denunciado por ellos;

VI. Si ha dado consejos o manifestado extrajudicial-
mente su opinión sobre el proceso;

VII. Cuando tenga amistad íntima o enemistad mani-
fiesta con alguno de las partes;

VIII. Si él, su cónyuge, concubina o concubinario, pa-
dres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, hubie-
ran recibido beneficios, presentes o dádivas superiores a
treinta días de salario mínimo vigente en el Distrito Fe-
deral de alguna de las partes;

IX. Cuando haya sido el juez de control en el mismo
proceso o hubiera pronunciado o concurrido a pronun-
ciar el auto de apertura a juicio o la sentencia, o hubie-
ra intervenido como Ministerio Público, defensor, man-
datario, denunciante o querellante; hubiera actuado
como perito, consultor técnico o conociera del hecho in-
vestigado como testigo, o tuviera interés directo en el
proceso; y

X. Por cualquier otra causa, fundada en motivos graves,
que afecte su imparcialidad.

Artículo 96. Trámite de la excusa.

El juez que se excuse remitirá las actuaciones, por resolu-
ción fundada y motivada, a quien deba reemplazarlo. Éste
tomará conocimiento del asunto de inmediato y dispondrá



el trámite por seguir, sin perjuicio de que envíe los antece-
dentes, de igual forma, al superior a quien correspondería
conocer, en su caso, del trámite de la recusación, para que
resuelva si estima que la excusa no tiene fundamento. La
incidencia será resuelta sin trámite.

Cuando el juzgador forme parte de un Tribunal Colegiado
y reconozca un motivo de excusa, pedirá a los restantes
miembros que dispongan su separación y reemplazo con-
forme. En caso de que los demás miembros consideren sin
fundamento la excusa, remitirán de inmediato los antece-
dentes a quien correspondiera conocer de la recusación, pa-
ra que resuelva. La incidencia será resuelta sin trámite.

Artículo 97. Recusación.

Las partes podrán solicitar la recusación del Juez, cuando
estimen que concurre en él una causal por la cual debió ex-
cusarse.

Artículo 98. Tiempo y forma de recusar.

Al formularse la recusación se indicarán por escrito, bajo
pena de inadmisibilidad, los motivos en que se funda y los
elementos de prueba que se ofrecen.

La recusación será formulada dentro de las cuarenta y ocho
horas siguientes de conocerse los motivos en que se funda.

Durante las audiencias, la recusación será deducida oral-
mente, bajo las mismas condiciones de admisibilidad de las
presentaciones escritas y se dejará constancia en acta de
sus motivos.

Artículo 99. Trámite de la recusación.

Si el juez admite la recusación y persiste la inconformidad
del recusante, aquél aplicará el procedimiento previsto pa-
ra la excusa. En caso contrario, remitirá el escrito de recu-
sación y su pronunciamiento respecto de cada uno de los
motivos de recusación quien corresponda conocer del trá-
mite de acuerdo con lo que señala la Ley Orgánica del Po-
der Judicial Federal, si el juzgador integra un Tribunal Co-
legiado, pedirá el rechazo de aquélla a los restantes
miembros.

Si se estima necesario, se celebrará una audiencia dentro
del los tres días siguientes, en la que se recibirá la prueba y
se informará a las partes. La autoridad judicial que corres-
ponda resolverá el incidente dentro de las veinticuatro ho-
ras siguientes a la celebración de la audiencia o de recibi-

dos los antecedentes. En contra de la resolución dictada no
procederá recurso alguno.

Artículo 100. Efecto sobre los actos.

El juzgador que se aparte del conocimiento de una causa,
así como el recusado que admita el motivo de recusación,
sólo podrán practicar los actos urgentes que no admitan di-
lación.

Artículo 101. Recusación de auxiliares judiciales.

Las mismas reglas regirán, en lo aplicable, respecto de
quienes cumplan alguna función de auxilio judicial en el
proceso. El órgano jurisdiccional en el que actúan averi-
guará sumariamente el motivo invocado y resolverá lo que
corresponda.

Habiéndose encontrado fundada y aceptada la excusa o re-
cusación, el servidor público quedará separado del asunto.

Artículo 102. Efectos.

Producida la excusa o aceptada la recusación, serán nulos
los actos posteriores del servidor público separado, salvo
aquellos urgentes que no hayan admitido dilación.

La intervención de los nuevos servidores públicos será de-
finitiva, aunque posteriormente desaparezcan los motivos
determinantes de la separación.

Artículo 103. Falta de probidad.

Incurrirá en falta grave el juzgador que omita apartarse del
conocimiento de un asunto cuando exista un motivo para
hacerlo conforme a la ley o lo haga con notoria falta de
fundamento, así como la parte que recuse con malicia o de
un modo manifiestamente infundado, sin perjuicio de las
responsabilidades civiles, penales, administrativas o de
cualquier otro tipo que pudieran corresponder.

Capítulo II
Ministerio Público y Policía

Sección I
Ministerio Público

Artículo 104. Funciones del Ministerio Público.

Además de las que prevean las leyes el Ministerio Público
tendrá las siguientes funciones:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I53



Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados54

I. Ejercer la acción penal pública en la forma estableci-
da por la ley;

II. Practicar u ordenar todos los actos de investigación
necesarios para el esclarecimiento de los hechos materia
de la denuncia o querella;

III. Dirigir la investigación en los actos que así lo re-
quieran, conforme a la ley;

IV. Vigilar que la policía cumpla con los requisitos de
la legalidad de los actos de investigación que lleva a
cabo; y

V. Solicitar la reparación del daño a cargo del imputado
en los casos que resulte procedente.

Artículo 105. Dirección de los cuerpos de seguridad pú-
blica por el Ministerio Público.

El Ministerio Público dirigirá a los cuerpos de seguridad
pública cuando éstos deban prestar auxilio en las labores de
investigación.

Artículo 106. Objetividad y deber de lealtad.

El agente del Ministerio Público debe obrar durante todo el
proceso con absoluta lealtad hacia el sistema de justicia. La
lealtad comprende el deber de información veraz sobre la
investigación cumplida y los conocimientos alcanzados, y
el deber de no ocultar a los intervinientes elemento alguno
que pudiera resultar favorable para la posición que ellos
asumen, sobre todo cuando ha resuelto no incorporar algu-
no de esos elementos al proceso.

En este sentido, su investigación debe ser objetiva y referir-
se tanto a los elementos de cargo como de descargo, procu-
rando recoger con urgencia los elementos de convicción y
actuando en todo momento conforme a un criterio objetivo,
con el fin de determinar, incluso, el no ejercicio de la acción
penal o el sobreseimiento. Igualmente, en la audiencia de
juicio oral puede concluir requiriendo la absolución o una
condena más leve que aquélla que sugiere la acusación,
cuando en esa audiencia surjan elementos que conduzcan a
esa conclusión, de conformidad con las leyes penales.

Artículo 107. Deber de guardar reserva.

El Ministerio Público no podrá informar a los medios de
comunicación social, ni a terceros no legitimados, acerca

de la identidad de detenidos, imputados, víctimas u ofendi-
dos, testigos, ni de otras personas que se encontraren o pu-
dieren resultar vinculadas a la investigación de un hecho
punible, en protección de los derechos de aquéllos y de la
función investigadora.

Artículo 108. Fundamentación de actuaciones.

El Ministerio Público deberá fundar y motivar sus requeri-
mientos, así como las resoluciones que dicte.

Artículo 109. Cooperación entre autoridades.

Cuando las actividades delictivas las realicen organizacio-
nes de carácter nacional, regional o internacional, el Mi-
nisterio Público Federal se coordinará en el marco del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública con las autoridades
competentes para formar equipos conjuntos de recopila-
ción de información y, en su caso, de investigación con las
autoridades competentes.

Los acuerdos de investigación conjunta deberán ser apro-
bados y supervisados por el procurador general de la Re-
pública.

Artículo 110. Poder coercitivo.

Para el cumplimiento de los actos que ordene en el ejerci-
cio de sus funciones el Ministerio Público podrá disponer
de la fuerza pública conforme a la ley y realizar adverten-
cias de que en caso de incumplimiento de sus determina-
ciones podrá acudir al Juez para que aplique las sanciones
de multa o arresto hasta por treinta y seis horas, previstas
en el artículo 92 (poder coercitivo judicial).

Artículo 111. Carga de la prueba.

La carga de la prueba corresponderá al Ministerio Público.

Artículo 112. Excusa y recusación.

En la medida en que les sean aplicables, los agentes del Mi-
nisterio Público deberán excusarse y podrán ser recusados
por los mismos motivos establecidos respecto de los jue-
ces, salvo por el hecho de haber intervenido como agentes
del Ministerio Público en otro procedimiento seguido en
contra del imputado.

La excusa o la recusación serán resueltas por el Procurador
General de la República o el servidor público en quien él



delegue esta facultad, previa realización de la investigación
que se estime conveniente.

Sección II
Policía

Artículo 113. Función de los cuerpos de seguridad pú-
blica.

Los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, distin-
tos a la Policía del Ministerio Público, deberán recabar la in-
formación necesaria de los hechos delictuosos de que tengan
noticia, dando inmediato aviso al Ministerio Público; impe-
dirán que los hechos se lleven a consecuencias ulteriores; de-
tendrán en flagrancia a quien realice un hecho que pueda
constituir un delito; identificarán y aprehenderán, por man-
damiento judicial o ministerial, a los imputados.

Cuando los cuerpos de seguridad pública mencionados se-
an los primeros en conocer de un hecho delictuoso, debe-
rán ejercer las facultades previstas en el artículo 114, frac-
ciones I, III, IV, V, VII y VIII de este código (Facultades y
obligaciones de la Policía de Investigación), hasta que el
Ministerio Público o la Policía de Investigación interven-
gan. Cuando estos últimos tomen conocimiento, les infor-
marán de lo actuado y les entregarán los instrumentos, ob-
jetos y evidencias materiales que hayan asegurado, de todo
lo actuado deberán elaborar un registro fidedigno.

Artículo 114. Facultades y obligaciones de los miembros
de la Policía de Investigación.

Los miembros de la Policía de Investigación tendrá las si-
guientes facultades y obligaciones:

I. Recibir noticias de los hechos presuntamente consti-
tutivos del delito y recopilar información sobre los mis-
mos. En estos casos, la policía deberá informar al Mi-
nisterio Público inmediatamente;

II. Confirmar la información que reciba, cuando ésta
provenga de una fuente no identificada, y hacerla cons-
tar en un registro destinado a tales fines, en el que se
asentarán el día, la hora, el medio y los datos del servi-
dor público interviniente;

III. Prestar el auxilio que requieran las víctimas u ofen-
didos y proteger a los testigos, aplicando para ello los
protocolos existentes;

IV. Cuidar que los rastros e instrumentos del delito sean
conservados. Para este efecto, impedirán el acceso a to-
da persona ajena a las diligencias de recopilación de in-
formación y procederá a la clausura, si se trata de local
cerrado, o a su aislamiento, si se trata de lugar abierto.
Evitará que se alteren o borren de cualquier forma los
rastros o vestigios del hecho o se remuevan los instru-
mentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervi-
niere personal experto;

V. Entrevistar a los testigos presumiblemente útiles pa-
ra descubrir la verdad. Las entrevistas se harán constar
en un registro de las diligencias policiales efectuadas;

VI. Practicar las diligencias orientadas a la individuali-
zación física de los autores y partícipes del hecho;

VII. Recabar los datos que sirvan para la identificación
del imputado;

VIII. Reunir toda la información de urgencia que pueda
ser útil al Ministerio Público; y

IX. Realizar detenciones en los casos que autoriza la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Cuando para el cumplimiento de estas facultades se re-
quiera una orden judicial, la policía informará al Ministe-
rio Público para que éste la solicite.

Artículo 115. Subordinación.

Cuando los cuerpos de seguridad pública auxilien la inves-
tigación del Ministerio Público deberán cumplir siempre,
dentro del marco de la ley, las órdenes y mandatos del Mi-
nisterio Público y las que, durante la tramitación del pro-
ceso, les dirijan los jueces, sin perjuicio de la autoridad ad-
ministrativa a la que estén sometidos.

La autoridad administrativa no podrá revocar, alterar o re-
tardar una orden emitida por los agentes del Ministerio Pú-
blico o por los jueces.

Asimismo, actuarán como auxiliares del Ministerio Públi-
co o de la autoridad judicial, y por instrucciones expresas
reunirán los antecedentes que aquél les solicite.

Los agentes de policía a que se refiere el presente artículo
tienen, en lo aplicable, las mismas obligaciones de objeti-
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vidad, lealtad y reserva previstas en los artículos 106 y 107.
(Objetividad, deber de lealtad y de reserva.)

Artículo 116. Protección a víctimas.

La Policía de Investigación y los cuerpos de seguridad pú-
blica deberán aplicar los protocolos o disposiciones espe-
ciales para el adecuado resguardo de los derechos de las
víctimas.

Artículo 117. Comunicaciones entre el Ministerio Pú-
blico y los cuerpos de seguridad pública.

Las comunicaciones que los agentes del Ministerio Públi-
co y los cuerpos de seguridad pública deban dirigirse en el
marco de la investigación de un delito en particular, se re-
alizarán en la forma y por los medios más expeditos posi-
bles, sin perjuicio de que deban consignarse en los regis-
tros policiales respectivos.

Artículo 118. Formalidades.

Los policías respetarán las formalidades previstas para la
investigación y subordinarán sus actos a las instrucciones
que emita el Ministerio Público, sin perjuicio de las facul-
tades que este Código les concede para recopilar y proce-
sar toda la información relevante que conduzca al esclare-
cimiento de los hechos.

Los policías actuarán conforme a los principios de legali-
dad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y
respeto a los derechos humanos, además de los previstos en
la Ley General que establece las Bases de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 119. Poder disciplinario.

Los integrantes de los cuerpos de seguridad pública que in-
frinjan disposiciones legales o reglamentarias, omitan o re-
tarden la ejecución de un acto propio de sus funciones de
investigación o lo cumplan negligentemente, serán sancio-
nados según su ley orgánica. Cuando actúen bajo instruc-
ciones del Ministerio Público y no sea la policía que de-
penda de él, el Procurador General de la República y los
jueces, en su caso, podrán solicitar a la autoridad compe-
tente la aplicación de las sanciones ahí previstas, cuando
las autoridades policiales no cumplan con su potestad dis-
ciplinaria.

Capítulo III
Víctima u Ofendido

Artículo 120. Víctima u ofendido.

Se considerará víctima u ofendido

I. Al directamente afectado por el delito;

II. A las agrupaciones, en los delitos que afectan intere-
ses colectivos o difusos, siempre que su objeto se vin-
cule directamente con esos intereses; y

III. A las comunidades indígenas, en los hechos punibles
que impliquen discriminación o genocidio respecto de
sus miembros o generen regresión demográfica, depre-
dación de su hábitat, contaminación ambiental, explota-
ción económica o alienación cultural.

Artículo 121. Muerte de la víctima u ofendido.

Cuando la víctima o el ofendido mueran, podrán solicitar la
reparación del daño sus dependientes económicos, herede-
ros o derechohabientes, en la proporción que señale el de-
recho sucesorio y demás disposiciones aplicables.

Artículo 122. Derechos de la víctima u ofendido.

Además de los previstos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y otras leyes, la víctima u ofen-
dido tendrá derecho a

I. Intervenir en el proceso, conforme se establece en es-
te código;

II. Tener acceso a los registros y a obtener copia de los
mismos, salvo las excepciones previstas por la ley;

III. Se le reciba por parte del Ministerio Público todos
los datos o elementos de prueba con los que cuente, o
bien, a constituirse en acusador coadyuvante, para lo
cual deberá nombrar a un perito en derecho, autorizado
para ejercer la profesión en los términos de la Ley, para
que lo represente;

IV. Ser informado de las resoluciones que finalicen o
suspendan el procedimiento, siempre que lo haya solici-
tado y tenga señalado domicilio conocido;



V. Ser escuchado antes de cada decisión que decrete la
extinción o suspensión de la acción penal y el sobresei-
miento del proceso, siempre que lo solicite;

VI. Tomar la palabra después de los alegatos de clausu-
ra y antes de concederle la palabra final al imputado, si
está presente en el debate de juicio oral;

VII. Ser interrogada o participar en el acto para el cual
fue citado en el lugar en donde se encuentre, si por su
edad, condición física o psicológica, se le dificulta su
comparecencia ante cualquier autoridad del proceso pe-
nal;

VIII. Recibir asesoría jurídica, protección especial de su
integridad física o psicológica, con inclusión de su fa-
milia inmediata, cuando reciba amenazas o corra peligro
en razón del papel que cumple en el proceso penal;

IX. Solicitar la reapertura de la investigación cuando se
haya decretado el archivo temporal y aporte nuevos ele-
mentos que así lo ameriten;

X. Apelar el sobreseimiento del proceso;

XI. No ser objeto de información por los medios de co-
municación o presentado ante la comunidad sin su con-
sentimiento; y

XII. Los demás que en su favor establezcan las leyes.

La víctima u ofendido será informado sobre sus derechos,
en su primera intervención en el procedimiento.

Artículo 123. Acusador coadyuvante.

En el plazo señalado en el artículo 360 (actuación de la víc-
tima u ofendido), la víctima u ofendido podrá constituirse
como acusador coadyuvante al adherirse a la acusación for-
mulada por el Ministerio Público, y en tal carácter se le ten-
drá como parte para todos los efectos legales.

El mismo derecho tendrá cualquier persona cuando se tra-
te de delitos cometidos por servidores públicos en el ejer-
cicio de su función o con motivo de ella.

Si se tratase de varios acusadores coadyuvantes, deberán
nombrar un representante común y si no alcanzan un acuer-
do, el juzgador nombrará a uno ellos.

Capítulo IV
Imputado

Sección I
Disposiciones Generales

Artículo 124. Derecho a intervenir.

Con las excepciones previstas en este código, el imputado
tendrá derecho a intervenir personalmente en las actuacio-
nes judiciales y a formular las peticiones y observaciones
que considere oportunas, siempre y cuando no se perjudi-
que el curso normal del proceso.

Artículo 125. Protección de la intimidad.

Se respetará el derecho a la intimidad del imputado y de
cualquier otra persona, especialmente la libertad de con-
ciencia, el domicilio, la correspondencia, los papeles y ob-
jetos; así como, en general, las comunicaciones privadas.
El cateo, decomiso o intervención sobre cualquiera de
ellos, sólo podrá realizarse con autorización del juez com-
petente.

Ninguno de los intervinientes en el proceso podrá divulgar
a personas ajenas, datos sensibles o información personalí-
sima de la víctima u ofendido, imputado o testigos y esta
prohibición se mantendrá incluso después de terminado el
proceso.

Artículo 126. Prohibición de la incomunicación y del se-
creto.

Queda prohibida la incomunicación del imputado, así co-
mo el secreto del proceso. Se podrá restringir a fin de ase-
gurar los fines del proceso y siempre que no implique un
menoscabo al derecho de defensa.

Sólo en los casos y por los motivos autorizados por este có-
digo, se podrá disponer la reserva de alguna actuación res-
pecto del imputado y hasta que concluya la ejecución de las
diligencias ordenadas o el motivo que justificó esa deci-
sión.

Artículo 127. Derechos del imputado durante el proceso.

La policía, el Ministerio Público y los jueces, según co-
rresponda, harán saber al imputado, de manera inmediata y
comprensible, en el primer acto en que participe, que tiene,
además de los derechos previstos en la Constitución Políti-
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ca de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados interna-
cionales ratificados por el Estado mexicano y otras leyes,
los siguientes derechos:

I. Conocer desde el comienzo de la causa, en su caso, el
motivo de su detención y el servidor público que la or-
denó, exhibiéndosele, según corresponda, la orden emi-
tida en su contra y se le informará de su derecho a de-
clarar o a guardar silencio. Se le advertirá que todo lo
que en su caso diga, podrá ser usado en su contra;

II. A guardar silencio o a declarar cuantas veces quiera,
siempre que ello no obstruya innecesariamente el trámi-
te del proceso. El silencio no podrá ser utilizado en su
perjuicio;

III. Tener una comunicación inmediata y efectiva con la
persona, asociación, agrupación o entidad a la que des-
ee comunicar su captura;

IV. Ser asistido, desde el momento en que tenga partici-
pación como imputado, incluso desde el momento de su
detención, por el defensor que designe él, sus parientes
o la agrupación a la que se comunicó su captura y, en de-
fecto de éste, por un defensor público, así como a reu-
nirse con él en estricta confidencialidad;

V. Ser asistido gratuitamente por un traductor o intér-
prete si no comprende o no habla el idioma español;

VI. Ser informado y enterarse de los hechos que se le
imputan, tanto en el momento de su detención, como en
su comparecencia ante el Ministerio Público o el juez;

VII. A entrevistarse previamente con su defensor y a que
éste esté presente en el momento de rendir su declara-
ción y en otras diligencias en las cuales se requiera su
presencia;

VIII. No ser sometido a técnicas ni métodos que induz-
can o alteren su libre voluntad o atenten contra su dig-
nidad;

IX. No ser objeto de información por los medios de co-
municación o presentado ante la comunidad de modo
que se afecte su dignidad o en caso de que ello implique
peligro para sí o para su familia;

X. Que no se utilicen, en su contra, medios que impidan
su libre movimiento en el lugar y durante la realización

de un acto procesal, sin perjuicio de las medidas de vi-
gilancia que, en casos especiales, estime ordenar el juz-
gador; y

XI. Solicitar, desde el momento de su detención, asis-
tencia social para los menores de edad o personas con
discapacidad cuyo cuidado personal tenga a cargo.

Los agentes de policía, al detener a una persona o antes de
entrevistarla en calidad de imputada, le hará saber de ma-
nera inmediata y comprensible los derechos contemplados
en las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VIII, IX y XI de este
artículo. El Ministerio Público debe dar a conocer al impu-
tado sus derechos fundamentales desde el primer acto en
que aquél participe. El Juez, desde el primer acto procesal,
verificará que se le hayan dado a conocer al imputado sus
derechos fundamentales y, en caso contrario, se los dará a
conocer en forma clara y comprensible.

Cuando el imputado esté privado de su libertad, el encar-
gado de custodiarlo tendrá la obligación de comunicar al
juez o al tribunal, en forma inmediata, las peticiones u ob-
servaciones que aquél formule y le asegurará la comunica-
ción con su defensor.

Sección II
Declaración del Imputado

Artículo 128. Oportunidades y autoridad competente.

El imputado tendrá derecho guardar silencio o a declarar
cuantas veces quiera en el momento en que lo estime opor-
tuno hasta antes del inicio del juicio, siempre que su decla-
ración sea pertinente y no constituya una medida dilatoria
del proceso. En juicio podrá declarar cuando la defensa es-
té presentando su caso.

La declaración del imputado sólo tendrá validez, en su ca-
so, si es prestada voluntariamente ante el un Juez y aquél
es asistido por su defensor.

Antes de la declaración del imputado, se la hará saber de-
talladamente cuál es el hecho que se le atribuye, con todas
las circunstancias de tiempo, lugar y modo de comisión, en
la medida conocida hasta ese momento, incluyendo aqué-
llas que sean de importancia para su calificación jurídica,
las disposiciones legales que resultaren aplicables y los an-
tecedentes que arroje la investigación en su contra.



Al imputado se le hará saber que si declara antes del juicio,
su testimonio se considerará como prueba anticipada en
caso de que ejerza su derecho a guardar silencio en el de-
bate.

Artículo 129. Nombramiento de defensor.

Antes de que el imputado declare se le requerirá el nom-
bramiento de un defensor para que lo asista y se le infor-
mará que puede exigir su presencia y consultar con él todo
lo relacionado con su defensa. Si no está presente el defen-
sor, se le dará aviso inmediato por cualquier medio para
que comparezca. De no ser nombrado defensor, ni hallado
el designado, o si éste no comparece, se le asignará inme-
diatamente un defensor público, al que se le dará tiempo
suficiente para imponerse de la causa.

Artículo 130. Prohibiciones.

En ningún caso se requerirá al imputado protesta de decir
verdad, ni será sometido a ninguna clase de coacción o
amenaza, ni se usará medio alguno para obligarlo, inducir-
lo o determinarlo a declarar contra su voluntad, ni se le for-
mularán cargos ni reconvenciones tendentes a obtener su
confesión.

Estarán prohibidas las medidas que menoscaben la libertad
de decisión del imputado, su memoria o la capacidad de
comprensión y dirección de sus actos, en especial, los ma-
los tratos, las amenazas, el agotamiento, la violencia cor-
poral, la tortura, la hipnosis, la administración de psicofár-
macos, así como cualquier otro medio análogo a los
anteriores que disminuya su capacidad de comprensión o
altere su percepción de la realidad.

La promesa de una ventaja sólo se admitirá cuando esté
prevista en la ley.

Las preguntas serán claras y precisas.

La inobservancia de los preceptos relativos a la declaración
del imputado impedirá que ésta se utilice en su contra, aún
cuando él haya dado su consentimiento para infringir algu-
na regla o utilizar su declaración.

Artículo 131. Varios imputados.

Cuando deban declarar varios imputados, las declaraciones
serán recibidas sucesivamente, evitando que se comuni-
quen entre sí antes de la recepción de todas ellas.

Artículo 132. Restricciones policiales.

La policía no podrá recibirle declaración al imputado
cuando se encuentre detenido. En caso de que éste mani-
fieste su deseo de declarar, la policía deberá comunicar ese
hecho al Ministerio Público para que proceda de conformi-
dad con lo previsto en este código.

Artículo 133. Identificación.

El imputado proporcionará los datos que permitan su iden-
tificación personal y mostrará un documento oficial que
acredite fehacientemente su identidad.

Si no los suministra o se estima necesario, se solicitará
constancia a las instancias estatales y federales pertinentes,
sin perjuicio de que una oficina técnica practique su iden-
tificación física utilizando sus datos personales, impresio-
nes digitales y señas particulares. También podrá recurrir-
se a la identificación por testigos o a otros medios que se
consideren útiles.

La duda sobre los datos obtenidos no alterará el curso del
proceso y los errores referentes a ellos podrán corregirse en
cualquier oportunidad, aun durante la ejecución penal.

Estas medidas podrán aplicarse aun en contra de la volun-
tad del imputado.

Artículo 134. Domicilio.

En su primera intervención, el imputado deberá indicar el
lugar donde tiene su casa-habitación, su lugar de trabajo, el
principal asiento de sus negocios o el sitio donde se le pue-
de localizar, así como señalar el lugar y la forma para reci-
bir notificaciones. Deberá notificar al Ministerio Público o
juzgador cualquier modificación.

La información falsa sobre sus datos generales será consi-
derada como indicio de sustracción a la acción de la justi-
cia.

Artículo 135. Obligaciones.

El imputado tiene la obligación de comparecer cuando sea
citado por el Juez o por el Ministerio Público para la reali-
zación de alguna diligencia. Además deberá cumplir con
las disposiciones legalmente emitidas por el juez.
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Artículo 136. Sustracción a la acción de la justicia.

A solicitud del Ministerio Público, la autoridad judicial de-
clarará sustraído a la acción de la justicia al imputado que,
sin causa justificada no comparezca a una citación judicial,
se fugue del establecimiento o lugar donde esté detenido o
se ausente de su domicilio sin aviso, teniendo la obligación
de darlo.

Artículo 137. Efectos.

La declaración de sustracción a la acción de la justicia sus-
penderá las audiencias de formulación de la imputación,
intermedia y de debate de juicio oral con respecto al impu-
tado declarado sustraído. El proceso continuará para los
imputados presentes.

La declaración de sustracción a la acción de la justicia im-
plicará la modificación de las medidas cautelares decreta-
das en contra del imputado.

Si el imputado se presenta después de la declaratoria de
sustracción a la acción de la justicia y justifica su ausencia,
aquélla será revocada y no producirá ninguno de los efec-
tos señalados en esta norma.

Sección III
Indemnización al Imputado

Artículo 138. Deber de indemnizar.

El imputado tiene derecho a ser indemnizado cuando ilíci-
tamente haya sido afectado en su derecho a la integridad fí-
sica, psicológica o moral, libertad personal o de trabajo.

Se entenderá que se afecta la libertad personal cuando se
declare que el imputado ha sufrido, arbitrariamente, prisión
preventiva, internación preventiva o arraigo.

En los mismos supuestos del párrafo anterior, el imputado
haya sido inhabilitado o suspendido en el ejercicio de una
profesión, oficio o empleo durante el proceso; o bien, a
causa de la revisión de la sentencia, el condenado sea ab-
suelto por haberse acreditado plenamente su inocencia o
haya sufrido una pena o medida de seguridad mayores a la
que, en su caso, se le debieron imponer.

En todo caso, habrá lugar a indemnización cuando el im-
putado haya sido sometido a tortura, trato cruel, inhumano
o degradante.

No habrá lugar a indemnización cuando se pronuncien le-
yes o jurisprudencias posteriores más benignas o en caso
de amnistía o indulto.

Artículo 139. Competencia.

Corresponderá a la jurisdicción civil y, en su caso, a la au-
toridad que haya conocido del recurso de revisión, conocer
de las demandas de indemnización a que se refiere el artí-
culo anterior.

Cuando la conducta del servidor público constituya delito,
la indemnización podrá reclamarse en la jurisdicción penal
por concepto de reparación del daño regulada por este có-
digo.

Artículo 140. Muerte del imputado.

Si el imputado ha fallecido, sus sucesores tendrán derecho
a cobrar o gestionar la indemnización prevista, conforme a
la legislación civil.

Artículo 141. Obligación.

El Estado estará siempre obligado solidariamente al pago
de la indemnización a que haya sido condenado, sin per-
juicio de su derecho a repetir en contra del servidor públi-
co responsable.

Capítulo V
Defensores

Artículo 142. Derecho de elección.

El imputado tendrá el derecho de elegir un defensor de su
preferencia para que lo represente. Si no lo hace, el Minis-
terio Público o el Juez notificarán a la oficina de la Defen-
soría Pública Federal para que le designe un defensor des-
de el primer acto en que el imputado intervenga.

El imputado podrá solicitar el cambio de defensor público
en casos de incompatibilidad o intereses contrapuestos,
conforme a lo previsto en la Ley Federal de Defensoría Pú-
blica.

La intervención del defensor no menoscabará el derecho
del imputado a formular solicitudes y observaciones por sí
mismo.



Artículo 143. Habilitación profesional.

Sólo podrán ser defensores los peritos en derecho autoriza-
dos por las leyes respectivas para ejercer la profesión.

Artículo 144. Intervención.

Los defensores designados serán admitidos en el procedi-
miento de inmediato y sin ningún trámite, tanto por la po-
licía como por el Ministerio Público o el juzgador, según
sea el caso.

Artículo 145. Nombramiento posterior.

Durante el transcurso del procedimiento, el imputado po-
drá designar un nuevo defensor; pero el anterior no podrá
separarse de la defensa, sino hasta que el nombrado com-
parezca en el mismo.

Artículo 146. Renuncia y abandono.

El defensor podrá renunciar al ejercicio de la defensa, en
este caso, el juzgador fijará un plazo para que el imputado
nombre a otro. Si no lo nombra, será reemplazado por un
defensor público.

El renunciante no podrá abandonar la defensa mientras su
reemplazante no comparezca.

No se podrá renunciar durante las audiencias ni una vez no-
tificado del señalamiento de ellas.

Si el defensor, sin causa justificada, abandona la defensa o
deja al imputado sin asistencia técnica, se nombrará uno
defensor público.

Cuando el abandono ocurra antes de iniciarse el juicio, po-
drá aplazarse razonablemente su comienzo para la adecua-
da preparación de la defensa, considerando la complejidad
del caso, las circunstancias del abandono, las posibilidades
de aplazamiento y la solicitud fundada del nuevo defensor.

Artículo 147. Impedimento.

No podrán ser defensores

I. Los testigos del hecho;

II. Los coimputados;

III. Los condenados por el mismo hecho; y

IV. Los que tengan conflicto de intereses con el imputa-
do.

Artículo 148. Sanciones.

Además de las sanciones establecidas en el Código Penal,
el juzgador del proceso abandonado por la defensa sin cau-
sa justificada, determinará que el responsable pague una
suma de dinero equivalente al costo de las audiencias que
debieron repetirse o diferirse a causa del abandono.

Para esto, se tomarán en cuenta los salarios de los servido-
res públicos intervinientes y los de los particulares.

Artículo 149. Número de defensores.

El imputado podrá designar a los defensores que considere
conveniente, pero no podrán intervenir más de dos al mis-
mo tiempo en las audiencias orales o en un mismo acto.

Artículo 150. Defensor común.

La defensa de varios imputados en un mismo proceso por
un defensor común no será admisible, a menos que se acre-
dite fehacientemente que no existe incompatibilidad ni
conflicto de intereses de las defensas de los imputados. Si
se autoriza el defensor común y la incompatibilidad se ad-
vierte en el curso del proceso, será corregida de oficio y se
proveerá lo necesario para reemplazar al defensor.

Artículo 151. Garantías para el ejercicio de la defensa.

No será admisible el aseguramiento o decomiso de cosas
relacionadas con la defensa, así como tampoco la interven-
ción de las comunicaciones del imputado con sus defenso-
res, consultores técnicos y sus auxiliares, ni las efectuadas
entre éstos y las personas que les brindan asistencia.

Artículo 152. Entrevista con los detenidos.

El imputado que se encuentre detenido, incluso ante la po-
licía, tendrá derecho a entrevistarse privadamente con su
defensor, desde el inicio de su detención.

Artículo 153. Entrevista con otras personas.

Si antes de una audiencia, con motivo de su preparación, el
defensor tuviera necesidad de entrevistar a una persona que
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se niega a recibirlo, podrá solicitar el auxilio judicial, ex-
plicándole las razones que tornan necesaria la entrevista. El
juzgador, en caso de considerar fundada la necesidad, ex-
pedirá la orden de que esa persona reciba al defensor en el
lugar y en el momento que, en principio, ella misma deci-
da, o la citará a la sede del tribunal para que la entrevista se
desarrolle allí, con la presencia del juzgador o del personal
que éste designe. Esta autorización no se concederá en
aquellos casos en que, a solicitud del Ministerio Público, el
juez estime que la víctima o los testigos deben estar suje-
tos a protocolos especiales de protección.

Asimismo, antes de las audiencias, el Ministerio Público
deberá permitir al defensor el acceso a la carpeta de inves-
tigación y deberá proporcionarle copias de la misma, en ca-
so de que le sean solicitadas con la debida anticipación. En
caso de negativa del Ministerio Público, el defensor podrá
reclamarla ante el Juez quien, después de escuchar al Mi-
nisterio Público, podrá en su caso determinar la suspensión
de la audiencia respectiva u otro remedio para asegurar que
se satisfaga el deber de descubrimiento, sin perjuicio de
que se apliquen las sanciones a que se refiere el artículo 94
(régimen disciplinario) de este código.

Artículo 154. Auxilio a la defensa.

En los casos en que existan documentos, objetos o infor-
mes en poder de un tercero que se niega a entregarlos y que
son necesarios para la defensa del imputado, el juez de
control, en vista de lo que aleguen el tenedor y la defensa,
resolverá en audiencia si debe hacerse la exhibición o ren-
dirse el informe. Si a pesar de haberse ordenado al tenedor
exhibir el documento, objeto o informe, éste persiste en su
negativa o retarda la entrega, el Juez podrá aplicar medidas
de apremio o decretar el cateo.

Asimismo, el juez de control, a petición del defensor, po-
drá ordenar el cateo de lugares, a fin de buscar determina-
dos objetos o documentos que puedan favorecer la defensa
del imputado. La orden de cateo y la práctica de éste debe-
rán reunir los requisitos previstos en este código.

Capítulo VI
Auxiliares de las Partes

Artículo 155. Asistentes.

Las partes podrán designar asistentes para que colaboren
en su tarea. En tal caso, asumirán la responsabilidad por su
elección y vigilancia.

Los asistentes podrán acudir a las audiencias para contri-
buir en las labores de las mesas en que permanezcan las
partes.

Artículo 156. Consultores técnicos.

Si por las particularidades del caso, alguna de las partes
considera necesaria la asistencia de un especialista en una
ciencia, arte o técnica, así lo planteará a la autoridad judi-
cial. El consultor técnico podrá acompañar en las audien-
cias a la parte con quien colaboran, para apoyarla técnica-
mente en los contrainterrogatorios a los expertos ofrecidos
por las otras partes en el proceso.

Título Tercero
Proceso Ordinario

Capítulo I
Inicio del Proceso

Artículo 157. Modos de inicio del proceso.

El proceso penal se inicia por denuncia o por querella.

Artículo 158. Denuncia.

La denuncia es el medio a través del cual las personas ha-
cen del conocimiento del Ministerio Público la comisión de
hechos que pueden constituir un delito y, en caso de urgen-
cia ante cualquier funcionario o agente de policía.

Artículo 159. Forma y contenido de la denuncia.

La denuncia podrá formularse por cualquier medio y debe-
rá contener, en su caso, la identificación del denunciante,
su domicilio, la narración circunstanciada del hecho sin ca-
lificarlos jurídicamente y, si es posible, la indicación de
quienes lo hubieran cometido y de las personas que lo ha-
yan presenciado o que tengan noticia de él.

En caso de que peligre la vida o la seguridad del denun-
ciante o allegados, se reservará adecuadamente su identi-
dad.

Si se trata de denuncia verbal, se levantará un acta que se-
rá firmada por el denunciante y por el servidor público que
la reciba. Si la denuncia se formula por escrito, deberá ser
firmada por el denunciante. En ambos casos, si el denun-
ciante no pudiere firmar, estampará su huella digital o la
firmará un tercero a su ruego.
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Artículo 160. Deber de denunciar.

Salvo las excepciones previstas por la Constitución, la ley
y los tratados internacionales, toda persona que tenga co-
nocimiento de un delito tiene el deber de denunciarlo.

Si en el ejercicio de sus funciones, las siguientes personas
tienen conocimiento de un delito, realizarán la denuncia
respectiva.

I. Los miembros de la policía, todos los delitos que pre-
senciaren o llegaren a su conocimiento;

II. Los encargados de establecimientos destinados a la
ejecución de las sanciones privativas de libertad, de ins-
tituciones de reinserción social o de custodia y rehabili-
tación de menores y de reclusorios preventivos o admi-
nistrativos;

III. Los miembros de los cuerpos de seguridad privada
en el ejercicio de sus labores o con motivo de ellas;

IV. Los servidores públicos, respecto de los delitos de
que tengan conocimiento y de los que cometan sus sub-
alternos en el ejercicio o en ocasión de sus funciones;

V. Las autoridades y administradores aeroportuarios res-
pecto de los delitos que se cometan en los aeropuertos;

VI. Las autoridades y administradores de puertos;

VII. Los jefes de estaciones de autobuses, de ferrocarri-
les o de otros medios de locomoción o de carga y los
conductores de autobuses u otros medios de transporte o
carga, por los delitos que se cometieren durante el viaje
o en el recinto de una estación;

VIII. Los directores de establecimientos hospitalarios,
clínicas particulares, establecimientos de salud y, en ge-
neral, los profesionales en medicina, odontología, quí-
mica, farmacia y de otras ramas relacionadas con la con-
servación o el restablecimiento de la salud y los que
ejercieren prestaciones auxiliares de éstas, cuando nota-
ren en una persona o en un cadáver señales que hagan
presumible la comisión de un delito; y

IX. Los directores, inspectores y profesores de estable-
cimientos educacionales o de asistencia social, por los
delitos que afecten a los alumnos o usuarios de dichos

servicios, o cuando los hechos hubieren ocurrido en el
establecimiento.

La denuncia realizada por alguno de los obligados en este
artículo eximirá al resto.

Artículo 161. Incumplimiento de la obligación de de-
nunciar.

Las personas indicadas en el artículo anterior que omitie-
ren hacer la denuncia, incurrirán en las responsabilidades
específicas conforme a las leyes.

Artículo 162. Facultad de no denunciar.

La denuncia deja de ser obligatoria si las personas mencio-
nadas en el artículo 214 de este código arriesgan la perse-
cución penal propia, la del cónyuge, la de sus parientes
consanguíneos o civiles, dentro del segundo grado, o cuan-
do los hechos fueron conocidos bajo secreto profesional re-
conocido por la ley.

Artículo 163. Denuncia inmediata.

Cuando las circunstancias del caso hagan temer la consu-
mación de daños irreparables al bien jurídico, el peligro de
sustracción de la acción de la justicia o el desvanecimiento
de pruebas la denuncia se deberá realizar de inmediato.

Artículo 164. Querella.

La querella es el derecho discrecional que tiene la víctima,
el ofendido o su representante legal de dar a conocer al Mi-
nisterio Público la comisión de hechos que pueden consti-
tuir un delito. Esta facultad implica la anuencia del ofendi-
do para que el representante social se dedique a efectuar la
investigación respectiva.

La querella deberá contener, en lo conducente, los mismos
requisitos de la denuncia.

Artículo 165. Actos urgentes.

Antes de la formulación de la querella, podrán realizarse
los actos urgentes que impidan continuar el hecho o los ac-
tos imprescindibles para conservar los elementos de con-
vicción.
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Artículo 166. Errores formales.

Los errores formales relacionados con la querella podrán
subsanarse, cuando la víctima u ofendido se presente a ra-
tificarla, antes de que el juez de control resuelva sobre la
solicitud de orden de aprehensión o se decrete la vincula-
ción del imputado a proceso.

Artículo 167. Menores de edad e incapaces.

Tratándose de menores de 18 años o de incapaces la quere-
lla podrá ser presentada por sus representantes legales o por
sus ascendientes o hermanos, sin perjuicio de que puedan
hacerlo por sí mismos. En caso de discrepancia entre el me-
nor ofendido y sus representantes legales sobre si debe pre-
sentarse la querella, decidirá la Procuraduría General de la
República.

Esta última podrá formular la querella en representación de
menores de 18 años o de incapaces cuando éstos carezcan
de representantes legales y, en todo caso, tratándose de de-
litos cometidos por los propios representantes.

Capítulo Segundo
La Investigación

Artículo 168. Finalidad.

La etapa de investigación tiene por objeto el esclareci-
miento de los hechos materia de la denuncia o querella; de-
terminar si hay fundamento para abrir un juicio penal con-
tra una o varias personas, mediante la obtención de la
información y la recolección de los elementos que permi-
tan fundar, en su caso, la acusación y garantizar el derecho
a la defensa del imputado.

Artículo 169. Deber de investigar.

Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la
existencia de un hecho que revista caracteres de delito, in-
vestigará el hecho con auxilio de la policía, quienes proce-
derán de inmediato a la práctica de todas aquellas diligen-
cias pertinentes y útiles para el esclarecimiento del hecho
delictivo y de sus autores. Asimismo, deberán impedir que
el hecho denunciado produzca consecuencias ulteriores.

Artículo 170. Dirección de la investigación.

La investigación estará a cargo del Ministerio Público,
quien conducirá a la policía y a los cuerpos de seguridad
pública para el ejercicio de esta función.

Artículo 171. Facultades del Juez de Control durante la
investigación.

Corresponderá al Juez de Control, autorizar los anticipos
de prueba, resolver excepciones, resolver sobre la aplica-
ción de providencias precautorias, técnicas de investiga-
ción que requieran control judicial, medidas cautelares y
demás solicitudes propias de la etapa de investigación,
otorgar autorizaciones y controlar el cumplimiento de los
principios y garantías procesales y constitucionales.

Artículo 172. Reserva de las actuaciones de investiga-
ción.

Las actuaciones de investigación realizadas por el Ministe-
rio Público y por la policía serán reservadas hasta que la
persona sea citada para comparecer como imputado o sea
detenido, o cuando el Ministerio Público solicite la vincu-
lación a proceso. A partir de esos momentos el imputado o
su defensor podrán examinar los registros y los documen-
tos de la investigación y obtener copia de los mismos, sal-
vo los casos exceptuados por la ley.

El Ministerio Público, quienes participen en la investiga-
ción y las demás personas que, por cualquier motivo, ten-
gan conocimiento de las actuaciones de la misma, no po-
drán proporcionar información que atente contra el secreto
o la reserva de ésta.

Artículo 173. Autorización para practicar diligencias
sin conocimiento del afectado.

Las diligencias de investigación que, de conformidad con
este Código requirieren de autorización judicial previa, po-
drán ser solicitadas por el Ministerio Público aún antes de
la formulación de la imputación. Si el Ministerio Público
requiriere que ellas se llevaren a cabo sin previa comunica-
ción al afectado, el Juez autorizará que se proceda en la for-
ma solicitada, cuando la gravedad de los hechos o la natura-
leza de la diligencia de que se tratare, permitieren presumir
que dicha circunstancia resulta indispensable para su éxito.

Artículo 174. Providencias precautorias.

El Ministerio Público podrá solicitar al juez providencias
precautorias de la investigación, de bienes y de personas
cuando sea necesario para evitar la destrucción, alteración
u ocultamiento de pruebas, la intimidación o amenaza o in-
fluencia a los testigos del hecho, o para la protección de
personas o bienes jurídicos, y siempre que se trate de deli-
to grave señalado por la ley.
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Son medidas precautorias de la investigación, de bienes y
de personas las siguientes:

I. Prohibición de acercarse a alguien;

II. Limitación de frecuentar determinados lugares;

III. Prohibición de abandonar una circunscripción geo-
gráfica determinada; y

IV. Obligación de comunicar previamente cualquier
cambio de domicilio o empleo.

La imposición de medidas precautorias de la investigación
se tomará en audiencia, escuchando a la persona afectada y
deberá estar debidamente motivada.

Artículo 175. Valor de las actuaciones.

Las actuaciones practicadas durante la investigación care-
cen de valor probatorio para el dictado de la sentencia, sal-
vo aquellas realizadas de conformidad con las reglas pre-
vistas en este Código para el anticipo de prueba, o bien,
aquellas que este Código autoriza a incorporar por lectura
o reproducción durante la audiencia de Debate de Juicio
Oral.

Sí podrán ser invocadas como elementos para fundar cual-
quier resolución previa a la sentencia o para fundar ésta, en
caso de procedimiento abreviado.

Capítulo Tercero
Medios de Investigación

Artículo 176. Obligación de suministrar información.

Toda persona o servidor público está obligado a proporcio-
nar oportunamente la información que requiera el Ministe-
rio Público en el ejercicio de sus funciones de investiga-
ción de un hecho delictuoso concreto, los que no podrán
excusarse de suministrarla, salvo en los casos expresamen-
te previstos en la ley. En caso de ser citada para ser entre-
vistada por el Ministerio Público o la policía ministerial,
tiene obligación de comparecer.

Quien tuviera en su poder objetos o documentos útiles pa-
ra el esclarecimiento de los hechos, estará obligado a pre-
sentarlos y entregarlos cuando le sea requerido, pudiendo

el Juez, a solicitud del Ministerio Público imponer los me-
dios de apremio permitidos para el testigo que rehúsa de-
clarar; pero la orden de presentación no podrá dirigirse
contra las personas que puedan o deban abstenerse de de-
clarar como testigos.

El Juez, a solicitud del Ministerio Público podrá imponer
los medios de apremio permitidos para la persona o el tes-
tigo que rehúsen colaborar con la investigación; pero la or-
den de presentación no podrá dirigirse contra las personas
que puedan o deban abstenerse de declarar como testigos.

Artículo 177. Testigos.

La policía y el Ministerio Público entrevistarán a las per-
sonas que tengan conocimiento sobre el hecho investigado.
El testigo será instruido acerca de su obligación de decir la
verdad y de las responsabilidades por su incumplimiento.

La realización de la entrevista no exime al testigo de com-
parecer para testificar en el juicio. Quienes realicen la entre-
vista advertirán a los testigos de esta obligación y las san-
ciones que se desprenderían en caso de incumplimiento.

Se levantará un registro que contenga la información pro-
porcionada por la persona entrevistada y una lista de las
pruebas documentales y materiales que se recibieron de la
misma.

Artículo 178. Análisis e infiltración de actividades de-
lictivas.

Cuando el Ministerio Público tuviere motivos razonable-
mente fundados, de acuerdo con la investigación, para in-
ferir que existe una organización o individuos dedicados a
cometer los delitos previstos en el artículo 290 (Proceden-
cia oficiosa de la prisión preventiva), ordenará la realiza-
ción del análisis de sus actividades con el fin de conocer-
las, estudiar en su caso, la estructura organizativa, su forma
de operación, y las personas que la integran. Conocidos es-
tos elementos, previa autorización del Procurador General
de la República o del subprocurador que él designe, podrá
ordenar la planificación, preparación y manejo de una ope-
ración, para que agentes encubiertos se infiltren con el fin
de obtener información útil para el ejercicio de la acción
penal contra los perpetradores de la actividad, de confor-
midad con lo establecido en el artículo siguiente (actuación
de agentes encubiertos).
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Artículo 179. Actuación de agentes encubiertos.

Los agentes encubiertos estarán facultados para intervenir
en el tráfico comercial, asumir obligaciones, ingresar y par-
ticipar en reuniones con integrantes de la organización in-
filtrada o con el individuo cuya conducta se investiga y, si
fuere necesario, realizar transacciones con ellos. Igualmen-
te, si el agente encubierto encuentra que en los lugares don-
de ha actuado existe información útil para los fines de la in-
vestigación, lo hará saber al Ministerio Público para que
este disponga el desarrollo de una operación especial, por
parte de la policía, con miras a que se recoja la información
y los elementos de convicción y evidencia física hallados.

Independientemente de su resultado, dentro de las treinta
seis horas siguientes a que concluya la operación encubier-
ta, el funcionario del Ministerio Público que la hubiere or-
denado, deberá informar al Juez de Control, en audiencia
privada, sobre las razones en las que se fundó la operación y
los resultados obtenidos, para que este último examine si se
cumplieron las exigencias previstas en el artículo anterior.

En todo caso, el uso de agentes encubiertos deberá revisar-
se cada seis meses para valorar sus resultados y decidir so-
bre su continuación. Si vencido el plazo señalado no se hu-
biere obtenido ningún resultado en los últimos seis meses,
esta se cancelará, sin perjuicio de la realización del control
de legalidad correspondiente.

Artículo 180. Entrega vigilada.

Cuando el Ministerio Público tuviere motivos razonable-
mente fundados, de acuerdo con la investigación, para cre-
er que una persona dirige, o de cualquier forma interviene
en el transporte de armas, explosivos, municiones, moneda
falsificada, narcóticos señalados en el artículo 193 del Có-
digo Penal Federal o también cuando sea informado por un
agente encubierto sobre la existencia de una actividad cri-
minal continua, previa autorización del Procurador Gene-
ral de la República o el subprocurador que él designe, po-
drá ordenar la realización de entregas vigiladas de objetos
cuya posesión, transporte, enajenación, compra, alquiler o
simple tenencia se encuentre prohibida. A estos efectos se
entiende como entrega vigilada el dejar que la mercancía se
transporte en el territorio nacional o salga de él, bajo la vi-
gilancia de una red de agentes de policía especialmente en-
trenados.

De la misma forma, el Ministerio Público facultará a la po-
licía para la realización de vigilancia especial, cuando se

trate de operaciones cuyo origen provenga del exterior,
conforme a los acuerdos y convenios de cooperación inter-
nacional.

Independientemente de su resultado, dentro de las treinta
seis horas siguientes a que concluya la operación, el fun-
cionario del Ministerio Público que la hubiere ordenado,
deberá informar al Juez de Control, en audiencia privada,
sobre las razones en las que se fundó la operación y los re-
sultados obtenidos, para que este último examine si se
cumplieron las exigencias previstas en este artículo.

Artículo 181. Solicitud de cateo.

Los cateos requieren autorización judicial. Las solicitudes
de orden de cateo se formularán por el Ministerio Público
bajo protesta de decir verdad, por escrito, en conferencia
privada con el juez. En casos de urgencia, en que se pueda
perder la evidencia, podrá solicitar la orden por teléfono.

Las solicitudes de cateo del Ministerio Público contendrán
una breve descripción de los antecedentes de la investiga-
ción, las pruebas para establecer como probable que en el
lugar que se pretende catear existen personas, objetos, do-
cumentos, huellas u otros indicios relacionados con el de-
lito que se investiga.

Artículo 182. Orden de cateo.

La resolución judicial que ordena el cateo deberá contener

I. El nombre del Juez que autoriza el cateo y la identifi-
cación del procedimiento en el cual se ordena;

II. La determinación concreta del lugar o los lugares
que habrán de ser cateados y lo que se espera encontrar
como resultado de éste; y

III. El motivo del cateo, debiéndose indicar o expresar
los indicios de los que se desprenda como posible que se
encuentran en el lugar la persona o personas que hayan
de aprehenderse o los objetos que se buscan. El juez de-
cidirá sobre la procedencia de la solicitud inmediata-
mente, usando como base para la fundamentación y mo-
tivación la información contenida en la solicitud.

En caso de que el juez niegue la orden o que requiera la
ampliación de la información proporcionada, el Ministerio
Público complementará la solicitud para satisfacer los re-
quisitos necesarios.
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Si después de la ampliación, el juez niega la autorización,
el Ministerio Público podrá apelar la decisión. En estos ca-
sos la apelación deberá ser resuelta en un plazo no mayor
de veinticuatro horas después de recibirla.

Artículo 183. Registro de la expedición de la orden de
cateo.

Las conferencias privadas entre el juez y el Ministerio Pú-
blico, en las que se solicite y se resuelva sobre una orden
de cateo, incluso las telefónicas, serán grabadas en un re-
gistro de audio que será conservado por el Juez de Control.

Cuando la orden se expida por teléfono, el Ministerio Pú-
blico llenará un formato que contenga los requisitos ex-
puestos en el artículo anterior (orden de cateo) y le asigna-
rá un código de registro que el juez le proporcione. El
formato así autorizado constituye la orden de cateo.

Artículo 184. Cateo de recintos particulares.

El cateo en recintos particulares, como domicilios, despa-
chos, o establecimientos comerciales, previa autorización
judicial, se realizará personalmente por el Ministerio Pú-
blico con el auxilio de la policía, cuando se considere ne-
cesario.

Artículo 185. Cateo de otros locales.

Para el cateo de oficinas públicas, locales públicos, esta-
blecimientos militares, templos o sitios religiosos, estable-
cimientos de reunión o recreo, mientras estén abiertos al
público y no estén destinados para habitación, podrá pres-
cindirse de la orden judicial, con el consentimiento expre-
so y libre de las personas a cuyo cargo estuvieren los loca-
les. Si ello fuere perjudicial para el resultado procurado
con el acto, se requerirá el consentimiento al superior je-
rárquico en el servicio o al titular del derecho de exclusión.
De no ser otorgado el consentimiento o no ser posible re-
cabarlo, se requerirá la orden de cateo.

Quien haya prestado el consentimiento será invitado a pre-
senciar el acto.

Artículo 186. Formalidades para el cateo.

Una copia de la orden que autoriza el cateo será entregada
a quien habite, posea o custodie el lugar donde se efectúe
o, cuando esté ausente, a su encargado y, a falta de éste, a

cualquier persona mayor de edad que se halle en el lugar.
Cuando no se encuentre a alguien, ello se hará constar en
el acta y se hará uso de la fuerza pública para ingresar. Al
terminar, se cuidará que los lugares queden cerrados y, de
no ser ello posible, inmediatamente se asegurará que otras
personas no ingresen en el lugar, hasta lograrlo.

Practicada la inspección, en el acta se consignará el resul-
tado, con expresión de los pormenores del acto y de toda
circunstancia útil para la investigación.

La diligencia se practicará procurando afectar lo menos po-
sible la privacidad de las personas.

En el acta deberá constar el nombre y la firma del agente
del Ministerio Público, de los demás concurrentes, así co-
mo de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar ca-
teado o, en su ausencia o negativa, por la autoridad que
practique la diligencia; el acta no podrá sustituirse por otra
forma de registro.

Artículo 187. Medidas de vigilancia.

Antes de que el Juez dicte la orden de cateo, el Ministerio
Público podrá disponer las medidas de vigilancia que esti-
me convenientes para evitar la fuga del imputado o la sus-
tracción de documentos o cosas que constituyen el objeto
de la diligencia.

Artículo 188. Facultades coercitivas.

Para realizar el cateo, la inspección y el registro, podrá or-
denarse que durante la diligencia no se ausenten quienes se
encuentran en el lugar o que cualquier otra persona com-
parezca inmediatamente. Quienes se opusieren, podrán ser
compelidos por la fuerza pública.

Artículo 189. Objetos y documentos no relacionados
con el hecho investigado.

Si durante el cateo se descubren a plena vista objetos o do-
cumentos que hagan presumir la existencia de un hecho de-
lictivo distinto del que constituye la materia de la investi-
gación en el cual la orden se libró, se podrá proceder a su
descripción y aseguramiento. Dichos objetos o documentos
serán registrados por el Ministerio Público quien comuni-
cará al Juez esta circunstancia.
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Artículo 190. Inspección de vehículos.

La policía podrá registrar un vehículo, siempre que existan
razones suficientes para presumir que es robado o hay en él
objetos relacionados con un delito. En lo que sea aplicable,
se realizará el mismo procedimiento previsto para la ins-
pección de personas.

Artículo 191. Inspecciones colectivas.

Cuando la policía realice inspecciones de personas o de ve-
hículos, colectiva o masivamente, en el marco de una in-
vestigación de un delito, se deberá realizar bajo dirección
del Ministerio Público, con el fin de que éste vele por la le-
galidad del procedimiento. Si es necesaria la inspección de
personas o vehículos determinados o identificados, el pro-
cedimiento se regirá según los artículos anteriores.

Artículo 192. Aseguramiento.

El Juez, el Ministerio Público y la policía, deberán dispo-
ner que sean recogidos y conservados los objetos relacio-
nados con el delito, los susceptibles a ser decomisados y
aquellos que puedan servir como medios de prueba y cuan-
do sea necesario, ordenarán su aseguramiento.

La administración de los bienes asegurados se realizará de
conformidad con la ley de la materia.

El aseguramiento se hará constar en los registros públicos
que correspondan, de conformidad con la legislación apli-
cable.

Artículo 193. Procedimiento para el aseguramiento.

Los objetos asegurados serán inventariados y puestos bajo
custodia de la policía o del Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes, de conformidad con la legislación
aplicable.

Podrá disponerse la obtención de copias o reproducciones
de los objetos asegurados, cuando éstos puedan desapare-
cer o alterarse, sean de difícil custodia o cuando convenga
así para la investigación.

Cuando se trate de plantíos de mariguana, papaver somni-
ferum o adormidera, el Ministerio Público, la policía o las
autoridades que actúen en su auxilio, procederán a la des-
trucción de aquéllos, levantando un registro en el que se
haga constar: el área del cultivo, cantidad o volumen del

estupefaciente, debiéndose recabar muestras del mismo pa-
ra que obren en la investigación.

Cuando se aseguren estupefacientes o psicotrópicos, el Mi-
nisterio Público acordará y vigilará su destrucción, si esta
medida es procedente, previa la inspección de las sustan-
cias, en la que se determinará la naturaleza, el peso y las
demás características de éstas. Se conservará una muestra
representativa suficiente para la elaboración de los dictá-
menes periciales que hayan de producirse.

Artículo 194. Cosas no asegurables.

No estarán sujetas al aseguramiento las comunicaciones
entre el imputado y su defensor, así como con las personas
que puedan abstenerse de declarar, en virtud de su obliga-
ción de guardar secreto profesional.

No habrá lugar a estas excepciones cuando las personas
mencionadas en este artículo, distintas al imputado, sean a
su vez investigadas como autoras o partícipes del hecho
punible o existan indicios fundados de que están encu-
briéndolo.

Tampoco regirá cuando se trate de cosas sometidas a deco-
miso porque proceden de un hecho punible o sirven, en ge-
neral, para la comisión del mismo.

Si en cualquier momento del procedimiento se constata que
las cosas aseguradas se encuentran comprendidas en los su-
puestos prohibidos de este artículo, éstas serán inadmisi-
bles como medio de prueba en la etapa procesal correspon-
diente.

Artículo 195. Devolución de objetos.

Será obligación de las autoridades devolver a la persona le-
gitimada para poseerlos, los objetos asegurados que no se-
an susceptibles de decomiso o que no estén sometidos a
embargo en ese procedimiento o al de extinción de domi-
nio, inmediatamente después de realizadas las diligencias
para las cuales se obtuvieron.

Esta devolución podrá ordenarse en calidad de depósito ju-
dicial, quedando sujeto el depositario a las obligaciones
que fije la autoridad judicial.

Si existiere controversia acerca de la tenencia, posesión o
dominio sobre un objeto o documento, para entregarlo en
depósito o devolverlo, el Juez resolverá en una audiencia a
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quién asiste mejor derecho para poseer, sin perjuicio de que
los interesados planteen la acción correspondiente en la vía
civil. La resolución que recaiga será apelable.

Concluido el proceso, si no fue posible averiguar a quién
corresponden, las cosas podrán ser entregadas en depósito
a un establecimiento o institución de beneficencia pública,
quienes sólo podrán utilizarlas para cumplir el servicio que
brindan al público.

Cuando se estime conveniente, se dejará constancia de los
elementos restituidos o devueltos, mediante fotografías u
otros medios que resulten adecuados.

Artículo 196. Cierre de locales.

Cuando para averiguar un hecho punible sea indispensable
cerrar un local, el Ministerio Público procederá en conse-
cuencia.

Artículo 197. Control.

Los interesados podrán objetar ante el Juez las medidas que
adopten la policía o el Ministerio Público, sobre la base de
las facultades a que se refiere este apartado. El Juez resol-
verá en definitiva lo que corresponda.

Artículo 198. Incautación de bases de datos.

Cuando se aseguren equipos informáticos o datos almace-
nados en cualquier otro soporte, se procederá del modo
previsto para los documentos y regirán las mismas limita-
ciones.

El examen de los objetos o documentos se hará bajo la res-
ponsabilidad del agente del Ministerio Público que lo haya
solicitado. Los objetos o información que no resulten útiles
a la investigación o comprendidas en las restricciones al
aseguramiento, serán devueltos de inmediato y no podrán
utilizarse para la investigación.

Artículo 199. Comunicaciones susceptibles de interven-
ción

Podrán ser objeto de intervención, en los supuestos autori-
zados por la ley, las comunicaciones privadas que se reali-
cen de forma oral, escrita, por signos, señales o mediante el
empleo de aparatos eléctricos, electrónicos, mecánicos,
alámbricos o inalámbricos, sistemas o equipos informáti-
cos, así como por cualquier otro medio o forma que permi-

ta la comunicación entre uno o varios emisores y uno o va-
rios receptores.

Artículo 200. Intervenciones sin autorización judicial

Las comunicaciones entre particulares podrán ser interve-
nidas y grabadas, sin orden judicial, para su utilización en
el proceso penal como prueba cuando:

I. Sea una comunicación entre particulares y uno de
ellos la grabe;

II. Sea una comunicación entre particulares y un terce-
ro, con conocimiento y acuerdo de uno de los partici-
pantes, la grabe;

III. Sea una comunicación entre particulares y, con co-
nocimiento y acuerdo de uno de ellos, se grabe a instan-
cias del Ministerio Público, siempre que se trate de los
delitos de delincuencia organizada, homicidio doloso,
contra la salud, robo de vehículos, secuestro, extorsión,
fraude, cohecho, delitos cometidos por servidores públi-
cos, evasión de presos, delitos contra funcionarios pú-
blicos, pornografía infantil, trata de personas, acceso ilí-
cito a equipos de informática, abuso de autoridad,
desaparición forzada de personas, tortura, tráfico de in-
fluencias, o enriquecimiento ilícito. 

Artículo 201. Interceptación y aseguramiento de comu-
nicaciones

Cuando en el curso de una investigación sea necesaria la
intervención de comunicaciones privadas para obtener
pruebas sobre la existencia de un hecho delictivo, el agen-
te del Ministerio Público, con autorización del Subprocu-
rador o Delegado Regional respectivo, así lo solicitará al
Juez de Control. En ningún caso se autorizarán interven-
ciones de las comunicaciones del imputado con su defen-
sor o con otras personas que por ley tengan el deber de
guardar secreto. Tampoco se autorizarán cuando se trate de
materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, labo-
ral o administrativo. 

Las solicitudes se formularán bajo protesta de decir verdad,
por escrito o en audiencia privada con el juez. La confe-
rencia privada será grabada.

Quienes participen en alguna intervención de comunica-
ciones privadas deberán guardar reserva sobre el contenido
de las mismas.
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Artículo 202. Contenido de la solicitud

La solicitud de intervención de comunicaciones privadas
expondrá:

I. El objeto y necesidad de la intervención, incluidos los
hechos, circunstancias, datos y demás elementos que se
pretenda probar;

II. Los indicios que hagan presumir la existencia de los
delitos que se están investigando; 

III. Los razonamientos por los que se considera proce-
dente;

IV. El tipo de comunicaciones a intervenir; 

V. El periodo durante el cual se llevarán a cabo las in-
tervenciones; y, 

VI. Los nombres de los sujetos y de los lugares que se-
rán intervenidos,

Artículo 203. Base para la decisión judicial

El juez decidirá sobre la procedencia de la solicitud inme-
diatamente, y excepcionalmente en un plazo no mayor a
doce horas, usando como base para la fundamentación y
motivación la información contenida en la solicitud.

En caso de que el juez niegue la orden o que requiera la
ampliación de la información proporcionada, el Ministerio
Público complementará la solicitud para satisfacer los re-
quisitos necesarios. Si después de la ampliación, el juez
niega la autorización, el Ministerio Público podrá apelar la
decisión. En estos casos la apelación deberá ser resuelta en
un plazo no mayor de veinticuatro horas después de reci-
birla.

Artículo 204. Contenido de la resolución judicial

La resolución judicial que ordena la intervención de comu-
nicaciones deberá contener:

I. El nombre del Juez que autoriza la intervención y la
identificación del proceso en el cual se ordena; 

II. Los lugares que serán vigilados, la persona o perso-
nas que serán investigadas y el periodo durante el cual

se llevarán a cabo las intervenciones, sin que pueda ex-
ceder de un mes; y

III. Los indicios por los que considera que es probable
la existencia del hecho delictivo y las razones por las
que considera justificada la intervención. 

El plazo para la intervención podrá prorrogarse por otro
tanto cuando subsistan las razones por las que se autorizó
la intervención, sin que el total de las prórrogas pueda ex-
ceder de seis meses. 

En la autorización, el juez determinará las características
de la intervención, sus modalidades y límites y, en su caso,
ordenará a instituciones públicas o privadas, modos espe-
cíficos de colaboración.

En la autorización que otorgue el juez de control deberá or-
denar que, cuando en la misma práctica sea necesario am-
pliar a otros sujetos o lugares la intervención, se deberá
presentar ante el propio Juez de Control, una nueva solici-
tud. También ordenará que al concluir cada prorroga de in-
tervención se levante un acta que contendrá un inventario
pormenorizado de las cintas de audio o video que conten-
gan los sonidos o imágenes captadas durante la interven-
ción, así como que se le entregue un informe sobre sus re-
sultados, a efecto de constatar el debido cumplimiento de
la autorización otorgada.

El Juez de Control podrá, en cualquier momento, verificar
que las intervenciones sean realizadas en los términos au-
torizados y, en caso de incumplimiento, decretar su revo-
cación parcial o total.

Artículo 205. Obligación de concesionarios y permisio-
narios

Los concesionarios, permisionarios y demás titulares de los
medios o sistemas susceptibles de intervención en los tér-
minos de este código, deberán colaborar eficientemente
con la autoridad competente para el desahogo de dichas di-
ligencias, de conformidad con la normatividad aplicable y
la orden judicial correspondiente.

Artículo 206. Destrucción de los registros de interven-
ción de comunicaciones privadas

El juez de control ordenará la destrucción de aquellos re-
gistros de intervención de comunicaciones privadas que no
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se relacionen con los delitos investigados, o con otros deli-
tos que hayan ameritado la apertura de una investigación,
salvo que la defensa solicite que sean preservados por con-
siderarlos útiles para su labor. Asimismo, ordenará la des-
trucción de los registros de intervenciones no autorizadas o
cuando éstos rebasen los términos de la autorización judi-
cial respectiva.

Los registros serán destruidos cuando se decrete el archivo
definitivo, el sobreseimiento o la absolución del imputado.
Cuando el Ministerio Público decida archivar temporal-
mente la investigación, los registros podrán ser conserva-
dos hasta que el delito prescriba. 

Artículo 207. Custodia de los registros.

Los registros de las intervenciones de las comunicaciones se
numerarán progresivamente y contendrán los datos necesa-
rios para su identificación. Se guardarán en sobre sellado y
el Ministerio Público de la Federación será responsable de su
seguridad, cuidado e integridad, hasta que no se disponga su
destrucción, conforme a lo dispuesto en este código.

Artículo 208. Acceso a los registros.

De acuerdo con las reglas de descubrimiento previstas en
este código, los registros de las comunicaciones interveni-
das se pondrán a disposición del imputado y su defensor,
quienes podrán escucharlos o verlos, bajo la supervisión de
la autoridad encargada de la custodia de los registros, quien
velará por la integridad de estos elementos probatorios. El
imputado podrá solicitar al juez la destrucción de aquellos
registros no relevantes para el proceso.

Artículo 209. Nuevo hecho delictivo

Si en la práctica de un cateo o una intervención de comu-
nicaciones privadas se tuviera conocimiento de la comisión
de delitos diversos de aquéllos que motivan la medida, se
hará constar esta circunstancia en el registro, para dar ini-
cio a una nueva investigación si correspondiere.

Artículo 210. Levantamiento e identificación de cadá-
veres.

En los casos de muerte violenta o cuando se sospeche que
una persona falleció a consecuencia de un delito, se debe-
rá practicar una inspección en el lugar de los hechos, dis-
poner el levantamiento del cadáver y el peritaje correspon-
diente para establecer la causa y la manera de la muerte.

Cuando de la investigación no resulten datos para presumir
la existencia de algún delito, el Ministerio Público podrá
autorizar la dispensa de la necropsia.

En los casos en que se desconozca la identidad del cadáver,
su identificación se efectuará por las pruebas periciales
idóneas. El cadáver podrá entregarse a los parientes o a
quienes invoquen el derecho suficiente, previa autorización
del Ministerio Público, tan pronto la necropsia se hubiere
practicado o se hubiere dispensado esa diligencia. 

Artículo 211. Exhumación de cadáveres.

En los casos señalados en el artículo anterior y cuando el
Ministerio Público lo estime indispensable para la investi-
gación de un hecho delictivo y lo permitan las disposicio-
nes de salud pública, podrá ordenar, previo consentimiento
del cónyuge o de los parientes más cercanos del occiso, en
su caso, la exhumación del cadáver. 

En caso de oposición del cónyuge o de los parientes más
cercanos, el Ministerio Público solicitará al Juez de Con-
trol la autorización correspondiente, quien después de es-
cuchar los argumentos de los interesados en una audiencia,
decidirá en definitiva.

En todo caso, practicados el examen o la autopsia corres-
pondiente, se procederá a la sepultura inmediata del occiso.

Artículo 212. Reconstrucción de hechos.

Se podrá practicar la reconstrucción de un hecho para com-
probar si éste se efectuó o pudo efectuarse de un modo de-
terminado.

Nunca se obligará al imputado, ni a la víctima u ofendido,
a intervenir en el acto, que deberá practicarse con la mayor
reserva posible. 

Artículo 213. Inspección de persona. 

La policía podrá realizar una inspección personal, siempre
que se trate de detención en flagrancia o haya razones su-
ficientes para presumir que alguien oculta entre sus ropas o
que lleva adheridos a su cuerpo, objetos relacionados con
el delito que se investiga, o armas que representen un peli-
gro para la policía o la comunidad.

Las inspecciones que afecten el pudor de las personas de-
berán realizarse preferentemente en un recinto que res-
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guarde de forma adecuada la privacidad de la misma, y se
realizarán por personas de su mismo sexo. En ningún caso
estas inspecciones permitirán desnudar a una persona.

Artículo 214. Revisión corporal.

En los casos de sospecha grave y fundada o de absoluta ne-
cesidad, el agente del Ministerio Público solicitará al Juez
de Control, que ordene por escrito la revisión corporal de
la persona imputada y, en tal caso, cuidará que se respete
su pudor. 

Artículo 215. Procedimiento para la revisión corporal

Las revisiones deberán realizarse en un recinto que res-
guarde adecuadamente la privacidad de la persona y se re-
alizarán preferentemente por personas de su mismo sexo.

Al acto sólo podrá asistir el defensor o una persona de con-
fianza del examinado, quien será advertido previamente de
tal derecho. En el caso de menores de edad, la presencia de
persona de confianza y del defensor será indispensable pa-
ra la realización del acto.

Artículo 216. Exámenes y pruebas en las personas.

Si fuere necesario para constatar circunstancias decisivas
para la investigación, podrán efectuarse en la persona del
imputado, el afectado por el hecho punible, u otras perso-
nas, con su consentimiento, exámenes corporales, pruebas
de carácter biológico, extracciones de sangre u otros simi-
lares, siempre que no fuere de temer menoscabo para su sa-
lud o dignidad y que tenga como fin la investigación del
hecho punible.

Si es preciso, el examen deberá practicarse con el auxilio
de peritos.

De negarse el consentimiento, el agente del Ministerio Pú-
blico solicitará la correspondiente autorización al Juez
quien, con audiencia del renuente o su defensor, resolverá
lo que proceda.

Cuando exista peligro de desvanecimiento del medio de la
prueba la solicitud se hará por cualquier medio y el juez de-
berá resolver de inmediato.

El Juez competente autorizará inmediatamente la práctica
de la diligencia siempre que se cumplan las condiciones se-
ñaladas en el párrafo primero.

Artículo 217. Procedimiento para reconocer personas.

En el reconocimiento de personas, que deberá practicarse
con la mayor reserva posible, se observará el siguiente pro-
cedimiento:

Antes del reconocimiento, quien deba hacerlo será interro-
gado para que describa a la persona de que se trata, diga si
la conoce o si, con anterioridad, la ha visto personalmente
o en imágenes.

Además, deberá manifestar si después del hecho ha visto
nuevamente a la persona, en qué lugar y por qué motivo.

Posteriormente, se invitará a la persona que debe ser so-
metida a reconocimiento a que escoja su colocación entre
otras de aspecto físico y de vestimenta semejantes, y se so-
licitará a quien lleva a cabo el reconocimiento que diga si
entre las personas presentes se halla la que mencionó y, en
caso afirmativo, la señale con precisión. Cuando la haya re-
conocido, expresará las diferencias y semejanzas observa-
das entre el estado de la persona señalada y el que tenía en
la época a que alude su declaración anterior.

La diligencia se hará constar en un acta, donde se consig-
narán las circunstancias útiles, incluso el nombre y domi-
cilio de los que hayan formado la fila de personas.

El reconocimiento procederá aún sin consentimiento del
imputado, pero siempre en presencia de su defensor. Quien
sea citado para reconocer deberá ser ubicado en un lugar
desde el cual no sea visto por los integrantes de la rueda.
Se adoptarán las previsiones necesarias para que el impu-
tado no altere u oculte su apariencia.

Artículo 218. Pluralidad de reconocimientos.

Cuando varias personas deban reconocer a una sola, cada re-
conocimiento se practicará por separado, sin que se comuni-
quen entre sí. Si una persona debe reconocer a varias, el re-
conocimiento de todas podrá efectuarse en un solo acto,
siempre que no perjudique la investigación o la defensa.

Artículo 219. Reconocimiento por fotografía o dibujos

Cuando sea necesario reconocer a una persona que no esté
presente ni pueda ser presentada, su fotografía o dibujo po-
drá exhibirse a quien deba efectuar el reconocimiento, jun-
to con otras representaciones semejantes de distintas per-
sonas, observando en lo posible las reglas precedentes.
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Artículo 220. Reconocimiento de objeto.

Podrá solicitarse a una persona que reconozca un objeto
para el esclarecimiento de los hechos. Antes del reconoci-
miento se le pedirá que lo describa. 

Artículo 221. Otros reconocimientos.

Cuando se disponga reconocer voces, sonidos y cuanto
pueda ser objeto de percepción sensorial, se observarán, en
lo aplicable, las disposiciones previstas para el reconoci-
miento de personas.

Esta diligencia se hará constar en acta y la autoridad podrá
disponer que se documente mediante fotografías, videos u
otros instrumentos o procedimientos adecuados.

Artículo 222. Prueba pericial.

Cuando para el examen de personas, hechos, objetos o cir-
cunstancias relevantes para la investigación, fuere necesa-
rio o conveniente poseer conocimientos especiales en algu-
na ciencia, arte, técnica u oficio el Ministerio Público
ordenará la realización de un peritaje.

Los peritos deberán poseer título oficial en la materia rela-
tiva al punto sobre el cual dictaminarán y no tener impedi-
mentos para el ejercicio profesional, siempre que la cien-
cia, el arte, la técnica o el oficio sobre la que verse la
pericia en cuestión esté reglamentada. En caso contrario,
deberá designarse a una persona de idoneidad manifiesta y
que preferentemente pertenezca a un gremio o agrupación
relativa a la actividad sobre la que verse la pericia.

No se exigirán estos requisitos para quien declare como
testigo sobre hechos o circunstancias que conoció espontá-
neamente, aunque para informar sobre ellos utilice las ap-
titudes especiales que posee en una ciencia, arte, técnica u
oficio. 

El informe escrito no exime al perito del deber de concu-
rrir a declarar en la audiencia de debate de juicio oral.

Artículo 223. Actividad complementaria del peritaje.

Podrá determinarse la presentación o el aseguramiento de
objetos o documentos, y la comparecencia del Ministerio
Público o de otras personas, si esto es necesario para efec-
tuar el peritaje. Se podrá requerir al imputado, con las li-
mitaciones previstas por este código, y a otras personas que

elaboren un escrito, proporcionen una muestra de fluidos
corporales o huellas digitales, graben su voz o lleven a ca-
bo operaciones análogas. Cuando la operación sólo pueda
ser ejecutada voluntariamente por la persona requerida y
no quisiera hacerlo, se dejará constancia de su negativa y,
el Ministerio Público solicitará al Juez de Control que se
ordenen las medidas necesarias tendentes a suplir esa falta
de colaboración.

Lo examinado será conservado, en lo posible, de modo que
el peritaje pueda repetirse.

Artículo 224. Notificación al defensor de práctica de pe-
ritaje irreproductible.

Cuando un peritaje recaiga sobre objetos que se consuman
al ser analizados, no se permitirá que se verifique el primer
análisis sino sobre la mitad de la sustancia, a no ser que su
cantidad sea tan escasa que los peritos no puedan emitir su
opinión sin consumirla por completo. En este caso o cual-
quier otro semejante que impida se practique un peritaje
independiente con posterioridad, el Ministerio Público se
encuentra obligado a notificar al defensor del imputado, si
éste ya se encontrase individualizado, o al defensor públi-
co, en caso contrario, para que si lo desea, designe un peri-
to que, conjuntamente con el nombrado por el Ministerio
Público, practiquen el peritaje, o bien, para que acuda a
presenciar la realización de la pericia practicada por aquél. 

Aun cuando no comparezca a la realización del peritaje el
perito designado por el defensor del imputado, o éste omi-
ta designar uno para tal efecto, la pericial se llevará a cabo
y será admisible como prueba en juicio. En caso de no dar-
se cumplimiento a la obligación prevista en el párrafo que
antecede, la pericial en cuestión deberá ser desechada co-
mo prueba, en caso de ser ofrecida.

Artículo 225. Citación al imputado.

En los casos en que sea necesaria la presencia del imputa-
do para realizar una diligencia, el Ministerio Público, lo ci-
tará junto con su defensor a comparecer, con indicación
precisa del hecho atribuido y del objeto del acto, y el nom-
bre del servidor público encargado de realizar la actuación.
En caso de incomparecencia el Ministerio Público solicita-
rá al Juez de Control una orden de presentación para que el
imputado cumpla con la diligencia. En la orden se adverti-
rá que la incomparecencia injustificada puede provocar su
conducción por la fuerza pública.
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En caso de impedimento, el citado deberá comunicarlo por
cualquier vía al servidor público que lo cita y justificar in-
mediatamente el motivo de la incomparecencia. 

La incomparecencia injustificada provocará que la persona
sea llevada por la fuerza pública, si se considera necesario.

Artículo 226. Oportunidad de entrevista previa a la for-
mulación de la imputación

El Ministerio Público puede solicitar al imputado, previa
consulta con su defensor, si quiere declarar antes de la for-
mulación de la imputación. El Ministerio Público deberá
advertirle que tiene derecho a guardar silencio y que si lo
ejerce ello no podrá ser usado en su contra. En la entrevis-
ta debe estar presente el defensor. La entrevista ante el Mi-
nisterio Público carece de valor probatorio para fundar la
sentencia.

Capítulo IV
Registro de la Investigación y Custodia de Objetos

Artículo 227. Registro de la investigación

El Ministerio Público deberá dejar constancia de las actua-
ciones que realice tan pronto tengan lugar, utilizando al efec-
to cualquier medio que permita garantizar la fidelidad e in-
tegridad de la información, así como el acceso a ella por
quienes, de acuerdo a la ley, tuvieren derecho a exigirlo.

La constancia de cada actuación deberá consignar, por lo
menos, la indicación de la fecha, hora y lugar de realiza-
ción, de los servidores públicos y demás personas que ha-
yan intervenido, así como una relación de sus resultados.

Artículo 228. Conservación de los elementos de la in-
vestigación

Los elementos recogidos durante la investigación serán
conservados bajo custodia del Ministerio Público, quien
deberá adoptar las medidas necesarias para evitar que se al-
teren de cualquier forma.

Podrá reclamarse ante el Juez por la inobservancia de las
disposiciones antes señaladas, a fin de que se adopten las
medidas necesarias para la debida preservación e integri-
dad de los elementos recogidos.

Los intervinientes tendrán acceso a ellos, con el fin de re-
conocerlos o realizar alguna pericial, siempre que fueren

autorizados por el Ministerio Público o, en su caso, por el
Juez. El Ministerio Público llevará un registro especial en
el que conste la identificación de las personas que sean au-
torizadas para reconocerlos o manipularlos, dejándose co-
pia, en su caso, de la correspondiente autorización.

Artículo 229. Registro de actuaciones policiales.

En los casos de actuaciones policiales, la policía levantará
un registro en el que consignará los elementos que conduz-
can al esclarecimiento de los hechos y cualquier otra cir-
cunstancia que pudiere resultar de utilidad para la investi-
gación, en los términos previstos por este Código. Se
dejará constancia de las instrucciones recibidas del Minis-
terio Público.

Estos registros no podrán reemplazar a las declaraciones de
los agentes de policía en el juicio oral.

Capítulo V
Acción Penal

Sección I
Disposiciones Generales

Artículo 230. Acción penal. 

La acción penal es pública. Corresponde al Estado ejercer-
la a través del Ministerio Público, sin perjuicio de la parti-
cipación que este Código concede a los particulares. 

Artículo 231. Causas de extinción de la acción penal.

Sin perjuicio de las establecidas en el Código Penal, cons-
tituyen causas de extinción de la acción penal las siguien-
tes:

El pago del máximo previsto para la pena de multa, reali-
zado antes de la audiencia de debate, cuando se trate de de-
litos sancionados únicamente con esa pena y esté satisfecha
la reparación del daño;

La aplicación de un criterio de oportunidad, en los casos y
las formas previstos en este código;

El cumplimiento del plazo de suspensión del proceso a
prueba, sin que ésta sea revocada; y

El cumplimiento de los acuerdos para la reparación.
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Sección II
Archivo de la Investigación

Artículo 232. Facultad para abstenerse de investigar

En tanto no se haya ejercido la acción penal ante el Juez de
Control, el Ministerio Público podrá abstenerse de toda in-
vestigación o interrumpir la ya iniciada, cuando fuere evi-
dente que los hechos relatados en la denuncia o querella no
fueren constitutivos de delito o cuando los antecedentes y
datos suministrados permitan establecer, de forma indubi-
table, que se encuentra extinguida la acción penal contra el
imputado o se trata de cosa juzgada.

Artículo 233. Archivo temporal

En tanto no se formule la imputación, el Ministerio Públi-
co podrá archivar temporalmente aquellas investigaciones
en las que no aparecieren elementos que permitieren des-
arrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los
hechos.

En cualquier tiempo y siempre que no haya prescrito la ac-
ción penal, el Ministerio Público podrá ordenar oficiosa-
mente la reapertura de las diligencias, si aparecieren nue-
vos elementos de convicción que así lo justifiquen.

Artículo 234. Archivo definitivo.

Cuando antes de formulada la imputación, el Ministerio
Público cuente con los antecedentes suficientes que le per-
mitan concluir que en el caso concreto se actualiza alguno
de los supuestos previstos en el artículo 329 (Sobresei-
miento) de este Código decretará mediante resolución fun-
dada y motivada el no ejercicio de la acción penal. 

Artículo 235. Control interno

La víctima u ofendido podrá objetar el archivo temporal o
definitivo y la decisión de abstenerse de investigar y soli-
citar la reapertura del procedimiento y la realización de di-
ligencias de investigación ante el superior jerárquico del
Ministerio Público que tomó alguna de esas determinacio-
nes, en los términos de la Ley Orgánica respectiva, sin per-
juicio de su derecho a impugnar ante el juez.

Artículo 236. Control judicial.

Las decisiones del Ministerio Público sobre el archivo tem-
poral o definitivo, y la de abstenerse de investigar, podrán

ser impugnadas por la víctima u ofendido ante el Juez de
Control. En este caso, el Juez convocará a una audiencia
para decidir en definitiva, citando al efecto a la víctima u
ofendido, al Ministerio Público y, en su caso, al imputado
y a su defensor. En caso de incomparecencia de la víctima,
el ofendido o sus representantes legales a la audiencia, a
pesar de haber sido debidamente citados, el Juez de Con-
trol declarará sin materia la impugnación y confirmará la
resolución de archivo temporal, abstenerse de investigar o
no ejercicio de la acción penal.

El Juez podrá dejar sin efecto la decisión del Ministerio Pú-
blico y ordenarle reabrir la investigación o continuar con la
persecución penal, sólo cuando considere que no se está en
presencia de los supuestos que la ley establece para disponer
alguna de las decisiones mencionadas en el párrafo anterior.

Sección III
Criterios de Oportunidad

Artículo 237. Principios de legalidad procesal y oportu-
nidad

El agente del Ministerio Público deberá ejercer la acción
penal en todos los casos en que sea procedente, con arreglo
a las disposiciones de la ley, no obstante podrá considerar
criterios de oportunidad para prescindir, total o parcial-
mente, de la persecución penal, que se limite a alguno o a
varios hechos o a alguna de las personas que participaron
en su realización, cuando:

I. Se trate de un hecho socialmente insignificante o de
mínima o exigua culpabilidad del imputado, salvo que
afecte gravemente un interés público o lo haya cometi-
do un servidor público en el ejercicio de su cargo o con
motivo de él. Tampoco podrá aplicarse este criterio de
oportunidad en los casos de delitos contra la libertad y
seguridad sexuales o de violencia familiar. 

II. Se trate de delincuencia organizada y el imputado co-
labore eficazmente con su investigación y persecución;
brinde información esencial para evitar que continúe ese
delito o se perpetren otros de la misma naturaleza; ayude
a esclarecer el hecho investigado o proporcione informa-
ción útil para probar la participación de otros imputados
que tengan funciones de dirección o administración den-
tro de dichas organizaciones y siempre que los hechos
que motivan la acción penal de la cual se prescinda, re-
sulten considerablemente más leves que aquellos cuya
persecución facilita o cuya continuación evita;
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III. El imputado haya sufrido, a consecuencia del hecho,
daño físico o psicológico grave que torne desproporcio-
nada la aplicación de una pena o medida de seguridad;

IV. La pena o medida de seguridad que pueda imponer-
se por el hecho de cuya persecución se prescinde, ca-
rezca de importancia en consideración a la pena o me-
dida de seguridad ya impuesta, o a la que se debe
esperar por los restantes hechos, o la que se le impuso o
se le impondría en un proceso tramitado en otro fuero o
en otro país.

El agente del Ministerio Público deberá aplicar los criterios
de oportunidad y otras facultades discrecionales sobre la
base de razones objetivas y sin discriminación, valorando
las pautas descritas en cada caso individual, según los cri-
terios generales que al efecto se hayan dispuesto por la Pro-
curaduría General de la República. En los casos en que se
verifique un daño, éste deberá ser previamente reparado en
forma razonable.

Artículo 238. Plazo

Los criterios de oportunidad podrán ejercerse desde el ini-
cio de la investigación y hasta antes del dictado del auto de
apertura a juicio oral.

Artículo 239. Decisiones y control

La decisión del agente del Ministerio Público que aplique
un criterio de oportunidad deberá estar fundada y motiva-
da, y será comunicada al subprocurador que designe la ley
orgánica de la procuraduría, o a quien éste designe, a fin de
que la autorice en definitiva siempre que la misma se ajus-
te a las políticas generales del servicio y a las normas dic-
tadas al respecto. 

En caso de ser autorizada la decisión de ejercer un criterio
de oportunidad, la misma podrá ser objetada ante el juez de
control por la víctima u ofendido, o por el denunciante, en
su caso, dentro de los tres días posteriores a que la decisión
les fue puesta en conocimiento.

Artículo 240. Efectos del criterio de oportunidad

Si se aplica un criterio de oportunidad, se extinguirá la ac-
ción penal con respecto al autor o partícipe en cuyo bene-
ficio se dispuso y respecto de los hechos que lo motivaron.
Si la decisión se funda en la insignificancia del hecho, sus

efectos se extenderán a todos los que reúnan las mismas
condiciones.

No obstante, en el caso de las fracciones II y IV del artícu-
lo 237 (Principios de legalidad procesal y oportunidad), se
suspenderá el ejercicio de la acción penal en relación con
los hechos o las personas en cuyo favor se aplicó el criterio
de oportunidad, hasta quince días naturales después de que
quede firme la sentencia respectiva, momento en que el
Juez, a solicitud del agente del Ministerio Público, deberá re-
solver definitivamente sobre el cese de esa persecución.

Si la colaboración a que se refiere la fracción II del artícu-
lo 237 (Principios de legalidad procesal y oportunidad)
consiste en información falsa, o es proporcionada con el
propósito de obstaculizar la investigación, el agente del
Ministerio Público reanudará el proceso en cualquier mo-
mento. La suspensión del proceso en este último supuesto
no obsta para que se continúe aplicando alguna medida
cautelar, incluyendo la prisión preventiva.

Durante la suspensión prevista en este artículo no corren los
plazos de prescripción, prisión preventiva ni del proceso.

Capítulo VI
Aprehensión y Detención

Artículo 241. Procedencia de la aprehensión. 

Ninguna persona podrá ser detenida sino por orden de juez
competente, a menos que fuere sorprendida en delito fla-
grante o se tratare de caso urgente.

Artículo 242. Aprehensión por orden judicial.

A solicitud del Ministerio Público, con el fin de formular la
imputación a aquellas personas cuya comparecencia pudie-
ra verse demorada o dificultada, el juez podrá ordenar la
aprehensión del imputado para que sea conducido a su pre-
sencia, sin previa citación, cuando exista denuncia o que-
rella de un hecho que la ley señale como delito, sanciona-
do con pena privativa de libertad y obren datos que
establezcan que se ha cometido ese hecho y la probable
participación del imputado, de conformidad con lo previs-
to por el artículo 271 (Requisitos para vincular a proceso)
de este código.

También se decretará la aprehensión del imputado cuya
presencia en una audiencia judicial fuere condición de ésta
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y que, legalmente citado, no compareciere sin causa justi-
ficada, siempre y cuando se reúnan, en lo aplicable, los re-
quisitos previstos en el párrafo anterior.

Los agentes policiales que ejecuten una orden judicial de
aprehensión, conducirán inmediatamente al detenido ante
la presencia del Juez que hubiere expedido la orden y en-
tregarán al imputado copia de la misma. Una vez que la
persona aprehendida sea puesta a disposición del Juez de
Control, éste convocará de inmediato a una audiencia para
que le sea formulada la imputación.

Artículo 243. Solicitud de aprehensión del imputado.

El Ministerio Público podrá solicitar el libramiento de una
orden de aprehensión contra el imputado. Para tal efecto
hará una relación de los hechos que le atribuya, sustentada
en forma precisa en los registros correspondientes que ex-
hibirá ante la autoridad judicial y expondrá las razones por
las que considera que se actualizaron las exigencias seña-
ladas en el artículo anterior.

Las solicitudes se formularán bajo protesta de decir verdad,
por escrito o en audiencia privada con el juez. La confe-
rencia privada será grabada.

Artículo 244. Resolución sobre solicitud de orden de
aprehensión.

El juez decidirá sobre la procedencia de la solicitud inme-
diatamente, y excepcionalmente en un plazo no mayor a
doce horas, usando como base para la fundamentación y
motivación la información contenida en la solicitud.

En caso de que el juez niegue la orden o que requiera la
ampliación de la información proporcionada, el Ministerio
Público complementará la solicitud para satisfacer los re-
quisitos necesarios, si correspondiere.

Artículo 245. Presentación espontánea.

El imputado contra quien se hubiere emitido la orden de
aprehensión, podrá presentarse ante el juez competente pa-
ra que se le formule la imputación y se resuelva sobre la
vinculación a proceso. El Juez podrá tomar en considera-
ción la presentación espontánea, para decidir sobre la pro-
cedencia de medidas cautelares.

Artículo 249. Detención en caso de flagrancia

Cualquier persona podrá detener a quien sorprendiere en
delito flagrante, debiendo entregar inmediatamente al dete-
nido a la autoridad más próxima y ésta con la misma pron-
titud a la del Ministerio Público. 

Los agentes policiales estarán obligados a detener a quie-
nes sorprendieren en la comisión de un delito. En este ca-
so o cuando reciban de cualquier persona o autoridad a una
persona detenida, deberán ponerla de inmediato a disposi-
ción del Ministerio Público. 

Artículo 247. Supuestos de flagrancia.

Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso
de flagrancia. Se entiende que hay delito flagrante cuando:

I. La persona es sorprendida en el momento de estarlo
cometiendo;

II. Inmediatamente después de cometerlo es perseguido
materialmente; e

III. Inmediatamente después de cometerlo, la persona es
señalada por la víctima, algún testigo presencial de los
hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comi-
sión del delito y existan objetos o indicios que hagan
presumir fundadamente que acaba de intervenir en un
delito.

Artículo 248. Registro de la detención

Las autoridades que intervengan en la detención deberán
elaborar un registro detallado de las circunstancias de la
misma, estableciendo con claridad la hora en que ésta se
realizó y el momento en que el imputado sea puesto a dis-
posición del Ministerio Público.

Artículo 249. Detención en flagrancia por delitos que
requieran querella.

Cuando se detenga a una persona por un hecho que pudie-
ra constituir un delito que requiera querella de parte ofen-
dida, será informado inmediatamente quien pueda presen-
tarla. Se le concederá para tal efecto un plazo razonable, de
acuerdo a las circunstancias del caso, que en ningún caso
podrá ser mayor de veinticuatro horas. Si transcurrido este
plazo no se presenta la querella, el detenido será puesto en
libertad de inmediato.
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Artículo 250. Control del Ministerio Público

En los casos de flagrancia, el Ministerio Público debe exa-
minar las condiciones en las que se realizó la detención in-
mediatamente después de que la persona es puesta a su dis-
posición. Si ésta no fue conforme a las disposiciones de la
ley, dispondrá la libertad inmediata de la persona y, en su
caso, velará por la aplicación de las sanciones disciplina-
rias o penales que correspondan.

Artículo 251. Detención en caso urgente. 

De actualizarse los supuestos del caso urgente, el Ministe-
rio Público podrá ordenar por escrito la detención del im-
putado y expresará en dicha orden los antecedentes de la
investigación y los indicios que motivan su proceder.

Los agentes de policía que ejecuten una orden de detención
por caso urgente, deberán presentar inmediatamente al im-
putado ante el Ministerio Público que haya emitido dicha
orden. 

Si el imputado es presentado ante el Ministerio Público y
se actualizan los supuestos de caso urgente, el Ministerio
Público podrá decretar la detención por caso urgente. 

Artículo 252. Supuesto de caso urgente. 

Habrá caso urgente cuando concurran las siguientes cir-
cunstancias: 

I. Exista sospecha fundada de que el imputado ha parti-
cipado en alguno de los delitos calificados como graves
en este código;

II. Exista riesgo fundado de que el imputado pueda sus-
traerse a la acción de la justicia, y

III. Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circuns-
tancia, no pueda el Ministerio Público ocurrir ante auto-
ridad judicial para solicitar la orden de aprehensión.

Artículo 253. Plazo de retención

Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que el im-
putado detenido en flagrancia o en caso urgente fuera pues-
to a la disposición del Ministerio Público, o de noventa y
seis cuando se trate de Delincuencia Organizada, éste de-
berá ponerlo a la disposición del Juez de Control. 

Artículo 254. Notificación a la Oficina de Servicios Au-
xiliares para Medidas Cautelares

En caso de aprehensión por orden judicial, o de detención
por flagrancia o caso urgente, el Ministerio Público notifi-
cará a la oficina de Servicios Auxiliares para Medidas Cau-
telares para que pueda entrevistar al aprehendido o deteni-
do antes de la audiencia de la vinculación a proceso.

Artículo 255. Libertad del imputado ante el Ministerio
Público

En los casos de detención por flagrancia y caso urgente, an-
tes de la audiencia de control, el Ministerio Público podrá
disponer la libertad del imputado bajo palabra, cuando no
tenga previsto solicitar alguna medida cautelar o cuando
acuerde la libertad a solicitud del imputado. 

Artículo 256. Medida cautelar anticipada

Si en el curso de las cuarenta y ocho horas de retención, el
imputado solicita su libertad bajo fianza o con aplicación
de alguna otra medida cautelar y el Ministerio Público es-
tá de acuerdo, concurrirán ante el juez para acordarlo. Si el
Ministerio Público no está de acuerdo, ello no impedirá
que el imputado reitere la solicitud en la audiencia de vin-
culación a proceso.

Esta medida será examinada en la audiencia de vinculación
a proceso, sin perjuicio de revisarla con anterioridad si fue-
se necesario.

Capítulo VII
Descubrimiento de la Investigación

Artículo 257. Obligación de descubrimiento 

A partir del momento en que el imputado se encuentre de-
tenido, cuando pretenda recibírsele declaración o entrevis-
tarlo, o antes de su primera comparecencia ante el juez, el
imputado y su defensor tendrán derecho a conocer todos
los registros de la investigación con la oportunidad debida
para preparar la defensa, salvo las excepciones previstas en
el artículo siguiente. 

El Ministerio Público no estará obligado a descubrir los
apuntes personales y documentos por él elaborados, que
formen parte de su trabajo preparatorio del caso o que de-
finan su estrategia
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Artículo 258. Excepciones al descubrimiento

El Ministerio Público podrá solicitar excepcionalmente al
juez que cierta información se mantenga bajo reserva,
cuando sea indispensable para evitar la destrucción, altera-
ción u ocultamiento de pruebas, la intimidación o amenaza
o influencia a los testigos del hecho, a fin de asegurar el
éxito de la investigación, o para la protección de personas
o bienes jurídicos. 

Si el juez considera procedente la solicitud así lo resolverá
y determinará el plazo de la reserva, siempre que sean
oportunamente revelados para no afectar el derecho de de-
fensa. El juez de control deberá revisar cada mes la reser-
va para determinar si subsisten los motivos que la justifi-
quen. La reserva podrá ser prorrogada cuando sea
estrictamente indispensable, pero no más allá de la formu-
lación de la acusación, hecha excepción de los casos de
violación, secuestro y delitos cometidos en contra de me-
nores de edad, en los cuales la reserva podrá continuar has-
ta que los testigos rindan testimonio en el juicio. En estos
casos el juez proporcionará al imputado el tiempo necesa-
rio para preparar el contraexamen del testigo. 

En los supuestos anteriores el Tribunal decretará las medidas
de protección necesarias para salvaguardar la integridad del
testigo, sus familiares o de terceros vinculados con él. 

Capítulo VIII
Vinculación a Proceso

Artículo 259. Audiencia de vinculación a proceso

La audiencia de vinculación a proceso tiene por objeto re-
solver la situación jurídica del imputado dentro de las se-
tenta y dos o ciento veinte horas en caso de prórroga soli-
citada por el propio imputado o por su defensor, de acuerdo
con la naturaleza del caso. Estos plazos correrán a partir
del inicio de la audiencia cuando el imputado comparezca
en libertad, o a partir de que sea puesto a disposición del
juez de control, si el imputado estuviese detenido. 

En esta audiencia se realizará el control de detención, si co-
rrespondiere, se formulará la imputación, se dará la opor-
tunidad de declarar al imputado, se resolverá sobre las so-
licitudes de vinculación a proceso y medidas cautelares, y
se definirá el plazo para el cierre de la investigación. 

La autoridad judicial podrá, en el curso de la audiencia de
vinculación a proceso o en un momento posterior, a peti-

ción de parte u oficiosamente, ordenar la práctica de un
examen psiquiátrico al imputado cuando considere que es
indispensable para establecer si éste tiene un trastorno
mental o desarrollo intelectual retardado que excluya su ca-
pacidad de comprender los actos del proceso, con el obje-
to de determinar la suspensión del proceso y, en su caso, la
apertura del proceso especial de conformidad con capítulo
II, del Título Cuarto de este Código.

A esta audiencia deberá concurrir el Ministerio Público, el
imputado y su defensor, así como la víctima si así lo desea. 

Artículo 260. Formulación de la imputación

La formulación de la imputación es la comunicación que el
Ministerio Público efectúa al imputado, en presencia del
Juez de control, de que desarrolla una investigación en su
contra respecto de uno o más hechos determinados.

Artículo 261. Oportunidad para formular la imputa-
ción a personas en libertad

El Ministerio Público podrá formular la imputación cuan-
do considere oportuno formalizar el proceso por medio de
la intervención judicial.

Si el Ministerio Público deseare formular imputación a una
persona que no se encontrare detenida, solicitará al Juez la
celebración de una audiencia, mencionando la individuali-
zación del imputado, de su defensor si lo hubiese designa-
do, la indicación del delito que se le atribuyere.

A esta audiencia se citará al imputado, a quien se le indi-
cará que deberá comparecer acompañado de su defensor.
Al imputado se le citará bajo el apercibimiento de que, en
caso de no comparecer, se ordenará su aprehensión.

Junto con la citación se le informará al imputado que antes
de la audiencia ante el Juez debe comparecer a la Oficina
de los Servicios Auxiliares de Medidas Cautelares para una
entrevista. 

Cuando el Ministerio Público estime necesaria la interven-
ción judicial para la aplicación de medidas cautelares per-
sonales, estará obligado a formular previamente la imputa-
ción, salvo lo dispuesto en el artículo 256 (Medida cautelar
anticipada).
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Artículo 262. Control de Detención 

Inmediatamente después de que el imputado detenido en
flagrancia o caso urgente sea puesto a disposición del juez
de control, éste deberá realizar una audiencia para que se
realice el control de detención y luego se proceda a la for-
mulación de la imputación. En la audiencia se le informa-
rá al imputado sus derechos constitucionales y legales si no
se le hubiese informado de los mismos con anterioridad. El
Ministerio Público deberá justificar las razones de la de-
tención y el juez procederá a calificarla, examinará el cum-
plimiento de los plazos de retención y los requisitos de pro-
cedibilidad, ratificándola en caso de encontrarse ajustada a
derecho o decretando la libertad con las reservas de ley, en
caso contrario.

La ausencia del Ministerio Público en la audiencia dará lu-
gar a la liberación del detenido.

Ratificada la detención en flagrancia o caso urgente, y
cuando se hubiere ejecutado una orden de aprehensión, el
imputado permanecerá detenido durante el desarrollo de la
audiencia de vinculación a proceso, incluso en caso de pró-
rroga de la audiencia, hasta que se defina su situación jurí-
dica y en su caso se disponga la aplicación de una medida
cautelar en los plazos establecidos en este código y la
Constitución Federal. Lo anterior sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo 255 (libertad del imputado ante el Mi-
nisterio Público).

Artículo 263. Oportunidad para formular la imputa-
ción a personas detenidas

En el caso de imputados detenidos en flagrancia o caso ur-
gente, el Ministerio Público deberá formular la imputación
después de que el juez califique la detención, acto seguido
solicitará la vinculación del imputado a proceso y la apli-
cación de las medidas cautelares si las estima procedentes,
sin perjuicio de la prórroga que pueda invocar el imputado
o su defensor.

Artículo 264. Procedimiento para formular la imputa-
ción y vincular a proceso

En la audiencia correspondiente, después de haber verifi-
cado el Juez que el imputado conoce sus derechos funda-
mentales dentro del proceso penal o, en su caso, después de
habérselos dado a conocer, ofrecerá la palabra al Ministe-
rio Público para que éste exponga al imputado el hecho que

se le atribuye, la calificación jurídica preliminar, la fecha,
lugar y modo de su comisión, la forma de intervención que
haya tenido en el mismo, así como el nombre de su acusa-
dor, salvo que éste sea menor de edad, víctima de violación
o de secuestro y cuando a juicio del juzgador sea necesario
para su protección.

El Ministerio Público deberá justificar la solicitud de vin-
culación a proceso con datos que establezcan que se ha co-
metido un hecho que la ley señale como delito y que exis-
ta la probabilidad de que el imputado lo cometió o
participó en su comisión en los términos del Código Penal
Federal.

El Juez, de oficio o a petición del imputado o de su defen-
sor, podrá solicitar las aclaraciones o precisiones que con-
sidere convenientes respecto a la imputación formulada
por el Ministerio Público. 

Artículo 265. Intervención del defensor

Solicitada la vinculación a proceso, se le concederá la pa-
labra al defensor para que formule objeciones formales a la
imputación.

Artículo 266. Oportunidad para declarar. 

Formulada la imputación y solicitada la vinculación a pro-
ceso, el Juez de Control le preguntará al imputado si la en-
tiende y si es su deseo contestar al cargo. En caso de que el
imputado manifieste su deseo de declarar, su declaración se
rendirá conforme a lo dispuesto en el artículo 420 (defensa
y declaración del imputado).

Artículo 267. Continuación de la audiencia de vincula-
ción a proceso. 

Después de haberle dado oportunidad de declarar, el Juez
preguntará al imputado si desea ejercer su derecho a solici-
tar la prórroga del plazo de setenta y dos horas para que se
resuelva sobre su vinculación a proceso. 

Si el imputado no solicita la prorroga, se continuará con el
desarrollo de la audiencia, se le dará la palabra a la defen-
sa para que exponga los argumentos que considere perti-
nentes y, después de escuchar las replicas de las partes si
las hubiere, se resolverá sobre la vinculación a proceso
dentro de los plazos señalados en el artículo 270 (Plazo pa-
ra resolver). 
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Artículo 268. Solicitud de prórroga y auxilio judicial al
imputado

El imputado puede solicitar una prórroga para continuar la
audiencia de vinculación a proceso hasta por ciento veinte
horas para que se desahoguen pruebas pertinentes para re-
solver sobre la situación jurídica. Dicha prueba será admi-
sible siempre que sea diversa a la mencionada en la au-
diencia por el Ministerio Público.

En la audiencia prorrogada, el imputado deberá presentar
sus medios de prueba.

Si el imputado requiere del auxilio judicial para citar testi-
gos o peritos a la audiencia de vinculación a proceso, de-
berá solicitarlo al menos con cuarenta y ocho horas de an-
ticipación a la hora y fecha señaladas para la celebración de
la audiencia prorrogada. 

Artículo 269. Audiencia prorrogada de vinculación a
proceso. 

La audiencia de vinculación a proceso a que se refiere el
artículo anterior iniciará con una exposición breve del Mi-
nisterio Público sobre los fundamentos de la imputación. Si
el defensor ofrece pruebas, éstas se desahogarán si fueren
admisibles. Para tal efecto, se seguirán en lo conducente las
reglas previstas en la audiencia de debate de juicio oral.
Desahogada la prueba, si la hubo, se le concederá la pala-
bra en primer término al Ministerio Público y luego al de-
fensor del imputado para que formule los alegatos sobre la
solicitud de vinculación a proceso. 

Artículo 270. Plazo para resolver

Agotada la discusión, el Juez resolverá sobre la vincula-
ción o no del imputado a proceso dentro de las dos horas
siguientes. En casos de extrema complejidad, el Juez podrá
decretar un receso mayor para resolver sobre la vinculación
o no del imputado a proceso. Estos plazos nunca deberán
exceder el plazo constitucional, incluida, en su caso, la pró-
rroga solicitada.

Artículo 271. Requisitos para vincular a proceso al im-
putado. 

El Juez, a petición del Ministerio Público, decretará la vin-
culación del imputado a proceso siempre que se reúnan los
siguientes requisitos:

I. Que se haya formulado la imputación.

II. Que se haya dado al imputado oportunidad para de-
clarar; 

III. De los antecedentes de la investigación expuestos
por el Ministerio Público, se desprendan datos que esta-
blezcan la existencia del hecho delictivo y la probable
participación del imputado en el delito de que se trate.
Se deberá precisar también el lugar, tiempo y circuns-
tancias de ejecución;

IV. No se encuentre demostrada una causa de extinción
de la acción penal o una excluyente de delito. 

Se entenderá que obran datos que establecen que se ha co-
metido un hecho que la ley señale como delito cuando exis-
tan indicios razonables que así permitan suponerlo.

El auto de vinculación a proceso únicamente podrá dictar-
se por los hechos que fueron motivo de la formulación de
la imputación, pero el Juez podrá otorgarles una clasifica-
ción jurídica diversa a la asignada por el Ministerio Públi-
co al formular la imputación. 

Artículo 272. No vinculación a proceso del imputado. 

En caso de que no se reúna alguno de los requisitos previs-
tos en el artículo que antecede, el Juez negará la vincula-
ción del imputado a proceso y, en su caso, revocará las pro-
videncias precautorias y medidas cautelares que se
hubiesen decretado. 

El auto de no vinculación del imputado a proceso no impi-
de que el Ministerio Público continúe con la investigación
y posteriormente formule de nueva cuenta la imputación. 

Artículo 273. Efectos de la vinculación a proceso

El auto de vinculación a proceso producirá los siguientes
efectos:

I. Interrumpirá el curso de la prescripción de la acción
penal;

II. Comenzará a correr el plazo previsto en este código
para el cierre de la investigación; y

III. El Ministerio Público perderá la facultad de archivar
temporalmente el proceso. 
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Artículo 274. Solicitud de medidas cautelares en la au-
diencia de vinculación.

En la audiencia de vinculación a proceso el Ministerio Pú-
blico podrá solicitar la imposición de alguna de las medi-
das cautelares previstas en el artículo 288 (Medidas caute-
lares). El Juez de Control recibirá el informe y la
recomendación de la oficina de Servicios Auxiliares para
Medidas Cautelares y escuchará a las partes sobre este par-
ticular para resolver lo conducente. Las partes podrán apor-
tar prueba para esta decisión.

El juez tomará la determinación sobre la solicitud de medi-
das cautelares, después decidir sobre la procedencia de la
vinculación a proceso. 

Artículo 275. Plazo judicial para el cierre de la investi-
gación. 

Después de decidir sobre la procedencia de la vinculación
a proceso y antes de cerrar la audiencia, el Juez de Control,
de oficio o a solicitud de parte, fijará un plazo para el cie-
rre de la investigación, tomando en cuenta la naturaleza de
los hechos atribuidos y la complejidad de la misma, sin que
pueda ser mayor a dos meses, en caso de que el delito me-
rezca pena máxima que no exceda de dos años de prisión,
o de seis meses, si la pena excediere de ese tiempo.

Artículo 276. Otras peticiones. 

Si las partes plantean otras peticiones, el Juez abrirá deba-
te sobre ellas y resolverá lo conducente.

Capítulo IX
Medidas Cautelares

Sección I
Servicios Auxiliares para Medidas Cautelares 

Artículo 277. Ubicación. 

Los servicios auxiliares para medidas cautelares depende-
rán del Consejo de la Judicatura Federal, de conformidad
con lo dispuesto por la Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación.

Artículo 278. Objeto de los servicios.

La oficina de servicios auxiliares de medidas cautelares,
tiene por objeto proporcionar al juez la información nece-

saria para decidir sobre la necesidad de imponer medidas
cautelares, de modo que el imputado cumpla con sus obli-
gaciones procesales.

La oficina tiene como objetivo principal prevenir la aplica-
ción innecesaria de la prisión preventiva durante el proce-
so.

Artículo 279. Principios

Los funcionarios de la oficina de servicios auxiliares de
medidas cautelares se regirán por los siguientes principios:

I. Imparcialidad. Los funcionarios trabajan para auxiliar
al juez en la toma de decisiones sobre medidas cautela-
res y en la supervisión de los imputados, sin inclinarse
indebidamente a favor o en contra de alguna de las par-
tes;

II. Objetividad. Los funcionarios deberán ser objetivos
en la elaboración de sus reportes y no discriminarán a la
personas por motivos de raza, religión, origen nacional
o étnico, género, orientación sexual, condición social o
por cualquier otro motivo;

III. Subsidiariedad. Los funcionarios siempre recomen-
darán las medidas menos restrictivas posibles que sean
razonables para asegurar que el imputado cumpla con
sus obligaciones procesales y que permitan proteger la
seguridad de las víctimas, de testigos, de terceros y de la
investigación;

IV. Confidencialidad. Los funcionarios deben guardar
reserva y abstenerse de proporcionar información a ter-
ceros ajenos al propósito del servicio.

Artículo 280. Utilización de la información suministra-
da por el imputado.

Para incentivar que el imputado suministre información
veraz y completa al personal de los Servicios Auxiliares de
Medidas Cautelares, la información no podrá ser usada pa-
ra demostrar su participación en el delito que se le atribu-
ye. Salvo las excepciones previstas por la ley, esta sólo se
usará para decidir acerca de la necesidad de imponer medi-
das cautelares. 

La información recabada durante la supervisión podrá ser
utilizada cuando verse sobre la comisión de un nuevo deli-
to o un delito cuya comisión continúe durante el período de
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aplicación de la medida cautelar, así como para la aplica-
ción de la suspensión del proceso a prueba y, en su caso,
para la individualización de la pena. 

Artículo 281. Facultades y obligaciones

El servicio auxiliar para medidas cautelares tendrá las si-
guientes facultades y obligaciones:

I. Entrevistar al imputado previamente a la realización de
cualquier audiencia sobre medidas cautelares, para obtener
información relevante para decidir sobre las medidas caute-
lares. Antes de empezar la entrevista, el funcionario del ser-
vicio auxiliar debe hacerle saber el objetivo de la misma, que
tiene derecho a que su defensor esté presente durante la mis-
ma, que puede abstenerse de suministrar información y que
aquélla que proporcione no podrá ser usada para demostrar
su culpabilidad. La entrevista se podrá llevar a cabo sin la
presencia del defensor, si el imputado lo consiente;

II. Verificar la información proporcionada por el imputado
y recolectar aquella otra que sea relevante para decidir o
modificar las medidas, de modo tal que éstas resulten ade-
cuadas para que el imputado cumpla con sus obligaciones
procesales. La información deberá incluir datos sobre la
historia personal del imputado, sus lazos con la comunidad,
relaciones familiares, amistades, empleos, lugares de resi-
dencia, estudios, antecedentes penales, y cualquier otra in-
formación pertinente;

III. Elaborar reportes para el juez que contengan la infor-
mación recabada en sus indagaciones, así como sus obser-
vaciones y recomendaciones sobre la necesidad y el tipo de
medidas cautelares que sería necesario imponer al imputa-
do para asegurar la protección e integridad de la víctima,
de los testigos o de terceros; el desarrollo de la investiga-
ción o la comparecencia del imputado al proceso.

En caso de urgencia el reporte podrá hacerse de manera
verbal en una audiencia ante el juez con la presencia de las
partes. Cuando la publicidad afecte innecesariamente los
derechos del imputado, a solicitud del éste, la audiencia po-
drá celebrarse en privado, siempre que sea grabada y pre-
servada en el registro, bajo reserva, hasta que no exista jus-
tificación para levantarla;

IV. Entregar a las partes, al inicio de la audiencia en la que
se discutan medidas cautelares, copias de los reportes rela-
cionados con las mismas y recogerlos al término de la au-
diencia; 

Supervisar y dar seguimiento a las medidas cautelares im-
puestas, distintas a la prisión preventiva, vigilar el estricto
cumplimiento por parte del imputado de las obligaciones
impuestas, y hacer recomendaciones sobre cualquier cam-
bio que amerite alguna modificación de las medidas;

Artículo 282. Facultades complementarias

Para cumplir con sus facultades de supervisión y vigilancia
de medidas cautelares, y sólo en los casos en que el juez les
ha conferido competencia para ello, los servicios auxiliares
podrán:

I. Establecer las condiciones y la periodicidad en que los
imputados deben reportarse periódicamente; canalizar a
los imputados a servicios sociales de asistencia, públi-
cos o privados, en materia de salud, empleo, educación,
vivienda y apoyo jurídico;

II. Realizar visitas no anunciadas en los domicilios o lu-
gares de trabajo de los imputados; requerir que los im-
putados proporcionen muestras para detectar el posible
uso de drogas prohibidas;

III. Supervisar que las personas e instituciones a las que
el juez encargue el cuidado del imputado, cumplan las
obligaciones contraídas; y solicitar a los imputados in-
formes y reportes que sean necesarios para verificar el
cumplimiento de las condiciones impuestas;

IV. Revisar y recomendar el cambio de las condiciones
de las medidas impuestas al imputado, de oficio o a so-
licitud de parte, cuando cambien las circunstancias ori-
ginales que sirvieron de base para imponer la medida;

V. Informar al juez de cualquier violación a las medidas
y condiciones impuestas y recomendar las modificacio-
nes que estime pertinentes; y

VI. Solicitar y proporcionar información a las oficinas
con funciones similares en otros circuitos judiciales o
del fuero común.

Artículo 283. Incumplimiento de obligaciones

Cuando el incumplimiento o la violación a las medidas im-
puestas pueda implicar que se deba librar una orden de
aprehensión o de cateo, los servicios auxiliares de medidas
cautelares procederán de inmediato a comunicarle la situa-
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ción al juez y al Ministerio Público, para que éstos dispon-
gan lo que corresponda;

Sección II
Normas Generales sobre Medidas Cautelares

Artículo 284. Principio general.

Las medidas cautelares en contra del imputado son exclu-
sivamente las autorizadas por este código, tienen carácter
excepcional y sólo pueden ser impuestas mediante resolu-
ción judicial fundada, motivada y debidamente documen-
tada, por el tiempo absolutamente indispensable y para ga-
rantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el
desarrollo de la investigación, la protección de la víctima,
de los testigos o de la comunidad, así como cuando el im-
putado esté siendo procesado o haya sido condenado pre-
viamente por la comisión de un delito doloso.

La resolución judicial que imponga una medida cautelar o
la rechace es modificable en cualquier estado del proceso. 

En todo caso, después de escuchar a las partes, el Tribunal
puede proceder de oficio cuando favorezca la libertad del
imputado.

Artículo 285. Auxilio judicial para medidas cautelares

Para la determinación de las medidas cautelares, el juez se
asesorará de la oficina de Servicios Auxiliares para Medi-
das Cautelares. Para la supervisión de medidas distintas a
la prisión preventiva, el juez podrá autorizar a dicha ofici-
na para que ejerza las funciones a que se refiere el artículo
282 (Facultades complementarias), así como establecer
condiciones especiales de cumplimiento. 

Artículo 286. Proporcionalidad.

No se podrá decretar una medida cautelar cuando ésta re-
sulte desproporcionada en relación con las circunstancias
de comisión del hecho atribuido y la sanción probable.

Tratándose de medidas cautelares que impliquen privación
de la libertad, en ningún caso podrá sobrepasar la pena mí-
nima prevista para el delito de que se trate, ni exceder el
plazo fijado en los artículos 305, fracción II, (Terminación
de la prisión preventiva) y 306 (Prorroga del plazo máximo
de la prisión preventiva) de este código.

Sección III
Medidas Cautelares Personales

Artículo 287. Procedencia de medidas cautelares

Salvo que se trate de los delitos previstos en el artículo 290
(procedencia oficiosa de la prisión preventiva), el juez po-
drá prescindir de toda medida cautelar o aplicar la medida
cautelar que resulte procedente, cuando concurran las cir-
cunstancias siguientes:

Se haya vinculado a proceso al imputado; y 

Exista una presunción razonable de que la medida es nece-
saria, porque en el caso particular se presenta alguna de las
siguientes circunstancias: que el imputado no comparecerá
al proceso; se requiera para permitir el desarrollo de la in-
vestigación o para proteger a la víctima, a los testigos o a
terceros; así como cuando el imputado esté siendo proce-
sado o haya sido condenado previamente por la comisión
de un delito doloso. 

Lo previsto en la fracción I no impedirá la imposición de
providencias precautorias y medidas cautelares anticipa-
das, conforme a los artículos 174 (Providencias precauto-
rias) y 256 (Medidas cautelar anticipada).

Artículo 288. Medidas

A solicitud del Ministerio Público, una vez decretada la
vinculación a proceso, en la forma que establece este códi-
go y después de escuchar a la oficina de Servicios Auxilia-
res para Medidas Cautelares y a las partes en audiencia, el
Juez de Control puede imponer al imputado las siguientes
medidas cautelares:

I. La presentación de una garantía económica suficiente
en los términos del artículo 297 (Garantía);

II. La prohibición de salir del país, de la localidad en la
cual reside o del ámbito territorial que fije el juez;

III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia
de una persona o institución determinada, que informe
regularmente al juez;

IV. La obligación de presentarse periódicamente ante el
juez o ante la autoridad que él designe;

V. La colocación de localizadores electrónicos;
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VI. Prohibición de abandonar el propio domicilio o el de
otra persona, con las modalidades que el juez disponga;

VII. La prohibición de concurrir a determinadas reunio-
nes o de visitar ciertos lugares;

VIII. La prohibición de convivir o comunicarse con per-
sonas determinadas, siempre que no se afecte el derecho
de defensa;

IX. La separación inmediata del domicilio, cuando la
víctima cohabite con el imputado;

X. La suspensión de derechos; 

XI. Internamiento en centro de salud u hospital psiquiá-
trico, en los casos en que el estado de salud del imputa-
do así lo amerite; y

XII. La prisión preventiva, siempre que el delito impu-
tado tuviera señalada pena privativa de libertad.

Artículo 289. Imposición

Únicamente a solicitud del Ministerio Público, el juez po-
drá imponer una sola de las medidas cautelares personales
previstas en este código o combinar varias de ellas, según
resulte adecuado al caso y dictar las órdenes necesarias pa-
ra garantizar su cumplimiento. 

La prisión preventiva no podrá combinarse con otras medi-
das cautelares, salvo que se ordene la vigilancia especial del
imputado y la restricción de comunicaciones con terceros.

Artículo 290. Procedencia oficiosa de la prisión preven-
tiva

El juez ordenará oficiosamente la prisión preventiva del
imputado, cuando lo haya vinculado a proceso por alguno
de los siguientes delitos:

I. Delincuencia organizada, previsto en la ley de la ma-
teria;

II. Terrorismo, previsto en los artículos 139 y 148 Bis,
del Código Penal Federal;

III. Homicidio, previsto en los artículos 302 con rela-
ción al 307, 313, 315, 315 Bis y 323 del Código Penal
Federal;

IV. Secuestro, previsto en el artículo 366 del Código Pe-
nal Federal, salvo los dos párrafos últimos; 366 bis,
fracción VI;

V. Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266
Bis del Código Penal Federal; 

VI. Delitos contra el libre desarrollo de la personalidad
previsto en los artículos 201, inciso f; 202; 203 y 203
BIS; y 204, del Código Penal Federal; Trata de personas
previsto en la ley de la materia.

VII. Contra la salud, previsto en los artículos 194, frac-
ciones I, II y III; 195, párrafo primero; 196; 196 Ter;
197, párrafo primero, en el supuesto de menores de edad
o incapaces para comprender la relevancia de la con-
ducta o para resistir al agente y 198, párrafo cuarto, del
Código Penal Federal; y, 

VIII. Aquellos cometidos con medios violentos, como
armas y explosivos.

Por la tentativa punible de los delitos mencionados en las
fracciones anteriores, también se aplicará oficiosamente la
prisión preventiva.

En todos los supuestos anteriores, la defensa, de común
acuerdo con el Ministerio Público, podrán solicitar que no
se aplique oficiosamente la prisión preventiva y el juez lo
acordará en consecuencia, si estima que el imputado cum-
plirá con sus obligaciones procesales, no constituye un
riesgo para el desarrollo de la investigación, para la vícti-
ma o para terceros. 

Artículo 291. Peligro de no comparecencia del imputado. 

Para decidir acerca del peligro de no comparecencia del
imputado, el juez tomará en cuenta, especialmente, las si-
guientes circunstancias:

I. Arraigo en el país, determinado por el domicilio, resi-
dencia habitual, asiento de la familia, de sus negocios o
trabajo y las facilidades para abandonar el país o per-
manecer oculto;

II. La importancia del daño que debe ser resarcido; el
máximo de la pena que en su caso pueda llegar a impo-
nerse de acuerdo al delito de que se trate y la actitud que
voluntariamente adopta el imputado ante éste; y
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III. El comportamiento del imputado durante el proceso
o en otro anterior, en la medida que indique su voluntad
de someterse o no al proceso.

Artículo 292. Peligro de obstaculización del desarrollo
de la investigación o del proceso

Para decidir acerca del peligro de obstaculización de la in-
vestigación o del proceso se tendrá en cuenta, especial-
mente, que existan bases suficientes para estimar como
probable que el imputado:

I. Destruirá, modificará, ocultará o falsificará elementos de
prueba; o

II. Influirá para que coimputados, testigos o peritos infor-
men falsamente o se comporten de manera reticente o in-
ducirá a otros a realizar tales comportamientos.

Artículo 293. Afectación a víctimas, testigos o la comu-
nidad

Existe riesgo fundado para la víctima, testigos o la comu-
nidad cuando se estime que el imputado puede cometer un
delito doloso contra la propia víctima, alguno de los testi-
gos que depongan en su contra, servidores públicos que in-
tervengan en el proceso o contra terceros.

Artículo 294. Prueba

Las partes podrán ofrecer prueba con el fin de sustentar u
oponerse a la imposición, revisión, sustitución, modifica-
ción o cese de una medida cautelar.

El juez valorará estos elementos de prueba conforme a las
reglas generales establecidas en este código, exclusiva-
mente para motivar la decisión sobre la medida cautelar
personal.

Artículo 295. Resolución

La resolución que imponga una medida cautelar personal
especificará la o las medidas autorizadas, las modalidades
de su cumplimiento y las razones por las cuales el Juez es-
tima que los presupuestos que la motivan concurren en el
caso, así como la fecha en que vence el plazo máximo de
vigencia de la medida.

Artículo 296. Restricciones a la prisión preventiva

Además de las circunstancias generales exigibles para la
imposición de las medidas cautelares personales, la prisión
preventiva sólo es aplicable cuando otras medidas menos
aflictivas no sean suficientes para lograr los fines señalados
en la fracción segunda del artículo 287 (Procedencia de
medidas cautelares) de este código.

Artículo 297. Garantía

Al decidir sobre la medida cautelar consistente en garantía,
el juez fijará el monto, la modalidad de la prestación, y
apreciará su idoneidad. Para resolver sobre dicho monto, el
juez deberá tomar en cuenta la naturaleza, modalidades,
circunstancias y posible sanción del delito, las característi-
cas del imputado, la posibilidad de cumplimiento de las
obligaciones procesales a su cargo, así como los posibles
daños y perjuicios causados a la víctima u ofendido. La au-
toridad judicial hará la estimación de modo que constituya
un motivo eficaz para que el imputado se abstenga de in-
cumplir con sus obligaciones y deberá fijar un plazo razo-
nable para exhibir la garantía.

La garantía será presentada por el imputado u otra persona
mediante el depósito de dinero, valores, prendas o hipote-
cas sobre bienes libres de gravámenes, pólizas con cargo a
una empresa dedicada a este tipo de actividades comercia-
les, fianza solidaria de una o más personas solventes o
cualquier otro medio idóneo.

Se hará saber al garante, en la audiencia en la que se deci-
da la medida, las consecuencias del incumplimiento por
parte del imputado.

El imputado y el garante podrán sustituirla por otra equi-
valente, previa autorización del Juez o Tribunal.

Artículo 298. Ejecución de la garantía

Cuando sin causa justificada el imputado incumpla con al-
guna de las medidas cautelares decretadas o alguna orden
de la autoridad judicial, omita comparecer a alguna au-
diencia para la que se encuentre debidamente citado o no
se presente a cumplir la pena que se le haya impuesto, la
autoridad judicial requerirá al garante para que presente al
imputado en un plazo no mayor a quince días y le adverti-
rá que si no lo hace se hará efectiva la garantía. Vencido el
plazo otorgado, el juez dispondrá, según el caso, la ejecu-
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ción de la garantía y se entregará el importe correspon-
diente a la víctima u ofendido, al cumplimiento de las san-
ciones pecuniarias y de las obligaciones procesales, sin
perjuicio de ordenar la aprehensión del imputado, a solici-
tud del Ministerio Público. 

Artículo 299. Cancelación de la garantía

La garantía se cancelará y se devolverán los bienes afectados
por ella, siempre que no se haya hecho efectiva, cuando:

I. Se revoque la decisión que la acuerda;

II. Se dicte el sobreseimiento o la absolución; o

III. El imputado se someta a la ejecución de la pena o és-
ta no deba ejecutarse.

Sección IV
Revisión de Medidas Cautelares Personales

Artículo 300. Revisión, sustitución, modificación y can-
celación de las medidas

Las medidas cautelares son revisables en cualquier estado
del proceso. 

Salvo lo dispuesto sobre prisión preventiva, el Juez, aun de
oficio, después de escuchar a las partes en audiencia, podrá
revisar, sustituir, modificar o cancelar las medidas cautela-
res personales y las circunstancias de su imposición, de
conformidad con las reglas establecidas en este Código,
cuando así se requiera por haber variado las condiciones
que justificaron su imposición.

Si la garantía prestada es de carácter real y es sustituida por
otra, aquélla será cancelada y, en su caso, los bienes afec-
tados serán devueltos.

Artículo 301. Pronto despacho

Cuando se plantee la revisión de una medida cautelar per-
sonal privativa de la libertad y el juez no resuelva dentro de
los plazos previstos en este Código, el imputado podrá ur-
gir pronto despacho y si dentro de las cuarenta y ocho ho-
ras no obtiene resolución, procederá la libertad. Para ha-
cerla efectiva, se solicitará al Tribunal competente para
conocer del recurso de apelación, el cual ordenará la liber-
tad de inmediato y dará vista al Consejo de la Judicatura

Federal para que instruya el procedimiento disciplinario
respectivo.

Artículo 302. Captura de sustraído de la justicia

Inmediatamente después de ser notificado de la captura de
una persona declarada sustraída de la acción de la justicia,
el juez deberá convocar al Ministerio Público, al defensor
y al imputado, a una audiencia con el propósito de revisar
o examinar la imposición de medidas cautelares conforme
a las nuevas circunstancias, según los planteamientos que
formulen las partes. 

Artículo 303. Urgencia

Salvo lo dispuesto para prisión preventiva, cuando el juez
reciba información que justifique adoptar, con extremada
urgencia, una decisión que tenga el efecto de modificar una
medida cautelar, procederá en consecuencia. El Juez citará
a las partes de inmediato a una audiencia para conocer de
las razones de la decisión tomada y para resolver en defi-
nitiva la posible modificación a las medidas cautelares im-
puestas. 

Artículo 304. Revisión de la prisión preventiva y de la
internación.

Las partes pueden solicitar la revisión de la prisión preven-
tiva en cualquier momento, cuando estimen que no subsis-
ten las circunstancias por las cuales se decretó, para lo cual
deberán señalar las nuevas razones y los antecedentes de la
investigación o pruebas en que se sustente la petición. El
Juez convocará a una audiencia, que deberá celebrarse den-
tro de las cuarenta y ocho horas contadas a partir de la pre-
sentación de la solicitud de revisión. En la audiencia el
Juez, según el caso, ordenará en la propia audiencia su con-
tinuación, modificación o sustitución por otra medida. En
caso de considerar la petición notoriamente improcedente
la desechará de plano sin convocar a la audiencia. 

Artículo 305. Terminación de la prisión preventiva

La prisión preventiva finalizará cuando:

I. Nuevos elementos de juicio demuestren que no con-
curren los motivos que la fundaron o tornen convenien-
te su sustitución por otra medida;

II. Su duración exceda de dieciocho meses; o
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III. Las condiciones personales del imputado se agraven
de tal modo que la prisión preventiva se traduzca en un
trato cruel, inhumano o degradante.

Artículo 306. Prórroga del plazo máximo de la prisión
preventiva

Si se ha dictado sentencia condenatoria y ésta ha sido im-
pugnada, el plazo máximo de prisión preventiva podrá pro-
rrogarse por seis meses más. 

El Tribunal que conozca del recurso, excepcionalmente y
de oficio podrá autorizar una prórroga de la prisión pre-
ventiva más allá del plazo anterior, cuando disponga la re-
posición del juicio a solicitud del imputado.

El plazo de la prisión preventiva no podrá exceder del
tiempo que como máximo de pena fije la ley al delito que
motivare el proceso. 

Artículo 307. Suspensión de los plazos de prisión pre-
ventiva.

Los plazos de prisión preventiva previstos en los artículos
anteriores se suspenden cuando:

I. El proceso esté suspendido a causa de un mandato de-
rivado de un juicio de amparo;

II. El debate de juicio oral se encuentre suspendido o se
aplace su iniciación a petición del imputado o su defen-
sor, siempre que la suspensión o el aplazamiento no se
haya dispuesto por necesidades relacionadas con la ad-
quisición de la prueba; o

III. El proceso deba prolongarse ante gestiones o inci-
dencias evidentemente dilatorias formuladas por el im-
putado o sus defensores, según resolución fundada y
motivada del juzgador.

En estos casos el plazo no correrá mientras subsista alguna
de las causales señaladas en este artículo.

Para los efectos del cumplimiento de la pena de prisión, el
cómputo de la prisión preventiva será continuo. 

Sección V
Medidas Cautelares de Carácter Real

Artículo 308. Embargo.

Para garantizar la reparación de los posibles daños y per-
juicios provocados por el hecho punible, la víctima, el
ofendido o el Ministerio Público, podrán solicitar al Juez el
embargo precautorio de bienes. 

En la solicitud, el promovente deberá expresar el carácter
con el que comparece, el daño o perjuicio concreto que se
pretende garantizar, así como la persona en contra de la
cual se pide el embargo y los antecedentes con que se cuen-
ta para considerar como probable responsable de reparar el
daño a dicha persona. 

Artículo 309. Resolución.

El Juez de control resolverá sobre la solicitud de embargo
en audiencia privada con el Ministerio Público y la víctima
u ofendido, en caso de que éstos hayan formulado la soli-
citud de embargo. El Juez decretará el embargo, siempre y
cuando de los antecedentes expuestos por el Ministerio Pú-
blico y la víctima u ofendido, se desprenda el posible daño
o perjuicio y la probabilidad de que la persona en contra de
la cual se pide el embargo precautorio sea responsable de
reparar dicho daño. 

Artículo 310. Embargo previo a la imputación.

Si el embargo precautorio se decreta antes de que se haya
formulado imputación en contra del directamente respon-
sable de reparar el daño, el Ministerio Público deberá for-
mular imputación, o bien solicitar la orden de aprehensión
correspondiente, solicitar fecha de audiencia para formular
imputación, en un plazo no mayor de diez días.

El plazo antes mencionado se suspenderá cuando las deter-
minaciones de archivo temporal, aplicación de un criterio
de oportunidad o no ejercicio de la acción penal, sean im-
pugnadas por la víctima u ofendido, hasta en tanto se re-
suelva en definitiva dicha impugnación.

Artículo 311. Revisión.

Decretada la medida cautelar real, podrá revisarse, modifi-
carse, substituirse o cancelarse a petición del imputado o
de terceros interesados, debiéndose escuchar en la audien-
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cia respectiva a la víctima u ofendido y al Ministerio Pú-
blico. 

Artículo 312. Levantamiento del embargo.

El embargo precautorio será levantado en los siguientes ca-
sos:

I. Si la persona en contra de la cual se decretó garantiza
o realiza el pago de la reparación del daño y perjuicio;

II. Si se declara fundada la solicitud de cancelación de
embargo planteada por la persona en contra de la cual se
decretó o de un tercero; y

III. Si se dicta sentencia absolutoria, se decreta el so-
breseimiento o se absuelve de la reparación del daño a
la persona en contra de la cual se decretó. 

IV. Si fue decretado antes de que se formule la imputa-
ción y el Ministerio Público no procede en los términos
del artículo 310 (Embargo previo a la imputación); y

V. Así lo requiera quien lo haya solicitado. 

Artículo 313. Cancelación o Devolución de la Garantía.

En caso de que la persona en contra de la cual se decretó el
embargo haya garantizado el pago de la reparación del da-
ño, la garantía le será devuelta si en el proceso penal co-
rrespondiente se dicta sentencia absolutoria, se decreta el
sobreseimiento o se absuelve de la reparación del daño en
su favor. 

Artículo 314. Competencia.

Será competente para decretar el embargo precautorio el
juez de control que lo sea para conocer del proceso penal.
En casos de urgencia, también podrá decretarlo el juez de
Control del lugar en el que se encuentren los bienes sujetos
a embargo. En este último caso, una vez ejecutado, se re-
mitirán las actuaciones al juez competente.

Artículo 315. Transformación a embargo definitivo.

El embargo precautorio se convertirá en definitivo cuando
la sentencia que condene a reparar el daño a la persona en
contra de la cual se decretó el primero cause ejecutoria, sin

perjuicio de que el imputado cumpla con su obligación de
otra forma y se decrete el levantamiento del embargo.

Artículo 316. Pago o garantía previos al embargo.

No se llevará a cabo el embargo precautorio, si en el acto
de la diligencia la persona en contra de la cual se decretó
consigna el monto de la reparación del daño reclamado o
da garantía por el monto total del mismo. 

Artículo 317. Aplicación.

El embargo precautorio de bienes se regirá en lo condu-
cente por las reglas generales del embargo previstas en el
Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Capítulo X
Investigación Complementaria

Artículo 318. Continuación de la investigación

Después de la audiencia de vinculación a proceso y dentro
del plazo fijado por el juez, el Ministerio Público conti-
nuará realizando actos de investigación para apoyar el es-
clarecimiento del hecho imputado. 

Artículo 319. Proposición de diligencias

Una vez vinculado a proceso, tanto el imputado como los
demás intervinientes en el proceso, podrán solicitar al Mi-
nisterio Público todas aquellas diligencias que consideren
pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos.
El Ministerio Público ordenará que se lleven a cabo aque-
llas que estime conducentes. 

El imputado podrá ocurrir al Juez de Control en caso que
el Ministerio Público se niegue a realizar alguna de las di-
ligencias solicitadas. El juez de control ordenará al Minis-
terio Público que se realicen, siempre que se trate de un as-
pecto fundamental para la defensa. 

El imputado podrá solicitar al Juez que dicte las instruc-
ciones necesarias para que sus peritos puedan acceder a
examinar los objetos, documentos o lugares a que se refi-
rieren los dictámenes periciales de la investigación. 
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Capítulo XI
Prueba Anticipada

Artículo 320. Prueba anticipada

Al concluir la entrevista del testigo con el Ministerio Pú-
blico, éste le hará saber la obligación que tiene de compa-
recer y declarar durante la audiencia de debate de juicio
oral, así como de comunicar cualquier cambio de domici-
lio o de morada hasta esa oportunidad.

Si durante la investigación o después de haberla cerrado,
existan bases razonables para estimar como probable que
algún testigo no podrá concurrir a la audiencia de debate
del juicio oral, por vivir en el extranjero, o por haber sido
amenazado o coaccionado en cualquier sentido o por exis-
tir motivo que hiciere temer su muerte, su incapacidad físi-
ca o mental que le impidiese declarar, o algún otro obstá-
culo semejante, las partes podrán solicitar al Juez o, en su
caso, al tribunal de juicio oral, que se reciba su declaración
anticipadamente. El desahogo de prueba anticipada podrá
realizarse desde la audiencia en la que se decida la vincu-
lación a proceso y hasta antes de la celebración de la au-
diencia de juicio oral. 

Excepcionalmente el anticipo de prueba podrá realizarse
antes de la audiencia de vinculación a proceso, en los su-
puestos establecidos en el párrafo anterior, cuando ello re-
sulte indispensable para la preservación de la prueba.

Artículo 321. Cita para la prueba anticipada.

En los casos previstos en el artículo precedente, el Juez de-
berá citar a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir a
la audiencia de debate de juicio oral, quienes tendrán todas
las facultades previstas para su participación en el mismo. 

En el caso del último párrafo del artículo anterior (prueba
anticipada), si todavía no existe imputado identificado, el
juez dará aviso al Instituto Federal de Defensoría Pública
con el objeto de que designe a un defensor público para que
intervenga en la audiencia.

Artículo 322. Trámite de la audiencia de prueba antici-
pada

La audiencia en la que se desahogue el testimonio antici-
pado deberá video grabarse en su totalidad y, concluida la
misma, se le entregará al Ministerio Público el registro en

que conste la grabación y copias del mismo a quien lo so-
licite, siempre que se encuentre legitimado para ello. 

Si el obstáculo que dio lugar a la práctica del anticipo de
prueba no existiera para la fecha de la audiencia de debate
de juicio oral, la persona deberá concurrir a prestar su de-
claración.

Artículo 323. Anticipación de prueba en el extranjero o
en circuito diverso.

Si el testigo se encuentra en el extranjero, el Ministerio Pú-
blico o el imputado podrán solicitar al Juez competente que
también se reciba su declaración como prueba anticipada. 

Para el caso de prueba anticipada que deba recabarse en el
extranjero, las partes podrán trasladarse al lugar en el que
deba desahogarse la diligencia o utilizar sistemas de tele-
conferencia que permitan cumplir con las formalidades
dispuestas por este código para la prueba anticipada. Los
secretarios, delegaciones y los agentes consulares de la
República otorgarán las facilidades y medios necesarios
para el trámite de la prueba anticipada.

Si el testigo que sea órgano de prueba se encuentra en un
circuito diverso en el que se esté llevando a cabo el proce-
so, el juez de la causa solicitará por exhorto a su homolo-
go en el circuito de que se trate que lleve a cabo a la dili-
gencia, de acuerdo a las reglas contenidas en este apartado.
En casos de urgencia también se podrá solicitar al juez del
fuero común que corresponda.

Si se autoriza la práctica de esta diligencia en el extranjero
o en otro estado de la República y ésta no tiene lugar por
causas imputables al oferente, se le tendrá por desistido.

Artículo 324. Anticipo de prueba para la procedencia
de la suspensión del proceso a prueba

En los casos en que se considere procedente la suspensión
del proceso a prueba, el Ministerio Público y la víctima po-
drán solicitar que la declaración de los testigos se desaho-
gue con las reglas de la prueba anticipada, para los efectos
de que sea introducida por lectura en la audiencia de juicio,
en caso de que se reanude el proceso por incumplimiento
del imputado.
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Artículo 325. Declaración del imputado como prueba
anticipada

La declaración del imputado podrá ser considerada como
prueba anticipada, y, en consecuencia, incorporarse por
lectura en juicio, cuando:

I. Haya sido rendida ante el juez de control

II. Se haya rendido en presencia del defensor del impu-
tado;

III. Haya sido video grabada;

IV. Haya sido hecha en forma libre, voluntaria e infor-
mada, y se haya informado previamente al imputado so-
bre su derecho a guardar silencio; y,

En la audiencia de juicio ejerza su derecho a guardar
silencio.

Capítulo XII
Conclusión de la Etapa de Investigación

Artículo 326. Plazo para declarar el cierre de la investi-
gación.

Transcurrido el plazo para el cierre de la investigación, el
Ministerio Público deberá cerrarla o solicitar justificada-
mente su prórroga al Juez, observándose los límites máxi-
mos previstos en el artículo 275 (Plazo judicial para el cie-
rre de la investigación). Si el juez no estima que la prórroga
se justifica, denegará la petición.

Si el Ministerio Público no declara cerrada la investigación
en el plazo fijado, o no solicita su prórroga, el imputado o
la víctima u ofendido podrán solicitar al Juez que lo aper-
ciba para que proceda a tal cierre.

Para estos efectos, el Juez informará al superior jerárquico
del agente del Ministerio Público que actúa en el proceso,
para que cierre la investigación en el plazo de cinco días.

Transcurrido ese plazo sin que se cierre la investigación, el
Juez la declarará cerrada de plano y se procederá en los tér-
minos del artículo siguiente.

Artículo 327. Cierre de la investigación.

Practicadas las diligencias necesarias para la investigación
del hecho delictivo y de sus autores o partícipes, el Minis-

terio Público la declarará cerrada, y dentro de los diez días
siguientes podrá:

I. Solicitar el sobreseimiento de la causa; 

II. Solicitar la suspensión del proceso; 

III. Solicitar acuerdos para la reparación;

IV. Solicitar la aplicación de un criterio de oportunidad;
y

V. Formular la acusación.

Artículo 328. Reapertura de la investigación.

Hasta antes del fin de la audiencia intermedia, las partes
podrán reiterar la solicitud de diligencias concretas de in-
vestigación que pudieren resultar determinantes, siempre
que hubiere sido oportunamente formulada al Ministerio
Público después de dictado el auto de vinculación a proce-
so y éste las hubiera rechazado con anterioridad.

Si el Juez acepta la solicitud, ordenará al Ministerio Públi-
co reabrir la investigación y proceder al cumplimiento de
las diligencias, en el plazo que le fije. En dicha audiencia,
el Ministerio Público podrá solicitar la ampliación del pla-
zo, por una sola vez hasta por quince días.

El Juez no decretará ni renovará aquellas diligencias que en
su oportunidad se hubieren ordenado a petición de las par-
tes y no se hubieren cumplido por negligencia o hecho im-
putable a ellas, ni tampoco las que fueren manifiestamente
impertinentes, las que tuvieren por objeto acreditar hechos
públicos y notorios, ni todas aquellas que hubieren sido so-
licitadas con fines puramente dilatorios.

Vencido el plazo o su ampliación, o aún antes de ello, si se
hubieren cumplido las diligencias, el Ministerio Público
cerrará nuevamente la investigación y procederá en la for-
ma señalada en el artículo 327 (Cierre de la investigación).

Capítulo XIII
Sobreseimiento y Suspensión del Proceso

Artículo 329. Sobreseimiento.

El juzgador, a petición del Ministerio Público, decretará el
sobreseimiento cuando:

I. El hecho no se cometió o no constituye delito;
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II. Apareciere claramente establecida la inocencia del
imputado;

III. Agotada la investigación, el Ministerio Público esti-
me que no cuenta con los elementos suficientes para
fundar una acusación;

IV. Se hubiere extinguido la acción penal por alguno de
los motivos establecidos en la ley;

V. Una nueva ley quite el carácter de delito al hecho por
el cual se viene siguiendo el proceso;

VI. El delito de que se trate haya sido materia de un pro-
ceso penal en el que se hubiera dictado sentencia firme
respecto del imputado; y

En los demás casos en que lo disponga la ley.

En estos casos el sobreseimiento es apelable, salvo que la
resolución sea dictada en la audiencia de debate de juicio
oral.

En los supuestos de las fracciones IV a VII, el sobresei-
miento también podrá ser solicitado por el imputado y su
defensor.

Recibida la solicitud, el Juez la notificará a las partes y ci-
tará, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a una au-
diencia donde se resolverá lo conducente. La incompare-
cencia de la víctima u ofendido debidamente citados no
impedirá que el Juez se pronuncie al respecto. 

Artículo 330. Efectos del sobreseimiento.

El sobreseimiento firme tiene efectos de sentencia absolu-
toria, pone fin al proceso en relación con el imputado en
cuyo favor se dicta, inhibe una nueva persecución penal
por el mismo hecho y hace cesar todas las medidas caute-
lares que se hubieran dictado.

Artículo 331. Sobreseimiento total y parcial. 

El sobreseimiento será total cuando se refiera a todos los
delitos y a todos los imputados, y parcial cuando se refiera
a algún delito o a algún imputado, de los varios a que se hu-
biere extendido la investigación y que hubieren sido obje-
to de vinculación a proceso.

Si el sobreseimiento fuere parcial, se continuará el proceso
respecto de aquellos delitos o de aquellos imputados a los
que no se extendiere aquél.

Artículo 332. Oposición al sobreseimiento.

Si la víctima u ofendido se opone a la solicitud de sobre-
seimiento formulada por el Ministerio Público, el imputa-
do o su defensor, el Juez se pronunciará con base en los ar-
gumentos expuestos por las partes y el mérito de la causa.
Si el Juez admite las objeciones de la víctima u ofendido,
denegará la solicitud de sobreseimiento.

De no mediar oposición, la solicitud de sobreseimiento se
declarará procedente, sin perjuicio del derecho de las par-
tes a recurrir.

Artículo 333. Suspensión del proceso.

El Juez decretará la suspensión del proceso cuando:

I. Se advierta que el delito por el que se está procedien-
do es de aquellos que no pueden perseguirse sin previa
querella del ofendido y ésta no ha sido presentada, o
cuando no se ha satisfecho un requisito previo que la ley
exija para que pueda incoarse el procedimiento. En es-
tos casos, decretada la suspensión, se levantarán las me-
didas cautelares personales que se hubieran dispuesto; 

II. Se declare formalmente al imputado sustraído a la ac-
ción de la justicia;

III. Después de cometido el delito, el imputado sufra
trastorno mental transitorio; y

IV. En los demás casos en que la ley expresamente lo
ordene.

A solicitud de cualquiera de las partes, el Juez podrá de-
cretar la reapertura del proceso cuando cese la causa que
haya motivado la suspensión.

Artículo 334. Suspensión de la acción por proceso pen-
diente.

Después de la investigación, el Juez de Control, a solicitud
del Ministerio Público, suspenderá el ejercicio de la acción,
cuando lo que deba resolverse en un proceso penal depen-
da de la solución de otro proceso según la ley, hasta que en
este último se dicte resolución final.
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Esta suspensión no impedirá que se verifiquen actuaciones
urgentes y estrictamente necesarias para conferir protec-
ción a la víctima u ofendido o a testigos, o para establecer
circunstancias que comprueben los hechos o la participa-
ción del imputado y que pudieran desaparecer.

Capítulo XIV
Mecanismos Alternativos 

de Solución de Controversias

Sección I
Acuerdos para la Reparación

Artículo 335. Definición.

Se entiende por acuerdo para la reparación el pacto entre la
víctima u ofendido y el imputado que lleva como resultado
la solución del conflicto a través de cualquier mecanismo
idóneo que tiene el efecto de concluir el procedimiento.

Artículo 336. Procedencia.

Procederán los acuerdos para la reparación en los casos de
delitos perseguibles por querella de parte ofendida, en los
delitos culposos; los delitos de contenido patrimonial que
se hayan cometido sin violencia sobre las personas, así co-
mo en aquellos cuya pena media aritmética no exceda de
cinco años de prisión.

Se exceptúan de esta disposición los delitos enumerados en
el artículo 290 de este código, los homicidios culposos co-
metidos en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupe-
facientes, psicotrópicos o de cualquier otra sustancia que
produzca efectos similares; los delitos cometidos por ser-
vidores públicos en el ejercicio de sus funciones o con mo-
tivo de ellas y los realizados por sujetos que pertenezcan a
alguna asociación delictuosa de conformidad con el Código
Penal. Tampoco procederán los acuerdos para la reparación
en los casos en que el imputado haya celebrado anterior-
mente otros acuerdos por hechos de la misma naturaleza.

Si el delito afecta intereses difusos o colectivos, el Minis-
terio Público asumirá la representación para efectos de la
conciliación, cuando no se haya apersonado como víctima
alguno de los sujetos autorizados en este código.

Artículo 337. Oportunidad.

Los acuerdos para la reparación procederán hasta antes de
decretarse el auto de apertura de juicio oral. El Juez, a pe-

tición de las partes, podrá suspender el proceso penal has-
ta por treinta días para que las partes negocien, medien o
concilien. En caso de interrumpirse la negociación, media-
ción o conciliación, cualquiera de las partes puede solicitar
la continuación del proceso.

Artículo 338. Trámite.

Desde su primera intervención, el Ministerio Público o, en
su caso, el juez de control, invitará a los interesados a que
lleguen a acuerdos para la reparación en los casos en que
proceda, y les explicará los efectos y los mecanismos de
mediación o conciliación disponibles.

La información que se genere en los procedimientos res-
pectivos no podrá ser utilizada en perjuicio de las partes
dentro del proceso penal.

El juzgador no aprobará los acuerdos para la reparación
cuando tenga fundados motivos para estimar que alguno de
los intervinientes no está en condiciones de igualdad para
negociar o ha actuado bajo coacción o amenaza.

Artículo 339. Efectos.

El Juez aprobará los acuerdos, los cuales se registrarán de
un modo fidedigno.

El plazo fijado para el cumplimiento de las obligaciones
pactadas suspenderá el trámite del proceso y la prescrip-
ción de la acción penal.

Si el imputado incumple sin justa causa las obligaciones
pactadas dentro del término que fijen las partes o, en caso
de no establecerlo, dentro de un año contado a partir del día
siguiente de la ratificación del acuerdo, el proceso conti-
nuará como si no se hubiera arribado a acuerdo alguno. 

El cumplimiento de lo acordado impedirá el ejercicio de la
acción penal o, en su caso, extinguirá la ya iniciada.

Sección II
Suspensión del Proceso a Prueba

Artículo 340. Procedencia.

En los casos en que el auto de vinculación a proceso se ha-
ya dictado por un delito cuya pena máxima de prisión no
exceda de cinco años, el imputado no haya sido condenado
por delito doloso o se encuentre gozando de este beneficio

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I93



por delito diverso y no exista oposición fundada del Minis-
terio Público, de la víctima u ofendido, procederá la sus-
pensión del proceso a prueba a solicitud del imputado o del
Ministerio Público con acuerdo de aquél. 

Artículo 341. Oportunidad.

La suspensión del proceso a prueba podrá solicitarse en
cualquier momento hasta antes de acordarse la apertura de
juicio oral y no impedirá el ejercicio de la acción civil an-
te los Tribunales respectivos. Si efectuada la petición aún
no existe acusación, se estará a los hechos precisados en el
auto de vinculación a proceso.

Artículo 342. Plan de reparación.

En la audiencia en donde se resuelva sobre la solicitud de
suspensión del proceso a prueba, el imputado deberá plan-
tear, en su caso, un plan de reparación del daño causado por
el delito y un detalle de las condiciones que el imputado es-
taría dispuesto a cumplir conforme al artículo 344 (Condi-
ciones por cumplir durante el período de suspensión del
proceso a prueba). El plan podrá consistir en una indemni-
zación equivalente a la reparación del daño que, en su ca-
so, pudiera llegar a imponerse o una reparación simbólica,
así como los plazos para cumplirla.

Artículo 343.Resolución.

El Juez de control resolverá en audiencia sobre la solicitud
de suspensión de proceso a prueba. La víctima u ofendido
serán citados a la misma, pero su incomparecencia no im-
pedirá que el Juez resuelva sobre la solicitud. Si la solicitud
de suspensión de proceso a prueba es planteada antes de re-
solverse sobre la vinculación del imputado a proceso, el
Juez, en su caso, decidirá sobre la misma inmediatamente
después de decretar la vinculación del imputado a proceso.

La resolución fijará las condiciones bajo las cuales se sus-
pende el proceso o se rechaza la solicitud, y aprobará o mo-
dificará el plan de reparación propuesto por el imputado,
conforme a criterios de razonabilidad. La sola falta de re-
cursos del imputado no podrá aducirse para rechazar la po-
sibilidad de suspensión del proceso a prueba.

Artículo 344. Condiciones por cumplir durante el perí-
odo de suspensión del proceso a prueba.

El Juez de control fijará el plazo de suspensión del proce-
so a prueba, que no podrá ser inferior a un año ni superior

a tres, y determinará imponer al imputado una o varias de
las condiciones que deberá cumplir, entre ellas las siguien-
tes:

I. Residir en un lugar determinado;

II. Frecuentar o dejar de frecuentar determinados luga-
res o personas;

III. Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o
de abusar de las bebidas alcohólicas;

IV. Participar en programas especiales para la preven-
ción y tratamiento de adicciones;

V. Aprender una profesión u oficio o seguir cursos de
capacitación en el lugar o la institución que determine el
Juez;

VI. Prestar servicio social a favor del Estado o de insti-
tuciones de beneficencia pública;

VII. Someterse a tratamiento médico o psicológico, de
preferencia en instituciones públicas;

VIII. Tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo
que el Juez determine, un oficio, arte, industria o profe-
sión, si no tiene medios propios de subsistencia;

IX. Someterse a la vigilancia que determine el Juez;

X. No poseer ni portar armas;

XI. No conducir vehículos;

XII. Abstenerse de viajar al extranjero; y

XIII. Cumplir con los deberes de deudor alimentario.

Cuando se acredite plenamente que el imputado no puede
cumplir con alguna de las condiciones anteriores, por ser
contrarias a su salud, sus creencias religiosas o alguna otra
causa de especial relevancia, el juez podrá sustituirlas, fun-
dada y motivadamente, por el cumplimiento de otra u otras
análogas que resulten razonables.

Para fijar las condiciones, el juez puede disponer que el im-
putado sea sometido a una evaluación previa. El Ministerio
Público, la víctima u ofendido, podrán proponer al juez con-
diciones a las que consideran debe someterse el imputado. 
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El juez preguntará al imputado si se obliga a cumplir con
las condiciones impuestas y, en su caso, lo prevendrá sobre
las consecuencias de su inobservancia.

Artículo 345. Conservación de los medios de prueba.

En los asuntos suspendidos en virtud de las disposiciones
correspondientes a esta sección, el agente del Ministerio
Público tomará las medidas necesarias, incluso la realiza-
ción de la diligencia de anticipo de prueba, para evitar la
pérdida, destrucción o ineficacia de los medios de prueba
conocidos y las que soliciten las partes. 

Artículo 346. Revocación de la suspensión.

Si el imputado se aparta considerablemente y en forma in-
justificada de las condiciones impuestas, no cumple con el
plan de reparación, o posteriormente es condenado en for-
ma ejecutoriada por delito doloso o culposo, cuando el pro-
ceso suspendido a prueba se refiera a delito de esta natura-
leza, el Juez, previa petición del agente del Ministerio
Público o de la víctima u ofendido, convocará a las partes
a una audiencia en la que se debatirá sobre la revocatoria y
resolverá de inmediato, fundada y motivadamente, acerca
de la reanudación de la persecución penal. En lugar de la
revocatoria, el Juez podrá ampliar el plazo de la suspensión
a prueba hasta por dos años más. Esta extensión del térmi-
no puede imponerse sólo por una vez.

Si la víctima u ofendido ha recibido pagos durante la sus-
pensión del proceso a prueba que posteriormente es revo-
cada, ellos se destinarán a la indemnización por daños y
perjuicios que le pudiere corresponder.

Artículo 347. Cesación provisional de los efectos de la
suspensión del proceso a prueba.

La obligación de cumplir con las condiciones establecidas
y el plazo de suspensión cesarán mientras el imputado esté
privado de su libertad por otro proceso. Pero se reanudarán
una vez que obtenga su libertad.

Si el imputado está sometido a otro proceso y goza de li-
bertad, la obligación de cumplir con las condiciones y el
plazo seguirá su curso, pero no podrá decretarse la extin-
ción de la acción penal sino cuando quede firme la resolu-
ción que lo exime de responsabilidad por el nuevo hecho.

La revocación de la suspensión del proceso no impedirá el
pronunciamiento de una sentencia absolutoria, ni la conce-

sión de algunas de las medidas sustitutivas a la privación
de libertad, cuando fueren procedentes.

Artículo 348. Efectos de la suspensión del proceso a
prueba.

Transcurrido el plazo que se fije sin que la suspensión fuere
revocada, se extinguirá la acción penal, debiendo el Tribunal
dictar de oficio o a petición de parte el sobreseimiento.

Durante el período de suspensión del proceso a prueba de
que tratan los artículos precedentes quedará suspendida la
prescripción de la acción penal.

Capítulo XV
La Acusación

Sección I
Disposiciones Generales

Artículo 349. Contenido de la acusación.

La acusación deberá contener en forma clara y precisa:

I. La individualización del imputado y de su defensor;

II. La individualización de la víctima u ofendido, salvo
que esto sea imposible;

III. El relato circunstanciado de los hechos atribuidos y
de sus modalidades, así como su calificación jurídica;

IV. La mención de las circunstancias modificatorias de
la responsabilidad penal que concurrieren, aun subsidia-
riamente de la petición principal;

V. La autoría o participación que se atribuye al imputado;

VI. La expresión de los demás preceptos legales aplica-
bles;

VII. La pena que el Ministerio Público solicite y los me-
dios de prueba relativos a la individualización de la pe-
na y los relacionados con la improcedencia, en su caso,
de sustitutivos de la pena de prisión o la suspensión de
la misma; 

VIII. Cuantificar los daños que, en su caso, se hayan
causado a la víctima u ofendido y solicitar sus repara-
ción; y
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La acusación sólo podrá referirse a hechos y personas in-
cluidos en el auto de vinculación a proceso, aunque se
efectúe una distinta calificación jurídica del hecho.

Artículo 350. Acusaciones alternativas o subsidiarias.

El agente del Ministerio Público podrá hacer valer preten-
siones alternativas y también formular una distinta califi-
cación jurídica de los hechos precisados en el auto de vin-
culación a proceso.

Artículo 351. Acusación por hechos conexos.

El Ministerio Público podrá formular acusación por di-
versos hechos, siempre que sean conexos, así como pro-
poner la acumulación de diversas acusaciones por hechos
conexos.

Sección II
Anexos a la Acusación

Artículo 352. Ofrecimiento de medios de prueba

Junto con la acusación se agregará un escrito en el que se
ennumerarán los medios de prueba que se pretendan des-
ahogar en el juicio oral, para acreditar le existencia del he-
cho, la participación del imputado, los daños ocasionados
y la individualización de la pena, conforme a lo dispuesto
en los artículos siguientes.

Artículo 353. Lista de testigos.

Si el Ministerio Público ofrece prueba de testigos, deberá
presentar una lista, individualizándolos con nombre, ape-
llidos, profesión y domicilio o residencia, señalando, ade-
más, la materia sobre la que habrán de versar sus declara-
ciones. 

Cuando el Ministerio Público ofrezca como prueba el tes-
timonio de una persona en cuyo favor se haya decretado un
criterio de oportunidad conforme a la dispuesto en la frac-
ción II del artículo 237 (Principios de legalidad procesal y
oportunidad) de este código, se encontrará obligado a in-
formar a la defensa sobre esta circunstancia y a anexar en
su escrito de acusación la resolución mediante la cual se
haya decretado ejercer el criterio de oportunidad. 

Artículo 354. Prueba anticipada

En caso de prueba anticipada el Ministerio Público deberá
presentar una lista de los testimonios que se incorporarán
al debate y aportar los registros correspondientes.

Artículo 355. Informes de peritos

Si el Ministerio Público ofrece prueba de perito, deberá in-
dividualizar al perito o peritos cuya comparecencia solici-
ta, indicando sus títulos o calidades, y anexando los docu-
mentos que lo acrediten, así como un informe del perito,
que deberá contener lo siguiente:

I. La descripción de la persona o cosa sobre la que re-
caiga el peritaje y del estado y modo en que se hallare;

II. La relación circunstanciada de todas las operaciones
practicadas y su resultado, y

III. Las conclusiones que, en vista de tales datos, for-
mularen los peritos conforme a los principios de su cien-
cia o reglas de su arte u oficio.

En ningún caso el citado informe de peritos podrá sustituir
el testimonio del perito en juicio oral.

Artículo 356. Documentos y prueba material

Si el Ministerio Público ofrece prueba documental especi-
ficará la fuente y adjuntará una copia del documento.

Si ofrece prueba material deberá describirla y señalar su
fuente. 

Al ofrecerse evidencia material sometida a custodia, debe-
rán anexarse los documentos respectivos que acrediten, en
su caso, la cadena de custodia. 

Artículo 357. Inspección y reconstrucción a cargo del
Tribunal de juicio

Las partes podrán solicitar que el Tribunal de Juicio reali-
ce una inspección del lugar o una reconstrucción de los he-
chos. La solicitud será admisible siempre que sea indis-
pensable para acreditar hechos o circunstancias relevantes
para el juzgamiento del caso que no puedan ser acreditados
por otros medios, dada la imposibilidad de exhibir y auten-
ticar en la audiencia, los elementos materiales probatorios
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y evidencia física, o cualquier otra evidencia demostrativa
de la manera como ocurrieron los hechos que serán objeto
de juzgamiento.

Capítulo XVI
Etapa Intermedia

Sección I
Disposiciones Generales

Artículo 358. Objeto 

La etapa intermedia tiene por objeto el ofrecimiento y ad-
misión de pruebas, así como la depuración de los hechos
controvertidos que serán materia de juicio oral.

Artículo 359. Citación a la audiencia intermedia.

Presentada la acusación, el Juez ordenará su notificación a
todas las partes y citará, dentro de las veinticuatro horas si-
guientes, a la audiencia intermedia, la que deberá tener lu-
gar en un plazo no inferior a treinta ni superior a cuarenta
días, contados a partir de la notificación. Al imputado, así
como a la víctima u ofendido, se les entregará la copia de
la acusación y del escrito de ofrecimiento de pruebas, en la
que se dejará constancia de que se encuentran a su disposi-
ción los antecedentes acumulados durante la investigación. 

Artículo 360. Actuación de la víctima u ofendido.

Dentro de los cinco días siguientes de notificada la acusa-
ción, la víctima u ofendido, por escrito, podrá:

Señalar los vicios materiales y formales del escrito de acu-
sación y proponer su corrección;

Constituirse en acusador coadyuvante. 

Si la víctima se constituye en acusador coadyuvante debe-
rá formular su gestión por escrito y le serán aplicables, en
lo conducente, las formalidades previstas para la acusación
del Ministerio Público, asimismo, deberá designar a un
abogado representante.

En dicho escrito podrá ofrecer la prueba que estime nece-
saria para complementar la acusación del Ministerio Públi-
co y aquella necesaria para acreditar la existencia y el mon-
to de los daños y perjuicios.

La participación de la víctima u ofendido como acusador
coadyuvante no alterará las facultades concedidas por ley
al Ministerio Público, ni le eximirá de sus responsabilida-
des.

La acusación coadyuvante y las observaciones de la vícti-
ma, deberán ser notificadas dentro de las veinticuatro horas
siguientes al Ministerio Público, al imputado y su defensor.

Artículo 361. Pronunciamiento del Ministerio Público

El Ministerio Público se pronunciará sobre la acusación
coadyuvante y las observaciones de la víctima dentro del
plazo de cinco días de haber sido notificado.

El pronunciamiento del Ministerio Público se notificará a las
demás partes dentro de las veinticuatro horas siguientes.

Artículo 362. Actuación del imputado y de su defensor

Dentro de los diez días siguientes de notificada la acusa-
ción coadyuvante, si la hubiere, o dentro de los quince dí-
as siguientes de que se les hubiere notificado la acusación
del Ministerio Público, el imputado y su defensor podrán,
por escrito: 

I. Señalar vicios formales a los escritos de acusación y,
si lo consideran pertinente, requerir su corrección; 

II. Solicitar la acumulación o separación de acusacio-
nes;

III. Hacer valer las excepciones de previo y especial
pronunciamiento; y,

IV. Exponer los argumentos de defensa que considere
necesarios y señalar los medios de prueba que se produ-
cirán en la audiencia de debate, en los mismos términos
previstos en los artículos 353 (Lista de testigos), 355
(Informes de peritos), 356 (Documentos y prueba mate-
rial) y 420 (Defensa y declaración del imputado); 

El escrito del imputado o su defensor se notificará a las
partes dentro de las veinticuatro horas siguientes.

Artículo 363. Contestación del Ministerio Público

Dentro de los cinco días siguientes de haber recibido las
objeciones y la lista de medios de prueba del imputado y su
defensor, el Ministerio Público y el acusador coadyuvante,
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en su caso, lo contestarán en forma escrita y formularán
objeciones si las tuvieren, asimismo, podrá ofrecer otras
pruebas únicamente con el fin de contradecir las pruebas
aportadas por la defensa. 

Artículo 364. Deber de las partes

Las promociones de las partes deberán acompañarse con
cuantas copias sean necesarias para realizar la notificación
a los demás intervinientes en el proceso. 

Artículo 365. Excepciones.

El imputado podrá plantear las excepciones de previo y es-
pecial pronunciamiento siguientes:

I. Incompetencia;

II. Litispendencia;

III. Cosa juzgada;

IV. Falta de autorización para proceder penalmente o de
algún otro requisito de procedibilidad, cuando la Cons-
titución o la ley así lo exigen; y

V. Extinción de la acción penal.

Artículo 366. Excepciones en la audiencia de debate de
juicio oral.

Si las cuestiones previstas en las fracciones III y V del ar-
tículo anterior no fueren deducidas para ser discutidas en la
audiencia intermedia, ellas podrán ser planteadas en la au-
diencia de debate de juicio oral.

Sección II
Desarrollo de la Audiencia

Artículo 367. Oralidad.

La audiencia intermedia será dirigida por el Juez de Con-
trol y se desarrollará oralmente.

Artículo 368. Comparecencia del Ministerio Público,
del acusador coadyuvante y del defensor.

La presencia ininterrumpida del Juez de Control, del Mi-
nisterio Público y del defensor constituye un requisito de
validez de la audiencia.

La falta de comparecencia del Ministerio Público o del de-
fensor público, en su caso, será comunicada de inmediato
por el Juez a sus superiores para que los sustituya cuanto
antes. Si la falta de comparecencia es de un defensor parti-
cular, el Juez designará un defensor público al imputado y
dispondrá la suspensión de la audiencia por un plazo razo-
nable conforme a las circunstancias del caso. 

Si falta el acusador coadyuvante la audiencia no se suspen-
derá y se tomará en cuenta su promoción escrita.

Artículo 369. Resumen de las posiciones de las partes

Al inicio de la audiencia, cada parte hará una exposición
sintética de su posición.

Artículo 370. Resolución de excepciones.

Si el imputado plantea excepciones de las previstas en el
artículo 365 (excepciones), el Juez abrirá debate sobre el
tema. Asimismo, de estimarlo pertinente, podrá permitir
durante la audiencia la presentación de las pruebas que es-
time relevantes.

El Juez resolverá de inmediato las cuestiones de incompe-
tencia, litispendencia y falta de autorización para proceder.

Tratándose de la extinción de la acción penal y de cosa juz-
gada, el Juez podrá atender la que se haya deducido y de-
cretar el sobreseimiento, siempre que el fundamento de la
decisión se encuentre suficientemente justificado en los an-
tecedentes de la investigación o en las pruebas desahoga-
das en la audiencia. En caso contrario, dejará la resolución
de la excepción planteada para la audiencia de debate de
juicio oral. 

Artículo 371. Acuerdos probatorios.

Durante la audiencia, las partes podrán solicitar conjunta-
mente al Juez que dé por acreditados ciertos hechos, los
cuales se tendrán por ciertos y no podrán ser discutidos en
el juicio.

El Juez autorizará el acuerdo probatorio, siempre y cuando
lo considere justificado por existir antecedentes de la in-
vestigación con los que se acredite la certeza del hecho. 

En estos casos, el Juez indicará en el auto de apertura del
juicio los hechos que se tengan por acreditados, a los cua-
les deberá estarse durante la audiencia de debate.
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Artículo 372. Debate acerca de las pruebas ofrecidas
por las partes.

Durante la audiencia intermedia cada parte podrá clarificar
y ampliar los fundamentos de las solicitudes, observacio-
nes y planteamientos que hubieren formulado por escrito,
con relación a las pruebas ofrecidas por las demás, para los
fines de exclusión. 

A instancia de cualquiera de las partes, podrán desahogar-
se en la audiencia medios de prueba encaminados a de-
mostrar la ilicitud de alguno de los ofertados por la contra-
parte.

Artículo 373. Exclusión de pruebas para la audiencia de
debate.

El Juez, luego de examinar las pruebas ofrecidas y escu-
char a las partes que comparezcan a la audiencia, ordenará
fundadamente que se excluyan de ser rendidas aquellas
pruebas manifiestamente impertinentes, las que tengan por
objeto acreditar hechos públicos y notorios y las que este
Código determina como inadmisibles. 

Si estima que la aprobación en los mismos términos en que
las pruebas testimonial y documental hayan sido ofrecidas,
produciría efectos puramente dilatorios en la audiencia de
debate, dispondrá también que la parte que las ofrezca re-
duzca el número de testigos o de documentos, cuando me-
diante ellos desee acreditar los mismos hechos o circuns-
tancias que no guarden pertinencia sustancial con la
materia que se someterá a juicio. El juzgador podrá deter-
minar cuántos peritos deban intervenir, según la importan-
cia del caso y la complejidad de las cuestiones por resolver,
después de escuchar a las partes o podrá limitar su número
cuando resulten excesivos y pudieran entorpecer la realiza-
ción del juicio.

Del mismo modo, el Juez excluirá las pruebas que proven-
gan de actuaciones o diligencias que hayan sido declaradas
nulas y aquéllas que hayan sido obtenidas con inobservan-
cia de derechos fundamentales. Asimismo, en los casos de
delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicose-
xual, el juez de control excluirá la prueba que pretenda ren-
dirse sobre la conducta sexual anterior o posterior de la víc-
tima, a menos que sea manifiestamente justificado; en
estos casos, se adoptarán las medidas de protección ade-
cuadas para la víctima.

Las demás pruebas que se hayan ofrecido serán admitidas
por el Juez de control al dictar el auto de apertura de juicio
oral.

Artículo 374. Unión o separación de procesos

Si las partes han solicitado o planteado objeciones a la acu-
mulación de varias hechos delictivos en una sola acusación
o solicitado la acumulación de varias acusaciones en con-
tra de un imputado en un solo proceso, el juez decidirá la
cuestión después de escuchar a las partes, siempre toman-
do en cuenta las reglas de conexidad de este Código, los
derechos de defensa, el desarrollo del proceso y las posibi-
lidades de provocar decisiones contradictorias. 

Las mismas reglas se aplicarán si el Ministerio Público ha
formulado diversas acusaciones contra varios imputados,
por el mismo hecho o hechos conexos.

Artículo 375. Resolución de apertura de juicio

Al finalizar la audiencia, el Juez dictará el auto de apertu-
ra de juicio. Esta resolución deberá indicar:

I. El Tribunal competente para celebrar la audiencia de
juicio oral; 

II. Los imputados que deberán ser sujetos del juicio;

III. La o las acusaciones que deberán ser objeto del jui-
cio y las correcciones formales que se hubieren realiza-
do en ellas;

IV. Los hechos que se dieren por acreditados; 

V. Las pruebas que deberán producirse en el juicio y las
que deban de desahogarse en la audiencia de individua-
lización de las sanciones y de reparación de daño; y

VI. La individualización de quienes deban ser citados a
la audiencia de debate, con mención de los testigos y pe-
ritos a los que deba pagarse anticipadamente sus gastos
de traslado y habitación y los montos respectivos, sin
perjuicio de que esto último pueda disponerse también
en la fase de juicio.
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Capítulo XVII
Juicio

Sección I
Disposiciones Generales

Artículo 376. Restricción judicial

Los jueces que en el mismo asunto hayan intervenido en
las etapas preliminares del proceso, estarán impedidos pa-
ra conocer del juicio oral.

Artículo 377. Derecho de asistencia del imputado

El imputado tendrá siempre el derecho de asistir a la au-
diencia de juicio, a menos que solicite no estar presente y
el juez lo autorice, o bien cuando éste así lo ordene en los
supuestos autorizados por este código. 

Artículo 378. Oralidad

El debate será oral, tanto en lo relativo a los alegatos y ar-
gumentos de todas las partes, como en todas las declara-
ciones, la recepción de las pruebas y, en general, a toda in-
tervención de quienes participen en él, con las salvedades
previstas en la ley.

Las decisiones del presidente y las resoluciones del Tribu-
nal serán dictadas verbalmente, con expresión de sus fun-
damentos y motivos cuando el caso lo requiera, quedando
todos notificados por su emisión, pero su parte dispositiva
constará luego en el acta del debate.

Artículo 379. Fecha, lugar, integración y citaciones

El Juez de Control hará llegar la resolución de apertura del
juicio al Tribunal competente, dentro de las cuarenta y
ocho horas siguientes a su notificación. También pondrá a
su disposición a las personas sometidas a prisión preventi-
va u otras medidas cautelares personales.

Una vez radicado el proceso ante el Tribunal de Juicio
Oral, el Juez que lo presida decretará, previa consulta con
las partes, la fecha para la celebración de la audiencia de
debate de juicio oral, la que deberá tener lugar no antes de
quince ni después de sesenta días naturales desde dicha ra-
dicación. Indicará también, en su caso, el nombre de los
jueces que integrarán el Tribunal y ordenará la citación de
todos los obligados a asistir. Si el imputado se encuentra en

libertad deberá ser citado, por lo menos, con siete días de
anticipación al comienzo de la audiencia.

Sección II
Principios

Artículo 380. Principios

El juicio se realizará sobre la base de la acusación y asegu-
rará la concreción de los principios de publicidad, contradic-
ción, concentración, continuidad, inmediación e igualdad.

Artículo 381. Publicidad

El debate del juicio oral será público. Excepcionalmente,
aún de oficio, el órgano jurisdiccional podrá resolver que se
desarrolle a puertas cerradas, total o parcialmente, cuando:

I. Pueda afectar la integridad personal de los miembros
del Tribunal, de alguna de las partes, o de alguna perso-
na citada para participar en él;

II. El orden o la seguridad pública puedan verse grave-
mente afectados;

III. Peligre un secreto oficial, particular, comercial o in-
dustrial, cuya revelación indebida sea punible;

IV. Esté previsto específicamente en la ley; o

V. Cuando el órgano jurisdiccional estime que existan
razones fundadas para justificarlo.

La resolución será fundada y constará en el registro del de-
bate de juicio oral. Desaparecida la causa, se permitirá in-
gresar nuevamente al público y quien presida el debate in-
formará brevemente sobre el resultado esencial de los actos
cumplidos a puertas cerradas, cuidando de no afectar el
bien protegido por la reserva. 

El juzgador podrá imponer a las partes el deber de reserva
sobre aquellas circunstancias que han presenciado, deci-
sión que constará en el registro del debate de juicio oral.

Artículo 382. Asistencia de los medios de comunicación

Los representantes de los medios de comunicación que ex-
presen su voluntad de presenciar la audiencia tendrán un
privilegio de asistencia frente al público; pero la transmi-
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sión simultánea, oral o audiovisual de la audiencia o su
grabación con esos fines, requieren la autorización previa
del órgano jurisdiccional y el consentimiento del imputado
y de la víctima u ofendido, si estuviere presente.

El juzgador podrá restringir o prohibir, mediante resolu-
ción fundada, la grabación, fotografía, o reproducción de la
audiencia, cuando puedan resultar afectados algunos de los
intereses señalados en este artículo o cuando se limite el
derecho del imputado o de la víctima u ofendido a un jui-
cio imparcial y justo.

Artículo 383. Restricciones para el acceso

Los asistentes a la audiencia deberán guardar orden y per-
manecer en silencio mientras no estén autorizados para ex-
poner o responder a las preguntas que se les formulen. No
podrán portar armas u otros elementos aptos para inte-
rrumpir el desarrollo de la audiencia, ni manifestar de cual-
quier modo opiniones.

Se negará el acceso a cualquier persona que se presente en
forma incompatible con la seriedad y los propósitos de la
audiencia. Se prohibirá el ingreso a miembros de las fuer-
zas armadas o de seguridad que porten uniformes, salvo
que éstos últimos cumplan funciones de vigilancia o custo-
dia. Del mismo modo, les está vedado el ingreso a la sala
de audiencia a personas que porten distintivos gremiales o
partidarios.

El Juez que presida el debate podrá limitar el ingreso del
público a una cantidad determinada de personas, según las
posibilidades de la sala de audiencia.

Artículo 384. Inmediación

El debate del juicio oral se realizará con la presencia inin-
terrumpida del juez o de los miembros del Tribunal y de las
demás partes en el proceso, de sus defensores y de sus re-
presentantes. El imputado no podrá retirarse de la audien-
cia sin permiso del órgano jurisdiccional.

Artículo 385. Ausencia del acusador coadyuvante

Si el acusador coadyuvante o su representante no concu-
rren al debate o se retiran de la audiencia, la misma conti-
nuará sin su presencia, pero podrá obligársele a compare-
cer en calidad de testigo. 

Artículo 386. Incomparecencia del defensor o el Minis-
terio Público

Si el defensor sin justa causa no comparece al debate o se
aleja de la audiencia, se considerará abandonada la defen-
sa y se procederá a su reemplazo inmediato por un defen-
sor público, hasta en tanto el imputado designe un defensor
de su elección, conforme a las reglas respectivas de este
código.

Si el Ministerio Público no comparece al debate o se aleja
de la audiencia sin causa justificada, se procederá a su re-
emplazo inmediato, según los mecanismos que determine
la Procuraduría General de la República. 

El Ministerio Público sustituto o el nuevo defensor, podrán
solicitar al órgano jurisdiccional que aplace el inicio de la
audiencia por un plazo razonable para la adecuada prepa-
ración de su intervención en juicio. 

El nuevo defensor podrá solicitar la repetición de los actos
realizados, cuando lo considere necesario para una adecua-
da defensa del imputado. 

Sólo de manera excepcional, el juez ordenará la repetición
de los actos realizados, cuando no sea posible imponerse
de las actuaciones realizadas con base en los registros de la
audiencia.

El juzgador resolverá estas peticiones considerando la
complejidad del caso, las circunstancias del abandono y las
posibilidades de aplazamiento. 

Artículo 387. Continuidad

La audiencia del juicio se desarrollará en forma continua y
podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclu-
sión. Para estos efectos, constituirán sesiones sucesivas
aquellas que tuvieren lugar en el día siguiente o subsi-
guiente de funcionamiento ordinario del Tribunal. 

El presidente ordenará los aplazamientos que se requieran,
indicando la hora en que continuará el debate. Será consi-
derado un aplazamiento el descanso de fin de semana o el
día feriado o de asueto, siempre que el debate continúe al
día hábil siguiente.
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Artículo 388. Suspensión

Excepcionalmente la audiencia de debate de juicio oral po-
drá suspenderse hasta por un plazo de veintiún días hábiles
cuando:

I. Se deba resolver una cuestión incidental que no pue-
da, por su naturaleza, resolverse inmediatamente;

II. Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de
audiencias, incluso cuando una revelación inesperada
torne indispensable una investigación suplementaria y
no sea posible cumplir los actos en el intervalo de dos
sesiones;

III. No comparezcan testigos, peritos o intérpretes, sea
necesario citarlos y resulte imposible o inconveniente
continuar el debate hasta que ellos comparezcan, inclu-
so coactivamente, por medio de la fuerza pública;

IV. Algún Juez o el imputado se enfermen a tal extremo
que no puedan continuar interviniendo en el debate;

V. El defensor, el acusador coadyuvante o su represen-
tante, no puedan ser reemplazados inmediatamente en
caso de que enfermen gravemente, fallezcan, o sufran
incapacidad que impida su participación en el debate; 

VI. El defensor lo solicita en el caso de que el Ministe-
rio Público haya reclasificado jurídicamente los hechos
en el alegato de apertura o clausura; o

VII. Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario tor-
ne imposible su continuación.

El Tribunal verificará la autenticidad de la causal de sus-
pensión invocada. De autorizar la suspensión anunciará el
día y la hora en que continuará la audiencia, lo cual valdrá
como citación para todos los presentes. Antes de comenzar
la nueva audiencia, quien la presida resumirá brevemente
los actos cumplidos con anterioridad. 

Los jueces y el Ministerio Público podrán intervenir en
otros debates durante el plazo de suspensión. 

Si la audiencia de debate de juicio oral no se reanuda a más
tardar veintiún días después de la suspensión, se conside-
rará interrumpida y deberá ser reiniciada, previa declara-
ción de nulidad de lo actuado en ella. 

Sección III
Dirección y Disciplina

Artículo 389. Dirección del debate de juicio oral.

El Presidente del Tribunal dirigirá el debate de juicio, orde-
nará y autorizará las lecturas pertinentes, hará las adverten-
cias que correspondan, tomará las protestas legales, modera-
rá la discusión e impedirá intervenciones impertinentes. 

Cuando el Tribunal sea colegiado y alguna de las partes en
el debate se queje, por vía de revocación, de una disposi-
ción del Presidente, los jueces decidirán por mayoría de in-
mediato.

Artículo 390. Disciplina en la audiencia

El Juez que presida el debate de juicio oral ejercerá el po-
der de disciplina en la audiencia y cuidará que se manten-
ga el buen orden y de exigir que se guarde el respeto y con-
sideraciones debidas, corrigiendo en el acto las faltas que
se cometieren, para lo cual podrá aplicar cualquiera de las
medidas previstas en el artículo 92 (Poder coercitivo judi-
cial).

Para la aplicación de las sanciones de arresto o de suspen-
sión del ejercicio de la profesión el procedimiento respec-
tivo iniciará una vez concluido el juicio oral, sin perjuicio
de que se pueda expulsar al infractor de inmediato en caso
de que sea necesario.

Si el infractor fuere el Ministerio Público, su defensor, la
víctima u ofendido o representante, y fuere necesario ex-
pulsarlos de la sala de audiencia, se aplicarán las reglas
conducentes para el caso de su ausencia.

Si el infractor fuere el imputado, será trasladado bajo cus-
todia a una sala próxima en la que pueda escuchar el des-
arrollo de la audiencia y representado para todos los efec-
tos por su defensor. Cuando sea necesario para el
desarrollo de la audiencia se le hará comparecer para la re-
alización de actos particulares en los cuales su presencia
resulte imprescindible. 

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no po-
drá ser sancionado con multa mayor del importe de su jor-
nal o salario de un día. Cuando se trate de trabajadores no
asalariados, la multa no excederá del equivalente a un día
de su ingreso.
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En caso de que, a pesar de las medidas adoptadas, no pue-
da reestablecerse el orden, quien preside la audiencia la
suspenderá hasta en tanto se encuentren reunidas las con-
diciones que permitan continuar con su curso normal, sin
que se puedan sobrepasar diez días.

Sección IV
Disposiciones Generales sobre la Prueba

Artículo 391. Libertad de Prueba.

Todos los hechos y circunstancias pertinentes para la ade-
cuada solución del caso sometido a enjuiciamiento, podrán
ser probados por cualquier medio producido e incorporado
de conformidad con la ley.

Artículo 392. Exclusión de la prueba.

Los elementos de prueba no tendrán valor si han sido obte-
nidos por un medio ilícito, ni tampoco los que sean obteni-
dos como consecuencia de aquéllos. Asimismo, no podrán
ser valoradas las pruebas si no fueron incorporadas al pro-
ceso conforme a las disposiciones de este código. 

Artículo 393. Oportunidad para la desahogo de la prue-
ba.

La prueba que hubiere de servir de base a la sentencia de-
berá desahogarse durante la audiencia de debate de juicio
oral, salvo las excepciones expresamente previstas en la
ley. 

Artículo 394. Valoración de la prueba.

El tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno de
los elementos de prueba, con aplicación estricta de las re-
glas de la sana crítica. El tribunal apreciará la prueba según
su libre convicción extraída de la totalidad del debate, con-
forme a las reglas de la lógica, los conocimientos científi-
cos y las máximas de la experiencia. 

El tribunal deberá hacerse cargo en su motivación de toda
la prueba producida, incluso de aquélla que hubiere deses-
timado, indicando en tal caso las razones que hubiere teni-
do en cuenta para hacerlo. Esta motivación deberá permitir
la reproducción del razonamiento utilizado para alcanzar
las conclusiones a que llegare la sentencia. Sólo se podrá
condenar al imputado si se llega a la convicción firme de
su culpabilidad. 

Sección V
Testimonios

Artículo 395. Deber de testificar. 

Salvo disposición en contrario, toda persona tendrá la obli-
gación de concurrir al llamamiento judicial y de declarar la
verdad de cuanto conozca, aportar todos los objetos y do-
cumentos relevantes al esclarecimiento de los hechos y
contestar cuanto le sea preguntado; asimismo, no deberá
ocultar hechos, circunstancias ni elementos.

El testigo no estará en la obligación de declarar sobre he-
chos que le puedan deparar responsabilidad penal.

Si después de comparecer se niega a declarar sin causa le-
gítima, previo los apercibimientos respectivos, se le podrá
imponer multa hasta por trescientos días de salario mínimo
o arresto hasta por treinta y seis horas, y si al término del
mismo persiste en su actitud, se promoverá acción penal en
su contra por el delito de desobediencia a un mandato legí-
timo de autoridad.

Artículo 396. Citación de testigos.

Para el examen de testigos se librará orden de citación. En
los casos de urgencia, los testigos podrán ser citados por
cualquier medio que garantice la recepción de la citación,
lo cual se hará constar. Además, el testigo podrá presen-
tarse a declarar sin previa cita, siempre que su testimonio
haya sido previamente admitido en el auto de apertura a
juicio.

Si el testigo reside en un lugar lejano al asiento de la oficina
judicial y carece de medios económicos para trasladarse, se
dispondrá lo necesario para asegurar su comparecencia.

Tratándose de testigos que fueren servidores públicos y se
trate de hechos que hayan presenciado con motivo del car-
go, la dependencia en la que se desempeñen adoptará las
medidas correspondientes para garantizar su comparecen-
cia. En caso de que estas medidas irroguen gastos, correrán
a cargo de esa entidad.

Artículo 397. Comparecencia obligatoria de testigos.

Si el testigo, debidamente citado, no compareciere sin jus-
ta causa a la audiencia de debate de juicio oral, el Juez en
el acto acordará su comparecencia ordenando a la fuerza
pública su localización e inmediata presentación a la sede
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de la audiencia, sin que sea necesario enviar nueva cita o
agotar previamente algún otro medio de apremio. La re-
nuencia a comparecer a la audiencia motivará la imposi-
ción de arresto hasta por treinta y seis horas, al cabo de las
cuales, si persiste su negativa, se le dará vista al Ministerio
Público.

Las autoridades están obligadas a auxiliar oportuna y dili-
gentemente al Juez para garantizar la comparecencia obli-
gatoria de los testigos. El Juez podrá emplear contra las au-
toridades los medios de apremio que establece este Código
en caso de incumplimiento o retardo a sus determinacio-
nes.

Artículo 398. Facultad de abstención.

Salvo que fueren denunciantes, podrán abstenerse de de-
clarar el cónyuge, concubina o concubinario o la persona
que hubiere vivido de forma permanente con el imputado
durante, por lo menos, dos años anteriores al hecho, el tu-
tor, el curador o el pupilo del imputado y sus ascendientes,
descendientes o parientes colaterales hasta el tercer grado
de consanguinidad o civil y segundo de afinidad.

Deberá informarse a las personas mencionadas de la facul-
tad de abstención antes de declarar, pero si aceptan rendir
testimonio, no podrán negarse a contestar las preguntas
formuladas.

Artículo 399. Deber de guardar secreto.

Es inadmisible el testimonio de personas que, respecto del
objeto de su declaración, tengan el deber de guardar secre-
to, con motivo del conocimiento en razón del oficio o pro-
fesión, así como los funcionarios públicos sobre informa-
ción que no es susceptible de divulgación según las leyes
de la materia.

Sin embargo, estas personas no podrán negar su testimonio
cuando sean liberadas por el interesado del deber de guar-
dar secreto.

En caso de ser citadas, deberán comparecer y explicar el
motivo del cual surge la obligación de guardar secreto y de
abstenerse de declarar.

Artículo 400. Forma de la declaración.

Antes de comenzar la diligencia, el testigo será instruido
acerca de sus obligaciones y de las responsabilidades por

su incumplimiento; se le tomará protesta de decir verdad,
se le apercibirá sobre las penas en que incurre quien decla-
ra falsamente ante la autoridad judicial y será interrogado
sobre su nombre, apellido, estado civil, profesión y domi-
cilio. 

A los menores de doce años sólo se les exhortará para que
se conduzcan con la verdad.

Si el testigo teme por su integridad física o la de alguien
con quien habite, podrá autorizársele para no indicar públi-
camente su domicilio y se tomará nota reservada de éste,
quedando prohibida su divulgación, pero la identidad del
testigo no podrá ocultársele al imputado ni se le eximirá de
comparecer en juicio. 

Artículo 401. Excepciones a la obligación de compare-
cencia.

Podrán rendir testimonio y ser examinadas por teleconfe-
rencia o medios similares, con las mismas formalidades del
juicio, las siguientes personas:

I El Presidente de la República; los Secretarios de Esta-
do de la Federación; los Diputados y Senadores del
Congreso de la Unión; los Ministros de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación; el Procurador General de la
República;

II. Los Gobernadores de las entidades federativas y el
Jefe de Gobierno del Distrito Federal; 

III. Los extranjeros que gozaren en el país de inmunidad
diplomática, de conformidad con los tratados vigentes
sobre la materia, y

IV Los que, por enfermedad grave u otro impedimento
calificado por el Tribunal, se hallaren en imposibilidad
de hacerlo.

Si las personas enumeradas en las fracciones anteriores de-
searen rendir testimonio en los términos generales que se-
ñala este código, se les permitirá hacerlo. 

Artículo 402. Testimonios especiales.

Cuando deba recibirse testimonio de menores de edad, víc-
timas de los delitos de violación o secuestro, sin perjuicio
de la fase en que se encuentre el proceso, el juzgador podrá
ordenar su recepción en sesión privada y con el auxilio de
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familiares o peritos especializados. Para estas diligencias
deberán utilizarse las técnicas audiovisuales adecuadas. 

Estos procedimientos especiales deberán llevarse a cabo
sin afectar el derecho a la confrontación y a la defensa.

Artículo 403. Protección a los testigos.

El Tribunal, en casos graves y calificados, podrá disponer
medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del
testigo. Dichas medidas durarán el tiempo razonable que el
Tribunal dispusiere y podrán ser renovadas cuantas veces
fuere necesario.

De igual forma, el Ministerio Público adoptará las medidas
que fueren procedentes para conferir al testigo, antes o des-
pués de prestadas sus declaraciones, la debida protección. 

En caso necesario, los peritos y otros terceros que deban
intervenir en el procedimiento para efectos probatorios, po-
drán pedir a la autoridad correspondiente que adopte medi-
das tendientes a que se les brinde la protección prevista pa-
ra los testigos.

Sección VI
Peritajes

Artículo 404. Obligación de peritos

Con independencia de que rindan su peritaje por escrito,
los peritos deberán comparecer a la audiencia de juicio pa-
ra presentar oralmente un resumen de su informe y ser exa-
minados por las partes. Los peritos no podrán ser recusa-
dos. 

Durante la audiencia del juicio oral, a los peritos podrán di-
rigírseles preguntas orientadas a determinar su imparciali-
dad e idoneidad, así como el rigor técnico o científico de
sus conclusiones. 

Sección VII
Prueba Documental

Artículo 405. Concepto de documento. 

Se considerará documento a todo soporte material que con-
tenga información sobre algún hecho, aunque carezca de
suscripción.

Artículo 406. Documento auténtico. 

Salvo prueba en contrario, se considerarán auténticos los
documentos públicos suscritos por quien tenga competen-
cia para expedirlos o certificarlos.

Artículo 407. Métodos de autenticación e identificación. 

La autenticidad e identificación de los documentos no
mencionados en el artículo que antecede, se probará por
métodos como los siguientes:

I. Reconocimiento de la persona que lo ha elaborado,
manuscrito, mecanografiado, impreso, firmado o produ-
cido; 

II. Reconocimiento del representante de una empresa u
organización de actividades comerciales o de otra natu-
raleza, que hubiere emitido el documento;

III. Reconocimiento de la parte contra la cual se aduce;

IV. Mediante certificación expedida por la entidad certi-
ficadora de firmas digitales de personas físicas o mora-
les o,

V. Mediante informe de experto en la respectiva disci-
plina. 

Artículo 408. Criterio general. 

Cuando se exhiba copia de un documento con el propósito
de ser valorado como prueba y resulte admisible, deberá
presentarse el original del mismo como mejor evidencia de
su contenido.

Artículo 409. Excepciones a la regla de la mejor eviden-
cia. 

Se exceptúan de lo anterior:

I. Los documentos públicos, o los duplicados auténti-
cos;

II. Los documentos cuyo original se hubiere extraviado
o que se encuentran en poder de uno de los intervinien-
tes;

III. Los documentos voluminosos y sólo se requiere una
parte o fracción de los mismos; y,
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IV. Los documentos cuyo original se acuerde no es ne-
cesario presentar.

Lo anterior no es óbice para aquellos casos en que resulte
indispensable la presentación del original del documento,
cuando se requiera para la realización de estudios técnicos
especializados, o forme parte de la cadena de custodia.

Sección VIII
Otros Medios de Prueba

Artículo 410. Exhibición de prueba material

Previa su incorporación al proceso, los objetos y otros ele-
mentos de convicción podrán ser exhibidos al imputado, a
los testigos y a los peritos, para que los reconozcan o in-
formen sobre ellos.

Artículo 411. Inspección y reconstrucción del Tribunal
de Juicio

Cuando la solicitud de inspección o reconstrucción del Tri-
bunal de Juicio hubiese sido aceptada, quien presida el de-
bate ordenará las medidas necesarias para llevar a cabo el
acto. Si el acto se debe realizar fuera del lugar de la au-
diencia, el presidente deberá informar sumariamente las di-
ligencias realizadas cuando se regrese a la sala del debate.

Artículo 412. Otros elementos de prueba

Además de los previstos en este código, podrán utilizarse
otros medios probatorios distintos, siempre que no supri-
man las garantías y facultades de las personas, ni afecten el
sistema institucional. La forma de su incorporación al pro-
ceso se adecuará al medio de prueba más análogo a los pre-
vistos en este código.

Capítulo XVIII
Audiencia de Debate de Juicio Oral

Sección I
Desarrollo de la Audiencia

Artículo 413. Apertura de la audiencia.

El día y hora fijados, el Tribunal se constituirá en la sala de
audiencias con la asistencia del Ministerio Público, del im-
putado, de su defensor y los demás intervinientes, y decla-
rará abierto el juicio. 

El imputado asistirá a la audiencia de debate libre en su
persona, pero el Juez que presida podrá disponer las medi-
das necesarias para impedir que se sustraiga a la acción de
la justicia o para resguardar la seguridad y el orden. 

El juez que presida señalará las acusaciones que deberán
ser objeto del juicio contenidas en el auto de apertura de
juicio oral y advertirá al imputado que deberá estar atento
a lo que oirá. 

El Tribunal preguntará a las partes si los testigos, peritos,
intérpretes y demás personas que hubieren sido citadas a la
audiencia están disponibles. Acto seguido, dispondrá las
medidas para que los testigos presentes que deban testifi-
car, no se comuniquen entre sí y permanezcan en una sala
contigua hasta que sean llamados para rendir su declara-
ción. 

A solicitud fundada del Ministerio Público o del defensor,
el Tribunal podrá permitir que peritos, agentes de la policía
u otras personas que comparezcan en calidad de testigos,
permanezca en la sala de audiencias durante un período es-
pecificado mientras funjan como consultores técnicos.

Cuando un testigo o perito no se encuentre presente al ini-
ciar la audiencia, pero haya sido debidamente notificado
para asistir en una hora posterior y se tenga la certeza de
que comparecerá, el debate podrá iniciarse. 

Artículo 414. Incidentes en la audiencia de debate de
juicio oral.

Los incidentes promovidos en el transcurso de la audiencia
de debate de juicio oral se resolverán inmediatamente por
el Tribunal, salvo que por su naturaleza sea necesario sus-
pender la audiencia. Las decisiones que recayeren sobre es-
tos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno.

Si durante el desarrollo de la audiencia de debate de juicio
oral, alguna de las partes promoviera el sobreseimiento o el
Ministerio Público se desistiera de la acusación, el Tribu-
nal resolverá lo conducente en la misma audiencia, confor-
me lo dispone el artículo 329. (Sobreseimiento)

El Tribunal podrá desechar de plano la petición de sobre-
seimiento planteada por el imputado por notoriamente im-
procedente o reservar su decisión para el dictado de la sen-
tencia definitiva. 
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Artículo 415. División del debate único

Si la acusación tuviere por objeto varios hechos punibles
atribuidos a uno o más imputados, el Tribunal podrá dispo-
ner, a solicitud del Ministerio Público, que los debates se
lleven a cabo separadamente, pero en forma continua. En
este caso, el Tribunal podrá resolver sobre la culpabilidad
al finalizar el debate sobre cada hecho punible.

Artículo 416. Reclasificación jurídica.

En el curso del juicio oral pero antes del desahogo de la
prueba de la defensa, el Ministerio Público podrá plantear
una clasificación jurídica distinta de los hechos a la invo-
cada en su escrito de acusación. En tal caso, con relación a
la nueva clasificación jurídica planteada, el Presidente da-
rá al acusado y su defensor inmediatamente oportunidad de
expresarse al respecto, y les informará sobre su derecho a
pedir la suspensión del debate para ofrecer nuevas pruebas
o preparar su intervención. Cuando este derecho sea ejerci-
do, el Tribunal suspenderá el debate por un plazo que, en
ningún caso, podrá ser superior al establecido para la sus-
pensión del debate previsto por este Código.

Artículo 417. Corrección de errores.

La corrección de simples errores formales o la inclusión de
alguna circunstancia que no modifica esencialmente la im-
putación ni provoca indefensión, se podrá realizar durante
la audiencia, sin que sea considerada una ampliación de la
acusación.

Artículo 418. Alegatos de apertura

Una vez abierto el debate, el juez concederá la palabra al
Ministerio Público y, en su caso, al acusador coadyuvante,
para que expongan la acusación y una descripción sumaria
de las pruebas que utilizará para demostrarla. Posterior-
mente, se ofrecerá la palabra al defensor, quien podrá ex-
poner los fundamentos en que base su defensa.

Artículo 419. Orden de recepción de las pruebas en la
audiencia de juicio oral

Cada parte determinará el orden en que rendirá su prueba,
correspondiendo recibir primero la ofrecida por el Ministe-
rio Público y el acusador coadyuvante, y luego la ofrecida
por el imputado. 

Artículo 420. Defensa y declaración del imputado

El imputado tendrá derecho a declarar cuantas veces quie-
ra cuando la defensa esté presentando su caso y desaho-
gando su prueba. En ese supuesto, el Juez que presida le
permitirá que lo haga libremente o a preguntas de su de-
fensor. 

Si el imputado declara, podrá ser contrainterrogado por el
Ministerio Público y el acusador coadyuvante, siempre que
el contrainterrogatorio se limite a lo declarado, sin perjui-
cio de su derecho de abstención. 

El Juez podrá formularle preguntas destinadas a aclarar sus
dichos.

Artículo 421 Peritos y testigos en la audiencia de juicio
oral. 

Durante la audiencia, los peritos y testigos deberán ser in-
terrogados personalmente. Su declaración personal no po-
drá ser sustituida por la lectura de los registros en que cons-
taren anteriores declaraciones o de otros documentos que
las contuvieren.

El Juez que presida el debate identificará al perito o testi-
go, le tomará protesta de conducirse con verdad y le ad-
vertirá de las penas que se imponen si se incurre en false-
dad de declaraciones.

La declaración de los testigos y peritos se sujetará al inte-
rrogatorio de las partes. Los interrogatorios serán realiza-
dos, en primer lugar, por la parte que hubiere ofrecido la
respectiva prueba y luego por las restantes. Si en el juicio
interviniere el acusador coadyuvante, o el mismo se reali-
zare contra dos o más imputados, se concederá sucesiva-
mente la palabra al Ministerio Público, a dicho acusador, o
a cada uno de los defensores de los imputados, según co-
rresponda.

Finalmente, los miembros del Tribunal podrán formular
preguntas al testigo o perito con el fin de aclarar sus dichos.

Los testigos no podrán comentar entre sí, ni con terceros,
las incidencias del caso. Salvo que se trate de la víctima u
otro testigo autorizado por el Tribunal, los testigos, tampo-
co podrán ver, oír o ser informados de lo que ocurriere en
la audiencia.
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Artículo 422. Métodos de interrogación. 

En sus interrogatorios, las partes que hubieren presentado
a un testigo o perito no podrán formular sus preguntas de
tal manera que ellas sugirieren la respuesta de los temas de
fondo materia del debate.

Si en el curso del interrogatorio el testigo se muestra reacio
a contestar las preguntas de la parte que lo ofrece, ésta po-
drá solicitar al juez que presida el debate su autorización
para considerar al testigo como hostil y formular preguntas
sugestivas.

El contrainterrogatorio de la contraparte se limitará a las
cuestiones sobre las que versó el examen directo y a cues-
tiones sobre la credibilidad del declarante. No obstante si el
declarante tiene otra información relevante que la contra-
parte quiere introducir, el juez podrá autorizar la amplia-
ción de las preguntas, siempre que ésta se haga con las re-
glas del interrogatorio directo. En este caso la parte que
ofrece al declarante podrá contrainterrogar sobre la infor-
mación vertida. 

Durante el contrainterrogatorio, las partes podrán confron-
tar al perito o testigo con sus propios dichos u otras versio-
nes de los hechos presentados en el juicio.

Después del contrainterrogatorio, el Tribunal podrá autori-
zar un reinterrogatorio y un recontrainterrogatorio de los
testigos y peritos, con las limitaciones señaladas en el pá-
rrafo tercero de este artículo.

En ningún caso se admitirán preguntas engañosas, ambiguas
o aquellas que incluyan más de un solo hecho, así como
aquéllas destinadas a coaccionar al testigo o perito, ni las que
fueren formuladas en términos poco claros para ellos.

Estas normas se aplicarán al imputado cuando acepte de-
clarar.

Las decisiones del Tribunal al respecto no admitirán recur-
so alguno.

Artículo 423. Objeciones. 

La parte que no está interrogando, podrá objetar la pregun-
ta del interrogador cuando viole alguna de las normas que
regulan los interrogatorios o incurra en alguna de las pro-
hibiciones. El juez, después de escuchar a las partes, deci-
dirá si la objeción es fundada.

Artículo 424. Nueva comparecencia

A solicitud de alguna de las partes, el Tribunal podrá auto-
rizar que algún testigo o perito que ya hubiere declarado en
la audiencia, comparezca nuevamente para ser interrogado
por aquéllas, con el propósito de introducir información
relevante para la decisión del caso. Para tales efectos, des-
pués de su primera declaración, el testigo o perito será ad-
vertido de la posibilidad de una nueva comparecencia y de
su deber de mantenerse disponible en caso de que sea ci-
tado.

Artículo 425. Lectura de declaraciones anteriores en la
audiencia de debate de juicio oral.

Podrán introducirse al juicio oral, previo su lectura o re-
producción, los registros en que constaren anteriores de-
claraciones o informes de testigos, peritos o imputados,
cuando:

Existan testimonios que se hayan recibido conforme a las
reglas de la prueba anticipada, sin perjuicio de que las par-
tes exijan la comparecencia personal del testigo o experto,
cuando sea posible; 

La no comparecencia de los testigos, peritos o coimputa-
dos, fuere atribuible al propio imputado; o

Se trate de registros o dictámenes que todas las partes
acuerden incorporar al juicio, con aprobación del Tribunal.

Artículo 426. Lectura para apoyo de memoria y supe-
ración de contradicciones en la audiencia de debate de
juicio oral.

Durante el interrogatorio al imputado, testigo o perito, se
les podrá leer parte de sus declaraciones anteriores o docu-
mentos por ellos elaborados, cuando fuere necesario para
ayudar a la memoria o para demostrar o superar contradic-
ciones, o con el fin de solicitar las aclaraciones pertinentes.

Artículo 427. Lectura o exhibición de documentos, ob-
jetos y otros medios. 

Los documentos serán leídos y exhibidos en el debate, con
indicación de su origen. Los objetos que constituyeren evi-
dencia deberán ser exhibidos y podrán ser examinados
por las partes. Las grabaciones, los elementos de prueba
audiovisuales, computacionales o cualquier otro de carác-
ter electrónico, apto para producir fe, se reproducirán en la
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audiencia por cualquier medio idóneo para su percepción
por los asistentes. 

El Tribunal podrá autorizar, con acuerdo de las partes, la
lectura o reproducción parcial o resumida de los medios de
prueba mencionados o en los supuestos a que se refieren
los artículos 412 (otros elementos de prueba) y 425 (Lec-
tura de declaraciones anteriores en la audiencia de debate
de juicio oral), cuando ello pareciere conveniente y se ase-
gurare el conocimiento de su contenido. Todos estos me-
dios podrán ser exhibidos al imputado, a los peritos o tes-
tigos durante sus declaraciones, para complementar su
dicho.

Artículo 428. Antecedentes de la suspensión del proceso
a prueba, acuerdos para la reparación y procedimiento
abreviado.

No se podrá invocar, dar lectura, o incorporar como medio
de prueba al juicio oral, ningún antecedente que tuviere re-
lación con la proposición, discusión, aceptación, proceden-
cia, rechazo o revocación de una suspensión del proceso a
prueba, de un acuerdo para la reparación o de la tramita-
ción de un procedimiento abreviado. Lo anterior sin per-
juicio del desahogo de prueba anticipada como condición
de procedencia de mecanismos alternativos.

Artículo 429. Prueba superveniente.

El Tribunal podrá autorizar la recepción de pruebas sobre
hechos supervenientes o de las que no fueron ofrecidas
oportunamente por alguna de las partes, cuando éstas justi-
fiquen no haber sabido de su existencia.

Si con ocasión de la rendición de una prueba surgiere una
controversia relacionada exclusivamente con su veracidad,
autenticidad o integridad, el Tribunal podrá autorizar la
presentación de nuevas pruebas destinadas a esclarecer
esos puntos, aunque ellas no hubieren sido ofrecidas opor-
tunamente y siempre que no hubiere sido posible prever su
necesidad.

En ambos casos, el medio de prueba debe ser ofrecido an-
tes de que se cierre el debate y el Juez deberá salvaguardar
la oportunidad de la contraparte del oferente de la prueba
superveniente, para preparar los contrainterrogatorios de
testigos o peritos, según sea el caso, y para ofrecer la prác-
tica de diversas pruebas encaminadas a controvertir la su-
perveniente.

Artículo 430. Constitución del Tribunal en lugar distin-
to de la sala de audiencias.

Cuando lo considerare necesario para la adecuada aprecia-
ción de determinadas circunstancias relevantes del caso, el
Tribunal podrá constituirse en un lugar distinto de la sala
de audiencias, manteniendo todas las formalidades propias
del juicio.

Artículo 431. Alegatos de clausura y cierre del debate

Concluida la recepción de las pruebas, el Juez Presidente
otorgará sucesivamente la palabra al Ministerio Público, al
acusador coadyuvante y al defensor, para que expongan
sus alegatos. El Tribunal tomará en consideración la ex-
tensión del juicio para determinar el tiempo que concede-
rá al efecto.

Seguidamente, se otorgará al Ministerio Público y al de-
fensor la posibilidad de replicar y duplicar. La réplica sólo
podrá referirse a lo expresado por el defensor en su alega-
to de clausura y la duplica a lo expresado por el Ministerio
Público o el acusador coadyuvante en la réplica. 

Por último, se otorgará al imputado la palabra para que
manifieste lo conveniente. A continuación, se declarará ce-
rrado el debate.

Sección II
Deliberación

Artículo 432. Deliberación.

Inmediatamente después de clausurado el debate, los jue-
ces pasarán a deliberar en sesión privada y fijarán una fe-
cha para comunicar el fallo a los intervinientes. La delibe-
ración no podrá durar más de cuarenta y ocho horas ni
suspenderse salvo enfermedad grave de alguno de los jue-
ces. En este caso, la suspensión de la deliberación no podrá
ampliarse por más de diez días, luego de los cuales se de-
berá reemplazar al juez y realizar el juicio nuevamente.

Artículo 433. Estándar para fundar la decisión.

Nadie podrá ser condenado por algún delito, sino cuando el
Tribunal que lo juzgare adquiera la convicción firme, sobre
la base de la prueba producida durante el juicio oral y la ley
aplicable, de que el imputado ha cometido el delito objeto
de la acusación.
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No se podrá condenar a una persona con el solo mérito de
su propia declaración.

Artículo 434. Decisión sobre absolución o condena.

Una vez concluida la deliberación, el Tribunal se constitui-
rá nuevamente en la sala de audiencias, después de ser con-
vocadas verbalmente todas las partes, y será leída tan sólo
la parte resolutiva respecto a la absolución o condena del
imputado y el Juez relator informará, sintéticamente, los
fundamentos de hecho y de derecho que la motivaron.

Artículo 435. Fallo absolutorio y medidas cautelares.

Si la decisión es absolutoria, una vez que se comunique a
las partes, el Tribunal dispondrá en forma inmediata el le-
vantamiento de las medidas cautelares que se hubieren de-
cretado en contra del imputado, y ordenará se tome nota de
este levantamiento en todo índice o registro público y poli-
cial en el que figuren. También se ordenará la cancelación
de las garantías de comparecencia y reparación del daño
que se hubieren otorgado. 

Al pronunciarse sobre la absolución, el juez o el Tribunal
podrá diferir la redacción del fallo hasta por un plazo de
cinco días, la que será comunicada a las partes.

Artículo 436. Fallo condenatorio y medidas cautelares

Si la decisión es condenatoria, a solicitud de alguna de las
partes, el tribunal reconsiderará la idoneidad de las medi-
das cautelares a la luz de las nuevas circunstancias. 

El tribunal fijará fecha dentro de los cinco días siguientes
para la realización de la audiencia de individualización de
la pena, Durante el transcurso del plazo de cinco días, el
Tribunal deberá redactar la parte de la sentencia corres-
pondiente a la existencia del delito y la responsabilidad del
imputado.

Las partes podrán solicitar se prescinda de la audiencia de
individualización de la pena, Si el tribunal acoge la solici-
tud fijará la fecha para la lectura de la sentencia y en ella
se incluirá la individualización de la pena y la cuantifica-
ción de la reparación del daño.

Capítulo XIX
Audiencia de Individualización de la Pena

Artículo 437. Citación a la audiencia de individualiza-
ción de sanciones.

La fecha de la audiencia de individualización de las san-
ciones y reparación del daño se le notificará, en su caso, al
acusador coadyuvante, y se citará a ella a quienes deban
comparecer a la misma. 

Artículo 438. Comparecencia de las partes a la audiencia. 

A la audiencia deberán concurrir el Ministerio Público, el
imputado y su defensor. 

El acusador coadyuvante podrá asistir a la audiencia pero
si no comparece no se suspenderá. 

Artículo 439. Alegatos iníciales. 

Abierta la audiencia, se le dará el uso de la palabra al Mi-
nisterio Público para que manifieste lo que considere perti-
nente respecto a la individualización de las sanciones cuya
imposición solicitó, acerca del daño provocado por el deli-
to y su monto. Enseguida, se le dará el uso de la palabra al
acusador coadyuvante, si lo hubiere, para que señale lo que
considere conveniente respecto a los citados temas.

Posteriormente, la defensa del imputado expondrá los ar-
gumentos que funden sus peticiones y los que considere
conveniente apuntar, con relación a lo expuesto por el Mi-
nisterio Público y la víctima u ofendido. 

Artículo 440. Desahogo de pruebas. 

Expuestos los alegatos iníciales de las partes, se procederá
al desahogo de las pruebas debidamente admitidas, empe-
zando por las del Ministerio Público, después las del acu-
sador coadyuvante y concluyendo con las de la defensa. En
el desahogo de los medios de prueba serán aplicables las
normas relativas al juicio oral. 

Artículo 441. Alegatos finales. 

Desahogadas las pruebas, las partes harán sus alegatos fi-
nales. 

Después de deliberar brevemente, el Tribunal procederá a
manifestarse con respecto a la sanción a imponer al sen-
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tenciado y sobre la existencia del daño causado a la vícti-
ma u ofendido y su reparación. Asimismo, fijará las penas
y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de
las medidas alternativas a la pena de prisión o sobre su sus-
pensión, e indicará en que forma deberá, en su caso, repa-
rarse el daño. 

Finalmente, el Tribunal procederá a fijar un plazo para la
lectura íntegra de la sentencia condenatoria, dentro de los
tres días siguientes.

Capítulo XX
Sentencia

Artículo 442. Redacción de la sentencia. 

La sentencia será siempre redactada por el juez o, si se tra-
ta de un Tribunal colegiado, se designará a alguno de sus
miembros para ello. .El voto disidente será redactado por
su autor. La sentencia señalará el nombre de su redactor.

Artículo 443. Lectura de sentencia

El día y hora fijado para la lectura de la sentencia, quien
presida el juicio o el que haya sido designado al efecto, le
dará lectura integra y explicará al imputado sus contenidos.

Artículo 444. Contenido de la sentencia. 

La sentencia definitiva contendrá:

I. La mención del Tribunal y la fecha de su emisión;

II. La identificación de la víctima u ofendido y del im-
putado; 

III. La enunciación breve de los hechos y circunstancias
que hubieren sido objeto de la acusación; en su caso, los
daños y perjuicios reclamados, la pretensión reparatoria
y las defensas del imputado;

IV. La exposición clara, lógica y completa de cada uno
de los hechos que integren los elementos del delito y cir-
cunstancias que se dieren por probados y de la valora-
ción de los medios de prueba que fundamentaren dichas
conclusiones;

V. Las razones que sirvieren para calificar jurídicamen-
te cada uno de los hechos y sus circunstancias, así como
para fundar el fallo;

VI. La resolución que condene o absuelva a cada uno de
los imputados por cada uno de los delitos que la acusa-
ción les hubiere atribuido

VII. En caso de que la sentencia fuere condenatoria, la
fijación de la pena, de la reparación del daño y el mon-
to de las indemnizaciones a que hubiere lugar, y

VIII. La firma de los jueces que la hubieren dictado.

Artículo 445. Sentencia condenatoria. 

La sentencia condenatoria fijará las penas y, en su caso, se
pronunciará sobre la suspensión de las mismas y la even-
tual aplicación de alguna de las medidas alternativas a la
privación o restricción de libertad previstas en la ley.

La sentencia que condenare a una pena privativa de la li-
bertad, fijará el tiempo de detención o prisión preventiva
que deberá servir de base para su cumplimiento.

La sentencia condenatoria dispondrá también el decomiso
de los instrumentos o efectos del delito o su restitución,
cuando fuere procedente.

Cuando la prueba producida no permita establecer con cer-
teza el monto de los daños y perjuicios, o de las indemni-
zaciones correspondientes, el Tribunal podrá condenar ge-
néricamente a reparar los daños y los perjuicios y ordenar
que se liquiden en ejecución de sentencia por vía inciden-
tal, siempre que éstos se hayan demostrado, así como su
deber de repararlos.

Artículo 446. Congruencia entre sentencia condenato-
ria y acusación.

La sentencia condenatoria no podrá exceder el contenido
de la acusación. 

Título Cuarto
Procedimientos Especiales

Artículo 447. Regla general.

En los asuntos sujetos a procedimientos especiales se apli-
carán las disposiciones establecidas en este Título para ca-
da uno de ellos.

En lo no previsto y siempre que no se opongan a las pri-
meras, se aplicarán las reglas del procedimiento ordinario.
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Capítulo I
Procedimiento Abreviado

Artículo 448. Procedencia.

El procedimiento abreviado se tramitará únicamente a soli-
citud del Ministerio Público, en los casos en que el impu-
tado admita el hecho que le atribuyera aquél en su escrito
de acusación, consienta en la aplicación de este procedi-
miento y el acusador coadyuvante, en su caso, no presente
oposición fundada. 

La existencia de coimputados no impide la aplicación de
estas reglas a alguno de ellos. Se escuchará a la víctima u
ofendido de domicilio conocido, a pesar de que no se haya
constituido como acusador coadyuvante, pero su criterio
no será vinculante. La incomparecencia injustificada de la
víctima u ofendido a la audiencia no impedirá que se re-
suelva sobre la apertura del procedimiento abreviado y, en
su caso, se dicte la sentencia respectiva. 

Artículo 449. Oportunidad.

El Ministerio Público podrá presentar la acusación y soli-
citar la apertura del procedimiento abreviado en la misma
audiencia en la que se determine la vinculación del impu-
tado a proceso. En caso de que el Juez de Control rechace
la apertura del procedimiento abreviado, el Ministerio Pú-
blico podrá retirar su acusación y solicitar al Juez que fije
un plazo para el cierre de la investigación. 

El Ministerio Público manifestará su deseo de aplicar el
procedimiento abreviado al formular su acusación por es-
crito, o verbalmente, en la misma audiencia intermedia. En
este último caso, el Ministerio Público podrá modificar su
acusación, así como la pena requerida.

El Ministerio Público podrá solicitar la aplicación de una
pena inferior hasta en un tercio de la mínima señalada pa-
ra el delito por el cual acusa. 

Artículo 450. Verificación del Juez.

Antes de resolver sobre la solicitud del Ministerio Público,
el Juez verificará que el imputado:

I. Ha prestado su conformidad al procedimiento abre-
viado en forma libre, voluntaria e informada y con la
asistencia de su defensor;

II. Conociere su derecho a exigir un juicio oral, y que re-
nunciare voluntariamente a ese derecho y aceptare ser
juzgado con base en los antecedentes recabados en la in-
vestigación;

III. Entendiere los términos del acuerdo y las conse-
cuencias que éste pudiera implicarle; y

IV. Acepta los hechos materia de la acusación en forma
inequívoca, libre y espontánea.

Artículo 451. Resolución sobre la solicitud de procedi-
miento abreviado.

El Juez aceptará la solicitud del Ministerio Público cuando
considere actualizados los requisitos correspondientes. 

Cuando no lo estime así, o cuando considere fundada la
oposición de la víctima u ofendido, rechazará la solicitud
de procedimiento abreviado y dispondrá que continúe el
proceso ordinario. En este caso, el requerimiento anterior
sobre la pena no vincula al Ministerio Público durante el
juicio, se tendrán por no formuladas la aceptación de los
hechos por parte del imputado, así como las modificacio-
nes de la acusación efectuadas para posibilitar la tramita-
ción abreviada del procedimiento. Asimismo, el Juez dis-
pondrá que todos los antecedentes relativos al
planteamiento, discusión y resolución de la solicitud de
proceder de conformidad al procedimiento abreviado, sean
eliminadas del registro.

Artículo 452.Trámite en el procedimiento abreviado.

Aceptada la solicitud para tramitar el procedimiento abre-
viado, el Juez abrirá el debate y otorgará la palabra al Mi-
nisterio Público, quien efectuará una exposición resumida
de la acusación y de las actuaciones y diligencias de la in-
vestigación que la fundamentaren. A continuación, se dará
la palabra a los demás intervinientes. En todo caso, la ex-
posición final corresponderá siempre al imputado.

Artículo 453.Sentencia en el procedimiento abreviado.

Terminado el debate, el Juez emitirá su fallo sobre conde-
na o absolución en la misma audiencia y deberá dar lectu-
ra pública a la sentencia, dentro de un plazo de cuarenta y
ocho horas, explicando brevemente su contenido. En caso
de ser condenatoria, no podrá imponer una pena superior a
la solicitada por el Ministerio Público. 
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En ningún caso el procedimiento abreviado impedirá la
concesión de alguna de las medidas alternativas considera-
das en la ley, cuando correspondiere.

Capítulo II
Procedimiento para 

Personas Consideradas Inimputables

Artículo 454. Procedimiento para la aplicación exclusi-
va de medidas de seguridad a inimputables.

Cuando se sospeche que el probable autor de un hecho de-
lictuoso se encuentra en alguno de los supuestos a que se
refiere el Artículo 15, fracción VII, del Código Penal Fe-
deral, el Juez, de oficio o a solicitud de alguna de las par-
tes, ordenará la realización de un peritaje para determinar
tal circunstancia. El Juez ordenará la suspensión del proce-
dimiento hasta en tanto no se remitiere el informe requeri-
do, sin perjuicio de continuarse respecto de los demás
coimputados, si los hubiere.

Si es necesario el internamiento del imputado para elaborar
el informe pericial sobre su capacidad, la medida podrá ser
ordenada por el Juez, a solicitud de los peritos, sólo cuan-
do exista la probabilidad de que haya cometido el hecho y
esta medida no sea desproporcionada respecto de la impor-
tancia de la pena o medida de seguridad que podría impo-
nerse.

La internación para estos fines no podrá prolongarse por
más de diez días y sólo se ordenará si no es posible reali-
zar el informe con el empleo de otra medida menos restric-
tiva de derechos.

Artículo 455. Apertura del procedimiento especial.

De acreditarse el estado de inimputabilidad, se cerrará el
procedimiento ordinario y se abrirá el especial, cuyo obje-
to exclusivo será decidir sobre la procedencia de la aplica-
ción de medidas de seguridad. 

Si el inimputable tiene representante legítimo o tutor, en su
caso, éste lo representará en todos los actos del proceso; en
caso contrario, el Juez procederá a designarle uno provi-
sional, quien cumplirá con esa representación. Lo anterior
se hará sin perjuicio del derecho del inimputable a ser asis-
tido por un defensor, y de que se ordene la comparecencia
personal de aquél cuando se estime necesaria. 

Artículo 456. Trámite.

El procedimiento especial se tramitará conforme a las si-
guientes reglas:

I. En la medida de lo posible, se aplicarán las mismas re-
glas que para el procedimiento ordinario, a excepción de
aquéllas relativas a la presencia del inimputable en el
juicio, procurando en todo caso su defensa material;

II. Las pruebas desahogadas en juicio sólo se valorarán
en función de la existencia del hecho delictuoso y la par-
ticipación del inimputable en él, prescindiendo de todo
reproche respecto a su conducta;

IIII La sentencia será absolutoria si no se constatare la
existencia de un hecho típico y antijurídico o la partici-
pación del inimputable en él; y

Si se acredita el hecho típico y antijurídico, así como la
participación del inimputable, y se estima necesaria la apli-
cación de una medida, se abrirá debate sobre cuál de ellas
resulta procedente, así como su duración, la que en ningún
caso podrá ser mayor a la que pudiera corresponder al su-
jeto, en caso de haber sido llevado a juicio.

Artículo 457. Incompatibilidad.

El procedimiento especial nunca concurrirá con un proce-
dimiento ordinario respecto del mismo individuo y no se-
rán aplicables las reglas sobre el procedimiento abreviado.

Artículo 458. Internación provisional del imputado.

Durante el procedimiento, a petición de alguno de los in-
tervinientes, el Tribunal podrá ordenar la internación pro-
visional del inimputable en un establecimiento asistencial,
cuando concurrieren en lo conducente los requisitos seña-
lados para la aplicación de las medidas cautelares en el pro-
ceso ordinario y el informe psiquiátrico practicado al im-
putado señalare que éste sufre una grave alteración o
insuficiencia en sus facultades mentales, que hicieren te-
mer que atentará contra sí o contra otras personas.

Se aplicarán, en lo que fueren pertinentes, las normas sobre
medidas cautelares.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I113



Título Quinto
Recursos

Capítulo I
Normas Generales

Artículo 459. Reglas generales.

Las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los
medios y en los casos expresamente establecidos.

El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le sea
expresamente otorgado y pueda resultar afectado por la re-
solución.

En el proceso penal sólo se admitirán los siguientes recur-
sos, según corresponda:

I. Revocación;

II. Apelación;

III. Casación; y

IV. Revisión.

Artículo 460. Condiciones de interposición.

Los recursos se interpondrán en las condiciones de tiem-
po y forma que se determinan en este código, con indica-
ción específica de la parte impugnada de la resolución re-
currida.

Artículo 461. Agravio.

Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales
que pudieran causarles agravio, siempre que no hayan con-
tribuido a provocarlo. El recurso deberá sustentarse en el
reproche de los defectos que causan la afectación.

El imputado podrá impugnar una decisión judicial aunque
haya contribuido a provocar el vicio, en los casos en que se
lesionen derechos fundamentales previstos en la Constitu-
ción Federal o en tratados internacionales ratificados por el
Estado Mexicano.

Artículo 462. Recurso de la víctima u ofendido.

La víctima u ofendido, aunque no se haya constituido en
acusador coadyuvante, en los casos autorizados por este

Código, puede recurrir las decisiones que versen sobre la
reparación del daño.

El acusador coadyuvante puede recurrir las decisiones que
les causen agravio, independientemente del Ministerio Pú-
blico.

En el caso de las decisiones que se producen en la fase de
juicio, sólo las puede recurrir si participó en éste.

Artículo 463. Instancia al Ministerio Público.

La víctima u ofendido, aun cuando no esté constituida co-
mo parte, podrá presentar solicitud motivada al Ministerio
Público para que interponga los recursos que sean perti-
nentes, dentro de los plazos legales.

Cuando el Ministerio Público no presente la impugnación,
éste explicará por escrito al solicitante la razón de su pro-
ceder a la mayor brevedad.

Artículo 464. Recurso durante las audiencias

Durante las audiencias sólo será admisible el recurso de re-
vocación, el que será resuelto de inmediato, sin suspender-
las.

Artículo 465. Alcance del recurso.

Cuando existan coimputados, el recurso interpuesto por
uno de ellos favorecerá también a los demás, a menos que
se base en motivos exclusivamente personales.

Artículo 466. Efecto no suspensivo. 

La interposición de un recurso no suspenderá la ejecución
de la decisión, salvo que la ley disponga lo contrario.

Artículo 467. Desistimiento.

El Ministerio Público podrá desistirse de sus recursos, me-
diante acuerdo motivado y fundado.

Las partes podrán desistirse de los recursos interpuestos
por ellas o por sus defensores, sin perjudicar a los demás
recurrentes. Para desistirse de un recurso, el defensor de-
berá tener autorización expresa del imputado.
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Artículo 468. Competencia.

El Tribunal que conociere de un recurso sólo podrá pro-
nunciarse sobre las solicitudes formuladas por los recu-
rrentes, quedándole prohibido extender el efecto de su de-
cisión a cuestiones no planteadas por ellos o más allá de los
límites de lo solicitado, a menos que se trate de un acto vio-
latorio de derechos fundamentales que afecten al imputado.

Artículo 469. Prohibición de la reforma en perjuicio.

Cuando la resolución sólo fue impugnada por el imputado
o su defensor, no podrá modificarse en su perjuicio.

Los recursos interpuestos por cualquiera de las partes per-
mitirán modificar o revocar la resolución aun en favor del
imputado.

Artículo 470. Rectificación.

Los errores de derecho en la fundamentación de la senten-
cia o resolución impugnadas, que no hayan influido en la
parte resolutiva, así como los errores de forma en la desig-
nación o el cómputo de las penas, no anularán la resolu-
ción, pero serán corregidos en cuanto sean advertidos o se-
ñalados por alguna de las partes, o aun de oficio.

Capítulo II
Recurso de Revocación

Artículo 471. Procedencia.

El recurso de revocación procederá solamente contra las
resoluciones que resuelvan asuntos de mero trámite del
proceso, a fin de que el mismo juzgador que las dictó exa-
mine nuevamente la cuestión y dicte la resolución que co-
rresponda.

Artículo 472. Trámite.

La revocación de las resoluciones pronunciadas durante
audiencias orales deberá promoverse tan pronto se dicta-
ren. La tramitación se efectuará verbalmente, de inmedia-
to, y de la misma manera se pronunciará el fallo.

La revocación de las resoluciones dictadas fuera de au-
diencia deberá interponerse por escrito, dentro de los tres
días siguientes a la notificación de la resolución impugna-
da, en el que se deberán expresar los motivos por los cua-
les se solicita la revocación. El Juez o Tribunal se pronun-

ciará de plano, pero podrá oír a los demás intervinientes, si
se hubiere deducido en un asunto cuya complejidad así lo
ameritare. 

Artículo 473. Reserva.

La interposición del recurso implica la reserva de recurrir
en apelación o en casación, si fuera procedente.

Capítulo III
Recurso de Apelación

Artículo 474. Resoluciones apelables. 

Serán apelables las siguientes resoluciones dictadas por el
Juez de Control:

I. Las que pusieren término al procedimiento, hicieren
imposible su prosecución o lo suspendieren por más de
treinta días;

II. Las que se pronunciaren sobre las medidas cautela-
res;

III. Las que concedieren, negaren o revocaren la sus-
pensión del proceso a prueba; 

IV. La sentencia definitiva dictada en el procedimiento
abreviado; 

V. El auto que resuelva sobre la vinculación del imputa-
do a proceso;

VI. La negativa de orden de aprehensión:

VII. Las resoluciones denegatorias de prueba, dictadas
hasta en el auto de apertura de juicio oral;

VIII. La negativa de abrir el procedimiento abreviado:

IX. Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos
reparatorios; y

X. Las demás que este Código señale.

Artículo 475. Interposición.

El recurso de apelación se interpondrá por escrito ante el
mismo Juez que dictó la resolución, dentro del plazo de
tres días. 
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En el escrito en el cual se interponga el recurso se deberán
expresar los agravios en que se sustente la impugnación de
la resolución.

Cuando el Tribunal competente para conocer de la apela-
ción tenga su sede en un lugar distinto, las partes deberán
fijar un nuevo lugar o la forma para recibir notificaciones.

Artículo 476. Emplazamiento y elevación.

Presentado el recurso, el Juez emplazará a las partes para
que en el plazo de tres días comparezcan ante el Tribunal
de alzada. 

En el término del emplazamiento, las demás partes podrán
presentar observaciones escritas para que sean tomadas en
cuenta al momento de resolverse el recurso.

Realizado el emplazamiento, el juez remitirá al Tribunal de
alzada la resolución y registros de los antecedentes que
obren en su poder. Ello no implicará la paralización ni sus-
pensión del proceso.

Artículo 477. Trámite.

Recibida la resolución apelada y los antecedentes, el Tri-
bunal competente se pronunciará de inmediato sobre la ad-
misibilidad del recurso. 

Admitido el recurso, el tribunal de alzada resolverá el fon-
do dentro del plazo de tres días, cuando no se deba convo-
car a una audiencia. 

Artículo 478. Inadmisibilidad.

El Tribunal declarará inadmisible el recurso cuando:

I. Haya sido interpuesto fuera del plazo,

II. Se hubiese deducido en contra de resolución que no
fuere impugnable por medio de apelación, 

III. Lo interpusiese persona no legitimada para ello, o

IV. El escrito de interposición carezca de fundamentos
de agravio. 

Artículo 479. Audiencia

Una vez admitido el recurso, el Tribunal citará a una au-
diencia, si al interponer el recurso o al contestarlo, alguno

de los interesados considera necesario exponer oralmente
sus argumentos, o bien, cuando el tribunal lo estime útil. La
audiencia deberá realizarse dentro de los diez días siguien-
tes de recibidas las actuaciones.

Artículo 480. Celebración de la audiencia.

La audiencia se celebrará con las partes que comparezcan,
quienes podrán hacer uso de la palabra. 

El imputado será representado por su defensor, pero podrá
asistir a la audiencia y, en ese caso, se le concederá la pa-
labra en último término.

En la audiencia, el juzgador podrá interrogar a las partes
sobre las cuestiones planteadas en el recurso o en su con-
testación.

Concluido el debate, el Tribunal resolverá el fondo del re-
curso de inmediato o, si no fuere posible, dentro de un pla-
zo de tres días siguientes a la celebración de la audiencia,
en fecha y hora que dará a conocer a los intervinientes en
la misma. El Tribunal podrá revocar, modificar o confirmar
la resolución recurrida.

Capítulo IV
Recurso ce Casación

Artículo 481. Procedencia.

El recurso de casación podrá interponerse contra la senten-
cia y el sobreseimiento, dictados por el Tribunal de juicio
oral. 

Dicho recurso procederá cuando la resolución inobservó o
aplicó erróneamente un precepto legal.

Cuando el precepto legal que se invoque como inobserva-
do o erróneamente aplicado provoque una nulidad, el re-
curso sólo será admisible si el interesado ha reclamado
oportunamente su saneamiento o ha hecho protesta de re-
currir en casación, salvo en los casos de violaciones a de-
rechos fundamentales y los producidos después de clausu-
rado el debate.

Artículo 482. Interposición del recurso de casación.

El recurso de casación se interpondrá ante el Tribunal que
conoció del juicio oral, dentro de los diez días siguientes a
la notificación de la resolución impugnada, mediante escri-
to en el que se precisarán las disposiciones violadas, los
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motivos de agravio correspondientes y se expresará cuál es
la pretensión.

Deberá indicarse, por separado, cada motivo con sus fun-
damentos. Fuera de esta oportunidad no podrá alegarse
otro motivo.

Artículo 483. Efectos de la interposición del recurso.

La interposición del recurso de casación suspende los efec-
tos de la sentencia condenatoria recurrida.

Interpuesto el recurso, no podrán invocarse nuevas causa-
les de casación; sin embargo, el Tribunal podrá hacer valer
y reparar de oficio, a favor del sentenciado, las violaciones
a sus derechos fundamentales.

Artículo 484. Motivos de casación

Los defectos que justifican la casación serán:

I. En la tramitación de la audiencia de debate de juicio
oral se hubieren infringido derechos fundamentales ase-
gurados por la Constitución Federal, o por los Tratados
Internacionales ratificados por el Estado Mexicano que
se encuentren vigentes;

II. La sentencia hubiere sido pronunciada por un Tribu-
nal incompetente o que, en los términos de la ley, no ga-
rantice su imparcialidad;

III. La audiencia del juicio oral hubiere tenido lugar en
ausencia de alguna de las personas cuya presencia con-
tinuada exige la Ley;

IV. Se hubiere violado el derecho de defensa o el de con-
tradicción;

V. Que falte, sea insuficiente o contradictoria la funda-
mentación de la sentencia;

VI. Cuando la sentencia no se pronuncie sobre la repa-
ración del daño; 

VII. Al apreciar la prueba en sentencia, no se hubieran
observado las reglas de la sana crítica, de la experiencia
o de la lógica, o se hubiere falseado el contenido de los
medios de prueba;

VIII. Haya tomado en cuenta una prueba ilícita que tras-
cienda al resultado del fallo;

IX. Que la sentencia se base en medios o elementos pro-
batorios no incorporados legalmente al juicio o incorpo-
rados por lectura con violación de las normas estableci-
das en este Código;

X. La inobservancia de las reglas relativas a la correla-
ción entre la sentencia y la acusación; y

XI. La inobservancia o errónea aplicación de la ley sus-
tantiva.

Artículo 485. Defectos no esenciales. 

No causan nulidad los errores de la sentencia recurrida que
no influyeren en su parte resolutiva, sin perjuicio de que el
Tribunal de Casación pueda corregir los que advirtiere du-
rante el conocimiento del recurso.

Artículo 486. Trámite.

En la tramitación del recurso de casación se seguirá el pro-
cedimiento previsto para la apelación, salvo disposición en
contrario.

Artículo 487. Prueba.

Podrá ofrecerse prueba cuando el recurso se fundamente en
un defecto del proceso y se discuta la forma en que fue lle-
vado a cabo un acto, en contraposición a lo señalado en las
actuaciones, en el acta o registros del debate, o en la sen-
tencia. 

También es admisible la prueba propuesta por el imputado
o en su favor, incluso relacionada con la determinación de
los hechos que se discuten, cuando sea indispensable para
sustentar el agravio que se formula; o, se actualicen los su-
puestos del recurso de revisión. 

El Ministerio Público o la víctima podrán ofrecer prueba
esencial para resolver el fondo del reclamo sólo cuando
tengan el carácter de superviniente.

Cuando se haya recibido prueba oral, los jueces que la hu-
bieren recibido deberán integrar el Tribunal al momento de
la decisión final.
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Artículo 488. Plazo para resolver.

El Tribunal resolverá el fondo del recurso dentro del plazo
de diez días, ya sea que se celebre o no una audiencia.

Artículo 489. Examen del Tribunal que conoce del re-
curso de casación

El tribunal que conoce del recurso de casación contra la
sentencia apreciará la procedencia de los reclamos invoca-
dos en el recurso y sus fundamentos, examinando las ac-
tuaciones y los registros de la audiencia, de modo que pue-
da valorar la forma en que los jueces de juicio apreciaron
la prueba y fundamentaron su decisión. 

De igual manera podrá valorar en forma directa los medios
de convicción que se hubieren introducido por lectura al
juicio.

Artículo 490. Sentencia de casación. 

En la sentencia, el Tribunal deberá exponer los fundamen-
tos y motivos que sirvieron de base para su decisión. Asi-
mismo, se pronunciará sobre todas las cuestiones contro-
vertidas, salvo que acogiere el recurso con base en alguna
causal que fuere suficiente para anular la sentencia.

Si declara con lugar el recurso, el Tribunal de Casación in-
validará total o parcialmente la sentencia, así como las de-
más actuaciones correlacionadas, y de acuerdo con las cir-
cunstancias particulares del caso, determinará si pronuncia
directamente una resolución de reemplazo, o si ordena la
reposición de la audiencia de debate de juicio oral, según
corresponda.

Artículo 491. Improcedencia de recursos. 

La resolución que fallare un recurso de casación no será
susceptible de recurso alguno, sin perjuicio de la revisión
de la sentencia condenatoria firme de que se trata en este
Código.

Tampoco será admisible el recurso del Ministerio Público
o del acusador coadyuvante contra la sentencia que se dic-
tare en el nuevo juicio que se realizare como consecuencia
de la resolución que hubiere acogido el recurso de casa-
ción. 

Artículo 492. Reposición de juicio

La reposición del juicio deberá celebrarse ante el mismo
Tribunal que dictó la sentencia pero integrado por jueces
distintos.

Capítulo V
Recurso De Revisión

Artículo 493. Procedencia.

La revisión procederá contra la sentencia firme, en todo
tiempo, y únicamente a favor del imputado, cuando:

I. La sentencia impugnada se haya fundado en prueba
cuya falsedad se haya declarado en fallo posterior firme
o resulte evidente dicha falsedad aunque no exista un
proceso posterior;

II. La sentencia condenatoria haya sido pronunciada a
consecuencia de cohecho, violencia o en cualquiera de
las hipótesis a que se refiere el Código Penal, en lo re-
lativo a los delitos contra la administración de justicia u
otros que impliquen conductas fraudulentas, cuya exis-
tencia se haya declarado en fallo posterior firme;

III. Después de la sentencia sobrevengan hechos nuevos
o elementos de prueba que solos o unidos a los ya exa-
minados en el proceso, hagan evidente que el hecho no
existió, que el condenado no lo cometió o que el hecho
cometido no es punible o corresponda aplicar una nor-
ma más favorable; o

IV. Corresponda aplicar una ley más benigna, o una am-
nistía, o se produzca un cambio en la jurisprudencia que
favorezca al condenado.

Artículo 494. Legitimación.

Podrán promover este recurso:

I. El condenado;

II. El cónyuge, concubina o concubinario, parientes
consanguíneos o civiles dentro del tercer grado o dentro
del segundo, si es de afinidad, y el heredero declarado
judicialmente, si el condenado ha fallecido; y

III. El Ministerio Público.
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Artículo 495. Interposición.

El recurso de revisión se interpondrá por escrito ante el Tri-
bunal competente. Deberá contener la concreta referencia
de los motivos en que se funda y las disposiciones legales
aplicables. Junto con el escrito se ofrecerán las pruebas y
se acompañarán las documentales.

Artículo 496. Procedimiento.

Para el trámite del recurso de revisión regirán las reglas es-
tablecidas para el de casación, en cuanto sean aplicables.

El Tribunal competente para resolver podrá disponer todas
las indagaciones y diligencias preparatorias que considere
útiles y delegar su ejecución en alguno de sus miembros.
También podrá producir prueba de oficio en la audiencia.

Artículo 497. Anulación.

El Tribunal competente podrá anular la sentencia cuando
resulte una absolución.

Artículo 498. Restitución.

Cuando resulte la anulación de la sentencia recurrida, se or-
denará la restitución de la cantidad pagada, en concepto de
pena pecuniaria y los objetos decomisados o su valor, siem-
pre que sea posible, salvo que la anulación se base en lo se-
ñalado en la fracción IV del artículo 493. (Procedencia).

Artículo 499. Disminución de la pena.

En caso de que una ley posterior disminuya la sanción apli-
cable por un delito, que ha sido impuesta en la sentencia re-
currida, el Tribunal dictará una nueva resolución impo-
niendo las nuevas sanciones al sentenciado.

Artículo 500. Rechazo.

El rechazo de la solicitud de revisión no impedirá la inter-
posición de un nuevo recurso fundado en motivos distintos. 

Transitorios

Artículo Primero. Declaratoria

Para los efectos señalados en el párrafo tercero del artículo
segundo transitorio del decreto de reforma constitucional
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de ju-

nio de 2008, se declara que la presente legislación recoge
el sistema procesal penal acusatorio y entrará en vigor de
acuerdo a los artículos siguientes.

Artículo Segundo. Vigencia

Esta ley entrará en vigor gradualmente, sus disposiciones
se aplicarán a los hechos delictivos que ocurran en los Cir-
cuitos Judiciales indicados a continuación y a partir de las
siguientes fechas:

1. Circuitos Judiciales Cuarto, Décimo tercero, Décimo
quinto, Décimo séptimo, Décimo octavo, Vigésimo ter-
cero, a partir de las cero horas del 18 de junio de 2010;

2. Circuitos judiciales Séptimo, Décimo, Décimo sexto,
Vigésimo cuarto, Vigésimo quinto, Vigésimo noveno, a
partir de las cero horas del 18 de junio de 2011;

3. Circuitos judiciales Quinto, Octavo, Noveno, Décimo
Primero, Vigésimo Sexto, Vigésimo Séptimo, a partir de
las cero horas del 18 de junio de 2012;

4. Circuitos judiciales Sexto, Décimo Segundo, Décimo
Cuarto, Vigésimo, Vigésimo segundo, a partir de las ce-
ro horas del 18 de junio de 2013;

5. Circuitos judiciales Primero, Segundo, Tercero y Vi-
gésimo Primero, a partir de las cero horas del 18 de ju-
nio de 2014; 

Artículo Tercero. Abrogación

El Código Federal de Procedimientos Penales publicado en
el Diario Oficial de la Federación, el jueves 30 de agosto
de 1934, seguirá rigiendo, en lo conducente, para los he-
chos ocurridos con anterioridad a la vigencia del presente
código y quedará abrogado cuando los procedimientos ini-
ciados para el conocimiento de dichos hechos, queden ago-
tados. 

Artículo Cuarto. Derogación

Quedan derogadas todas las normas que se opongan al pre-
sente decreto.

Artículo Quinto. Delitos Permanentes y Continuados. 

El procedimiento penal relativo a hechos delictuosos de ca-
rácter permanente, continuo o continuado que iniciaron ba-
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jo la vigencia del Código Federal de Procedimientos Pena-
les de 1934 y que continúen desarrollándose después de la
entrada en vigor del presente ordenamiento, serán tramita-
dos conforme a lo dispuesto en el primero de los códigos
citados.

Artículo Sexto. Prohibición de Acumulación de Proce-
sos. 

No procederá la acumulación de procesos sobre hechos de-
lictuosos, cuando alguno de ellos esté sometido al presente
Código y otro al abrogado.

Artículo Séptimo. De los planes de implementación y
del presupuesto. 

El Consejo de la Judicatura Federal, el Instituto de la De-
fensoría Pública Federal, la Procuraduría General de la Re-
pública, la Secretaría de Seguridad Pública Federal, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y toda dependencia
a la que se confieran responsabilidades directas o indirec-
tas por la entrada en vigor de esta ley, deberán elaborar los
planes y programas necesarios para una adecuada y correc-
ta implementación del presente Código, así como estable-
cer dentro de los proyectos de presupuesto respectivos, a
partir del que se proyecte este año y en lo sucesivo, las par-
tidas necesarias para atender la ejecución de esos progra-
mas, las obras de infraestructura, la contratación de perso-
nal, la capacitación, y todos los demás requerimientos que
sean necesarios para cumplir los objetivos para la entrada
en vigor del presente Código.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de diciembre de 2008.— Di-
putados: César Camacho Quiroz, Jorge Mario Lesciéur Talavera (rú-
bricas).»

Se turna a las Comisiones de Justicia, con opinión de
Presupuesto y Cuenta Pública

«Que expide la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales, a cargo del diputado Adolfo Mota Hernández,
del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Adolfo Mota Hernández, integrante de la LX
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, en uso de las facultades que me confie-
ren los artículos 71, fracción II de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de es-
ta honorable asamblea, iniciativa con proyecto de decreto
por la que se expide la Ley Federal de Protección de Datos
Personales de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

En el contexto actual de globalización que ha presentado
avances impresionantes en la tecnificación de instrumentos
y mecanismos de procesamiento de datos de toda índole, la
protección de la privacidad de los datos personales se ha
convertido en un tema de la mayor importancia que inevi-
tablemente requiere de nuestra atención.

Actualmente este tema toma mayor relevancia ante la ne-
cesidad de garantizar la seguridad, no sólo porque los da-
tos personales pueden circular indiscriminadamente, sino
porque en ocasiones, desafortunadamente, pueden ser co-
nocidos y utilizados por personas con fines ilícitos, para la
comisión de delitos, o simplemente de formas no autoriza-
das, con evidente perjuicio para sus titulares.

Sin embargo, también encontramos como una realidad in-
eludible que los datos personales son necesarios para una
infinidad de operaciones comerciales o de muy diversas ín-
doles en beneficio de sus titulares y, en general, del comer-
cio y la economía nacional.  Incluso, en ocasiones la exis-
tencia de estos es el habilitador para industrias enteras,
como las de algunos modelos de tercerización de servicios
o los llamados centros de contacto. Es decir, no es posible
que las múltiples relaciones que se esbozan entre las per-
sonas, que incluso se dan entre una jurisdicción y otra, pue-
dan llevarse a cabo sin diversos grados de manifestación y
uso de los datos personales.

El tema de los datos personales en posesión del Estado se
ha resuelto con fundamento en las recientes reformas al ar-
tículo 6o. constitucional, donde a nivel federal existen li-
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neamientos para el manejo de dichos datos personales. Asi-
mismo, los estados de la República están trabajando en in-
corporar esta protección dentro de sus jurisdicciones. Así,
la tarea pendiente está planteada respecto de los datos per-
sonales detentados, usados o aprovechados por entidades
del sector privado. Aunque no de forma exclusiva, en este
campo nos encontramos de forma preponderante con la te-
nencia, desarrollo, operación y uso de bases de datos para
fines comerciales, publicitarios, o de relaciones de trabajo,
entre otros supuestos. Así, los datos personales adquieren
un valor económico importante dentro de la economía na-
cional.

Es necesario entonces desarrollar un marco normativo es-
pecífico para la protección de los datos personales en po-
sesión de los particulares. En este sentido, sin embargo la
legislación que se establezca en nuestro país debe encon-
trar un balance entre la protección efectiva de los datos, y
por tanto de los derechos de los particulares, y la necesidad
de dichos datos para la generación de productos y servicios
que generen valor económico, empleo y desarrollo en el
país.

Alrededor del mundo, diversos gobiernos y organismos in-
ternacionales han reconocido la protección de los datos
personales como un derecho fundamental. En México el
Congreso de la Unión está deliberando la inclusión de di-
cho derecho en la Carta Magna, consignándolo en el artí-
culo 16. De ser aprobado se incorporarán en la legislación
los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposi-
ción de los datos personales (también conocidos por el
acrónimo de derechos Arco).

Sin embargo, la premisa básica detrás de la protección de
los datos personales y de las regulaciones que gobiernan
este derecho, debe ser la de la libertad de los individuos de
controlar la forma en la que otros utilicen su información
personal (derecho a la autodeterminación informativa). El
tratamiento y utilización de los datos personales de un in-
dividuo, debe estar sujeto a reglas que aseguren que sean
utilizados con fines legales y respetuosos del derecho fun-
damental de su protección.

El derecho a la protección de datos personales, fundado en
el control del individuo de la forma en que se utilizan por
terceras personas, no depende del poder informático o del
empleo de las nuevas tecnologías de la información y co-
municaciones. Estas son solo herramientas que pueden ser
utilizadas para su procesamiento, pero que pueden también
proveer medidas de protección adecuadas y positivas que

permitan a los individuos ejercer su derecho a elegir quie-
nes manejan, y como deben ser manejados sus datos per-
sonales.

II. Modelos regulatorios

Hoy por hoy existen dos modelos regulatorios denominados
“puros”para la protección de los datos personales, mientras
que de manera incipiente comenzamos a ver el surgimiento
de un modelo “híbrido” de protección de datos personales.
En el primer modelo en ocasiones denominado “modelo ge-
neral” se establecen lineamientos comunes de protección
para todos los sectores (público y privado) y busca estable-
cer una protección universal de los datos personales bajo
una autoridad nacional y estableciendo la necesidad de
manifestaciones de consentimiento previo de los titulares
de los datos personales. En la mayoría de los casos, este
modelo general establece prohibiciones de transferencia de
los datos y en particular tiene restricciones claras al flujo
transfronterizo de los datos. Este modelo, es el que se ha
difundido de manera importante entre algunos países de la
Unión Europea.

El otro modelo, prevalente a nivel internacional es el se de-
nomina como el modelo sectorial. Los proponentes del mo-
delo sectorial basan el mismo en la premisa de que debe
evitarse la sobre-regulación, con el enfoque de que los
mercados se auto-regulen como una medida de eficiencia.
Bajo esta premisa, el Estado solamente debe intervenir en
ciertos casos para proteger a algunos grupos vulnerables
(por ejemplo los menores) o a algunas industrias que re-
quieren especial interés (por ejemplo el sector salud). El
modelo también reconoce la aplicación limitada de algunos
principios de protección, con la supervisión limitada de al-
gunas autoridades sectoriales, pero bajo el principio rector
de la preferencia de la auto-regulación por parte de la in-
dustria.

Sin embargo, actualmente se presenta una tercera vía que
intenta tomar las características positivas de ambos mode-
los aparentemente antagónicos. Este modelo que puede de-
nominarse como híbrido, establece derechos, principios y
procedimientos de protección, que son supervisados por
una autoridad centralizada y con aplicación general, que es
complementada por prácticas propuestas por sectores espe-
cíficos de la economía (como pudieran ser los sellos de
confianza en Internet). Es decir, se asegura un determinado
nivel de protección establecido en ley, pero los estándares
varían de sector a sector, con la posibilidad de confeccio-
nar la protección conforme a los requerimientos de las
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prácticas de la industria, lo que permite a la industria auto-
regularse con base en las mejores prácticas a nivel interna-
cional, sin perder la protección al titular de los datos.

Independientemente de estos modelos regulatorios, existen
asimismo dos aproximaciones o enfoques para presentar
niveles prácticos de protección para los titulares de los da-
tos. En el primer enfoque, la regulación está centrada en el
dato, intentando establecer medidas regulatorias de control
por parte de la autoridad hacia referidas al dato y sus con-
troles. Este enfoque regulatorio tiene la desventaja de in-
tentar regular los datos con instrumentos tradicionales que
son más fácilmente aplicables a elementos tangibles, y di-
fícilmente aplicables a mensajes de datos en un contexto
globalizado como el que vivimos. Esta corriente de pensa-
miento, se encuentra alineada a un enfoque burocrático de
toma de decisiones que conlleva inexorablemente al au-
mento de la burocracia y la sobre-regulación que implican
costos innecesarios para el gobierno e incrementa el precio
de los bienes y servicios para los usuarios.

El segundo enfoque, plasmado cada día más en la legisla-
ción moderna de protección de datos personales, es aquel
en el se regulan las conductas de los responsables de la re-
colección y tratamiento de los datos personales. Es decir,
se busca establecer lo que los poseedores de datos de ter-
ceros pueden hacer con ellos. En dicho modelo, adicional-
mente, se busca que los titulares de los datos, mantengan
control de los mismos al poder definir, por medio de me-
canismos específicos, si comparten sus datos personales y
con qué fines lo hacen. Este modelo tiene la ventaja de per-
mitir a los titulares de sus datos elegir y no establece res-
tricciones innecesarias a la actividad comercial, es decir es-
tablece de manera práctica y con toda fuerza y vigor el
derecho a la autodeterminación informativa de los indivi-
duos respecto de sus datos personales.

III. Derecho comparado

A nivel internacional, la legislación en la materia es un te-
ma extraordinariamente discutido e, incluso, de relativa an-
tigüedad. Los primeros trabajos de la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) –sin du-
da, la institución con mayor experiencia y autoridad en la
materia, y de la que México forma parte– datan de 1969,
con la formación del Grupo de Expertos sobre Bancos de
Datos (Data Bank Panel), que analizó y estudió diferentes
aspecto de la privacidad.

El primer gran consenso internacional en materia de pro-
tección de datos personales se dio en el Simposio de Vie-
na, en 1977, organizado a instancias del Grupo de Exper-
tos sobre Bancos de Datos de la OCDE. El Simposio de
Viena recogió un conjunto de principios básicos que, en
términos generales, han permanecido y continúan vigentes
hasta la fecha, con ligeras variantes.

Estos principios reconocen (a) la necesidad de que la in-
formación fluya de forma regulada entre los países; (b) que
es legítimo que los países impongan regulaciones para el
flujo de información que pueda resultar contraria al orden
público, o que atente contra la seguridad nacional; (c) que
el flujo de información tiene un valor económico intrínse-
co importante para las economías de los países; (d) que los
países deben adoptar medidas de seguridad mínimas para
la protección de la información, así como regular sobre la
protección de dicha información, para evitar su uso o apro-
vechamiento ilegítimos; y (e) que los países (particular-
mente los países miembros de la OCDE, desde luego) de-
ben asumir un compromiso de adopción de principios
generales para la protección de datos personales.

En 1978, la OCDE creó un nuevo grupo internacional ad
hoc en relación con la protección de datos personales, que
se denominó Grupo de Expertos sobre Barreras Transfron-
terizas de Información y Protección de Privacidad, que fue
encomendado para desarrollar lineamientos de consenso
general en relación con el flujo transfronterizo de datos, y
la protección de datos personales y privacidad, con la fina-
lidad de armonizar las legislaciones domésticas o naciona-
les de los países (particularmente, desde luego, las de los
países miembros de la OCDE, como el caso de México).

Con el fin de hallar un consenso internacional en la mate-
ria, los trabajos de la OCDE se hicieron acompañar del
Consejo de Europa y la entonces Comunidad Económica
Europea, y terminaron el 1 de julio de 1979. En términos
generales, ambas instituciones hallaron cuestionamientos y
preocupaciones similares de los países miembros de la OC-
DE y de la comunidad europea.

Ciertamente, la óptica del tratamiento del tema entre los
países miembros de la OCDE y la organización europea en
su conjunto –pues ciertamente hay países europeos que son
miembros de la OCDE– tuvo cierto grado de diferencia. En
el tiempo, no obstante, los enfoques divergentes fueron
confluyendo inexorablemente en la necesidad de asegurar
la protección de la privacidad de los datos personales, como
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un aspecto de derechos humanos fundamentales y liberta-
des individuales.

Los resultados de los trabajos de la OCDE condujeron, fi-
nalmente, a la promulgación de los Lineamientos sobre la
Protección de la Privacidad y el Flujo Transfronterizo de
Datos Personales, de 1980 (OCDE, Guidelines on the Pro-
tection of Privacy and Transborder Flows of Personal Da-
ta, los lineamientos de la OCDE).

En términos generales, los Lineamientos de la OCDE se
componen de los siguientes elementos: 

a) Un preámbulo de recomendaciones, que expresa la
necesidad elemental de realizar acciones de protección
en la materia. La recomendación, particularmente diri-
gida a los países miembros de la organización –como en
este caso lo es México– hace énfasis en que el enfoque
de la legislación debe orientarse hacia la protección de
la privacidad y las libertades individuales, y al respeto
al flujo transfronterizo de datos personales.

b) Los lineamientos propiamente dichos consisten de
cinco partes. La primera parte contiene un conjunto de
definiciones básicas que buscan reflejar el consenso so-
bre conceptos básicos de la legislación en la materia. En
esta parte, los Lineamientos indican que los estándares
contenidos en ellos son mínimos, y que cada país en su
propia legislación, puede ampliarlos para extender sus
prerrogativas.

Una segunda sección de los lineamientos delinea ocho
principios básicos, de los párrafos 7 a 14.

Estos principios son:

1. Collection Limitation Principle, o principio de lí-
mites de la recolección. Deben existir limitaciones
para la recolección de datos personales, y en todo ca-
so deben ser obtenidos haciendo uso de medios líci-
tos y, en determinados casos, con el conocimiento y
consentimiento de los titulares. 

2. Data Quality Principle, o principio de la calidad
de los datos. Los datos personales deben ser relevan-
tes para el propósito para el cual se usan y, en la me-
dida de lo posible respecto de dichos propósitos, de-
ben ser adecuados, completos y actuales.

3. Purpose Specification Principle, o principio de es-
pecificación de propósito. Los propósitos para los
cuales se recolectan datos personales debe ser espe-
cificado al momento de su obtención, y el uso subse-
cuente de ellos debe limitarse al cumplimiento de ta-
les propósitos u otros que no sean incompatibles con
éstos, y que sean especificados en cada ocasión en
que varíen los propósitos iniciales.

4. Use Limitation Principle, o principio de limitación
de uso. Los datos personales no deben ser divulgados
o puesto a disposición de terceros para usos diferen-
tes a los declarados por quien los obtuvo, excepto (i)
si se cuenta con el consentimiento del titular, o (ii) así
lo requiere o autoriza la ley.

5. Security Safeguards Principle, o principio de sal-
vaguardas de seguridad. Los datos personales deben
ser protegidos mediante salvaguardas de seguridad
razonables, contra riesgos de pérdida o de acceso,
destrucción, uso, modificación o divulgación no au-
torizados.

6. Openness Principle, o principio de amplitud. De-
be existir una política pública abierta respecto al des-
arrollo, prácticas y políticas prevalecientes en rela-
ción con la recolección y uso de los datos personales.
Al mismo tiempo, deben existir medios para deter-
minar la existencia y naturaleza de los datos perso-
nales, así como los propósitos principales de ellos, y
poderse conocer la identidad y domicilio de las per-
sonas que se consideren como sujetos responsables
por el uso o manejo de datos personales.

7. Individual Participation Principle, o principio de
participación individual. Todo individuo debe tener
derecho (i) a obtener información de los sujetos obli-
gados, o la confirmación de que un determinado su-
jeto obligado no tiene información sobre el individuo
solicitante; (ii) a que se le indique en un tiempo y a
costo razonables, en una forma adecuada, la infor-
mación que se mantenga de él; (iii) a que se le infor-
me y se le hagan saber las razones de cualquier ne-
gativa a contestar un requerimiento de información,
así como a solicitar que se elimine, rectifique, com-
plete o modifique información que se tenga de él.

8. Accountability Principle, o principio de responsa-
bilidad. Todo sujeto obligado en la ley debe ser res-
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ponsable de cumplir con las medidas que se adopten
para hacer eficientes los principios antes menciona-
dos. 

d) La tercera sección de los lineamientos establece una
serie de principios innominados en relación con la apli-
cación internacional de los Lineamientos y cualesquiera
legislaciones domésticas en la materia.

En términos generales, exhorta a los países miembros a
mantener legislaciones nacionales similares y acordes
con los principios, para facilitar la ejecución de las dis-
posiciones de protección de datos personales en cual-
quier jurisdicción.

El enfoque básico de los principios de cooperación in-
ternacional se concentra en la permisión y protección
del flujo transfronterizo de datos, y del establecimiento
únicamente de restricciones legítimas, para preservar el
ambiente de comercio global entre los países.

Estos principios son:

1. Los países miembros de la OCDE deben tomar en
cuenta las implicaciones de otros países en relación
con sus medidas de procesamiento y flujo de datos
personales.

2. Los países miembros deben adoptar todas las me-
didas razonables para asegurar que los flujos trans-
fronterizos de datos, particularmente respecto de los
otros países miembros de la organización, sean inin-
terrumpidos y seguros.

3. Los países miembros no deben crear barreras o
restricciones de flujo transfronterizo de datos perso-
nales, incluyendo barreras o restricciones internas, es
decir entre sus propias fronteras de su división inter-
na. En todo caso, los países pueden imponer restric-
ciones en ciertas categorías de datos personales para
los cuales sus propias legislaciones locales conten-
gan regulaciones especiales, debido a la naturaleza
de la información.

4. Los países miembros no deben desarrollar leyes,
políticas o prácticas en nombre de la protección de la
privacidad o de las libertades individuales, que en re-
alidad constituyan obstáculos para el comercio inter-
no o internacional, o para el flujo transfronterizo de
datos personales.

e) La cuarta sección establece, en términos generales, la
importancia de establecer medios que implementen los
principios básicos mencionados en las secciones ante-
riores, y que estos medios sean utilizados de manera
amplia y no discriminatoria.

Específicamente, a este respecto los Lineamientos ex-
hortan a los países miembros de la OCDE a:

1. Adoptar legislación nacional acorde con los linea-
mientos de la OCDE;

2. Promover y apoyar los mecanismos de autorregu-
lación, así como el establecimiento de códigos de
conducta por parte del sector privado;

3. Proveer los medios razonables para que los indivi-
duos ejerzan sus derechos;

4. Proveer sanciones adecuadas y razonables para los
sujetos obligados que no observen la ley; y

5. Asegurar que la ley se aplica de forma no discri-
minatoria.

f) Por último, la quinta sección enfatiza nuevamente la
importancia de la cooperación internacional y establece
la obligación creada, particularmente respecto de los pa-
íses miembros de la organización, de compartir infor-
mación y proveerse asistencia mutua en investigaciones
u otros órdenes en los cuales la cooperación es necesa-
ria para hacer cumplir la ley en varias jurisdicciones.

Así la iniciativa que se presenta ha considerado cumplir
en espíritu con los principios reconocidos por México
en el seno de la OCDE y cumplir así con el compromi-
so internacional establecido por México en seno de la
organización.

IV. Elementos para la construcción de la iniciativa de
Ley de Protección de Datos Personales.

La presente iniciativa desde su construcción, busca esta-
blecerse dentro de lo que hemos denominado el modelo hí-
brido de regulación de los datos personales. En particular,
se ha buscado un apego a los principios internacionales re-
conocidos sobre la materia en los distintos foros interna-
cionales de los que México es parte (principalmente APEC
y OCDE) con el fin de dar cumplimiento a los compromi-
sos contraídos por México.
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La iniciativa está fundada en prevenir el mal uso de los da-
tos personales y por consiguiente el daño que se pudiera
causar a los ciudadanos (los titulares de los datos persona-
les) por ese mal uso. La iniciativa no se centra solamente
en sancionar el mal uso de los datos, sino de proveer a los
individuos de mecanismos para ejercer efectivamente los
derechos Arco.

La presente iniciativa hace asimismo, una importante dis-
tinción entre los datos personales que tienen una naturale-
za sensible y que en sí mismo no son necesarios para llevar
a cabo actos meramente comerciales, contractuales o labo-
rales. Esta diferenciación, permite establecer un nivel adi-
cional de protección para aquellos datos que por su natura-
leza, y como lo han reconocido los principios internaciones
en la materia, requieren un mayor nivel de protección que
el resto de los datos personales.

La iniciativa además, se centra en proveer a los titulares de
información sobre los datos que se recopilan de ellos y con
qué propósito. Esto se logra por medio del aviso de priva-
cidad que los responsables del tratamiento de los datos per-
sonales (entendido de la forma más amplia posible) tienen
que presentar a los titulares especificando no solamente
que datos recopilarán, sino los fines para lo que lo hacen y
cualesquiera fines secundarios para los que pudieran utili-
zarse dichos datos.

Asimismo, se ha especificado que el aviso de privacidad
debe contener la información del responsable de los datos
y los mecanismos de contacto con los que los titulares
cuentan a fin de ejercer ante el responsable sus derechos
Arco.

La utilización del aviso de privacidad como mecanismo
principal de información y acceso permite limitar los pro-
pósitos para los que la información es recolectada y utili-
zada, mientras que al mismo tiempo establece mecanismos
de limitación posterior de los usos de la información cuan-
do por ejemplo se decide retirar el consentimiento para la
utilización de los datos en el caso de un fin secundario.

Sobre todo, el modelo que está basado no en la regulación
del dato como elemento sino de las conductas y actividades
relacionadas con la recolección y manejo de los datos. Es-
to habilita la elección de los titulares de los datos al fo-
mentar el entendimiento de que estos tienen una opción
con relación a la recolección, uso y transferencia de sus da-
tos personales.

Por otra parte la iniciativa especifica la necesidad de que la
información esté completa y la mantenga, en la medida de
lo posible, actualizada. Sin embargo, reconoce que para lo-
grar esto se requiere de la participación y consentimiento
del titular ya que es el quien tiene control sobre su infor-
mación y puede proporcionarla. Establecer la obligación de
los responsables de mantener la información actualizada y
exacta, sin reconocer que este hecho no depende solamen-
te del responsable, no solo es inoperante sino que estable-
cería una obligación que no depende en su totalidad del su-
jeto regulado.

La iniciativa determina la existencia de una autoridad cen-
tral que sea responsable del cumplimiento de la ley y que
pueda establecer sanciones en la esfera administrativa. Es-
ta autoridad está particularmente enfocada al cumplimien-
to de las obligaciones que los responsables de los datos tie-
nen que dar para permitir el acceso y corrección de los
datos a los titulares de éstos.

En la iniciativa se reconoce también en la designación de
la autoridad, que en los tiempos actuales la creación de or-
ganizaciones, si bien necesarias para el cumplimiento de la
ley, deben buscar minimizar los costos del Estado. Es por
ello que se ha buscado establecer la responsabilidad a un
ente especializado pero dependiente de una secretaría de
Estado del Ejecutivo federal.

La elección de la Secretaría de Economía (SE) para que de
ella se desprenda la autoridad reguladora no es fortuita. La
SE tiene hoy entre sus atribuciones y órganos desconcen-
trados o especializados la protección de otros derechos co-
mo el del consumidor por medio de la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor (Profeco) o el de la protección de la
propiedad industrial por medio del Instituto Mexicano de la
Propiedad Industrial (IMPI). Se ha considerado que esta
vocación de la SE de asegurar los derechos de los particu-
lares y al mismo tiempo considerar las necesidades de la
actividad industrial y comercial aseguraría el balance nece-
sario entre la protección de los particulares y la necesidad
del mercado de utilizar los datos para su operación comer-
cial.

La presente iniciativa reconoce también la necesidad de
que los responsables de los datos establezcan medidas de
seguridad para proteger estos. Sin embargo, se intenta en la
iniciativa mantener un principio de neutralidad tecnológica
al dejar a determinación del responsable de los datos las
medidas a utilizar, estableciendo como requisito que dichas
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medidas no sean menores a las que el responsable aplica a
sus propios datos.

Consideramos que la autoridad gubernamental no debe te-
ner el papel de regular las medidas de protección. Las ins-
tituciones gubernamentales no cuentan con la experiencia
o velocidad para definir las medidas de seguridad al ritmo
que lo hace el mercado por medio de las mejores prácticas
internacionales. Consideramos asimismo que al no ser es-
tas definidas por la autoridad se reconoce que no todos los
responsables tienen las mismas capacidades o necesidades
de protección pues existen distintos niveles de sensibilidad
de la información y capacidad de protección debido a la na-
turaleza de las organizaciones que son responsables de los
datos.

Tanto las medidas relativas a la seguridad como las que se
refieren a las limitaciones y derechos a proteger dependen
de establecer la responsabilidad de quien trata los datos,
aún cuando estos sean transferidos a un tercero para su pro-
cesamiento. El enfoque de la iniciativa a diferencia de otras
propuestas no establece la responsabilidad de consenti-
miento ante la transferencia por encontrar que ello no es ni
práctico, ni establece un nivel efectivo de protección para
el titular de los datos. La iniciativa reconoce la necesidad
de la transferencia para las operaciones comerciales, sin
embargo, establece que la responsabilidad de los datos no
solamente no cesa ante la transferencia sino que las condi-
ciones establecidas en el aviso de privacidad deben mante-
nerse por parte del tercero y los niveles efectivos de pro-
tección deben ser mantenidos por dicho tercero que tratará
los datos. Con ello, se establece un nivel efectivo de pro-
tección para el titular, mientras que se reconoce la necesi-
dad de los modelos de negocio para hacer más eficiente la
operación de las empresas.

Finalmente, la iniciativa establece dos procedimientos fun-
damentales para otorgar protección efectiva para los titula-
res de los datos. El primero, es el procedimiento de acceso
ante el responsable. En el se establecen las condiciones pa-
ra que los titulares de los datos personales puedan ejercer
sus derechos de acceso corrección, cancelación y oposición
ante los responsables del tratamiento de sus datos persona-
les. Esto genera certidumbre en cuanto a establecer proce-
dimientos comunes para el efectivo ejercicio de los dere-
chos.

En segundo lugar se establece un procedimiento ante la au-
toridad que tiene el objeto de corregir faltas u omisiones

que el responsable haya podido cometer, que es la verda-
dera necesidad del titular, estableciendo sanciones ante el
incumplimiento. La posibilidad de que el responsable co-
rrija la situación que despierta la queja del titular, debe ser
la principal razón del procedimiento y no la sanción por
ella misma.

V. Consideraciones para la evaluación de la iniciativa

Considerando los modelos regulatorios existentes y los
compromisos internacionales contraídos por México en la
materia, es importante destacar los siguientes elementos
que resultan determinantes para la evaluación de la presen-
te iniciativa: 

1. Primero, que la responsabilidad de esta soberanía pa-
ra legislar en materia de protección de los datos perso-
nales es impostergable, no sólo por tratarse de un tema
de protección de derechos humanos y libertades funda-
mentales, sino porque tiene un origen y efectos esencia-
les sobre la economía nacional, la competitividad y el
aseguramiento del comercio irrestricto entre las entida-
des federativas, y con la regulación del comercio con
otros Estados extranjeros.

El pasado 5 de Diciembre del 2008, el Senado de la Repú-
blica aprobó la minuta enviada por ésta soberanía que re-
forma al artículo 73 constitucional, en el que se establece
como facultad exclusiva del Congreso de la Unión el legis-
lar en materia de datos personales en posesión de los parti-
culares.

Por las razones expuestas en la presente iniciativa, de
acuerdo con las exposiciones de motivos y diversa memo-
randa explicativa tanto de los Lineamientos de la OCDE
como del Marco de Privacidad de APEC, ambas organiza-
ciones de las cuales México es parte, como por la propia
naturaleza de la legislación que se propone y su origen y
efecto sobre el comercio interestatal y desde luego sobre el
comercio internacional.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del
honorable Congreso de la Unión a través de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa de ley con proyecto de de-
creto por la que se expide la Ley Federal de Protección de
Datos Personales.
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Decreto por el que se crea la Ley Federal de Protección
de Datos Personales

Artículo Único. Se crea la Ley Federal de Protección de
Datos Personales.

Ley Federal de Protección de Datos Personales

Título Primero
De los datos personales

Capítulo Primero
Disposiciones generales

Artículo 1. Esta ley es de orden público, de observancia
general en toda la República y tiene por objeto regular el
derecho a la autodeterminación informativa de las personas
que permita, por una parte, la transferencia legítima, con-
trolada e informada de los datos personales y por otra, la
protección a la privacidad cuando se trate de datos sensi-
bles, así como regular el tratamiento de los datos persona-
les por parte de los sujetos responsables conforme a este
ordenamiento.

Artículo 2. Son sujetos regulados por la presente ley, las
personas físicas o morales de carácter privado que lleven a
cabo el tratamiento de datos personales.

Artículo 3. No son sujetos regulados por esta ley:

I. El Poder Ejecutivo federal;

II. El Poder Legislativo federal;

III. El Poder Judicial de la federación;

IV. Los órganos constitucionales autónomos;

V. Los tribunales administrativos federales;

VI. Los sindicatos, las asociaciones profesionales y las
demás a que se refiere la fracción XVI del artículo 123
Apartado A de la Constitución federal;

VII. Las sociedades de información crediticia, quienes
en lo relativo a la recolección, uso, divulgación y alma-
cenamiento o ambos de los datos personales que inter-
cambien con sus usuarios, y a las relaciones jurídicas
entre éstos y aquellas, están reguladas por la Ley para

Regular las Sociedades de Información Crediticia y de-
más disposiciones aplicables;

VIII. Cualquier otra institución, órgano o entidad de na-
turaleza pública que se encuentre regulada por leyes o
disposiciones específicas, y

IX. Las asociaciones religiosas.

Artículo 4. Para efectos de la ley se entenderá por:

I. Aviso de privacidad: Documento físico o electrónico
generado por el responsable que es puesto a disposición
del titular previo al tratamiento de sus datos personales,
de conformidad con el principio de aviso al que se re-
fiere el texto de la presente ley;

II. Datos personales: La información concerniente a
una persona física, identificada o identificable;

III. Datos sensibles: La información de una persona
concerniente a su origen racial o étnico, ideología y opi-
nión política, pertenencia a organizaciones sindicales,
creencia o convicción religiosa o filosófica, estado de
salud físico o mental y la preferencia sexual.

IV. Fin primario: Cualquier tratamiento de datos per-
sonales que implique o sea necesario para:

a) Efectuar, administrar, mantener o cumplir una
transacción o acuerdo de voluntades de naturaleza ci-
vil, comercial o laboral o cualquier acto jurídico so-
licitado por el titular o en el que este sea parte;

b) Dar cumplimento o ejecutar un mandato, comi-
sión, servicio  u otra relación jurídica establecida con
el titular;

c) La proveeduría o aprovechamiento de un bien o
servicio solicitado por el titular, o

d) Responder una solicitud del titular.

V. Fin secundario: Cualquier tratamiento licito de da-
tos personales que no constituya un fin primario;

VI. Información Pública: Son aquellos datos persona-
les que obren en fuentes accesibles al público en gene-
ral, sin mas limitación que, en su caso, el pago de una
contraprestación;
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VII. Instituto: El Instituto de Protección de Datos Per-
sonales, autoridad responsable de la aplicación de ésta
ley;

VIII. Ley: La Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales;

IX. Responsable: Personas físicas o morales de carác-
ter privado que lleven a cabo el tratamiento de datos
personales sujetos a la presente ley;

X. Tercero: La persona física o moral nacional o ex-
tranjera distinta del titular o responsables de los datos;

XI. Titular: La persona física a quien corresponden los
datos personales, y

XII. Tratamiento de datos personales: La recolección,
uso, divulgación o almacenamiento de datos personales,
por cualquier medio. El uso abarca cualquier acción de
acceso, manejo, aprovechamiento, transferencia o dis-
posición de datos personales.

Artículo 5. No son datos personales, para los efectos de la
ley:

I. El nombre, puesto, dirección o teléfonos de trabajo de
un empleado, prestador de servicios o miembro de una
organización;

II. La información que una persona hace pública de
forma deliberada, o permite que sea hecha pública, o
que es obtenida de registros públicos u otras fuentes
accesibles al público en general de conformidad con
las leyes, y

III. Aquellos datos que obran o que son utilizados en el
ejercicio de actividades exclusivamente personales o
domésticas.

Capítulo Segundo
Del tratamiento de datos personales

Artículo 6. Los datos personales deberán tratarse confor-
me a los siguientes principios: Licitud; aviso; calidad; ac-
ceso y corrección de información; seguridad y custodia; y
consentimiento.

Artículo 7. Principio de licitud. Los datos personales de-
berán recabarse y tratarse de manera lícita conforme a las

normas establecidas por esta ley y demás disposiciones
aplicables en las leyes federales.

Artículo 8. Las personas físicas o morales podrán conve-
nir entre ellas o con organizaciones civiles y gubernamen-
tales, o ambas, nacionales o extranjeras, esquemas de auto-
rregulación en la materia, que complementen lo dispuesto
por la presente ley.

Artículo 9. Las personas físicas o morales podrán recolec-
tar y tratar datos personales cuando:

I. Cumpla con la regulación establecida en la presente
ley;

II. Así lo determine la ley aplicable al acto que motivó
la colecta; o

III. Proporcione un aviso de privacidad en términos de
esta ley.

Artículo 10. Principio de aviso. Asegurar que los titulares
de los datos personales tengan conocimiento de que infor-
mación se recaba de ellos y con que fines.

Artículo 11. Cuando sea necesario proporcionar un aviso
de privacidad, en términos del artículo anterior, éste debe-
rá contener, al menos, la siguiente información:

I. La identidad del  responsable que recolecta y/o trata
los datos personales;

II. El fin primario y cualquier fin secundario para el cual
se recolectan y tratan los datos personales;

III. El fin primario y cualquier fin secundario para el cual
los datos personales deban o puedan ser divulgados;

IV. Las opciones y medios que el responsable ofrezca a
los titulares para tener acceso a sus datos, corregirlos,
modificarlos o cancelarlos, de conformidad con lo dis-
puesto en esta ley;

V. El procedimiento que el responsable establezca para
limitar el uso y divulgación de datos personales para fi-
nes secundarios, de conformidad con lo dispuesto en es-
ta ley, y 

VI. El procedimiento y medio por el cual el responsable
notificará a los titulares de cambios sustanciales al avi-
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so de privacidad, de conformidad con lo previsto en es-
ta ley.

Artículo 12. El aviso de privacidad debe hacerse disponi-
ble por cualquiera de los siguientes medios:

I. Cuando el tratamiento de datos se haga por cualquier
medio electrónico, óptico o de cualquier otra tecnología,
el aviso de privacidad debe estar disponible o referen-
ciado en el momento del primer contacto con el titular
de los datos, de forma clara y fehaciente.

En el caso del tratamiento de datos vía Internet, el sitio,
página o pantalla en que se efectúa el primer contacto
con el titular, puede remitir a un vínculo, liga o pantalla
subsecuente en la que conste el aviso de privacidad.

Asimismo, el aviso de privacidad contendrá un resumen
que indicará al menos los elementos previstos en el ar-
tículo 11, fracciones I, II, III y IV.  

II. Cuando el tratamiento de datos se realice por cual-
quier otro medio distinto de los establecidos en el nu-
meral anterior, el aviso de privacidad completo debe es-
tar disponible  en el momento del primer contacto con el
titular.

Artículo 13. Si el responsable del tratamiento de los datos
personales, pretende usarlos o divulgarlos para un fin se-
cundario, debe incluir en el aviso de privacidad:

I. La declaración clara e inequívoca de que los datos
personales proporcionados podrán ser usados o revela-
dos para un fin secundario;

II. La descripción del mecanismo bajo el cual el  titular
podrá manifestar su voluntad de que sus datos persona-
les no sean utilizados para un fin secundario, y

III. La descripción de los usos que se darán a los datos
personales para fines secundarios.

Capítulo Tercero
Del consentimiento para el uso 

y divulgación de datos personales

Artículo 14. Principio de consentimiento. El tratamiento
de datos personales estará sujeto al consentimiento del ti-
tular de conformidad con lo dispuesto en el presente capí-
tulo.

Artículo 15. Para efectos de la presente ley, el responsable
cuenta con el consentimiento del titular:

I. Si el aviso de privacidad puesto a disposición del titu-
lar, contiene los elementos descritos en los artículos 11
y 13 en su caso de esta ley, y

II. Si el titular no ha manifestado al responsable su vo-
luntad de que sus datos personales no sean o continúen
siendo utilizados o divulgados para fines secundarios.

Artículo 16. Tratándose de datos sensibles, el responsable
deberá obtener el consentimiento previo del titular para su
uso y divulgación para fines secundarios.

Artículo 17. No existe la obligación de recabar el consen-
timiento previo del titular, en el caso de datos sensibles,
cuando:

I. Exista disposición legal que permita la recolección o
el tratamiento de dichos datos; o bien obligue a los titu-
lares a proporcionarlos;

II. Cuando sea necesarios para atender una emergencia
médica del titular o su cesión sea necesaria para una in-
vestigación epidemiológica  o de interés público;

III. Los datos personales se sometan a un procedimien-
to previo de disociación, y

IV. Cuando así lo exija resolución de autoridad compe-
tente.

V. Cuando exista una situación de emergencia que po-
tencialmente pueda dañar a un individuo en su persona
o en sus bienes;

Capítulo Cuarto
Disposiciones especiales de uso 

y divulgación a terceros

Artículo 18. Todo responsable que divulgue datos perso-
nales a terceros, deberá notificar a éstos, su aviso de priva-
cidad y en su caso, los usos determinados en el artículo 11
anterior a que el titular sujetó su divulgación.

El tercero receptor de los datos personales quedará sujeto a
las mismas obligaciones que corresponden al responsable
que los divulgó.
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Artículo 19. Los datos personales procedentes de un res-
ponsable no podrán ser usados por un tercero a menos que
éste obtenga consentimiento expreso del titular de los mis-
mos, salvo que se trate de:

I. Aquellos datos personales relacionados con los fines
para los cuales la información fue revelada, de confor-
midad con lo dispuesto en el aviso de privacidad; o

II. Aquellos establecidos en el artículo 20 de esta ley.

Capítulo Quinto
De los usos y divulgación protegidos

Artículo 20. Las restricciones previstas en el artículo pre-
cedente, no aplicarán a los siguientes casos:

I. La divulgación a terceros que presten servicios al res-
ponsable en relación con el uso de datos personales pa-
ra fines primarios, o cualesquiera fines secundarios con-
sentidos por el titular, siempre y cuando:

a) El responsable tenga celebrado un contrato que
obligue al tercero a no usar o divulgar información
de los datos personales, en todo cuanto no sea estric-
tamente necesario para cumplir los fines para los
cuales los datos personales fueron revelados por su
titular, así como a asegurarse de mantener la confi-
dencialidad de la información de acuerdo con las
condiciones y términos establecidos en el aviso de
privacidad;

b) El responsable permanezca como la parte encarga-
da de la integridad y protección de los datos perso-
nales que han sido transferidos a un tercero para su
tratamiento, incluyendo cualesquiera terceros fuera
de la jurisdicción o territorio de los Estados Unidos
Mexicanos. 

II. En el caso del tratamiento de datos hacia países con
los cuales México tenga celebrados tratados internacio-
nales o acuerdos de libre comercio.

III. La divulgación efectuada a sociedades controlado-
ras, subsidiarias o afiliadas bajo el control común del
responsable, o a una sociedad matriz o a cualquier so-
ciedad del mismo grupo de la responsable, que opere
bajo los mismos procesos y políticas internas;

IV. Uso y divulgación de datos personales que se ad-
quieran mediante la fusión, escisión o adquisición de
una empresa, siempre que se respeten los fines estable-
cidos en el aviso de privacidad;

V. Uso y divulgación en aquellos casos en los que el res-
ponsable actúe:

a) Para proteger o defender legítimamente sus bienes
o derechos;

b) Como parte activa o pasiva en algún litigio ante
los tribunales competentes;

c) Cuando actúe para dar cumplimiento a un manda-
to de autoridad judicial o administrativa competente
dentro o fuera de litigio o controversia;

d) Para prevenir un daño o peligro inminente a una o
más personas.

VI. Uso y divulgación en casos de requerimientos de au-
toridad debidamente fundado y motivado.

Capítulo Sexto
Del cambio del uso o divulgación

Artículo 21. Si el responsable pretende usar o divulgar to-
da o parte de los datos personales para un nuevo fin secun-
dario o para ampliar uno anteriormente descrito, deberá
proceder conforme a las reglas del presente capítulo.

Artículo 22. En caso de un cambio de uso o divulgación de
datos personales recolectados previamente, el responsable:

I. Modificará su aviso de privacidad para reflejar el nue-
vo fin, o la ampliación del anteriormente descrito, y

II. Hará público o disponible para los titulares de los da-
tos, el cambio al aviso de privacidad señalando las mo-
dificaciones realizadas. 

En caso de que el titular desee revocar su consentimiento
para el nuevo fin secundario deberá manifestarlo al res-
ponsable a través de los mecanismos establecidos en el avi-
so de privacidad a que se refiere la presente ley.
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Título II
De la protección de datos personales

Capítulo Primero
Disposiciones generales

Artículo 23. Principio de seguridad y custodia. Todo res-
ponsable que lleve a cabo el tratamiento de datos persona-
les debe establecer y mantener medidas de seguridad ad-
ministrativas, técnicas y físicas que permitan proteger los
datos personales por daño, pérdida, alteración o destruc-
ción; o del uso, acceso o divulgación no autorizados.

Dichas medidas, a juicio del responsable, deben ser con-
gruentes con la naturaleza y grado de confidencialidad de
los datos personales de que se trate, el riesgo potencial pa-
ra el titular de su uso o transmisión indebida, las posibili-
dades económicas del responsable, el costo de su implan-
tación, y no deberán ser menores que las que el responsable
mantiene para el tratamiento de sus propios datos.

Artículo 24. Principio de calidad. El responsable procura-
rá, en la medida de lo posible, que los datos personales se-
an correctos, consistentes y no excesivos para los fines pa-
ra los cuales fueron recolectados.

Artículo 25. Todo responsable deberá designar a una per-
sona, o departamento de datos personales, en su caso,  que
llevará a cabo las funciones siguientes:

I. Recibir y dar trámite a las solicitudes de los titulares
o, en su caso, sus representantes legales en las que éstos
manifiesten su voluntad de que sus datos personales  no
sean utilizados para un fin secundario, o sean cancela-
dos, corregidos o modificados de acuerdo con lo esta-
blecido en el aviso de privacidad;

II. Recibir y dar trámite, en los casos que legalmente
proceda, a las solicitudes de acceso a la información he-
chas por el Instituto a petición del titular o, en su caso,
su representante legal;

III. Llevar un registro de las solicitudes en las que los ti-
tulares expresen su voluntad de que sus datos persona-
les no sean utilizados para fines secundarios o sean can-
celados, y 

IV. Las demás necesarias para garantizar y agilizar el
flujo de información entre el responsable y el titular.

Capítulo Segundo
De los derechos de los titulares

Artículo 26. Principio de acceso y corrección. Todo res-
ponsable que lleve a cabo el tratamiento de datos persona-
les, deberá  permitir el acceso a los titulares que así lo so-
liciten, a sus datos personales que obran en su poder, a
efecto de que éstos puedan ejercer su derecho a corregir,
completar o modificar dicha información, si ésta fuera in-
completa o inexacta y a cancelarla siempre que no contra-
venga lo establecido en el artículo 30 de la presente ley.

Artículo 27. El responsable no está obligado a proporcio-
nar información, si:

I. La persona que solicita el acceso no demuestra que es
la persona titular de los datos personales o su represen-
tante legal;

II. De acuerdo con la ley, la revelación de información
podría violar derechos de terceros, o resultaría en la re-
velación de información que forma parte de un secreto
industrial o comercial, bancario o de otra información
secreta o protegida por otras leyes aplicables;

III. Que dicha información podría afectar el curso de un
litigio o procedimiento judicial o administrativo en el
que el responsable o el titular son partes o tienen interés
jurídico y

IV. La divulgación de la información fuera ilícita.

Artículo 28. En los casos en que alguna de las excepciones
antes listadas aplicara únicamente a una porción de los da-
tos personales tratados por el responsable, éste proporcio-
nará acceso al resto de la información de los datos perso-
nales que no estuviere protegida por alguna de las
excepciones mencionadas.

Artículo 29. El responsable no estará obligado a corregir o
modificar los datos personales, si:

I. El titular no proporciona los datos personales de que
se trate; o

II. Si la corrección o modificación solicitada no es con-
sistente con las leyes de la materia que regulen la infor-
mación de que se trate; o
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III. Si el titular o su representante no acreditan justifica-
damente su pretensión para corregir o modificar sus da-
tos personales.

Artículo 30. El titular tendrá derecho a solicitar al respon-
sable la cancelación de sus datos personales en cualquier
momento.

El responsable no estará obligado a cancelar los datos per-
sonales cuando:

I. Se refiera a las partes de un contrato privado, social o
administrativo y sean necesarios para su desarrollo y
cumplimiento;

II. Sean objeto de tratamiento para la prevención o para
el diagnóstico médico o la gestión de servicios de salud,
siempre que dicho tratamiento se realice por un profe-
sional de la salud sujeto a un deber de secreto o por otra
persona con un deber equivalente al del secreto;

III. Deban ser tratados por disposición legal;

IV. Obstaculice actuaciones judiciales o administrativas
vinculadas a obligaciones fiscales, la investigación y
persecución de delitos o la actualización de sanciones
administrativas;

V. Sean necesarios para proteger los intereses jurídica-
mente tutelados del titular;

VI. Sean necesarios para realizar una acción en función
del interés público, y

VII. Sean necesarios para cumplir con una obligación
legalmente adquirida por el titular.

Artículo 31. Principio de información. De conformidad
con lo dispuesto en el Artículo 26 de esta ley, el titular ten-
drá derecho a solicitar información sobre sus datos perso-
nales que obren en poder del responsable.

La primera consulta que se realice en períodos de doce me-
ses, deberá ser atendida sin costo por el responsable. Para
las consultas subsecuentes, el responsable podrá hacer un
cargo no mayor a 5 días de salario mínimo general vigente
en el Distrito Federal.

El titular tendrá derecho a realizar una consulta gratuita en
un período de 12 meses cada vez que se realicen modifica-
ciones al aviso de privacidad.

Artículo 32. El responsable debe responder a la solicitud
del titular, y en su caso hacer los cambios o cancelaciones
pertinentes, si éstos procedieran, dentro de los veinte días
hábiles siguientes a la fecha de recepción de la solicitud
por parte del responsable de conformidad con el procedi-
miento referido en el artículo 36.

Capítulo Tercero
Del procedimiento de acceso ante el responsable

Artículo 33. El titular o su representante legal podrán pre-
sentar, ante la persona o departamento de datos personales
del responsable, la solicitud de acceso a sus datos en tér-
minos del capítulo anterior mediante escrito libre en un do-
cumento físico o electrónico que deberá contener, por lo
menos:

I. El nombre del titular y domicilio u otro medio para re-
cibir notificaciones, como el correo electrónico, así co-
mo los datos generales de su representante, en su caso,

II. La descripción clara y precisa de los datos cuya mo-
dificación, corrección o cancelación solicita, y

III. Cualquier otra referencia que permita su localiza-
ción, con objeto de facilitar su búsqueda.

Artículo 34. La persona o departamento de datos persona-
les será el vínculo entre el responsable y el titular o su re-
presentante legal.

La forma en la que se otorgue el acceso a la información
podrá ser verbal siempre y cuando sea para fines de orien-
tación, mediante consulta directa, copias simples, medios
de comunicación electrónica o cualquier otro tipo de medio
que determine el responsable.

Si los detalles proporcionados por el titular o su represen-
tante legal no bastan para localizar los documentos o son
erróneos, la persona o departamento de datos personales
podrá requerir dentro de los 10 días hábiles siguientes a la
presentación de la solicitud, que indique otros elementos o
corrija éstos. Este requerimiento interrumpirá el plazo es-
tablecido en el artículo 36.

Si la solicitud es presentada ante una oficina o departa-
mento distinto a la persona o departamento de datos perso-
nales, aquél tendrá la obligación de indicar al particular la
ubicación física o dirección electrónica de la persona o de-
partamento de datos personales.
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Artículo 35. La obligación de acceso a la información se
dará por cumplida cuando se pongan a disposición del so-
licitante los datos personales; o bien, mediante la expedi-
ción de copias simples, documentos electrónicos o cual-
quier medio que determine el Responsable. 

En el caso de que la información solicitada ya esté dispo-
nible al público en medios impresos, tales como libros,
compendios, trípticos, archivos públicos, en formatos elec-
trónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio,
se le hará saber al solicitante por escrito o por medios elec-
trónicos la fuente, el lugar y la forma en que puede consul-
tar, reproducir o adquirir dicha información. 

En el caso de que el titular solicite el acceso a los datos de
una persona que presume es el responsable y ésta resulta no
serlo, bastará con que así se le indique al titular por cual-
quiera de los medios a que se refiere el párrafo primero de
este artículo, para tener por atendida la solicitud.

Artículo 36. La respuesta a la solicitud deberá ser notifi-
cada por el responsable al titular o su representante legal en
el domicilio o dirección electrónica señalados por éste, en
un plazo máximo de veinte días hábiles, contados a partir
de la recepción de la solicitud por parte del responsable. En
dicha respuesta se precisará en su caso, la forma en que se-
rá entregada la información.

Excepcionalmente, este plazo podrá ampliarse hasta por un
periodo igual cuando existan razones que lo justifiquen,
siempre y cuando éstas se le notifiquen al solicitante.

La información deberá entregarse a más tardar a los diez
días hábiles siguientes al que la persona o departamento de
datos personales le haya notificado al solicitante la dispo-
nibilidad de aquélla.

Capítulo Cuarto
Del instituto

Artículo 37. El Instituto de Protección de Datos Persona-
les, autoridad administrativa encargada de la aplicación de
esta Ley, es un organismo descentralizado dependiente de
la Secretaría de Economía, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propio, el cual tendrá las siguientes facultades:

I. Interpretar en el orden administrativo esta ley;

II. Conocer y resolver los procedimientos administrati-
vos de protección de datos personales interpuestos;

III. Orientar y asesorar a los particulares acerca del de-
recho a la protección de datos personales y su procedi-
miento;

IV. Elaborar y difundir estudios sobre la protección de
datos personales;

V. Proporcionar apoyo técnico a los Responsables que
lo soliciten, para el cumplimento de las obligaciones es-
tablecidas por esta Ley; y

VI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de esta
Ley y en su caso, determinar las sanciones correspon-
dientes;

VII. Representar a México en los foros internacionales
en la materia.

Capítulo Quinto
Del proceso ante el instituto

Artículo 38. El solicitante podrá iniciar dentro de los diez
días hábiles siguientes a la fecha de recepción de la res-
puesta del responsable, el procedimiento administrativo de
protección de datos personales ante el Instituto, cuando se
presente alguno de los siguientes casos:

I. El responsable niegue el acceso a la información, o
alegue la inexistencia de los datos solicitados.

II. El responsable no entregue en tiempo y forma al so-
licitante los datos personales solicitados, o lo haga en un
formato incomprensible.

III. El responsable se niegue, sin causa justificada, a
efectuar la cancelación, modificación o corrección de
los datos personales.

IV. El solicitante considere fundadamente que la infor-
mación entregada es incompleta o no corresponda a la
información requerida en la solicitud.

Artículo 39. La solicitud del procedimiento administrativo
de protección de datos personales deberá contener, por lo
menos:

I. El nombre del solicitante y domicilio u otro medio pa-
ra recibir notificaciones, como el correo electrónico, así
como los datos generales de su representante legal, en
su caso;
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II. Los datos del responsable ante el cual presentó su so-
licitud;

III. La fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento
de la respuesta contra la que está inconforme; y

IV. Los demás elementos que considere procedentes so-
meter al criterio del instituto.

Artículo 40. En caso de que quien promueva sea una per-
sona distinta del titular de los datos; dicha promoción sólo
podrá hacerse en nombre y representación de éste; en cuyo
caso el tercero promovente deberá acompañar el documen-
to que acredite la representación legal que ostenta.

Artículo 41. El instituto sustanciará el procedimiento ad-
ministrativo de protección de datos personales conforme a
lo siguiente:

I. Con la solicitud inicial del procedimiento administra-
tivo de protección de datos personales, el solicitante de-
berá presentar, en su caso, en originales o copias debi-
damente certificadas, los documentos y constancias en
que se funde su pretensión, y deberán ofrecerse las prue-
bas correspondientes. Las pruebas que se presenten pos-
teriormente, no serán admitidas salvo que fueren super-
venientes;

II. El solicitante deberá además exhibir el número de co-
pias simples de la solicitud y de los documentos que a
ella se acompaña, necesarios para correr traslado a la
contraparte;

III. Si el solicitante no cumpliere con los requisitos a
que se refiere el artículo 39 o no exhibiera las copias de
la solicitud y en su caso, los documentos que a ella se
acompañan, a que se refieren las fracciones I y II, el ins-
tituto le requerirá, por una sola vez, subsane la omisión
en que incurrió o haga las aclaraciones que correspon-
dan; para tal efecto se le concederá un plazo de cinco dí-
as hábiles, y de no cumplirse el requerimiento en el pla-
zo otorgado se desechará la solicitud;

IV. En el procedimiento administrativo de protección de
datos personales, se admitirán toda clase de pruebas, ex-
cepto las que sean contrarias a la moral y al derecho;

V. Admitida la solicitud del titular, el Instituto, con la
copia simple de la solicitud y los documentos que se le
acompañaron, la notificará al responsable, concediéndo-

le un plazo de quince días hábiles para que manifieste
por escrito lo que a su derecho convenga;

VI. Transcurrido el plazo para que el Responsable, pre-
sente sus manifestaciones, previo estudio de los antece-
dentes relativos y desahogadas las pruebas que lo re-
quieran, se dictará la resolución administrativa que
proceda.

Artículo 42. Las resoluciones del instituto podrán:

I. Desechar el procedimiento por improcedente o bien,
sobreseerlo;

II. Confirmar la respuesta del responsable; o

III. Revocar o solicitar se modifique la respuesta del res-
ponsable.

Las resoluciones, deberán ser notificadas a las partes de
manera personal o a través del uso de medios electrónicos,
ópticos o de cualquier otra tecnología, y éstas establecerán
los plazos para su cumplimiento y los procedimientos para
asegurar la ejecución.

Si el instituto no resuelve en el plazo establecido en esta
ley, la respuesta del responsable contra la cual se inconfor-
mó el titular se entenderá confirmada.

Artículo 43. El procedimiento administrativo de protec-
ción de datos personales será improcedente cuando:

I. II. Sea presentado, una vez transcurrido el plazo seña-
lado en el artículo 38;

II. El instituto haya conocido anteriormente del procedi-
miento respectivo y haya resuelto en definitiva;

III. Cuando el titular solicite el acceso, corrección o can-
celación de los datos personales a una persona que el ti-
tular presume como responsable y esta acredita no ser-
lo;

IV. Se inconforme con una respuesta emitida por un ter-
cero a quien presume como responsable en términos de
lo dispuesto por la fracción anterior, y

V. Ante los tribunales del Poder Judicial federal este
pendiente de resolución algún recurso o medio de de-
fensa interpuesto por el titular sobre la misma causa.
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Artículo 44. El procedimiento administrativo de protec-
ción de datos personales será sobreseído cuando:

I. El titular desista expresamente al procedimiento;

II. El titular fallezca;

III. Cuando admitido el escrito inicial y comenzado el
procedimiento de datos personales, aparezca alguna
causal de improcedencia en los términos de la presente
ley; y

IV. El responsable de la respuesta contra la cual se in-
conforma el titular, la modifica o revoca, de tal manera
que el procedimiento de revisión de datos personales
quede sin efecto o materia.

Artículo 45. Las resoluciones del Instituto podrán ser im-
pugnadas por los titulares ante el Poder Judicial de la fede-
ración.

Capítulo VII
De las sanciones

Artículo 46. Son infracciones a esta ley:

I. El tratamiento de datos personales en contravención
con lo señalado en la presente ley;

II. Omitir en el aviso de privacidad alguno o todos los
elementos a que se refieren los artículos 11 y 13, en su
caso, de la presente ley;

III. Divulgar datos a terceros sin comunicar a éstos las
limitaciones a que el titular sujetó la divulgación;

IV. El uso de datos personales hecho por terceros cuan-
do provengan de un responsable sin contar con el con-
sentimiento expreso del titular salvo en los casos seña-
lados por los artículos 19 y 20 de la presente ley;

V. Cambiar sustancialmente el uso o divulgación de los
datos personales sin llevar a cabo las medidas señaladas
en el artículo 22 de la presente ley,

VI. El uso o divulgación de datos sensibles para fines
secundarios en contravención con lo establecido en los
artículos 16 y 17 de ésta ley; 

VII. La falta de respuesta a una solicitud de acceso, en
el plazo señalado en el artículo 36, y

VIII. Cualquier incumplimiento del responsable a las
obligaciones establecidas a su cargo en términos de lo
previsto en la presente ley.

Artículo 47. En los supuestos descritos en las fracciones
III, IV, VII y VIII del artículo 46, el instituto aplicará al in-
fractor, dependiendo de las circunstancias del de comisión
de la infracción, y la reincidencia en su caso propio infrac-
tor, un apercibimiento o multa por evento hasta por el equi-
valente de 100 a 500 días de salario mínimo general diario
vigente en el Distrito Federal al momento de la comisión
de la infracción.

En los supuestos previstos en las fracciones I, II, V, y VI
del artículo 46, el Instituto aplicará al infractor, dependien-
do de las circunstancias del de comisión de la infracción, y
la reincidencia en su caso propio infractor, la sanción de
apercibimiento o multa hasta por el equivalente de 500 a
1000 días de salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal al momento de la comisión de la infracción.

Artículo 48. Para la imposición de las sanciones previstas
en esta Ley, el Instituto deberá seguir las reglas previstas en
los artículos 72, 73 y 74 del Título Cuarto de la Ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo.

La facultad de la autoridad para imponer sanciones admi-
nistrativas prescribe en cinco años. Los términos de la
prescripción serán continuos y se contarán desde el día en
que se cometió la falta o infracción administrativa si fuere
consumada o, desde que cesó si fuere continua.

Los interesados podrán hacer valer la prescripción por vía
de excepción y la autoridad deberá declararla de oficio.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor 180 dí-
as naturales posteriores a su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogarán las disposiciones legales,
reglamentarias y administrativas que contravengan las dis-
posiciones de la presente ley.

Artículo Tercero. El Ejecutivo federal a través de la Se-
cretaría de Economía expedirá dentro del plazo establecido
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en el artículo primero transitorio, el decreto de creación del
instituto a que se refiere el artículo 37 de este ordenamien-
to legal.

Artículo Cuarto. La Secretaría de Economía reasignará
los recursos necesarios para dar cabal cumplimiento a la
presente ley y garantizar la correcta operación del instituto
a que se refiere ésta con el fin de que la Dirección General
de Comercio Interior y Economía Digital, aunado a los
programas asociados a la economía digital, asuma las atri-
buciones de autoridad competente que le confiere el pre-
sente cuerpo normativo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 11 días de diciembre de
2008.— Diputado Adolfo Mota Hernández (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones de Gobernación, con opinión
de Presupuesto y Cuenta Pública.

«Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos, suscrita por los diputados Jorge Emilio
González Martínez, Beatriz Manrique Guevara y Diego
Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario del PVEM

Los diputados Jorge Emilio González Martínez, Beatriz
Manrique Guevara y Diego Cobo Terrazas, integrantes de
la LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión por
el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, con fundamento en los artículos 4, 71, fracción II,
72 y 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, y 64 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a conside-
ración del Pleno de la Cámara de Diputados de la LX Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión el presente
proyecto de decreto, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

De forma general, podemos definir incineración como
“procesamiento térmico de los residuos mediante oxida-
ción química en presencia de oxígeno”. La incineración
utiliza altas temperaturas, una atmósfera oxidante y, en

ocasiones, agitación para destruir los residuos. Este proce-
so es muy utilizado para tratamiento de residuos sólidos ur-
banos, industriales peligrosos y hospitalarios. Los produc-
tos finales son básicamente gases de combustión, efluentes
líquidos y cenizas (residuos no combustibles).

Sin embargo, este proceso de combustión, lejos de destruir
los residuos, los transforma en subproductos mucho más
tóxicos, que contaminan el aire, el agua y el suelo.

En teoría, el proceso de incineración debería “transformar”
la basura en bióxido de carbono (CO2) y agua, pero la prác-
tica demuestra que los sistemas de combustión son incom-
pletos, por lo que se generan subproductos tóxicos, como
dioxinas, furanos, bifenilos policlorados (BPC) y miles de
compuestos más aún no detectados, que no se degradan en
el ambiente y que, por el contrario, se acumulan en los te-
jidos grasos de los seres vivos, don de permanecen por ge-
neraciones.

Dioxinas, furanos, BPC y demás subproductos generados
por la incineración no son únicamente emisiones atmosfé-
ricas sino que, también, se encuentran en las cenizas, pro-
ducto del proceso.

Esas cenizas son el resultado más tóxico de la combustión;
y, lejos de recibir algún tipo de tratamiento, son utilizadas
para rellenar grietas y pavimentar calles, con lo que estos
peligrosos residuos se encuentran en casas, edificios, ca-
lles, avenidas y carreteras.

Esta tecnología ha sido utilizada por varios años en Méxi-
co y otros países para dar tratamiento o disposición final a
los residuos peligrosos industriales, biológico-infecciosos
y sólidos urbanos.

Por otro lado, la incineración es también utilizada en pro-
cesos de producción de cemento, vidrio y cerámica, los
cuales usan residuos como combustible alterno, lo que en
años recientes ha sido llamado por los industriales “reci-
claje energético”.

Según datos de 2000 del Instituto Nacional de Ecología
(INE), de 2 millones 134 mil 795 toneladas de residuos pe-
ligrosos industriales recicladas anualmente, 1 millón 249
mil 841 se utilizan para el “reciclaje energético”. Actual-
mente, 27 empresas llevan a cabo esta práctica, entre las
que figuran Cementos Apasco, Cementos Mexicanos, Ce-
mentos Portland, Comisión Federal de Electricidad, Coo-
perativa Cruz Azul y Pemex Petroquímica Morelos.
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Pese a que los datos proporcionados por el INE indican que
el reciclaje de residuos aumentó en años recientes, lo que
se han incrementado son la incineración con la máscara de
“reciclaje energético” y, con esto, la generación de dioxi-
nas y furanos y sus dañinos.

Las dioxinas y los furanos son subproductos organoclora-
dos (base de cloro y carbono) generados de manera no in-
tencional como resultado de la producción e incineración
de sustancias o compuestos que contienen cloro, como pla-
guicidas, plástico polivinil clorado (PVC) y disolventes
clorados.

El cloro presente en los incineradores proviene principal-
mente de PVC, cloruro de vinilideno, disolventes clorados,
removedores de pintura y pesticidas, compuestos que cons-
tituyen una fuente de productos de combustión incompleta,
como las dioxinas y los furanos. Estos últimos son los con-
taminantes más peligrosos creados por los seres humanos y
pertenecen al grupo de los contaminantes orgánicos persis-
tentes, cuyas características son éstas:

• Persistentes: tienen procesos de degradación muy len-
tos, por lo que permanecen en el ambiente por largos pe-
riodos;

• Tóxicas: debido a su composición, son sumamente no-
civos para el ambiente y los humanos;

• Solubles en grasas: se disuelven en grasa y no en agua,
por lo que se acumulan en el tejido adiposo de humanos
y de animales;

• Bioacumulables: a través de la cadena alimenticia, una
parte de la carga corporal de dioxinas y furanos pasa de
un ser vivo a otro, y dado que los seres humanos esta-
mos en la cima de esta ruta, almacenamos las mayores
concentraciones de esos compuestos, de tal manera que
cantidades extremadamente pequeñas de esas sustancias
en el agua o el suelo pueden magnificarse hasta conver-
tirse en una grave amenaza para los depredadores; y

• Volátiles: se transportan con facilidad a través de la at-
mósfera, por lo que también ocasionan graves daños
muy lejos de su fuente de origen.

La principal vía de ingestión de dioxinas y furanos es el ali-
mento, fundamentalmente pescado, lácteos y carnes. Un
ejemplo de esto está en las muestras de mantequillas mexi-
canas analizadas en los laboratorios de Greenpeace situa-

dos en la Universidad de Exeter, Inglaterra, las cuales re-
velaron presencia de dioxinas. Esto comprueba que las dio-
xinas y los furanos ya se encuentran presentes en nuestros
alimentos, por lo que es indudable que los mexicanos con-
temos ya con concentraciones considerables de estos com-
puestos.

Por sus características, las dioxinas y los furanos provocan
alarmantes efectos en la salud humana y en el ambiente. En
mayor o menor medida, todos los animales, incluidos los
seres humanos, tienen dioxinas en el organismo. Debido a
que los compuestos organoclorados se transmiten a través
de la cadena alimenticia y se acumulan en la grasa corpo-
ral, el caso de los nonatos es muy grave. En la etapa del
embarazo, la madre requiere altos niveles de grasa, por lo
que se incrementan sus concentraciones de esos contami-
nantes. El nonato recibe parte de esa carga corporal a tra-
vés de placenta, cordón umbilical y, posteriormente, leche
materna. En esta vulnerable etapa de los seres humanos, el
exceso o la falta de hormonas afecta la formación de mús-
culos y órganos, así como los sistemas inmunológico, neu-
rológico y reproductivo. Estos compuestos provocan tam-
bién deformaciones prenatales, alteración de funciones
biológicas (tiroides y riñones, entre otras), de comporta-
miento y de aprendizaje.

Las dioxinas y los furanos son compuestos causantes de
cáncer, ya que atacan a las “células asesinas” (que desem-
peñan un papel primordial en la defensa del cuerpo contra
las enfermedades) del sistema inmunológico.

Tales son los efectos en la salud, que en diversos países se
ha prohibido la incineración de los residuos.

En 1995, Renania del Norte/Westfalia, el estado más gran-
de, poblado e industrializado de Alemania, prohibió los in-
cineradores de residuos sólidos municipales.

En Argentina se han prohibido en diversas provincias la in-
cineración de residuos hospitalarios y la instalación de in-
cineradores:

• 2003: el Concejo de Granadero Baigorria, provincia de
Santa Fe, prohibió la incineración de residuos hospitala-
rios.

• 2002: la legislatura de Buenos Aires sancionó una ley
que prohíbe la incineración de residuos hospitalarios. La
ley también prohíbe la contratación de empresas de in-
cineración para el tratamiento de los residuos de los hos-
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pitales municipales de Buenos Aires, aun cuando esas
empresas estén fuera de la ciudad.

• 2002: el Concejo de Villa Constitución, provincia de
Santa Fe, prohibió la instalación de incineradores.

• 2002: el Consejo Municipal de Coronel Bogado, pro-
vincia de Santa Fe, prohibió la instalación de incinera-
dores.

• 2002: el Consejo de Marcos Juárez, provincia de Cór-
doba, prohibió la instalación de incineradores.

• 2002: el Consejo Municipal de Casilda, provincia de
Santa Fe, emitió una ordenanza que prohíbe la incinera-
ción de residuos peligrosos por 180 días.

• En noviembre de 2002, la prohibición fue extendida
por 180 días más 2002: la municipalidad de Capitán
Bermúdez, provincia de Santa Fe, prohibió la incinera-
ción.

En 1995, la municipalidad de Diadema, en Sao Paulo, Bra-
sil, aprobó una ley que prohíbe los incineradores de resi-
duos municipales. El consejo de la ciudad declaró que el
problema de los residuos debe ser tratado mediante políti-
cas de reducción, reutilización y reciclaje.

En 1995, el gobierno de Aragón, España, estableció como
forma requerida de tratamiento de residuos hospitalarios el
tratamiento por autoclaves, eliminando la incineración de
residuos hospitalarios.

En Estados Unidos se ha prohibido la instalación de inci-
neradores en diferentes estados:

• Delaware, 2000: el estado prohibió la instalación de
nuevos incineradores de residuos sólidos en el radio de
3 millas (4.82 kilómetros) a residencias, iglesias, escue-
las, parques u hospitales.

• Iowa, 1993: el estado impuso una moratoria para los
incineradores comerciales de residuos médicos. La mo-
ratoria sigue en vigencia. No abarca los incineradores
operados por los hospitales o consorcios de hospitales.

• Louisiana, 2000: prohibió que las municipalidades de
más de 50 mil habitantes posean, operen o contraten in-
cineradores de residuos en áreas residenciales o comer-
ciales.

• Maryland, 1997: el estado prohibió la instalación de
plantas incineradoras de residuos municipales en el ra-
dio de una milla a una escuela.

• Massachusetts, 1991: el estado estableció una morato-
ria para la construcción o expansión de incineradores de
residuos sólidos urbanos. La moratoria sigue vigente.

• Rhode Island, 1992: el estado prohibió la instalación
de nuevos incineradores de residuos sólidos municipa-
les. Fue el primer estado en decretar una prohibición se-
mejante en ese país.

• West Virginia, 1994: el estado prohibió la instalación
de nuevos incineradores de residuos municipales y co-
merciales. La ley no rige para los proyectos de incinera-
ción experimental, incluidos proyectos experimentales
de incineración de neumáticos.

Por diversas razones, la incineración ha causado y sigue
causando efectos colaterales al ambiente y a la salud hu-
mana. Los legisladores que presentamos la iniciativa esta-
mos conscientes de la urgente necesidad de modificar la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, con una visión de concurrencia para eliminar la
tecnología de incineración en los casos estrictamente nece-
sarios.

Por tal motivo, la presente iniciativa pretende adicionar la
fracción XIII del artículo 5 de la Ley General de para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, a fin de incluir
que el proceso de incineración genera dioxinas y furanos co-
mo subproductos, con la finalidad de determinar las conse-
cuencias de la realización de este proceso en la ley.

Asimismo, el artículo 67, que actualmente establece lo si-
guiente:

Artículo 67. En materia de residuos peligrosos, está
prohibido

I. a VII. …

IX. La incineración de residuos peligrosos que sean o
contengan compuestos orgánicos persistentes y bioacu-
mulables y plaguicidas organoclorados, así como baterí-
as y acumuladores usados que contengan metales tóxi-
cos, siempre y cuando exista en el país alguna otra
tecnología disponible que cause menor impacto y riesgo
ambiental.
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Con este artículo podemos darnos cuenta de que desde la
emisión de la ley en comento, la incineración de residuos
peligrosos que sean o contengan compuestos orgánicos
persistentes y bioacumulables y plaguicidas organoclora-
dos, así como baterías y acumuladores usados que conten-
gan metales tóxicos, ha sido prohibida de manera insustan-
cial, pues la prohibición se elimina al no contar con otra
tecnología de manejo de residuos que cause menor efecto.

Con esta situación podemos observar que hasta en tanto no
se prohíba de manera real en la legislación la incineración,
no se establecerán ni se buscarán nuevas tecnologías que
permitan un mejor tratamiento de estos residuos. Debemos
considerar que esta ley fue publicada en octubre de 2003,
por lo cual la prohibición de incinerar estos recursos debe
ser a esta fecha (cinco años posteriores a la emisión) irres-
tricta.

En otro orden de ideas, debemos retomar lo que se estable-
ce en la propia Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos, en el artículo 1o.:

Artículo 1o. …

Sus disposiciones son de orden público e interés social
y tienen por objeto garantizar el derecho de toda perso-
na al ambiente adecuado y propiciar el desarrollo sus-
tentable a través de la prevención de la generación, la
valorización y la gestión integral de los residuos peli-
grosos, de los residuos sólidos urbanos y de manejo es-
pecial; prevenir la contaminación de sitios con estos re-
siduos y llevar a cabo su remediación, así como
establecer las bases para

I. y II. …

III. Establecer los mecanismos de coordinación que, en
materia de prevención de la generación, la valorización
y la gestión integral de residuos, corresponden a la fe-
deración, las entidades federativas y los municipios, ba-
jo el principio de concurrencia previsto en el artículo 73,
fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Según este principio de concurrencia, debemos generar ba-
ses en la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos a fin de que los gobiernos estatales y los
municipales, con la distribución de competencias, puedan
generar acciones contundentes para la preservación y res-
tauración del ambiente.

En el artículo 95 de la multicitada ley se establece que la
regulación de la generación y del manejo integral de los re-
siduos sólidos urbanos y los residuos de manejo especial se
llevará a cabo conforme a lo que establezcan dicha ley y las
disposiciones emitidas por las legislaturas de las entidades
federativas y demás disposiciones aplicables.

Es necesario que en las disposiciones emitidas por las le-
gislaturas de las entidades federativas se establezca como
prohibición la incineración de este tipo de residuos, con el
propósito de promover la reducción de la generación, y la
valorización y gestión integral de los residuos sólidos ur-
banos y de manejo especial, con la finalidad de proteger la
salud y prevenir y controlar la contaminación ambiental.

Por eso se requieren modificaciones del artículo 96 y 100
de la multicitada ley.

Artículo 96. Las entidades federativas y los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, con el
propósito de promover la reducción de la generación, y
la valorización y gestión integral de los residuos sólidos
urbanos y de manejo especial, a fin de proteger la salud
y prevenir y controlar la contaminación ambiental pro-
ducida por su manejo, deberán llevar a cabo las siguien-
tes acciones:

I. a XII. …

XIII. Establecerá la prohibición de la incineración
de residuos sólidos urbanos.

Artículo 100. La legislación que expidan las entidades
federativas en relación con la generación, el manejo y la
disposición final de residuos sólidos urbanos podrá con-
tener las siguientes prohibiciones:

I. …

II. Incineración de residuos; y

III. …

En atención de lo expuesto, los integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México en esta
soberanía sometemos a consideración del honorable Pleno
la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General para la Prevención y Gestión de los
Residuos

Artículo Único. Se reforman las fracciones XIII del artí-
culo 5o. y IX del artículo 67, se adiciona la fracción XIII al
artículo 96, y se reforma la fracción II del artículo 100 de
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

I. a XII. …

XIII. Incineración: Cualquier proceso para reducir el
volumen y descomponer o cambiar la composición físi-
ca, química o biológica de un residuo sólido, líquido o
gaseoso, mediante oxidación térmica generando dioxi-
nas, furanos o ambos como subproductos, en la cual
todos los factores de combustión, como la temperatura,
el tiempo de retención y la turbulencia, pueden ser con-
trolados, a fin de alcanzar la eficiencia, la eficacia y los
parámetros ambientales previamente establecidos. En
esta definición se incluyen la pirólisis, la gasificación y
plasma, sólo cuando los subproductos combustibles ge-
nerados en estos procesos sean sometidos a combustión
en un ambiente rico en oxígeno.

Artículo 67. …

I. a VIII. …

IX. La incineración de residuos peligrosos que sean o
contengan compuestos orgánicos persistentes y bioa-
cumulables, y plaguicidas organoclorados, así como
baterías y acumuladores usados que contengan me-
tales tóxicos.

Artículo 96. …

I. a XII. …

XIII. Establecerá la prohibición de la incineración
de residuos sólidos urbanos.

Artículo 100. …

I. …

II. Incineración de residuos; y

III. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan la presente.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a once de diciembre de dos mil ocho.— Diputados: Jorge
Emilio González Martínez, Beatriz Manrique Guevara, Diego Cobo
Terrazas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.
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«Que adicionan dos párrafos y cinco numerales al artí-
culo 400 del Código Penal Federal, a cargo del diputa-
do Jacinto Gómez Pasillas, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

Jacinto Gómez Pasillas, diputado integrante del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción
II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, pone a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adicionan dos párrafos y cinco nume-
rales al artículo 400 del Código Penal Federal, para lo cual
solicita que se turne a la Comisión de Justicia de la Cáma-
ra de Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El narcotráfico, el secuestro y las ejecuciones que se pre-
sentan en todo el territorio nacional son delitos considera-
dos de “alto impacto” porque siembran pánico y zozobra
en la sociedad mexicana, que observa con preocupación
cómo la ola delictiva cimbra las instituciones gubernamen-
tales que, pese a todo, se mantienen firmes y dispuestas a
ganar la batalla. Éste es un problema que se agudiza día
con día. Por ello, la sociedad, con justa razón, se ha mani-
festado seria y enérgicamente y exige resultados claros y
transparentes en el combate de la delincuencia.

Los delitos que más se perpetran son el secuestro y el nar-
cotráfico: se han convertido en un negocio sumamente ren-
table para los delincuentes. Para enfrentarlos, las fuerzas del
orden público hacen más efectivo su combate, estructuran y
ponen en funcionamiento grupos especiales antisecuestros,
capacitando a sus elementos con tácticas y técnicas para cap-
turar a la banda delictiva y libertar a las víctimas.

El acto delictivo debe atacarse no sólo con operaciones o
redadas sino, también, desde la tribuna legislativa, a través
de la creación de normas jurídicas que hagan permisible lo
que antes estaba prohibido. Porque la ley funciona como
una prevención general para inhibir a los futuros delin-
cuentes su quebrantamiento.

La tarea es disuadir al crimen organizado, y para lograrlo
las dependencias deben operar coordinadamente porque la
división, el encono y los desencuentros benefician única-
mente al hampa. Saldremos avante sólo cuando unan es-
fuerzos los tres órdenes de gobierno.

Se insiste en que el secuestro y el narcotráfico, por su com-
plejidad y características, vulneran de manera sensible los
valores más íntimos de la sociedad.

La comisión de ese tipo de delitos puede llegar a vincular
a todos los miembros de la familia, es decir, son eventos
delictivos que en la mayoría de los casos son conocidos por
el seno familiar que, amparado por la excluyente de res-
ponsabilidad, no da la noticia criminis a las autoridades, de
tal forma que las actividades ilícitas del padre de familia,
de los hermanos, tíos o primos se cubren con el manto de
la impunidad.

El artículo 13 del Código Penal Federal establece las for-
mas en que se comete el delito, como la autoría material, la
coautoría, y la figura del instigador, del cómplice y del en-
cubridor. En esta última centraremos la atención, en virtud
de que el fin y la razón de ser de la presente iniciativa es
que no opere la excluyente de responsabilidad prevista pa-
ra el delito de encubrimiento establecido en el artículo 400
del Código Penal Federal.

Por ello consideramos oportuno citar las hipótesis sobre las
cuales se estructura ese delito:

Artículo 400. …

III. Oculte o favorezca el ocultamiento del responsable
de un delito, los efectos, objetos o instrumentos del mis-
mo o impida que se averigüe;

IV. Requerido por las autoridades, no dé auxilio para la
investigación de los delitos o para la persecución de los
delincuentes; y

En esta iniciativa se plantea que no opere la excluyente de
responsabilidad prevista en la fracción III, en lo referente
al ocultamiento; y en lo consignado en la fracción IV cuan-
do, requerido por las autoridades, no dé auxilio para la in-
vestigación de los delitos o para la persecución de los de-
lincuentes, pero sólo en los delitos siguientes:

1. Contra la salud, previsto en los artículos 194 y 195,
párrafo primero;

2. Operaciones con recursos de procedencia ilícita, con-
tenido en el artículo 400 Bis;

3. Secuestro, prescrito en el artículo 366;
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4. Tráfico de menores, establecido en el artículo 366
Ter; y

5. Robo de vehículos, sancionado en el artículo 381 Bis.

Lo anterior evidencia el efecto de la excluyente de respon-
sabilidad penal cuando dichas personas, en virtud de la re-
lación que guardan con el sujeto activo del delito, no coad-
yuven con la justicia penal en los delitos de secuestro, de
operaciones con recursos de procedencia ilícita, contra la
salud, tráfico de menores, y robo de vehículos. En los de-
más delitos previstos en las leyes penales sigue operando la
excluyente en comento; es decir, no se aplicará pena algu-
na a las personas que tengan parentesco con el inculpado,
como la cónyuge, los ascendientes y los descendientes has-
ta el cuarto grado, la concubina, el concubinario y los que
estén ligados por respeto, gratitud, cariño, etcétera.

Lo argumentado en el párrafo precedente sustenta la nece-
sidad de la iniciativa que se expone porque crímenes como
los señalados se ejecutan sistemáticamente; es decir, parti-
cipa toda la familia, unos auxiliando o escondiendo los
efectos del delito, otros proveyendo los alimentos y vigi-
lando a la víctima, todo en una operación coordinada, lo
que en grado superlativo dificulta la intervención pronta y
oportuna de las autoridades, que no consiguen descubrir y
aprehender a los delincuentes.

No se pretende con la presente propuesta romper con el
equilibrio y la armonía familiares, pues se procura que el
delincuente, cuando cometa su conducta criminosa, consi-
dere que de alguna manera involucra a sus familiares a co-
meter un delito, en la modalidad de encubrimiento.

El secuestro y el narcotráfico son los delitos que preponde-
rantemente se presentan en el país, a tal grado que, según
datos de la Organización para la Cooperación y el Des-
arrollo Económicos, se ocupa el nada honroso primer lugar
mundial en plagios, segundo en ejecuciones o muerte, ter-
cero en robo con violencia, octavo en robo de vehículos y
decimoquinto en el delito de violación.

Por todo lo anterior, como integrante del Grupo Parlamen-
tario de Nueva Alianza, someto a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan dos párrafos y cinco nu-
merales al artículo 400 del Código Penal Federal

Artículo 400. …

I. a IV. …

V. …

a) y b) …

c) …

No surtirá efectos la eximente de responsabilidad
a que se refieren los incisos y la fracción prece-
dentes cuando se trate de los delitos comprendi-
dos en los artículos siguientes:

1. Contra la salud, previsto en los artículos 194
195, párrafo primero;

2. Operaciones con recursos de procedencia ilíci-
ta, contenido en el artículo 400 Bis;

3. Secuestro, prescrito en el artículo 366;

4. Tráfico de menores, establecido en el artículo
366 Ter; y

5. Robo de vehículos, sancionado en el artículo
381 Bis.

Todos previstos en este código. Lo anterior siem-
pre que se trate de la normatividad contenida en
la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da.

…

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 11 de diciembre de 2008.— Diputado Jacinto Gómez Pa-
sillas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia.
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«Que reforma la fracción I del artículo 31 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a car-
go de la diputada Silvia Luna Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza

Silvia Luna Rodríguez, diputada de la LX Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Nueva Alianza, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56,
60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, presento
ante esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma la fracción I del artículo 31 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los artículos 3o. y 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establecen que todo individuo
tiene derecho a la educación, así como que es derecho de
las y los menores, la satisfacción de sus necesidades de
educación. De igual forma, que es deber de los padres pre-
servar ese derecho y, obligación del Estado, proveer lo ne-
cesario para que los derechos de la niñez se ejerzan plena-
mente. 

Por lo tanto, la educación es un derecho de las y los meno-
res, que implica la correlativa obligación del Estado de im-
partir educación y el deber de los padres de preservar el de-
recho de las y los niños a satisfacer dicha necesidad. Así,
tal como lo señaló la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, en su jurisprudencia con tesis P./J. 142/2001,1 las
obligaciones que marca el numeral 31, fracción I, no pue-
den estimarse como un límite, sino que deben ampliarse
por el propio orden constitucional. Por consiguiente, si una
propuesta colma tales fines, lejos de conculcar el orden
constitucional, lo cumple.

Cabe destacar que esta obligación, “De los mexicanos”, lo-
calizada en el capítulo II de la Constitución, tiene su origen
en la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción (DOF) el 5 de marzo de 1993, que asimismo contiene
la reforma al artículo 3º, que en su primer párrafo estable-
ce que: “Todo individuo tiene derecho a recibir educación.
El Estado –federación, estados, Distrito Federal y munici-
pios–, impartirá educación preescolar, primaria y secunda-
ria. La educación preescolar, primaria y la secundaria con-
forman la educación básica obligatoria”.

Con miras a un acercamiento más acertado al sentido de la
obligación contenida en la fracción I del artículo 31 en co-
mento, es necesario revisar la exposición de motivos que el
Ejecutivo federal envió a la Cámara de Diputados el 18 de
noviembre de 1992, en donde se propuso la reforma con-
junta a los preceptos 3o. y 31, fracción I, constitucionales.

En dicho documento se sostuvo que “el Estado –federa-
ción, estados y municipios– cumplirá la obligación de im-
partir educación preescolar, primaria y secundaria confor-
me al federalismo educativo que, con sustento en el
régimen de concurrencia previsto por la Constitución y la
Ley Federal de Educación, se convino el 18 de mayo de
1992, para concretar las respectivas responsabilidades de
los tres órdenes de gobierno en la conducción y operación
del sistema de educación básica y normal”. 

La educación enaltece al individuo y mejora a la sociedad.
El derecho a la educación lleva implícito el deber de contri-
buir con el desenvolvimiento de las facultades del individuo
y el desarrollo de la sociedad; el derecho a la igualdad de
oportunidades de acceso a la educación y la obligación esta-
tal de impartirla en los niveles considerados. 

Esto significa que sociedad y gobierno asumen el compro-
miso de unirse en el esfuerzo por alcanzar una mejor edu-
cación y una formación más acorde con el mundo en el que
habrán de vivir las generaciones que hoy se instruyen. En
congruencia con la obligatoriedad por parte del Estado de
brindar educación, se corresponsabiliza también a los pa-
dres para que sus hijas y/o hijos ejerzan los derechos a la
misma.2

En consecuencia, derivado del espíritu de la fracción I del
artículo 31 constitucional, debe de resultar el hecho que, en
caso que los padres o quien ejerza la patria potestad no
pueda cumplir con la obligación de hacer que sus hijas e hi-
jos, o pupilas y pupilos acudan a las escuela, ya sea por
problemas relacionados con alguna adicción, vandalismo o
cualquiera que salga de su control, deberán de cederle la
tutela educativa al Estado y enviarlas y/o enviarlos a Cen-
tros de Enseñanza denominados granjas escuela, que fun-
jan como un lugar receptor de las y los niños que presentan
dificultades o muestran aptitudes de inadaptabilidad social,
para que reciban una segunda oportunidad de estudio y tra-
bajo.

Actualmente, algunas de las más productivas iniciativas en
materia de granjas escuela las encontramos en España, en
donde a la niñez con problemas, debido por ejemplo a al-
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guna adicción o por vandalismo, se le proporciona un me-
jor futuro, aprendiendo a trabajar la tierra, al tiempo que
terminan el colegio. En Córdoba, por ejemplo, la escuela
Granja Siquem cuenta con una extensión de 70 hectáreas,
en donde las y los chicos que cumplen penas judiciales o
que se encuentran en alguna situación de riesgo, pueden
educarse, laborar y mejorar –mediante dinámicas de equi-
po– su autoestima, dentro de las instalaciones de la institu-
ción. 

La intención primaria de este lugar consiste en trabajar so-
bre el concepto de soberanía alimentaria, lo que permite a
las y los niños, no sólo aprender alguna labor de produc-
ción para conseguir buenos empleos, sino también poder
aplicar los conocimientos en producciones familiares, y
solventar así, el alimento para sus familias.3

“[…] el cambio más notable que se ve en los chicos es
el recupero de la autoestima. Cuando llegan se sienten
nada, en la calle usan gorras que les tapan la cara y ca-
puchas. Esa es una protección que se ponen frente a la
discriminación. Cuando descubren que somos todos
iguales, que sólo hay diferentes oportunidades, pero que
son tan inteligentes como cualquiera y que pueden tra-
bajar y estudiar, se produce el cambio.”4

Actualmente, son 70 los chicos que concurren cada jorna-
da a la granja escuela, pero el crecimiento promedio de la
población estudiantil supera los 10 por año. Son niñas, ni-
ños y adolescentes que cometieron delitos, algunos muy
graves, como homicidios o asaltos calificados, o que están
inmersos en un contexto de alto riesgo social y exclusión. 

Por su parte, la granja escuela del Centre La Salle, Lliria,
tiene por objeto acercar a los alumnos de educación infan-
til y los primeros ciclos de Enseñanza Primaria al mundo
rural, para que conozcan las relaciones entre las personas y
la tierra, como espacio del que extraen amplios recursos
para poder vivir. En el mes pasado de noviembre, dos gru-
pos realizaron estancia con ellos. En primer lugar el cole-
gio San Pedro Pascual, con 80 alumnos de cuarto grado de
primaria. En segundo, la escuela profesional de Paterna,
con un grupo de 26 alumnos de tercero de primaria.5

Igualmente, la Comunidad de Madrid, a través del Institu-
to de Realojo e Integración Social (IRIS), celebra jornadas
de acercamiento al medio natural y rural, en donde niñas y
niños de 6 a 12 años de edad, que viven en núcleos chabo-
listas de la región, refuerzan el proceso educativo y de se-

guimiento escolar. Estas jornadas se celebran en la granja
escuela El Acebo, situada en el municipio de Villanueva de
Perales. 

El IRIS atiende a casi 4 mil niños, de hasta 16 años de
edad, que viven en núcleos chabolistas, barrios de tipología
especial o que ya han sido realojados en pisos en altura. To-
dos aquellos que están en edad escolar obligatoria –entre 6
y 16 años– están escolarizados y matriculados en un total
de 552 centros escolares. Los niños que se encuentran en
edad de educación infantil no obligatoria –de 0 y 6 años–
se busca que se incorporen a escuelas lo antes posible para
adelantar su aprendizaje. En concreto, la comunidad ha es-
colarizado y realiza el seguimiento de más de 750 niños de
hasta 5 años de edad. El IRIS ha proporcionando una vi-
vienda digna a más de mil 700 familias. En el ámbito edu-
cativo, cuenta con un 100 por ciento de menores escolari-
zados.6

En general, este tipo de instalaciones alberga a alrededor de
100 a 200 alumnos, y cuentan con grandes extensiones pa-
ra actividades de convivencia al aire libre.

En Latinoamérica, dada la situación de necesidad por la
que atraviesan miles de niñas y niños, lugares como la Pro-
vincia de Buenos Aires, Argentina, también se encuentran
interesados en fomentar el financiamiento y patrocinio de
proyectos de granjas escuela, donde la niñez pueda alojar-
se para no sólo aprender un oficio digno, sino también, y lo
más importante, para rescatar y fortalecer los valores del
ser humano.

En Buenos Aires, la granja escuela Fernando Noailles pre-
tende continuar con la misma línea de formación que se
emplea actualmente con escolares en ese país, es decir, con
los valores para el desarrollo, entre los cuales destacan: el
respeto, la tolerancia y el amor hacia uno mismo y hacia los
demás, con técnicas de autocontrol.

Asimismo, la granja escuela ubicada en el sector Miquin-
bay de la población de Carache en el estado de Trujillo, Ve-
nezuela, también presta servicios educativos y actividades
conexas a miembros de esta comunidad. El sector donde se
ubica este plantel se caracteriza inicialmente por tener co-
mo principal actividad comercial la producción agrícola y
pecuaria, donde las y los jóvenes son insertos en el proce-
so de producción desde muy temprana edad. 
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Los niveles de ingreso familiar en este lugar son relativa-
mente bajos, por lo que se pretende que dicha institución
educativa cuente con un alto nivel de excelencia en la for-
mación de recursos humanos en las áreas de técnicas agro-
pecuarias, herrería, carpintería y construcción. Además,
que se vincule de manera efectiva con los sectores educati-
vos, culturales y productivos de la comunidad, mediante
programas permanentes de formación.

Como estos casos, existen varios más que aportan una me-
jor calidad de vida a la niñez de sus respectivos lugares de
origen, a la par que coadyuvan con el Estado en su obliga-
ción de proveer educación.

La generalidad de este tipo de granjas escuela se solventa
con la venta de las producciones que realizan, con subsi-
dios del Estado y con colaboraciones de empresas o parti-
culares. 

En México, las acciones de combate a la pobreza han esta-
do orientadas a apoyar proyectos productivos de carácter
social con prioridad en subregiones, comunidades y grupos
sociales con niveles críticos de alimentación, salud, vivien-
da y educación. Las acciones dirigidas a superar la pobre-
za en mujeres responden prioritariamente a la demanda so-
cial y productiva surgida dentro del sector rural, indígena y
en zonas urbano-marginadas. Dentro de estos sectores, al-
gunos de los proyectos de mayor auge son los concernien-
tes a las granjas comunitarias, las cuales han demostrado
gran eficacia, pero aún no se aplican como una herramien-
ta, más allá de su utilidad productiva y económica, para
abatir efectivamente las carencias educativas de la niñez
por falta de recursos y/o porque cuentan con algún proble-
ma o adicción. 

Las políticas destinadas a sacar a las y los niños de la calle,
a alegarlos de las drogas, vicios o delincuencia, para lle-
varlos a las aulas, no han logrado los resultados esperados,
en mucho, debido a que los padres o tutores que debieran
de ejercer esta obligación, no cuentan con la autoridad ne-
cesaria para hacer que estudien, por lo que tendrían que
transferirle esta obligación al Estado, quien se haría cargo
de reformarlos, insertándolos dentro de la dinámica propia
de una granja escuela. 

Esto, bajo el entendido que, tal como lo señala la fracción
V del artículo 3o. constitucional, el Estado debe promover
y atender todos los tipos y modalidades educativos necesa-
rios para el desarrollo del individuo y de la nación; además

de apoyar la investigación científica y tecnológica y, alen-
tar el fortalecimiento y la difusión de la cultura. De igual
forma, queda sustentado bajo el artículo 4o. de la norma
constitucional, cito: 

“Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y
sano esparcimiento para su desarrollo integral.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de
preservar estos derechos. El Estado proveerá lo necesa-
rio para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y
el ejercicio pleno de sus derechos.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez.”

Claramente, dichos párrafos se dirigen a proteger y preser-
var, en general, los derechos de la niñez en todas sus ma-
nifestaciones, es decir, alimentación, salud, sano esparci-
miento y, por supuesto, educación.

Si bien no se precisa el alcance de las obligaciones im-
puestas a los ascendientes, tutores y custodios, sí se señala
que es su deber preservar el derecho de los menores a la sa-
tisfacción de sus necesidades y a la salud física y emocio-
nal. Luego entonces, la ley determinará los apoyos y la pro-
tección de los menores, que debe de incluir las granjas
escuela, en caso de tratarse de niñas o niños en riesgo de
caer en adicciones o infracciones a la ley, con clara con-
ducta de inadaptabilidad social, y que no puedan ser cabal-
mente guiados por sus padres o tutores. De ahí la impor-
tancia y trascendencia de la reforma propuesta al artículo
31 constitucional, para que esta cuestión se vuelva obliga-
ción expresa de los mexicanos.

Recordemos que es nuestra labor como legisladores contri-
buir a la mejor convivencia humana, a través del aprecio
por la dignidad del educando y la integridad de la familia,
así como por la convicción del interés general de la socie-
dad.

Por las consideraciones expuestas y fundadas en mi calidad
de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza,
someto a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma la fracción I del artículo
31 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue: 

Único. Se reforma la fracción primera del artículo treinta y
uno de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

…

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las es-
cuelas públicas o privadas, que comprenden las
granjas escuela, para obtener la educación preesco-
lar, primara y secundaria, y reciban la militar, en los
términos que establezca la ley.

II. a IV. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Registro número 187982. Rubro: Facultades concurrentes en el sis-
tema jurídico mexicano. Sus características generales. Localización:
9a. Época; Pleno; SJF y su Gaceta; XV, enero de 2002; página 1042;
[J].

2 www2.scjn.gob.mx/ius2006/UnaEj.asp?nEjecutoria=1394&Tpo=3

3 http://www.lanacion.com.ar/nota.asp?nota_id=842143 

4 Ibíd.

5 www.lasalle.es/lliria/

6 http://www.desarrollointeligente.org/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 11 de diciembre de 2008.— Diputada Silvia Luna Ro-
dríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.

«Que adiciona una fracción VIII al artículo 3 de la Ley
General de Población, a cargo del diputado Humberto
Dávila Esquivel, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

Humberto Dávila Esquivel, diputado de la LX Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y
64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona una fracción VIII al artículo 3 de la Ley Gene-
ral de Población, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El desarrollo de un país tiene ciertamente que ver con los
cambios gestados en la economía, ya sea en materia de cre-
cimiento o en la transformación de los procesos productivos.
Sin embargo, toda economía se da en el seno de una socie-
dad con cierto grado de avance, por lo que al hablar de des-
arrollo no podemos dejar de considerar la dimensión social,
entendida ampliamente como aquella conjunción de las es-
feras política, social, económica, cultural y  demográfica.

En una economía cada vez más compleja en donde los mer-
cados abarcan mayores ámbitos de la interacción social no
hay modelo de desarrollo que logre evitar la migración. Es-
to es porque todo proceso de desarrollo económico genera
desequilibrios. Así como se genera un polo de crecimiento,
se crean polos de estancamiento. Naturalmente, quienes vi-
ven en los segundos tratarán, dentro de sus posibilidades,
de trasladarse a los primeros. Sin entrar en detalles, la tran-
sición de una economía tradicional en una moderna impli-
ca las consecuencias descritas por Kuznets, en términos de
distribución de la riqueza y de las oportunidades.1

Así, vemos que a partir de la firma del Tratado de Libre
Comercio con América del Norte, la necesidad de migrar
en busca de trabajo se ha acentuado. Caso ejemplar es el
desmedido crecimiento de población mexicana en Estados
Unidos de América, que ya cuenta con más de 10 millones
de personas.2 Resulta asombroso también el tránsito inter-
no en nuestro país de zonas rurales a mayoritariamente ur-
banas. La migración interna ha alcanzado tasas cercanas a
las de la migración internacional, en mucho, debido a que
no existen fuentes suficientes de empleo que les permitan
mantener el ritmo de crecimiento poblacional.

Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados146



Debido a su situación geográfica, México es regularmente
cruzado por extranjeros que intentan llegar a Estados Uni-
dos de América. Sin embargo, ya no solamente latinoameri-
canos atraviesan nuestro país sino que desde hace ya algunos
años se ha multiplicado el número de personas originarias de
África y del sur de Asia que intentan lo mismo, con el obje-
tivo de alcanzar el sueño americano, tras haber sido a menu-
do abandonados a su suerte por los traficantes de personas
en las costas de América central, sitios donde corren menos
riesgos de toparse con la guardia costera americana.3

En este contexto de integración, la figura del transmigran-
te (en su calidad de no inmigrante), reconocida en el artí-
culo 42 de la Ley General de Población, resulta de impor-
tancia cada vez mayor. De acuerdo a este artículo, el
transmigrante es el extranjero que se interna en tránsito ha-
cia otro país y que podrá permanecer en territorio nacional
hasta por treinta días. También es considerado por los estu-
diosos como aquel migrante que puede participar activa-
mente, al mismo tiempo, en la vida económica, social y po-
lítica del país de origen y del de destino. El fenómeno de
transmigración es eminentemente uno de primera y segun-
da generación, porque para la tercera generación los indi-
viduos se asimilan más a la cultura del país de destino que
a la del de origen y pierden el interés en interactuar en esa
última sociedad.4

En términos económicos, el transmigrante puede pasar de
ser un sujeto pasivo en el mercado a un agente de desarro-
llo al tener la capacidad de transformar la economía de la
sociedad de origen mediante la creación de empresas o em-
pleos y no simplemente a través de remesas. 

En términos sociales y políticos, el transmigrante transmi-
te conocimientos sobre formas de educación y organiza-
ción que son novedosas a la comunidad de origen, y brin-
da cohesión y diversidad a la sociedad receptora.5

Aún cuando la influencia de los transmigrantes pueda ver-
se demeritada por los diversos intereses que confluyen en
diferentes ámbitos, y debido a que por ley solamente pue-
den permanecer, en su calidad de no inmigrantes, interna-
dos en el país por un breve periodo de treinta días y no in-
miscuirse en la vida política del país, estos sí podrían
alcanzar un alto grado de persuasión o influencia en la to-
ma de decisiones relacionadas a políticas públicas trascen-
dentales, en su continuo tránsito por nuestro país. Cabe
destacar que los transmigrantes mantienen vigentes sus de-
rechos político-electorales, lo que incluye su derecho a vo-
tar y ser votado.

La relación entre el migrante mexicano común y el trans-
migrante es muy estrecha en cuanto a que ambos requieren
de la protección y la defensa, no sólo de sus derechos polí-
ticos sino de sus derechos humanos, así como de su inte-
gridad física y patrimonial, con independencia de su nacio-
nalidad y de su condición de documentados o
indocumentados. 

Por ello, es necesario actualizar el marco jurídico aplicable
vigente –Ley General de Población–, para considerar espe-
cíficamente la figura del transmigrante y así brindarle ple-
no acceso y goce de los derechos que la ley le confiere.  

Asimismo, resulta preponderante que, en aras de minimi-
zar el riesgo que puede surgir del choque de culturas, es ne-
cesario familiarizarnos con el transmigrante como un actor
que puede fungir como catalizador del desarrollo integral,
tanto de su lugar de origen como del de destino. Es res-
ponsabilidad tanto del gobierno como de la sociedad civil
ayudarlo a integrarse armónicamente en el entorno nacio-
nal, lo que no puede darse sin su particular reconocimien-
to en la ley aplicable referida. 

Como parte de la diversidad y pluralidad que conforman
México, es también nuestro deber trabajar en favor de un
país más justo que luche por la defensa y la salvaguarda de
los derechos de los transmigrantes.

Nueva Alianza pugna por la preservación de los principios
de equidad y justicia social, con base en el conocimiento
surgido a partir de las razones estructurales que motivan
los fenómenos migratorios, para combatir los actuales obs-
táculos y barreras que nos impiden acceder a niveles más
altos de desarrollo social y económico.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za, someto a consideración de esta soberanía la iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona una fracción VIII al ar-
tículo 3 de la Ley General de Población

Único. Se adiciona una fracción VIII al artículo tercero de
la Ley General de Población, y se recorren en su orden las
actuales fracciones VIII a XIV, pasando a ser IX a XV, res-
pectivamente.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 / Anexo I147



Ley General de Población

…

Artículo 3o. Para los fines de esta ley, la Secretaría de Go-
bernación dictará y ejecutará o, en su caso, promoverá an-
te las dependencias competentes o entidades correspon-
dientes las medidas necesarias para

I. a VII. …

VIII. Promover la plena integración (mejor asimila-
ción) de los transmigrantes al desarrollo nacional
(medio nacional), de acuerdo con los criterios que
juzgue pertinentes;

IX. a XV. …

...

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Dwight Dyer de Global Exchange en el Foro social mundial 2008.

2 Ibid.

3 http://www.deia.com/.

4 Dwight Dyer de Global Exchange en el Foro social mundial 2008.

5 Ibid.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 11 de diciembre de 2008.— Diputado Humberto Dávila
Esquivel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios.

«Que reforma los artículos 77 y 79 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Jacin-
to Gómez Pasillas, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

Jacinto Gómez Pasillas, diputado federal integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza en la LX
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
del Pleno la iniciativa con proyecto de decreto por la que
se reforma el artículo 77 y se adiciona un tercer párrafo al
artículo 79 de la Ley Federal de Protección al Consumidor,
de acuerdo con la siguiente 

Exposición de Motivos

Actualmente el ejercicio de la garantía de un vehículo au-
tomotor, se condiciona a la realización del servicio de man-
tenimiento en talleres de la propia agencia distribuidora,
estableciendo una carga indirecta al comprador del vehícu-
lo.

Esta condición sine qua non para hacer valer una garantía
vehicular en México, ha propiciado la creación de mono-
polios en materia de servicio automotriz, caracterizada por
la cartera de clientes cautivos, que se sujetan sin alternati-
va alguna, a las cláusulas diseñadas a modo por las agen-
cias distribuidoras.

Aunado a lo anterior, el sistema jurídico mexicano única-
mente cuenta con la Ley Federal de Protección al Consu-
midor que tiene por objeto promover y proteger los dere-
chos y cultura del consumidor y procurar la equidad,
certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre provee-
dores y consumidores. Sin embargo en la totalidad de los
135 artículos que la integran, no existe hasta el día de hoy,
disposición específica en materia de garantía que proteja al
consumidor de cumplir a cabalidad una condición exigible
por el proveedor para hacer efectiva y válida la garantía de
determinado servicio.

Asimismo también es inexistente la expedición de alguna
Norma Oficial Mexicana, en la que se contenga la regula-
ción técnica de observancia obligatoria, expedida por las
dependencias competentes, que establezca las reglas, espe-
cificaciones, atributos, directrices, características o pres-
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cripciones aplicables al servicio de mantenimiento auto-
motriz.

Con objeto de terminar con el monopolio de clientes cauti-
vos en los talleres de servicio de las agencias distribuido-
ras de vehículos automotores, es necesario establecer en el
marco normativo de la Ley Federal para la Protección del
Consumidor, el derecho de opción a los clientes o consu-
midores para acudir a talleres de servicio alterno que
cuenten con la certificación para otorgar el servicio, o por
aquellos propios de las agencias productoras nacionales y
distribuidoras importadoras de vehículos automotores,
con la finalidad de garantizar una mayor competitividad en
el mercado y beneficiar al consumidor.

Se propone reformar el artículo 77 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor para efectos de especificar que
la garantía de un bien o producto se sujetará también a las
normas oficiales mexicanas que emita la Secretaría de Eco-
nomía.

De igual forma, se adiciona un párrafo tercero al artículo
79 del citado ordenamiento, para determinar que el cum-
plimiento de la garantía de un producto no podrá estar con-
dicionado al cumplimiento exclusivo de los servicios de
mantenimiento en talleres de la misma concesionaria que
los vende, cuando ello implique el monopolio del mismo. 

Por lo expuesto y en mi calidad de integrante del Grupo
Parlamentario Nueva Alianza, someto a su consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 77 y se adicio-
na un tercer párrafo al artículo 79 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor

Único. Se reforma el artículo 77 y se adiciona un tercer pá-
rrafo al artículo 79 de la Ley Federal del Consumidor, pa-
ra quedar como sigue:

Capítulo IX
De las garantías

Artículo 77. Todo bien o servicio que se ofrezca con ga-
rantía deberá sujetarse a lo dispuesto por esta ley, a las
normas oficiales mexicanas aplicables en la materia y a lo
pactado entre proveedores y consumidor. 

…

Artículo 79. Las garantías ofrecidas no pueden ser inferio-
res a las que determinen las disposiciones aplicables ni
prescribir condiciones o limitaciones que reduzcan los de-
rechos que legalmente corresponden al consumidor.

El cumplimiento de las garantías es exigible, indistinta-
mente, al productor y al importador del bien o servicio, así
como al distribuidor, salvo en los casos en que alguno de
ellos o algún tercero asuma por escrito la obligación. El
cumplimiento de las garantías deberá realizarse en el do-
micilio en que haya sido adquirido o contratado el bien o
servicio, o en el lugar o lugares que exprese la propia póli-
za y las normas oficiales mexicanas aplicables en la ma-
teria. El proveedor deberá cubrir al consumidor los gastos
necesarios erogados para lograr el cumplimiento de la ga-
rantía en domicilio diverso al antes señalado.

El cumplimiento de la garantía en materia vehicular no
podrá estar condicionado a los servicios exclusivos de
mantenimiento en los talleres de la concesionaria o dis-
tribuidora, cuando implique monopolio del servicio. La
Secretaría emitirá las normas necesarias para impulsar
la competitividad de un bien en beneficio del consumi-
dor.

…

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 11 de diciembre de
2008.— Diputado Jacinto Gómez Pasillas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía.
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